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C
apítulo 1

Las cortes y el cam
bio social 

estructural: los efectos  
del constitucionalism

o 
progresista*

Introducción 
El 22 de enero de 2004, la C

orte C
onstitucional colom

-
biana dictó el fallo m

ás am
bicioso de sus casi dos décadas de 

existencia: la sentencia T-025 de 2004 (C
orte C

onstitucional 
2004). En ella declaró que la dram

ática situación de los m
ás 

de tres m
illones de personas desplazadas por la violencia en 

C
olom

bia —
la segunda cifra m

ás alta en el m
undo después de 

Sudán (A
cnur 2009)—

 constituye un “estado de cosas incons-
titucional”. A

l aplicar esta figura jurisprudencial, estableció 
que existe una violación m

asiva y reiterada de los derechos 
hum

anos de la población desplazada, y que las fallas estruc-
turales de las políticas del Estado colom

biano son un factor 
central que contribuye a ella. 

En este libro analizam
os con detalle esta sentencia funda-

m
ental. Para ello hem

os escogido un foco y un objeto de estudio 
que, creem

os, obligan a expandir los lím
ites convencionales de 

la discusión sobre las cortes, los derechos y el cam
bio social. 

En cuanto al foco del análisis, a diferencia de la gran m
ayo-

ría de la bibliografía, nos concentram
os en los efectos de la sen-

tencia. C
om

o explicam
os m

ás adelante, los trabajos existentes 
se han centrado en la fase de producción de los fallos, ya sea para 
debatir su fundam

ento teórico o sus detalles técnicos jurídicos. 
C

on ello han tendido a pasar de largo una cuestión igualm
ente 

im
portante para la protección eficaz de los derechos: la im

ple-
m

entación de las sentencias, fase en la que se juegan sus efectos 
prácticos. C

on el fin de llenar este vacío, esbozam
os una pers-

pectiva analítica y m
etodológica para exam

inar la im
plem

en-

* 
Este capítulo reproduce el m

arco teórico de un estudio m
ás am

-
plio sobre el im

pacto del constitucionalism
o progresista en C

olom
bia 

y otros países del Sur global. Véase Rodríguez G
aravito (en prensa)
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tación de fallos constitucionales, y la aplicam
os al estudio de 

la sentencia T-025 de 2004 (en adelante, T-025).
En cuanto al objeto de estudio, la T-025 presenta cuatro ca-

racterísticas que la hacen particularm
ente útil para la discu-

sión latinoam
ericana y global sobre la aplicación judicial de 

los derechos hum
anos. Prim

ero, el alcance del fallo es particu-
larm

ente am
plio. Se trata de una verdadera “m

acrosentencia” 
por 1) el tam

año de la población beneficiaria, 2) la gravedad de 
las violaciones de derechos que pretende resolver, 3) los num

e-
rosos actores estatales y sociales que involucra, y 4) la am

bi-
ción y duración del proceso de im

plem
entación de las órdenes 

del fallo, que lleva seis años y sigue abierto. La envergadura 
del caso am

plía, com
o por un efecto de lupa, los retos y las 

oportunidades para la garantía de los derechos sociales en las 
condiciones de países latinoam

ericanos (y de otras partes del 
m

undo) en los que se com
binan la presencia de cortes activis-

tas, el litigio y la m
ovilización social a favor de los derechos, y 

la existencia de Estados fragm
entados y burocracias con capa-

cidad (y voluntad) lim
itadas para aplicar esos derechos.

En segundo lugar, la T-025 es tal vez el intento judicial la-
tinoam

ericano m
ás explícito y sistem

ático por asegurar la im
-

plem
entación de una m

acrosentencia. C
om

o se verá, durante 
el periodo de seis años analizado en este libro (enero de 2004 
a enero de 2010), la C

orte C
onstitucional m

antuvo jurisdicción 
sobre el caso para im

pulsar el cum
plim

iento de sus órdenes, a 
través de 84 decisiones de seguim

iento (autos) y 14 audiencias 
públicas de discusión, que hicieron balances del trabajo del 
G

obierno, y ha dictado nuevas órdenes para im
pulsar la pro-

tección de los derechos de la población desplazada. 
U

na tercera particularidad relevante es el tipo de órdenes 
dictadas por la C

orte. En lugar de fijar los detalles de las m
e-

didas que las autoridades públicas deben tom
ar para atender 

a los desplazados —
com

o lo había hecho en otras sentencias, 
criticadas por num

erosos econom
istas y juristas—

1, el tribunal 

1 
El caso m

ás conocido, y tam
bién m

ás criticado, fue la sentencia 

constitucional expidió órdenes de procedim
iento que involu-

cran al Estado y a la sociedad civil en la elaboración y apli-
cación de program

as para enfrentar la crisis hum
anitaria del 

desplazam
iento. A

l requerir el diseño de políticas y convocar 
audiencias públicas periódicas para discutirlas, la C

orte es-
tableció un procedim

iento participativo y gradual de im
ple-

m
entación del fallo. C

om
o se verá, la com

binación de este tipo 
de órdenes con m

ecanism
os de seguim

iento públicos creó es-
pacios de deliberación que ofrecen alternativas novedosas y 
potencialm

ente dem
ocratizadoras para la aplicación judicial 

de los derechos constitucionales.
Por últim

o, la T-025 resulta especialm
ente sugestiva para 

la discusión internacional propuesta en este libro porque hace 
parte de una jurisprudencia  —

la de la C
orte C

onstitucional 
colom

biana—
 que se ha ganado un lugar prom

inente en el 
constitucionalism

o com
parado. En un giro paradójico de la 

historia social y jurídica, precisam
ente uno de los países con 

violaciones m
ás graves de los derechos hum

anos ha pasado a 
ser exportador neto de jurisprudencia constitucional y de in-
novaciones institucionales para asegurar el cum

plim
iento de 

decisiones am
biciosas sobre derechos. H

oy en día, en efecto, 
la jurisprudencia de la C

orte es citada con entusiasm
o por tri-

bunales latinoam
ericanos y de otras partes del m

undo, y suele 
ser incluida en los estudios com

parados sobre jurispruden-
cia constitucional (C

om
isión Internacional de Juristas 2008; 

C
oom

ans 2006; G
argarella, D

om
ingo y Roux 2006; Langford 

2008).
La colom

biana, por supuesto, no es la única corte consti-
tucional que ha avanzado en esta dirección. La T-025 y la ju-
risprudencia colom

biana se inscriben en una tendencia inter-

C
-700 de 1999, en la que la C

orte declaró inconstitucional el sistem
a 

de financiación de vivienda (U
PA

C
) y ordenó reem

plazarlo por uno 
nuevo cuyos parám

etros detallados ella m
ism

a fijó. Para evaluacio-
nes críticas del activism

o de estas sentencias, desde visiones m
uy 

distintas, véanse C
lavijo (2001), K

alm
anovitz (2001), U

prim
ny (2000). 

Para un análisis del im
pacto de esta jurisprudencia, véase Rodríguez 

G
aravito (en prensa).
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nacional hacia el protagonism
o de los jueces constitucionales 

en la realización de los derechos. En las últim
as décadas se 

han m
ultiplicado los ejem

plos de este “neoconstitucionalism
o 

progresista” (Rodríguez G
aravito 2009a). Entre los m

ás co-
nocidos está la jurisprudencia de la C

orte Suprem
a de India, 

que ha abordado tem
as sociales estructurales com

o el ham
bre 

y el analfabetism
o, y ha sido acom

pañada de la creación de 
com

isiones judiciales de consulta que le hacen seguim
iento a 

la im
plem

entación de los fallos (M
uralidhar 2008; Shankar y 

M
ehta 2008). A

sim
ism

o, la C
orte C

onstitucional surafricana se 
ha convertido en un espacio institucional fundam

ental para 
la prom

oción de derechos tales com
o la vivienda y la salud, 

y para obligar al Estado a tom
ar acciones en contra del lega-

do económ
ico y social del apartheid (Berger 2008; Liebenberg 

2008). y algunas cortes argentinas han venido desarrollando 
una jurisprudencia protectora de derechos tales com

o la se-
guridad social en salud y pensiones (C

om
isión Internacional 

de Juristas 2008) y, al m
ism

o tiem
po, han experim

entado con 
m

ecanism
os públicos de seguim

iento a la im
plem

entación de 
sentencias activistas en tem

as tales com
o los derechos de las 

personas detenidas y la protección del m
edioam

biente (A
bra-

m
ovich y Pautassi 2009; Bergallo 2005; C

ourtis 2009; Filippini 
2005; Puga 2008). 

La selección de la T-025 para el estudio im
plica una op-

ción deliberada por el análisis de un tipo específico de casos, al 
que denom

inam
os “litigio estructural” o “casos estructurales” 

(Rodríguez G
aravito, en prensa). Se trata de casos caracteriza-

dos por: 1) afectar un núm
ero am

plio de personas que alegan 
la violación de sus derechos, ya sea directam

ente o a través de 
organizaciones que litigan su causa, 2) involucrar varias en-
tidades estatales com

o dem
andadas por ser responsables de 

fallas sistem
áticas de políticas públicas, y 3) im

plicar órdenes 
de ejecución com

pleja, m
ediante las cuales el juez de la causa 

instruye a varias entidades públicas a em
prender acciones co-

ordinadas para proteger a toda la población afectada (no so-
lam

ente los dem
andantes del caso concreto). En este sentido, 

cuando hablam
os de activism

o judicial, nos referim
os princi-

palm
ente a la intervención de los jueces en este tipo de casos. 2

C
on este foco analítico y este objeto de estudio en m

ente, 
en este capítulo introductorio desarrollam

os tres argum
entos 

centrales: uno relacionado con la justificación de la interven-
ción de los jueces en asuntos estructurales de políticas públi-
cas (com

o aquéllos en los que se juega la protección de los 
derechos), otro relativo al procedim

iento adecuado para dicha 
intervención, y otro sobre los efectos de esa intervención. 

En cuanto al prim
er argum

ento —
sobre las intervenciones 

judiciales en casos estructurales—
, frente a las críticas según 

las cuales el activism
o judicial invade las com

petencias de 
los funcionarios del Ejecutivo y el Legislativo que son elegi-
dos popularm

ente —
y, por tanto, resulta injustificado en una 

dem
ocracia—

, señalam
os casos frecuentes en los que las bu-

rocracias y los sistem
as políticos de las dem

ocracias contem
-

poráneas entran en situaciones de estancam
iento estructural 

que frustran la realización de los derechos constitucionales. 
En esas circunstancias de “bloqueo” institucional —

que de-
rivan en profundas deficiencias o, incluso, en la inexistencia 
de políticas públicas para atender problem

as sociales urgen-
tes—

, afirm
am

os que las cortes son la instancia adecuada para 
desestancar el funcionam

iento del Estado y prom
over la pro-

tección de los derechos. D
esde una concepción de la dem

ocra-

2 
Esta denom

inación y caracterización del litigio estructural 
está inspirada en la literatura sobre el activism

o judicial a través de 
sentencias de ejecución com

pleja (com
plex enforcem

ent) que ordenan 
“rem

edios estructurales” a casos de este tipo (véase C
hayes 1976). En 

A
m

érica Latina, este tipo de litigio ha tom
ado fuerza en las últim

as 
décadas de la m

ano del “litigio estratégico” (A
bram

ovich y Pautassi 
2009; C

ELS 2008), los “casos colectivos” (M
aurino, N

ino y Sigal 2005), 
o el “derecho de interés público” (G

onzález 2004). Por supuesto, al 
concentrarnos en estos m

acrocasos no sugerim
os que sean los únicos 

o los m
ás im

portantes para garantizar los derechos constitucionales. 
D

e hecho, com
o varios lo han m

ostrado, la suerte de los derechos de-
pende igualm

ente de una m
ultitud de casos individuales y cotidianos 

(que pueden no llegar nunca a las cortes), desde el pago de una pen-
sión adeudada a un jubilado hasta la provisión de un servicio público 
sin discrim

inación de género, raza, origen nacional u otros m
otivos 

(véanse A
bram

ovich 2005; C
om

isión Internacional de Juristas 2008).



18 César Rodríguez Garavito, Diana Rodríguez Franco

19 Las cortes y el cambio social estructural: los efectos  del constitucionalismo progresista

cia que enfatiza la im
portancia de la deliberación pública y el 

control horizontal entre los órganos del poder público soste-
nem

os, adem
ás, que ese tipo de intervenciones judiciales pro-

fundiza la dem
ocracia, en lugar de erosionarla. Ilustram

os este 
argum

ento con evidencia del caso T-025, que m
uestra cóm

o la 
sentencia fue dictada justam

ente para rom
per el estancam

iento 
burocrático que im

pedía prestar atención básica a la población 
desplazada, y cóm

o la intervención de la C
orte com

plem
entó, 

en lugar de reem
plazar, el papel del G

obierno y el C
ongreso 

colom
bianos.

En relación con el procedim
iento adecuado para cum

plir 
este rol, acogem

os las críticas hechas contra algunas decisio-
nes judiciales activistas, que cuestionan la legitim

idad dem
o-

crática y la utilidad práctica de sentencias que contienen órde-
nes m

uy detalladas que dejan poco m
argen de m

aniobra a los 
hacedores de políticas públicas y que, frecuentem

ente, no van 
acom

pañadas de m
ecanism

os de seguim
iento del cum

plim
ien-

to del fallo. C
on base en los hallazgos del estudio de la T-025, 

argum
entam

os a favor de órdenes y procedim
ientos que abran 

espacios participativos y deliberativos de im
plem

entación de 
los fallos estructurales que involucren a todos los afectados y 
que, al m

ism
o tiem

po, establezcan incentivos y plazos para 
avanzar en la protección de los derechos vulnerados.

En cuanto a los efectos de los fallos estructurales, defen-
dem

os una aproxim
ación teórica y m

etodológica am
plia que 

captura no sólo sus efectos m
ateriales inm

ediatos, sino tam
-

bién sus consecuencias indirectas y sus efectos sim
bólicos (Ro-

dríguez G
aravito, en prensa). D

esde esta perspectiva, sostene-
m

os que el tipo de intervención judicial que defendem
os tiene 

m
últiples efectos, que van desde el im

pacto m
aterial directo 

(en nuestro caso, cam
bios en la política pública y la situación 

de los desplazados) hasta efectos sim
bólicos indirectos (por 

ejem
plo, la transform

ación de la opinión pública sobre el des-
plazam

iento). A
 partir de la evidencia del fallo sobre desplaza-

m
iento en C

olom
bia, resaltam

os un efecto poco discutido del 
activism

o judicial, que es particularm
ente im

portante para la 

concepción deliberativa de la dem
ocracia que defendem

os: la 
prom

oción de un debate público sobre las violaciones de los 
derechos y las alternativas de solución a ellas. 

Para sustentar estos argum
entos, organizam

os el resto de 
este capítulo introductorio en tres secciones. En la prim

era, 
delineam

os el m
arco analítico y la m

etodología del estudio 
presentado en este libro. En la segunda, desarrollam

os los ar-
gum

entos sobre la justificación del activism
o judicial en cir-

cunstancias de estancam
iento institucional, a la luz de la evi-

dencia de cerca de seis años de im
plem

entación de la T-025. 
En la tercera parte, esbozam

os los efectos de esta sentencia 
—

y del activism
o estructural en general—

 y presentam
os la 

estructura del libro.

U
n giro en el debate constitucional:  

hacia los estudios de im
pacto judicial  

y diseño institucional 
En térm

inos teóricos y analíticos, el giro propuesto está cons-
truido en diálogo con dos líneas de investigación que han re-
cibido escasa atención en la literatura latinoam

ericana y reve-
lan dos de sus puntos ciegos. D

e un lado, existe una fructífera 
tradición internacional de estudios sociojurídicos que indaga 
em

píricam
ente el im

pacto político, económ
ico y social de las 

sentencias judiciales. D
e otro lado, una de las áreas m

ás di-
nám

icas del derecho constitucional com
parado ha sido cons-

truida alrededor del debate sobre la legitim
idad, la utilidad y 

el funcionam
iento del activism

o de las cortes en relación con 
problem

as sociales estructurales, a la luz del creciente prota-
gonism

o de los jueces en la protección de los derechos en dife-
rentes partes del m

undo en las últim
as dos décadas. 

En esta sección ofrecem
os una discusión crítica de estas dos 

líneas de trabajo, com
o telón de fondo para la presentación, en 

las secciones posteriores, de los argum
entos y la evidencia so-

bre las intervenciones judiciales en casos estructurales.
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El punto ciego en el debate sobre la justiciabilidad  
de los derechos: la im

plem
entación de los fallos

La copiosa bibliografía sobre la aplicación judicial de los de-
rechos constitucionales en A

m
érica Latina y otras regiones del 

m
undo ha estado dom

inada por dos ángulos de análisis. D
e 

un lado, algunos aportes esenciales al debate se han concen-
trado en el problem

a teórico de cóm
o fundam

entar la justi-
ciabilidad de estos derechos (especialm

ente de los derechos 
sociales), a la luz de la teoría dem

ocrática y de la realidad de 
contextos sociales atravesados por profundas desigualdades 
económ

icas y políticas (A
rango 2005; Bilchitz 2007; G

argarella 
2007; Fredm

an 2008). D
e otro lado, un buen núm

ero de tra-
bajos ha intervenido en la discusión desde la dogm

ática de 
los derechos hum

anos, con el fin de dar m
ayor precisión a los 

estándares judiciales de aplicación de los derechos sociales, e 
im

pulsar su utilización por parte de los órganos judiciales y 
de m

onitoreo, tanto en la escala nacional com
o en la escala in-

ternacional (A
bram

ovich y C
ourtis 2004; A

bram
ovich, A

ñón y 
C

ourtis 2003; C
ohre 2003; C

oom
ans 2006; Langford 2008). 

Las perspectivas teóricas y dogm
áticas dom

inantes han 
avanzado considerablem

ente en la elucidación conceptual y 
el im

pulso práctico de la justiciabilidad de los derechos. Su 
énfasis casi exclusivo en la fase de producción de sentencias, 
sin em

bargo, ha creado un punto ciego, tanto analítico com
o 

práctico: la etapa de im
plem

entación de los fallos. Por esta ra-
zón, no contam

os con estudios sistem
áticos sobre la suerte que 

corren las decisiones activistas una vez quedan im
presas en 

papel oficial. ¿Q
ué pasa con las órdenes contenidas en esos 

fallos? ¿En qué m
edida las autoridades públicas y los ciuda-

danos adoptan la conducta requerida por los tribunales para 
proteger un derecho social? ¿Q

ué im
pacto tienen los fallos so-

bre el Estado, las organizaciones de la sociedad civil, los m
o-

vim
ientos sociales y la opinión pública? ¿Sirven, en últim

as, 
para proteger los derechos sociales en la práctica? 

El debate sobre los tipos de efectos de los fallos 
C

on base en un trabajo m
ás am

plio (Rodríguez G
aravito en pren-

sa), en este libro giram
os el lente analítico hacia estas preguntas. 

Para ello, recurrim
os a herram

ientas de los estudios sociojurí-
dicos internacionales, que han indagado el im

pacto de grandes 
fallos del activism

o judicial en asuntos tan variados com
o la 

desigualdad de género en el m
ercado laboral (M

cC
ann 1994), la 

discrim
inación racial (Rosenberg 1991; K

larm
an 2007) y las con-

diciones de hacinam
iento en las prisiones (Feeley y Rubin 1998). 

D
esde diferentes perspectivas, estos estudios han teorizado y 

evaluado em
píricam

ente los efectos de la “revolución de los de-
rechos” (Epp 1998) provocada por la intervención creciente de 
los jueces en el m

anejo de problem
as sociales estructurales.

La pregunta m
ás recurrente (y controvertida) de esta bi-

bliografía es: ¿cóm
o evaluar el im

pacto de una decisión judi-
cial? En térm

inos m
ás am

plios, ¿cóm
o determ

inar los efectos 
de la judicialización de problem

as sociales? ¿C
óm

o m
edir el 

im
pacto de la transform

ación de una controversia política, 
económ

ica o m
oral en un litigio? 

Las respuestas a estos interrogantes pueden ser clasifica-
das en dos grupos, de acuerdo con el tipo de efectos que privi-
legian. D

e un lado, algunos autores centran su atención en los 
efectos directos y palpables de los fallos judiciales. D

esde una 
perspectiva neorrealista que ve el derecho com

o un conjunto 
de norm

as que m
oldea la conducta hum

ana, aplican un “test” 
estricto de causalidad para m

edir el im
pacto de una interven-

ción judicial: una sentencia es eficaz si ha generado un cam
bio 

constatable en la conducta de sus destinatarios inm
ediatos, 

es decir, los individuos, los grupos o las instituciones que los 
litigantes y los jueces buscan influir con sus estrategias y de-
cisiones. Por ejem

plo, la pregunta sobre los efectos de la sen-
tencia T-025 sería resuelta con un análisis de su im

pacto sobre 
la conducta de los funcionarios públicos y las instituciones en-
cargadas de las políticas públicas sobre el tem

a y, en últim
as, 

con una evaluación de sus consecuencias sobre la situación de 
la población desplazada. 
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El trabajo sem
inal de esta corriente es el de G

erald Rosen-
berg (1991), sobre los efectos del conocido fallo de la C

orte 
Suprem

a de Estados U
nidos en el caso Brow

n de 1954, que ini-
ció una ola de intervenciones judiciales para desm

ontar la se-
gregación racial en escuelas, establecim

ientos públicos y otros 
espacios. C

ontra la opinión dom
inante sobre Brow

n —
según 

la cual el fallo revolucionó las relaciones raciales en ese país y 
contribuyó al surgim

iento del m
ovim

iento de derechos civiles 
de la década de los sesenta—

, el estudio em
pírico de Rosen-

berg concluyó que la sentencia había tenido escasos efectos, y 
que la fe en las cortes com

o m
otores de cam

bio social era una 
“esperanza vacía”. Según Rosenberg, las autoridades públicas 
de los estados del sur de Estados U

nidos se resistieron a cum
-

plir el fallo, de tal form
a que fue la m

ovilización política de los 
años sesenta, y la legislación antidiscrim

inación que resultó 
de ella (y no la sentencia), las que lograron la desegregación 
racial. El autor llega a la m

ism
a conclusión al estudiar el im

-
pacto del litigio para despenalizar el aborto en Estados U

ni-
dos a com

ienzos de los años setenta (en el caso Roe v. W
ade) y, 

recientem
ente, en su análisis de los efectos de los casos y los 

fallos a favor de los derechos de las parejas del m
ism

o sexo 
(Rosenberg 2008).

D
e otro lado, autores inspirados en una visión constructi-

vista de la relación entre derecho y sociedad han criticado a 
Rosenberg y los neorrealistas por centrarse sólo en los efectos 
instrum

entales y directos de los fallos, y el litigio de derechos 
hum

anos. D
e acuerdo con la crítica, el derecho y las decisiones 

judiciales generan transform
aciones sociales no sólo cuando 

inducen cam
bios en la conducta de individuos y grupos di-

rectam
ente involucrados en el caso, sino tam

bién cuando pro-
vocan transform

aciones indirectas en las relaciones sociales, o 
cuando m

odifican las percepciones de los actores sociales y le-
gitim

an las visiones del m
undo que prom

ueven los activistas 
y litigantes que acuden a las cortes (véase Bourdieu 2000). Para 
volver al caso de la sentencia T-025, m

ás allá de sus efectos 
instrum

entales directos (esto es, el cum
plim

iento efectivo de 

sus órdenes), es posible que ella haya generado efectos indi-
rectos o sim

bólicos igualm
ente im

portantes. Por ejem
plo, pue-

de haber contribuido a cam
biar la percepción pública sobre 

la urgencia y gravedad del desplazam
iento en C

olom
bia, o 

puede haber legitim
ado las denuncias y reforzado el poder de 

negociación de las O
N

G
 de derechos hum

anos y las entidades 
internacionales que venían presionado al gobierno colom

bia-
no para hacer m

ás por la población desplazada. 
El aporte fundam

ental a esta aproxim
ación constructivista 

es el estudio de M
ichael M

cC
ann (1994) sobre los efectos de 

las estrategias jurídicas del m
ovim

iento fem
inista por la equi-

dad salarial en Estados U
nidos. C

ontra R
osenberg, M

cC
ann 

sostiene que los efectos indirectos del litigio y el activism
o 

judicial son, a m
enudo, m

ás im
portantes que los efectos direc-

tos en los que se concentran los neorrealistas. En este sentido, 
“aunque, con frecuencia, las victorias judiciales no se tradu-
cen autom

áticam
ente en el cam

bio social deseado, pueden 
ayudar a redefinir los térm

inos de las disputas entre grupos 
sociales, tanto en el corto com

o en el largo plazo” (M
cC

ann 
1994: 283). y pueden tener profundos efectos sim

bólicos al 
m

odificar la percepción del problem
a y de las alternativas de 

solución que tienen distintos actores sociales (los funcionarios 
públicos, las víctim

as de la violación de derechos de que se 
trate, la opinión pública, etc.). Todo esto im

plica que, incluso 
cuando los jueces fallan en contra de las pretensiones de quie-
nes prom

ueven un cam
bio social, el proceso judicial puede 

generar efectos transform
adores al darle visibilidad al proble-

m
a en los m

edios de com
unicación o crear lazos perdurables 

entre organizaciones activistas, lazos que pueden sobrevivir 
al fallo y derivar en acciones políticas colectivas a favor de la 
m

ism
a causa en escenarios distintos de las cortes (por ejem

-
plo, el C

ongreso, las calles, o las instancias internacionales de 
derechos hum

anos). 
Para aclarar y m

arcar el contraste entre estas dos visiones, 
resulta útil construir una tipología de los efectos que conside-
ran (cuadro 1). 
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C
U

A
D

R
O

 1.  T
ipos y ejem

plos de efectos  
de las decisiones judiciales

o grupos. En nuestro caso, algunos efectos de este tipo han 
consistido en la creación de program

as de atención a la po-
blación desplazada, la actuación de entidades internacionales 
com

o financiadoras o supervisoras del proceso de seguim
ien-

to, y la form
ación de organizaciones de desplazados para in-

tervenir en ese proceso. 
Los efectos sim

bólicos consisten en cam
bios en las ideas, 

las percepciones y los im
aginarios sociales sobre el tem

a ob-
jeto del litigio. En térm

inos sociológicos, im
plican cam

bios 
culturales o ideológicos en relación con el problem

a del caso
3. 

C
om

o se verá en el capítulo 3, entre los efectos de este tipo 
provocados por la T-025 están la transform

ación de la percep-
ción pública del desplazam

iento (que ahora tiende a ser visto 
com

o un problem
a de violación de derechos hum

anos, antes 
que una consecuencia del conflicto arm

ado), así com
o la “juri-

dización” del discurso de las organizaciones de desplazados a 
m

edida que se apropiaron de lenguaje de derechos utilizado 
por la C

orte C
onstitucional. 

C
om

o se aprecia en el cuadro, el cruce de las dos clasifica-
ciones da lugar a cuatro tipos tipos: i) efectos instrum

entales 
directos (por ejem

plo, la expedición de una norm
a, el diseño 

de política o la ejecución de una obra pública ordenada por 
el juez); ii) efectos instrum

entales indirectos (por ejem
plo, la 

entrada al debate de nuevos actores sociales —
O

N
G

, finan-
ciadores, entidades públicas—

 atraídos por las oportunidades 
de incidencia abiertas por la sentencia); iii) efectos sim

bólicos 
directos (por ejem

plo, la m
odificación de la percepción públi-

ca del problem
a, cuando pasa a ser concebido en el lenguaje 

de derechos hum
anos utilizado por las cortes); y iv) efectos 

sim
bólicos indirectos (por ejem

plo, la legitim
ación de la visión 

del problem
a social propuesta por los litigantes, o la transfor-

m
ación de la opinión pública sobre la gravedad o urgencia del 

problem
a).

3 
 Para los conceptos y la distinción entre cultura e ideología, véase 

Sw
idler (1986).

D
IR

EC
TO

S
IN

D
IR

EC
TO

S

IN
ST

RU
M

EN
TA

LES
D

iseño de política pública 
ordenada por sentencia. 

Form
ación de coaliciones 

activistas para incidir  
en el tem

a de la sentencia.

SIM
BÓ

LIC
O

S

D
efinición y percepción 
del problem

a com
o 

violación de derechos.

Transform
ación  

de la opinión pública  
sobre la urgencia y  

gravedad del problem
a.

FU
E

N
T

E
: R

odríguez G
aravito (En prensa).

D
e un lado, com

o se m
uestra en el eje horizontal del cuadro, 

las sentencias pueden tener efectos directos o indirectos. Los 
directos consisten en las conductas ordenadas por el fallo y 
afectan a los actores del caso, ya sean los litigantes, los benefi-
ciarios o los destinatarios de las órdenes. En el caso de la T-025, 
por ejem

plo, algunos efectos directos han sido la form
ulación 

e im
plem

entación de nuevas norm
as y políticas públicas por 

parte de las autoridades a las que están dirigidas las órdenes 
del fallo, la inclusión de las O

N
G

 litigantes en las audiencias 
y el proceso de seguim

iento, y la m
ejoría en la financiación y 

prestación de algunos servicios a los desplazados, que son los 
beneficiarios últim

os de la decisión. 
Los efectos indirectos son toda clase de consecuencias que, 

sin estar estipuladas en las órdenes judiciales, se derivan de la 
sentencia y afectan no sólo a los actores del caso, sino a cual-
quier otro actor social. C

om
o se verá m

ás adelante, en la T-025 
algunos efectos de este tipo han sido el surgim

iento de coali-
ciones de organizaciones de la sociedad civil para participar 
en el proceso de seguim

iento de la sentencia, y la transform
a-

ción de la m
anera com

o los m
edios de com

unicación inform
an 

sobre el tem
a.

D
e otro lado, com

o se representa en el eje vertical del cua-
dro, las decisiones judiciales pueden generar efectos instru-
m

entales o sim
bólicos (G

arcía V
illegas 1993). Los instrum

enta-
les im

plican cam
bios m

ateriales en la conducta de individuos 
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C
on esta tipología en m

ente, volvam
os al contraste entre 

los enfoques neorrealista y constructivista. M
ientras que los 

neorrealistas com
o Rosenberg se centran en los efectos ins-

trum
entales (principalm

ente los directos), los constructivistas 
cuentan entre los im

pactos de los fallos los cuatro tipos de 
efectos. Esto explica que una m

ism
a sentencia pueda ser in-

eficaz para los neorrealistas y eficaz para los constructivistas, 
en la m

edida en que lo que cuenta com
o im

pacto para estos 
últim

os es un conjunto de efectos m
ás am

plio. 
Esta diferencia en la evaluación de los efectos surge de di-

vergencias teóricas m
ás profundas entre las dos aproxim

acio-
nes. C

om
o se señaló, la perspectiva neorrealista parte de una 

concepción positivista del derecho (com
o conjunto de norm

as 
coercitivas cuyo cum

plim
iento m

odifica la conducta hum
ana) 

y de las ciencias sociales (com
o conocim

iento sobre el com
por-

tam
iento externo observable). Sus críticos, entre tanto, se basan 

en una concepción constructivista del derecho (com
o conjunto 

de norm
as y sím

bolos que m
odifican y son m

odificados por 
las relaciones sociales), y una visión interpretativa de las cien-
cias sociales (com

o conocim
iento de la conducta hum

ana y los 
m

arcos culturales que le dan sentido) (M
cC

ann 1994: 290).
O

tra diferencia teórica —
que ha pasado prácticam

ente des-
apercibida en el debate entre las dos aproxim

aciones—
 tiene 

que ver con el concepto de poder que subyace a cada una. En 
térm

inos de la tipología clásica de las tres caras del poder de 
Lukes (2007), los realistas tienden a adoptar una visión unidi-
m

ensional: un actor social (en este caso, las cortes) tiene poder 
si logra que otro actor social (en nuestro caso, las autorida-
des públicas obligadas por la sentencia) cum

plan lo que aquél 
ordena, incluso contra el querer de éste (véase W

eber 1944). 
C

om
o se ve, se trata del poder que es evidente en los efectos 

instrum
entales directos de los fallos. 

Los constructivistas, en cam
bio, adoptan la crítica de Lukes 

y utilizan un concepto tridim
ensional del poder, que añade 

dos tipos: 1) el que se ejerce m
ediante la inacción —

por ejem
-

plo, el que ejercen las cortes cuando deciden no abordar un 

caso y, así, m
antienen las relaciones de poder existentes—

, y 2) 
el poder estructural de los actores sociales cuyos intereses son 
protegidos por las reglas jurídicas, las instituciones sociales y 
la ideología dom

inantes, que delim
itan los tem

as que están 
abiertos a discusión y la form

a de discutirlos —
por ejem

plo, 
las reglas de procedim

iento jurídico que exigen la presentación 
de dem

andas individuales y lim
itan las reclam

aciones colecti-
vas ante las cortes. 4 C

om
o se advierte, estas dos dim

ensiones 
adicionales del poder capturan los efectos sim

bólicos e indi-
rectos de las decisiones judiciales y del derecho en general. 

N
uestro estudio de caso de la T-025 tom

ó com
o punto de 

partida la crítica constructivista a la teoría neorrealista del de-
recho y la sociedad, y sus resultados ofrecen razones em

píricas 
y m

etodológicas que la respaldan. D
esde el punto de vista em

-
pírico, las entrevistas con los actores del caso, los docum

entos 
analizados y la observación del proceso de im

plem
entación 

del fallo m
uestran que, com

o lo sugiere M
cC

ann, los efectos 
indirectos y los efectos sim

bólicos tienen consecuencias jurídi-
cas y sociales tan profundas com

o los efectos instrum
entales 

directos. D
e hecho, com

o se explica en el capítulo 8, la situa-
ción de la población desplazada no ha cam

biado sustancial-
m

ente desde 2004, y las autoridades han hecho a m
edias las 

tareas ordenadas por la C
orte. En este sentido, un neorrealista 

com
o Rosenberg podría concluir que la esperanza que activis-

tas y desplazados han puesto en la C
orte ha sido vana. 

Esta conclusión, sin em
bargo, deja por fuera im

portantes 
consecuencias del fallo que son invocadas recurrentem

ente 
por los entrevistados: la aparición del problem

a del desplaza-
m

iento en la agenda pública, la m
ovilización social a favor de 

los derechos de los desplazados, el cam
bio de la percepción 

de la urgencia y gravedad del desplazam
iento en la opinión 

pública, y la transform
ación gradual del aparato estatal que 

atiende a la población desplazada, entre otros. 

4 
 El tratam

iento m
ás explícito y agudo de estas diferentes con-

cepciones del poder y sus consecuencias para los estudios sociojurí-
dicos se encuentra en M

cC
ann (2007).
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El debate sobre la evaluación de los efectos:  
la m

etodología del estudio de caso de la T-025 
D

esde un punto de vista m
etodológico, la epistem

ología posi-
tivista de los neorrealistas im

plica un énfasis casi exclusivo en 
técnicas de investigación cuantitativas que perm

itan m
edir los 

efectos instrum
entales directos privilegiados por esa visión. 

Ello es evidente en los estudios de im
pacto inspirados en el 

análisis económ
ico del derecho, cuyas conclusiones tienden a 

ser tan estrechas y pesim
istas com

o las de Rosenberg. A
sí ha 

ocurrido con los análisis económ
icos sobre el activism

o judicial 
colom

biano que, de hecho, han sido la fuente de algunas de las 
críticas m

ás persistentes contra la C
orte C

onstitucional. 5 
C

ontra esta m
etodología unidim

ensional, el enfoque cons-
tructivista que adoptam

os en este trabajo abre el abanico in-
vestigativo para incluir, a la par con técnicas cuantitativas (por 
ejem

plo, análisis de indicadores sociales de la población des-
plazada, m

edición del cubrim
iento de prensa del tem

a antes y 
después de la sentencia, etc.), técnicas cualitativas que captu-
ren los efectos indirectos y sim

bólicos del fallo (por ejem
plo, 

entrevistas a profundidad con funcionarios públicos, activis-
tas y personas desplazadas para indagar el im

pacto del fallo en 
su percepción del desplazam

iento y sus estrategias frente a él). 
Ello explica la com

binación de m
étodos utilizados en nues-

tro estudio de caso. Prim
ero, el análisis está basado en 40 en-

trevistas sem
iestructuradas, de una duración prom

edio de 
una hora, con actores clave del caso, incluyendo 1) funciona-
rios estatales a cargo de la política de desplazam

iento en enti-
dades com

o el D
epartam

ento N
acional de Planeación, la A

lta 
C

onsejería para A
cción Social y la C

ooperación Internacional, 
los m

inisterios del Interior y de H
acienda y la D

efensoría del 
Pueblo; 2) representantes de organizaciones internacionales 
involucradas en el seguim

iento a la sentencia, com
o la oficina 

5 
 Entre las críticas de los econom

istas a la C
orte, véanse C

arras-
quilla (2009), C

lavijo (2001) y K
alm

anovitz (2001). Para un análisis del 
enfrentam

iento entre econom
istas y constitucionalistas alrededor del 

activism
o judicial en C

olom
bia, véase Rodríguez G

aravito (2009a).

del A
lto C

om
isionado de N

aciones U
nidas para los Refugia-

dos (A
cnur); 3) m

iem
bros de O

N
G

 que han sido activas en 
el im

pulso del caso, com
o la C

onsultoría para los D
erechos 

H
um

anos y el D
esplazam

iento (C
odhes); 4) líderes de orga-

nizaciones de desplazados o de organizaciones de base que 
trabajan en el tem

a, com
o la A

sociación de A
frocolom

bianos 
D

esplazados (A
frodes), la O

rganización N
acional Indígena de 

C
olom

bia (O
N

IC
) y la M

esa de M
ujeres, y 5) m

agistrados y fun-
cionarios de la C

orte C
onstitucional involucrados en el caso. 

Segundo, el trabajo de cam
po incluyó observación parti-

cipativa en diversos espacios de seguim
iento de la sentencia, 

desde las audiencias públicas celebradas en la sede de la C
or-

te C
onstitucional hasta com

isiones de expertos conform
adas 

para producir inform
ación técnica para la C

orte, pasando por 
reuniones de la coalición de organizaciones de la sociedad ci-
vil que acom

pañan el caso (la C
om

isión de Seguim
iento a la 

Política Pública sobre D
esplazam

iento Forzado). 
Tercero, el estudio im

plicó un análisis sistem
ático de la co-

piosa docum
entación producida por la C

orte en el seguim
iento 

del caso, así com
o los num

erosos inform
es y publicaciones ela-

borados por las entidades públicas y por las organizaciones de 
la sociedad civil en respuesta a peticiones de inform

ación de la 
C

orte a lo largo de los seis años de seguim
iento de la sentencia. 

C
uarto, analizam

os las cifras y los indicadores producidos 
por los diferentes actores del caso para m

edir la evolución de 
la situación de la población desplazada, a la luz de los parám

e-
tros establecidos por la C

orte en la T-025 y los autos posterio-
res. Para este com

ponente cuantitativo fueron especialm
ente 

útiles los datos de las encuestas nacionales de verificación del 
nivel de goce efectivo de derechos de la población desplazada, 
hechas en 2007 y 2008 por la C

om
isión de Seguim

iento a la Po-
lítica Pública sobre D

esplazam
iento Forzado y la U

niversidad 
N

acional (C
om

isión de Seguim
iento 2008a, 2009).

Finalm
ente, dado nuestro interés en exam

inar los efectos 
sim

bólicos e indirectos a la par con los instrum
entales y di-

rectos, el estudio incluyó un conteo y un análisis de contenido 



30 César Rodríguez Garavito, Diana Rodríguez Franco

31 Las cortes y el cambio social estructural: los efectos  del constitucionalismo progresista

sistem
áticos de las notas de prensa sobre el desplazam

iento 
publicadas en el periodo com

prendido entre los años 2000 y 
2009, en los dos m

edios escritos de m
ayor difusión nacional (el 

diario El Tiem
po y la revista Sem

ana). 6 El lapso de observación 
fue escogido para que el m

om
ento de expedición de la senten-

cia estuviese ubicado hacia la m
itad del periodo, de tal form

a 
que fuera posible com

parar el volum
en y el contenido del cu-

brim
iento de prensa antes y después del fallo y, así, evaluar el 

posible im
pacto de éste sobre la form

a com
o los m

edios y los 
form

adores de opinión tratan el tem
a del desplazam

iento.
En sum

a, al aplicar esta aproxim
ación teórica y m

etodoló-
gica al análisis de la sentencia T-025, nos proponem

os expan-
dir la discusión sobre el activism

o judicial y la aplicación de 
los derechos de dos form

as. Por un lado, buscam
os am

pliar la 
literatura internacional sobre la judicialización de la política 
y el uso del derecho por parte de los m

ovim
ientos sociales, 

bibliografía que —
com

o lo m
uestra el rápido panoram

a di-
bujado en esta sección—

 se concentra en la realidad legal y 
social estadounidense (y, en m

enor m
edida, europea). 7 C

om
o 

se m
uestra en otro lugar (Rodríguez G

aravito, en prensa), la 
discusión de la bibliografía del N

orte global a la luz los con-
textos sociojurídicos del Sur abre nuevas posibilidades analí-
ticas en los dos contextos, y revela tanto el potencial com

o las 
lim

itaciones de la literatura existente. 8 
Por otro lado, este enfoque busca im

pulsar los estudios so-
bre el im

pacto del activism
o judicial y sobre la im

plem
entación 

6 
C

om
o se explica m

ás adelante, el análisis de prensa com
prendió 

tanto las noticias com
o las colum

nas de opinión. A
dem

ás del criterio 
de difusión e im

pacto, los dos m
edios fueron escogidos por ser los 

únicos que cuentan con bases de datos sistem
áticas y accesibles para 

todos los años del periodo escogido. Reconocem
os agradecidos el ex-

celente trabajo de M
agnolia Prada en este com

ponente de la investi-
gación.

7 
U

n balance sistem
ático de esta bibliografía, que confirm

a ese 
énfasis geográfico, se encuentra en M

cC
ann (2006). U

na excepción 
notable a esta tendencia es el trabajo de U

prim
ny y G

arcía (2004).

8 
Para una propuesta m

ás am
plia de diálogo internacional de los 

estudios sobre derecho y cam
bio social, véase Santos y Rodríguez G

a-
ravito (2007). 

de las sentencias en países de A
m

érica Latina y otras partes 
del m

undo en los que los tribunales han adquirido un lugar 
protagónico en la protección de los derechos. En este sentido, 
se une a una bibliografía aún m

uy escasa sobre el tem
a (véase 

U
prim

ny y G
arcía 2004). El aporte m

ás sistem
ático a esta línea 

de investigación es el trabajo coordinado por G
auri y Brinks 

(2008a) sobre la ejecución de fallos sobre derechos sociales en 
Brasil, India, Sudáfrica, N

igeria e Indonesia. A
unque este libro 

discute y tom
a algunos elem

entos de este valioso aporte, va 
m

ás allá de él al exam
inar un conjunto m

ás am
plio de efec-

tos (incluyendo los sim
bólicos, que reciben poca atención en 

los casos com
pilados por G

auri y Brinks), y com
plem

entar su 
estrategia analítica —

basada en estudios nacionales panorá-
m

icos de la jurisprudencia sobre derechos sociales—
 con una 

estrategia de estudio detenido de un caso, que perm
ite sacar a 

la luz detalles em
píricos y elem

entos analíticos que escapan a 
los sondeos nacionales. 

Sin em
bargo, com

o se m
encionó, la propuesta de exam

i-
nar la im

plem
entación de los fallos no se lim

ita a am
pliar el 

debate de la sociología jurídica sobre los efectos del activism
o 

judicial. El énfasis que proponem
os im

plica tam
bién un giro 

analítico m
ás am

plio en un debate central en el derecho cons-
titucional com

parado y la teoría política: la discusión sobre la 
naturaleza, la legitim

idad y la utilidad de la intervención de 
los jueces en la solución de problem

as sociales estructurales, 
com

o los que están en juego en los casos sobre derechos socia-
les. D

edicam
os el resto de este capítulo a esbozar esta contro-

versia m
ás general, y a fijar la posición y los argum

entos que 
surgen del análisis del caso T-025. Para ilustrar la discusión y 
los argum

entos, presentam
os a lo largo de la sección los he-

chos centrales del caso. 
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El derecho constitucional com
o im

aginación 
institucional: el punto ciego en los debates sobre litigio 

estructural y activism
o judicial

El problem
a del esencialism

o de los derechos 

N
o es casual la om

isión del tem
a de la ejecución y el im

pac-
to de las sentencias en la bibliografía sobre los derechos. Por 
el contrario, tiene raíces profundas en la visión del papel del 
derecho y la decisión judicial que predom

inan en la teoría ju-
rídica y la teoría constitucional (incluso en sus versiones m

ás 
garantistas y progresistas). 

En esa visión, com
o lo sostiene Levinson (1999), la tarea del 

jurista consiste en establecer si el derecho y los derechos han 
sido violados en una circunstancia específica. Tanto los abo-
gados com

o los jueces cum
plen esta tarea. La diferencia entre 

ellos es que m
ientras los prim

eros defienden una posición y, 
desde ella, argum

entan que la ley ha sido vulnerada o no, los 
segundos deciden con autoridad si ha existido la violación. 
Por tanto, según lo enseñan los m

anuales jurídicos de todas las 
tendencias ideológicas, el m

om
ento jurídico por excelencia es 

el de la declaración de la existencia o ausencia de una violación 
del derecho y los derechos. D

e hecho, toda la doctrina jurídica 
y los m

étodos de interpretación legales están encam
inados a 

esclarecer si, en un caso concreto, se ha vulnerado un derecho, 
y a establecer si alguien es responsable por esa vulneración. 

El problem
a con este “esencialism

o de los derechos” (Le-
vinson 1999) es que subordina o relega al olvido la otra fun-
ción central del derecho: la fijación de los rem

edios para la vio-
lación de la ley y los derechos. D

ado que la visión dom
inante 

considera que se trata de una tarea extrajurídica que com
pete 

a otros (la adm
inistración pública, las autoridades de policía, 

etc.), los abogados y los jueces no son entrenados para diseñar 
m

edidas eficaces que garanticen el cum
plim

iento de las deci-
siones judiciales. C

om
o argum

enta U
nger (1996) en su crítica 

certera a esta visión, el resultado es que la teoría y la práctica 
del derecho (tanto en las versiones form

alistas com
o en las an-

tiform
alistas) han abandonado la tarea de pensar las m

edidas 
apropiadas para restablecer el derecho, tanto en el corto com

o 
en el largo plazo. En térm

inos m
ás generales, la consecuen-

cia ha sido que el derecho ha dejado de servir com
o fuente 

de “im
aginación institucional”, de la que surjan propuestas 

de arreglos institucionales que sean m
ás prom

isorios que las 
existentes para hacer realidad la prom

esa transform
adora que 

albergan el derecho y los derechos (U
nger 1996). 

U
n grupo creciente de trabajos sobre el litigio de derechos 

hum
anos y el activism

o judicial han form
ulado críticas al esen-

cialism
o de los derechos, y tom

ado el giro hacia la reflexión 
sobre los rem

edios y los diseños institucionales. En A
m

érica 
Latina, los estudios de este tipo han estudiado casos estruc-
turales prom

inentes com
o Verbitsky y Riachuelo en A

rgentina 
(A

bram
ovich y Pautassi 2009; Bergallo 2005; C

ELS 2008; C
our-

tis 2009; Filippini 2005; Fairstein, K
letzel y G

arcía 2010), y los 
casos de la C

orte C
onstitucional colom

biana sobre “estado de 
cosas inconstitucional” (Rodríguez G

aravito 2009c, en prensa) 
y, en general, los casos sobre derechos que involucran a los jue-
ces en problem

as estructurales de políticas públicas. En Estados 
U

nidos, una tendencia sim
ilar ha dado lugar a propuestas para 

recuperar el papel del derecho y los jueces en la transform
ación 

de las instituciones y prácticas sociales, que han reevaluado la 
tradición del litigio de interés público, los rem

edios estructu-
rales y la intervención de las cortes en las políticas públicas 
(Balkin y Siegel 2009; Sabel y Sim

on 2004; U
nger 1996).

El ím
petu para el resurgim

iento de este tipo de estudios ha 
provenido, en buena parte, de las innovaciones del constitucio-
nalism

o del Sur global. La m
ovilización social y la jurispruden-

cia sobre derechos hum
anos en países com

o Sudáfrica e India 
han sido especialm

ente influyentes, com
o lo m

uestran el interés 
por el estudio y el trasplante de esas innovaciones al constitucio-
nalism

o y la teoría constitucional estadounidenses y europeas 
(M

ichaelm
an 2009, Sunstein 2004; D

ixon 2007; Fredm
an 2008).

Este libro se inserta en ese diálogo transnacional, y le aporta 
los elem

entos em
píricos y analíticos que resultan del estudio 
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de caso de la T-025. En esta sección em
prendem

os esta tarea 
en dos pasos. Prim

ero, señalam
os las críticas tradicionales al 

activism
o judicial sobre los derechos. Enseguida, exponem

os 
las respuestas que han dado a ellas los defensores del nuevo li-
tigio estructural, y de la revitalización y revisión del activism

o 
judicial. A

l hacerlo, resaltam
os la conexión entre esas respues-

tas y los argum
entos que resultan del estudio de caso.

Las críticas contra las intervenciones judiciales  
estructurales y el surgim

iento del nuevo activism
o judicial

Los recientes esfuerzos por reivindicar el rol de los jueces en 
las políticas públicas han surgido, en buena parte, com

o res-
puesta a las críticas que influyentes sectores jurídicos y políti-
cos han form

ulado contra el activism
o judicial favorable a los 

derechos. Las críticas han surgido en círculos académ
icos y 

políticos m
uy diversos. A

lgunas han provenido de académ
i-

cos progresistas y favorables a la realización de los derechos 
constitucionales, pero preocupados por sus posibles efectos 
antidem

ocráticos (Tushnet 2008; W
aldron 2001). O

tras han 
venido de juristas y econom

istas que defienden una visión 
restrictiva del derecho y los derechos, y que han dirigido sus 
argum

entos críticos contra la justiciabilidad de los derechos 
constitucionales y del cam

bio social por vía judicial, com
o lo 

m
uestra la historia del m

ovim
iento jurídico conservador es-

tadounidense de las últim
as dos décadas (Teles 2008), o las 

m
encionadas críticas de abogados y econom

istas al activism
o 

de la C
orte C

onstitucional en C
olom

bia.
 Para los efectos de este libro, interesa resaltar dos señala-

m
ientos que son recurrentes en las críticas de estas diferentes 

tendencias: el argum
ento del carácter antidem

ocrático del ac-
tivism

o judicial y el argum
ento de la incapacidad de las cortes 

para im
pulsar transform

aciones estructurales com
o las exigi-

das por la realización de los derechos hum
anos, especialm

ente 
los derechos sociales. 9

9 
D

ado el propósito específico de esta sección, no exploram
os 

A
unque usualm

ente es tratado com
o si fuese uno sólo, el 

prim
er argum

ento com
prende, en realidad, dos críticas distin-

tas. D
e un lado, la objeción tradicional al activism

o judicial se 
concentra en el origen no dem

ocrático de los jueces. D
e acuerdo 

con ella, los jueces, al no ser elegidos popularm
ente e interferir 

en asuntos de políticas públicas que com
peten órganos que sí 

lo son (por ejem
plo, el C

ongreso o la Presidencia), erosionan 
los dos pilares de la dem

ocracia: la legitim
idad basada en elec-

ciones y la separación de poderes que está edificada sobre ella. 
La crítica ha sido com

plem
entada con un argum

ento de ren-
dición de cuentas (accountability): dado que la gestión de los 
jueces no está som

etida al control ciudadano m
ediante nuevas 

elecciones que prem
ien o castiguen con el voto su desem

peño, 
los jueces activistas estarían asum

iendo un poder considera-
ble sin tener que rendir cuentas sobre cóm

o lo ejercen. 
D

e otro lado, algunos críticos se centran en los posibles efec-
tos antidem

ocráticos del activism
o judicial. La versión conven-

cional de este argum
ento es la que señala que la intervención 

de los jueces puede term
inar sustituyendo el debate público y 

la m
ovilización social com

o canales de solución de controver-
sias y tom

a de decisiones dem
ocráticas (Rosenberg 1991). U

na 
variación reciente e influyente de este argum

ento, basada en 
estudios em

píricos del activism
o judicial en el N

orte global, 
sostiene que la “juristocracia” es, en realidad, una estrategia 
de un sector de la élite para hacerse con nichos de poder (los 
tribunales constitucionales, las facultades de derecho, etc.) que 
están protegidos de la com

petencia electoral (H
irschl 2004).

El segundo argum
ento central contra el activism

o judicial 
sostiene que, incluso si tuviesen legitim

idad dem
ocrática, “las 

cortes no cuentan con las herram
ientas para desarrollar políti-

cas públicas apropiadas e im
plem

entar las sentencias que or-

sistem
áticam

ente estos argum
entos ni la diversidad de posturas aca-

dém
icas y políticas desde las cuales son form

ulados. Para síntesis 
recientes de la inm

ensa bibliografía sobre este tem
a, véanse Tushnet 

(2008) y Fredm
an (2008). En relación con los derechos sociales, véanse 

A
bram

ovich y C
ourtis (2002) y C

ourtis (2009).
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denen reform
as sociales significativas” (Rosenberg 1991: 21). 

Por diseño institucional, las cortes se ocupan generalm
ente 

de casos individuales, tienen conocim
ientos lim

itados sobre 
asuntos de política pública y dependen de las otras ram

as del 
poder estatal para hacer cum

plir sus fallos. Por tanto, según 
esta crítica, carecen de la visión de conjunto, la planeación a 
largo plazo, la inform

ación técnica y el poder coercitivo para 
resolver problem

as colectivos. 
El blanco favorito de estas críticas fueron los fallos altam

en-
te activistas de jueces constitucionales de diferentes partes del 
m

undo que acom
etieron reform

as detalladas de instituciones 
com

plejas, y que tuvieron resultados am
biguos. En C

olom
bia, 

por ejem
plo, los casos estructurales que corrieron esta suerte 

incluyen el intento de la C
orte C

onstitucional por im
pulsar la 

reform
a del sistem

a carcelario, 10 así com
o su decisión de de-

clarar inconstitucional el sistem
a de financiación de vivienda 

y su orden de sustituirlo por uno nuevo, cuyos parám
etros 

ella m
ism

a definió. 11 En Estados U
nidos, fallos igualm

ente 
am

biciosos y polém
icos ordenaron reform

as estructurales en 
el sistem

a educativo, de vivienda y de prisiones, entre otros 
(Feeley y Rubin 1999). En am

bos contextos, aunque los fallos 
provocaron una reacción airada de los críticos de las cortes, 
estudios em

píricos de im
pacto han m

ostrado que sus efectos 
fueron lim

itados debido al intento contradictorio de las cortes 
de dictar órdenes m

uy detalladas y rígidas, por un lado, sin 
establecer m

ecanism
os viables y eficaces de seguim

iento de 
sus fallos, por el otro (Feeley y Rubin 1999; Rodríguez G

aravi-
to, en prensa).

A
 pesar de que las consecuencias de los fallos fueron m

enos 
profundas de lo que se pensaba, las críticas han hecho m

ella 

10 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-153 de 1998. Este fue uno de 

los prim
eros casos en los que la C

orte aplicó la figura del “estado de 
cosas inconstitucional” y dictó órdenes com

plejas para solucionarlo. 
Sin em

bargo, la falta de un m
ecanism

o de seguim
iento com

o el utili-
zado en el caso T-025 hizo que, en últim

as, el fallo tuviera sólo efectos 
tem

porales y lim
itados.

11 
C

orte C
onstitucional, sentencia C

-700 de 1999. 

y han puesto a la defensiva a los jueces activistas y a los liti-
gantes de derechos hum

anos. El balance de esa prim
era ola de 

activism
o detallado y directo ha sido insatisfactorio, entonces, 

tanto para sus defensores com
o para sus detractores. 

C
ontra el telón de fondo de este cuestionam

iento del acti-
vism

o judicial (y de la evidencia em
pírica de los estudios so-

ciojurídicos de im
pacto reseñados en la sección anterior), han 

surgido los recientes intentos por repensar la justificación, el 
procedim

iento y los efectos de los fallos estructurales. En las 
siguientes tres secciones nos ocupam

os de estos tem
as, respec-

tivam
ente, a la luz de las lecciones del caso T-025.

El bloqueo institucional y la justificación del activism
o 

judicial en las “dem
ocracias realm

ente existentes”
Los defensores contem

poráneos del activism
o judicial tienden 

a aceptar la crítica del riesgo antidem
ocrático de la intervención 

de los jueces en asuntos de políticas públicas (véase G
argarella 

2007). Su respuesta no ha sido, sin em
bargo, el abandono de 

la concepción del derecho com
o catalizador del cam

bio social, 
sino una reform

ulación de la justificación y los m
ecanism

os 
de intervenciones judiciales que pretenden profundizar, antes 
que erosionar, la dem

ocracia. 
Frente a la crítica del origen no dem

ocrático de los jueces, 
el nuevo activism

o judicial responde, a su vez, con una crítica 
a la concepción idealizada y lim

itada de la dem
ocracia que 

subyace a aquélla. En efecto, los defensores del pasivism
o de 

los jueces asum
en que, al contrario del poder judicial, las otras 

ram
as del poder público gozan de legitim

idad dem
ocrática 

y están sujetas a m
ecanism

os dem
ocráticos de rendición de 

cuentas (accountability). 
La práctica política e institucional, sin em

bargo, pone en 
tela de juicio este presupuesto. Basta repasar las noticias so-
bre los escándalos de tráfico de influencias (legales e ilegales) 
en los parlam

entos, o de los intentos presidenciales por m
a-

nipular las reglas constitucionales en beneficio propio (por 
ejem

plo, con el fin de perpetuarse en el poder o em
prender 
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aventuras bélicas), para desvirtuar la visión idealizada de los 
órganos de elección popular que tienden a abrazar los críticos 
del activism

o judicial. 12 La legitim
idad de la “dem

ocracia real-
m

ente existente” —
por parafrasear un concepto de la G

uerra 
Fría—

 es m
ucho m

ás com
pleja y problem

ática de lo que sugie-
ren los críticos. 

A
 las dificultades prácticas se sum

an problem
as de diseño 

institucional. C
om

o lo ha m
ostrado O

’D
onnell (2008), los ca-

nales tradicionales de rendición de cuentas —
el m

ecanism
o 

“vertical” del voto, m
ediante el cual los electores controlan a 

los funcionarios elegidos—
 son dem

asiado esporádicos y m
a-

nipulables com
o para garantizar, por sí m

ism
os, la vigencia 

del orden dem
ocrático y los derechos constitucionales. Para 

el m
antenim

iento de la dem
ocracia y el Estado de derecho, 

son igualm
ente im

portantes los m
ecanism

os “horizontales” 
de rendición de cuentas, que suponen “la existencia de agen-
cias estatales que tienen la autoridad legal y están dispues-
tas y capacitadas para em

prender acciones que van desde el 
control rutinario hasta sanciones legales e im

peachm
ent, en 

relación con actuaciones u om
isiones de otros funcionarios o 

instituciones del Estado que pueden […
] ser calificados com

o 
ilícitos” (O

’D
onnell 2008: 38). 13 Se trata, entonces, del control 

entre entidades estatales, com
o el que ejercen las cortes frente 

al Ejecutivo y el Legislativo. 

12 
Para lim

itarnos al país de nuestro estudio de caso, un inform
e 

sobre el C
ongreso colom

biano constató que el 40%
 de los parlam

en-
tarios habían sido investigados, se encontraban en juicio o habían 
perdido sus curules por acusaciones de vínculos con grupos para-
m

ilitares (Sem
ana 2009). Por su lado, el Presidente de la República 

—
com

o lo han hecho en las últim
as décadas otros gobernantes la-

tinoam
ericanos—

, im
pulsó una reform

a constitucional exitosa para 
hacerse reelegir. La situación de C

olom
bia dista de ser excepcional en 

el contexto regional y, de hecho, los datos sobre juicios a congresistas 
reflejan la relativa solidez e independencia de su poder judicial. Y, 
por supuesto, la injerencia de dineros privados en la política m

edian-
te el lobby y m

últiples canales de corrupción no es un m
al exclusivo 

de A
m

érica Latina o del Sur global.

13 
O

’D
onnell agrega un tercer tipo de rendición de cuentas o ac-

countability: la societal, que consiste en el control de la gestión de los 
poderes públicos m

ediante la m
ovilización colectiva de sectores so-

ciales. 

Esta dim
ensión de la dem

ocracia exige de las cortes preci-
sam

ente el tipo de actuación que los críticos condenan, inclu-
yendo la intervención judicial para hacer valer los derechos, 
frente a las acciones u om

isiones de la adm
inistración pública 

o el Legislativo. Especialm
ente en burocracias com

plejas com
o 

las del Estado dem
ocrático contem

poráneo, la transparencia y 
la responsabilidad de los poderes públicos frente a los ciuda-
danos no pueden ser garantizadas sólo m

ediante el m
ecanis-

m
o de las elecciones. C

om
o lo sostienen Sabel y Sim

on en una 
de las defensas m

ás influyentes del nuevo activism
o judicial, 

“el litigio de derecho público rechaza la idea de que la rendi-
ción de cuentas puede darse por descontada por el sólo he-
cho de que una entidad estatal está inserta en una estructura 
adm

inistrativa m
ás am

plia que está form
alm

ente encabezada 
por un funcionario elegido popularm

ente. Sem
ejante supues-

to convertiría la doctrina de separación de poderes en una for-
m

alidad vacía” (Sabel y Sim
on 2004: 1094).

El nuevo activism
o judicial, por tanto, parte de la consta-

tación de situaciones recurrentes de bloqueo institucional o 
político que im

piden la realización de los derechos. En estos 
casos, frecuentes en las dem

ocracias contem
poráneas, la judi-

catura, aunque no sea la instancia ideal o esté dotada de todas 
las herram

ientas para cum
plir la tarea, aparece com

o el único 
órgano del Estado con la independencia y el poder para sa-
cudir sem

ejante estancam
iento. En sum

a, si el activism
o ju-

dicial opera en las circunstancias y m
ediante los m

ecanism
os 

adecuados, sus efectos, en lugar de ser antidem
ocráticos, son 

dinam
izadores y prom

otores de la dem
ocracia.

¿C
uáles son esas circunstancias y esos m

ecanism
os? Veam

os 
unos y otros a la luz de la evidencia de la sentencia T-025.

Los bloqueos dem
ocráticos y los derechos  

desestabilizadores: las condiciones del litigio estructural  
y su función de desbloqueo institucional

Es llam
ativo que la C

orte C
onstitucional colom

biana, al deter-
m

inar las situaciones que justifican su intervención a través de 
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fallos estructurales, haya llegado a una definición del “estado 
de cosas inconstitucional” (EC

I) m
uy sim

ilar a la definición 
de casos estructurales utilizada por los proponentes del nue-
vo activism

o judicial en el derecho constitucional com
para-

do. En efecto, al tiem
po que la C

orte dictaba la sentencia que 
sistem

atizaba la doctrina del EC
I (la T-025 de 2004), autores 

com
o Sabel y Sim

on (2004) desencadenaban la ola actual de 
estudios sobre el litigio estructural en el derecho com

parado. 
La convergencia entre estos dos procesos es particularm

ente 
im

pactante si se tiene en cuenta que, com
o lo com

entaron en 
nuestras entrevistas los m

iem
bros del despacho que elaboró la 

ponencia de la T-025, 14 la C
orte no estaba al tanto de ese debate 

internacional y, de hecho, ha continuado im
pulsando su juris-

prudencia estructural sin referencia a él.
Tanto en la doctrina del EC

I com
o en la discusión com

para-
da, los casos estructurales están m

arcados por 1) una situación 
de fracaso generalizado de las políticas públicas y de violación 
reiterada y m

asiva de derechos, y 2) un bloqueo del proceso 
político o institucional que parece inm

une a los m
ecanism

os 
de ajuste y corrección convencionales de las políticas públicas 
(C

orte C
onstitucional 2004; Sabel y Sim

on 2004: 1062). M
ien-

tras que el prim
er rasgo tiene que ver con la ausencia de re-

sultados m
ínim

am
ente aceptables de las políticas públicas, el 

segundo atañe a fallas sistem
áticas en el proceso de políticas 

públicas que contribuye a esos resultados. Veam
os cada factor 

y su presencia en el litigio constitucional de la T-025. 

El fracaso de la política pública  
y la violación m

asiva y reiterada de derechos
U

no de los hallazgos m
ás im

pactantes de los estudios sobre 
casos estructurales es que, con frecuencia, la violación m

asiva 
de derechos se debe no tanto a la insuficiencia de las políticas 

14 
Entrevista con M

anuel José C
epeda (M

agistrado), Bogotá, junio 
de 2008; entrevista con C

lara Elena Reales (M
agistrada A

uxiliar), Bo-
gotá, diciem

bre de 2008; entrevista con A
quiles A

rrieta (M
agistrado 

A
uxiliar), Bogotá, julio de 2009.

públicas, sino a la realidad, aún m
ás grave, de la ausencia total 

de políticas públicas que m
erezcan ese nom

bre. C
om

o lo ano-
tan Sabel y Sim

on:
es im

presionante constatar que m
uy rara vez las prácticas denuncia-

das por los litigantes [de casos estructurales] resultan, en absoluto, 
de la acción de alguna autoridad. Lo m

ás com
ún es que la situación 

sea consecuencia de la renuencia o de intentos fracasados de crear 
una política pública. El com

ponente m
ás característico de los fallos 

estructurales es la exigencia a los dem
andados para que sim

plem
en-

te prom
ulguen alguna política, a m

enudo con condiciones m
ínim

as o 
incontrovertibles sobre qué tipo de política debe ser (Sabel y Sim

on 
2004: 1092) (Énfasis agregado). 

La  situación de la atención a la población desplazada an-
tes de la sentencia T-025 se acercaba m

ucho a este escenario. 
A

unque existía un m
arco jurídico y unos docum

entos prelim
i-

nares de política que regulaban el tem
a, en la práctica éstos se 

quedaban en el papel. 
En efecto, siete años antes de la T-025, la Ley 387 de 1997 

había contem
plado m

edidas para la prevención, atención, pro-
tección, consolidación y estabilización económ

ica de la pobla-
ción desplazada. C

on base en ella, el G
obierno —

a través del 
C

onsejo N
acional de Política Económ

ica y Social (C
onpes)—

 
había expedido un docum

ento (el C
onpes 3057 de 1999) con 

un “plan de acción para la prevención y atención del desplaza-
m

iento forzado”. 15 A
dem

ás, el Sistem
a N

acional de A
tención 

Integral a la Población D
esplazada (SN

A
IPD

), establecido por 
la m

encionada Ley 387, existía sobre el papel com
o un conjun-

to de entidades públicas y privadas destinadas a atender a la 
población desplazada. y los Principios Rectores de los D

es-
plazam

ientos Internos de la O
N

U
, m

ás conocidos com
o los 

Principios D
eng, habían sido reconocidos com

o obligatorios 
por la C

orte C
onstitucional, com

o parte del bloque de consti-
tucionalidad. 16

15 
El C

onpes había dictado otros tres docum
entos de política sobre 

el tem
a, relacionados con aspectos específicos del desplazam

iento: el 
2804 de 1995, el 2924 de 1997 y el 3115 de 2001. 

16 
Véanse, entre otras, las sentencias de la C

orte C
onstitucional SU

-
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Sin em
bargo, tanto funcionarios públicos com

o m
iem

bros 
de O

N
G

 que han litigado el caso reconocen que el grado de 
ineficacia de estos docum

entos era tal que no equivalían a una 
política pública operante. A

sí lo dice, por ejem
plo, el director 

de C
odhes, una de las prim

eras O
N

G
 que se involucraron en 

el tem
a del desplazam

iento en C
olom

bia:

Los procesos de política pública preexistentes a la sentencia T-025 eran 
absolutam

ente precarios. …
.H

asta ese m
om

ento había docum
entos 

C
onpes, y cosas así m

uy genéricas, [pero] no había una política pública.

D
igam

os que buena parte de las políticas que hoy existen son gracias a 
esa sentencia. La ley 387 fue la base para reconocer el desplazam

iento 
por parte de Estado, pero evidentem

ente el salto cualitativo m
ás im

-
portante que se ha dado en la política pública es la sentencia […

] C
asi 

no hay un program
a im

portante hoy que no sea producto de la sen-
tencia T-025, por el hecho que antes de la sentencia T-025 solo había 
una atención parcial de ayuda hum

anitaria. 17

D
e form

a sim
ilar, la funcionaria del D

epartam
ento N

acio-
nal de Planeación que por m

ás de diez años ha estado encar-
gada del tem

a, anotó:

C
uando llega la sentencia T-025 aquí a Planeación N

acional en febrero 
de 2004, para ser sincera, el tem

a de desplazam
iento era un tem

a que 
no tenía m

ucha trascendencia; era un tem
a m

ás de Planeación N
acio-

nal. U
nos tres o cuatro [docum

entos C
onpes de política pública] ya se 

habían form
ulado, [pero eran] docum

entos que no eran vinculantes 
[…

] Para ser sincera, el C
onsejo [de A

tención Integral a la Población 
D

esplazada
18] ni se reunía. 19 

1150 y T-1635 de 2000.

17 
Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 de di-
ciem

bre de 2008.

18 
El C

onsejo N
acional de A

tención Integral a la Población D
espla-

zada (C
N

A
IPD

) está integrado por: la Presidencia de la República; la 
A

gencia Presidencial para la A
cción Social y la C

ooperación Interna-
cional; el M

inisterio del Interior y de Justicia; el M
inisterio de H

acien-
da y C

rédito Público; el M
inisterio de D

efensa N
acional; el M

inisterio 
de la Protección Social; el M

inisterio de A
gricultura y D

esarrollo Ru-
ral; el M

inisterio de C
om

ercio, Industria y Turism
o; el M

inisterio de 
Educación N

acional; el M
inisterio de A

m
biente, V

ivienda y D
esarro-

llo Territorial; el D
epartam

ento N
acional de Planeación; la D

efensoría 
del Pueblo; el A

lto C
om

isionado para la Paz, y la V
icepresidencia de 

la República.

19 
Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

Los efectos de este vacío de políticas públicas fueron cons-
tatados por la C

orte en el fallo, a partir de la inform
ación re-

m
itida por las propias entidades estatales encargadas de ha-

cer cum
plir las norm

as de atención a la población desplazada. 
A

unque los datos eran fragm
entarios —

precisam
ente por la 

falta de m
ecanism

os serios de seguim
iento a los program

as 
sobre desplazam

iento—
, m

ostraban que los resultados habían 
sido pobrísim

os. U
n pasaje de la T-025 perm

ite hacerse una 
idea de la situación:

[…
] [L]os estudios de la propia Red de Solidaridad Social [reconocen 

que] el 61%
 de la población desplazada no recibió ayuda del gobierno 

en el periodo com
prendido entre enero de 2000 y junio de 2001. Igual-

m
ente, sólo el 30 %

 de las personas que se desplazaron individual-
m

ente o en grupos pequeños recibieron asistencia gubernam
ental en 

los prim
eros once m

eses del gobierno actual. 

Los niveles de cobertura de todos los com
ponentes de la política son 

insuficientes. La atención hum
anitaria de em

ergencia […
] entre 1998 y 

2002 tuvo una cobertura del 43%
 de hogares desplazados registrados 

por la Red de Solidaridad Social.

[…
] A

l analizar únicam
ente los casos de desplazam

iento individual, 
se observa que los datos son peores. En este caso, la cobertura es del 
33%

 de los desplazados registrados por la Red de Solidaridad Social, 
y del 15,32%

 de los reconocidos por C
odhes.

Los resultados de los proyectos de generación de ingresos por cuenta 
propia son aún m

ás bajos. Frente a la población desplazada registrada 
por la Red de Solidaridad Social la cobertura es del 19,5%

. 

[…
] En el resto de los com

ponentes, los resultados son inferiores. Por 
ejem

plo, la U
nidad Técnica C

onjunta estim
a que en el periodo 1998-

2002, los program
as en m

ateria de vivienda han cum
plido solam

ente 
el 11,4%

 de las m
etas planteadas y se ha satisfecho el 3,7%

 de la de-
m

anda (C
orte C

onstitucional 2004: 50).

En últim
as, desde un punto de vista constitucional, un va-

cío de política pública de este tipo es relevante en la m
edida en 

que contribuya a perpetuar (o, incluso, profundizar) violacio-
nes graves y reiteradas de derechos hum

anos. D
esde la T-025, 

la C
orte colom

biana enm
arcó en estos térm

inos —
de vulnera-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.
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ción m
asiva de derechos—

 la existencia de un estado de cosas 
inconstitucional en relación con las personas desplazadas por 
la violencia. D

e nuevo echando m
ano de la escasa inform

ación 
que existía sobre el tem

a en ese entonces, la C
orte ilustró el 

panoram
a de los derechos de los desplazados:

El 92%
 de la población desplazada presenta necesidades básicas in-

satisfechas (N
BI), y el 80%

 se encuentra en situación de indigencia. 
Igualm

ente, el 63,5%
 de la población desplazada tiene una vivienda 

inadecuada, y el 49%
 no cuenta con servicios idóneos.

En cuanto a la situación alim
entaria de la población desplazada, se 

concluye que la “brecha en calorías” de los hogares desplazados es del 
57%

, es decir, que sólo consum
en el 43%

 de los niveles recom
endados 

por el Program
a M

undial de A
lim

entos. Igualm
ente se encontró que 

el 23%
 de los niños y niñas m

enores de seis años [que han sido] des-
plazados están por debajo del estándar alim

enticio m
ínim

o.

[…
] En relación con el grado de acceso a la educación de la población 

escolar desplazada, se observa que el 25%
 de los niños y niñas entre 

6 y 9 años no asiste a un establecim
iento escolar, m

ientras que esta 
proporción para las personas entre 10 y 25 años es de 54%

. Por últim
o, 

en relación con la salud de las víctim
as del desplazam

iento forzado, la 
tasa de m

ortalidad para la generalidad de la población desplazada es 
6 veces superior al prom

edio nacional (C
orte C

onstitucional 2004: 45; 
notas de pie om

itidas). 

Este “enfoque de derechos” (según lo llam
ó la m

ism
a C

or-
te) vendría a inform

ar todo el proceso de seguim
iento de la 

sentencia y se convertiría en la lingua franca de los actores pú-
blicos y privados que han participado en dicho proceso. D

esde 
un com

ienzo, los indicadores de goce de derechos fueron el 
parám

etro para constatar la existencia de la prim
era condición 

(de resultado) de un caso estructural, y la consecuente declara-
toria de la existencia de un EC

I. Veam
os ahora la segunda con-

dición, relacionada con el proceso de políticas públicas.

Las fallas sistém
icas de políticas públicas  

y el bloqueo institucional
La situación antes de la T-025

En la sentencia, la C
orte m

uestra que esta situación de viola-
ción de derechos estaba acom

pañada (y agravada) por fallas 

estructurales en la actuación del Estado. Entre las falencias a 
las que la C

orte dedica m
ayor atención se encuentran i) las 

prolongadas om
isiones de las autoridades com

petentes en la 
im

plem
entación de las leyes y docum

entos de política sobre 
el tem

a; ii) las prácticas estatales inconstitucionales, com
o la 

política de restringir la atención a los desplazados a la ayuda 
hum

anitaria de em
ergencia; iii) la falta de m

edidas adm
inis-

trativas, legislativas o presupuestales requeridas para atender 
el problem

a, tales com
o la apropiación de fondos suficientes 

para proteger los derechos de la población desplazada, y iv) 
la falta de intervención y coordinación de las m

últiples enti-
dades relevantes, desde las del orden nacional agrupadas en 
el Sistem

a N
acional de A

tención a la Población D
esplazada 

(SN
A

IPD
) hasta las entidades territoriales de los niveles de-

partam
ental y m

unicipal.
Pero la C

orte fue m
ás allá. D

e hecho, hizo una larga lista 
de fallas estatales que se convirtió en la vara con la cual m

i-
dió posteriorm

ente el avance del Estado en la atención a los 
desplazados. Para ello, com

binó el aparato conceptual de los 
derechos hum

anos con el de las políticas públicas, com
o lo 

m
uestra el hecho de haber clasificado las fallas bajo las cate-

gorías clásicas del ciclo de políticas públicas, esto es, diseño, 
im

plem
entación y evaluación. A

 estas categorías agrega una 
igualm

ente im
portante —

la asignación de recursos para cum
-

plir con las m
etas de política pública—

 que había preocupado 
a la C

orte desde las prim
eras sentencias sobre EC

I. 20 El cuadro 
2 presenta una síntesis de las fallas detectadas por la C

orte con 
base en estas categorías.

A
dem

ás de las m
últiples fallas en estos cuatro com

ponen-
tes centrales de las políticas públicas, la C

orte advirtió un vacío 
estructural com

ún a todos ellos: la falta de coordinación entre 
un sinnúm

ero de entidades estatales que tenían roles y progra-
m

as que se sobreponían y que difum
inaban la responsabilidad 

20 
Véase, por ejem

plo, el fallo SU
-090 de 2000.
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del ciclo  
de políticas 
públicas

D
iseño  

y desarrollo de  
la política pública

N
o existe plan de acción actualizado sobre el 

funcionam
iento del SN

A
IPD

, que perm
ita una 

m
irada integral a la política.

N
o se han fijado m

etas e indicadores que 
perm

itan detectar si los fines de las políticas se 
han cum

plido.

La asignación de funciones y responsabilidades 
es difusa. 

A
lgunos elem

entos fundam
entales de las 

políticas son inexistentes o insuficientes: i) no 
existen plazos para el cum

plim
iento de los 

objeti-vos,(ii) no se señala un nivel necesario 
de apropiaciones, iii) no se prevé el equipo 
hum

ano necesario para la im
plem

entación de 
las políticas, y iv) no se disponen los recursos 
adm

inistrativos idóneos para la ejecución de 
políticas.

Varias de las políticas de atención no han sido 
suficientem

ente desarrolladas, particularm
ente 

en relación con i) la participación de la 
población desplazada (PD

) en el diseño y la 
ejecución de las políticas; ii) la inform

ación 
oportuna y com

pleta para la PD
 sobre sus 

derechos, las instituciones responsables de 
prestarlos y los m

ecanism
os para exigirlos; iii) 

el m
anejo ordenado de recursos provenientes 

de la cooperación internacional; iv) las 
políticas tendientes a buscar m

ayor conciencia 
y com

prom
iso de la población civil no 

desplazada; v) program
as de preparación para 

los funcionarios, y vi) reglam
entación sobre 

acceso a la oferta institucional de la PD
 m

ás 
vulnerable. 

Los tiem
pos previstos para la atención 

hum
anitaria de em

ergencia son dem
asiado 

rígidos.

N
o es clara la asignación de funciones en 

los proyectos productivos urbanos y en la 
adjudicación de tierras.

Fallas en etapas 
del ciclo de 
políticas públicas

Im
plem

entación 
de la política 
pública

Son insuficientes las acciones por parte de 
las entidades a las cuales se han asignado 
funciones (p. ej. algunas entidades del SN

A
IPD

 
no han creado program

as especiales para la 
PD

, otros no asignan los recursos financieros o 
hum

anos necesarios). 

Los m
edios utilizados para alcanzar los fines de 

las políticas no son idóneos (p. ej. para acceder 
a algunos program

as ofrecidos de estabili-
zación socioeconóm

ica la PD
 debía probar 

ser propietaria de vivienda o tierra en la cual 
desarrollaría el proyecto productivo). 

Existen dem
oras prolongadas y recurrentes en 

la prestación de servicios a la PD
.

Los trám
ites para la im

plem
entación de la 

política son excesivam
ente rígidos (p. ej. los 

trám
ites de contratación).

A
lgunos trám

ites y m
ecanism

os de 
im

plem
entación han sido contra-producentes 

(p. ej. en salud, la C
ircular 042 de 2002, que 

buscaba evi-tar duplicidad de pagos generó una 
barrera en el acceso a la salud). 

Seguim
iento  

y evaluación  
de política pública

Existen fallas en los sistem
as de inform

ación, 
en particular: i) persiste el subregistro de la 
PD

; ii) el Sistem
a Ú

nico de R
egistro (SU

R
) 

no incluye datos sobre ayudas que no son 
entregadas por A

cción Social; iii) no se recogen 
datos sobre variables de género, edad, raza, 
etnia, etc.); iv) no existen datos sobre tierras 
abandonadas por la PD

, y v) faltan datos sobre 
las posibilidades de generación autónom

a de 
ingresos de la PD

.

N
o existen sistem

as de evaluación de la 
política.

Fallas en  
la asignación  
de recursos

Los m
ontos asignados son insuficientes para: i) 

satisfacer la dem
anda de la PD

, ii) proteger los 
derechos de la PD

, y iii) desarrollar las políticas 
establecidas en la Ley y en los docum

entos 
C

onpes. 

C
U

A
D

R
O

 2. Fallas de proceso en las políticas públicas  
sobre la población desplazada

FU
E

N
T

E
: R

odríguez G
aravito (2009c), a partir del fallo T-025 de 2004 (sección 6.3.1.).

u

u
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y la eficiencia de las políticas públicas sobre el tem
a. Por un 

lado, la C
orte estableció vacíos en la asignación de funciones y 

responsabilidades de las distintas instituciones que hacen par-
te del Sistem

a N
acional de A

tención a la Población D
esplazada 

(SN
A

IPD
). Por otro lado, constató la duplicación de funciones 

entre las entidades nacionales y las entidades locales. 
Las entrevistas con actores del caso ilustran esta situación 

de descoordinación estructural. En este sentido, es represen-
tativa la observación de un funcionario del M

inisterio de A
m

-
biente, V

ivienda y D
esarrollo Territorial: 

A
ntes [de la sentencia y el proceso de seguim

iento], por la tradición 
adm

inistrativa que se tenía en el Estado, por la independencia de cada 
uno [de los m

inisterios] […
], se m

anejaba el tem
a del desplazam

iento 
m

uy desarticuladam
ente. Entonces, difícilm

ente se encontraba que 
para responder a una población objetivo con una dificultad se m

etie-
ran todos los productos de la oferta institucional en una bolsa. C

ada 
uno lo ofertaba por su lado, se atendía separadam

ente. 21

Este diagnóstico llevó a la C
orte a asum

ir un rol activo en 
la prom

oción y coordinación de las políticas sobre el despla-
zam

iento. C
om

o lo m
encionó un funcionario de A

cnur que ha 
participado y seguido de cerca el proceso, “cuando se m

ete 
la C

orte, dice ‘no señor acá tenem
os que tener unas m

etas de 
corto, m

ediano y largo plazo, usted tiene que definirlas, tiene 
que definir sus políticas, tiene que saber para dónde va’. En-
tonces eso cam

bia necesariam
ente la visión que pueda tener 

un diseñador y un im
plem

entador de política”. 22

La situación diagnosticada por la C
orte ilustra los patrones 

de bloqueo institucional com
unes a los casos estructurales. El 

bloqueo puede tener varios orígenes (Sabel y Sim
on 2004: 1064-

65). Puede surgir de una situación de “dilem
a de prisionero”, 

com
o la evidente en la actuación del Estado colom

biano antes 
de la T-025, en la que las entidades encargadas estaban enfras-

21 
Entrevista con Luis D

om
ingo G

óm
ez, M

inisterio de A
m

biente, 
V

ivienda y D
esarrollo, 13 de enero de 2009.

22 
Entrevista con A

ndrés C
elis, O

ficial de A
cnur, 17 de enero de 

2008.

cadas en una m
araña burocrática que no era óptim

a para nin-
guna de ellas, y que podía ser resuelta sólo m

ediante un esfuer-
zo explícito de coordinación general que ninguna de ellas podía 
em

prender. El bloqueo tam
bién puede surgir cuando alguna 

entidad estatal o grupo social poderoso tiene “capturado” el 
proceso político o las políticas públicas sobre un tem

a, en detri-
m

ento de los intereses y derechos de grupos m
enos poderosos.

La T-025 ilustra un tercer factor de bloqueo institucional que 
es com

ún en los casos estructurales en el Sur global, pero que 
perm

anece invisible en los estudios sobre el tem
a que se cen-

tran en la práctica jurídica e institucional de Europa o Estados 
U

nidos (Sabel y Sim
on 2004; M

cC
ann 1994; Rosenberg 1991). 

M
ientras que éstos se centran en fallas de coordinación o res-

ponsabilidad (accountability) de las instituciones, los problem
as 

que derivan en litigios estructurales surgen, con frecuencia, de 
la falta de capacidad de las entidades estatales. En otras palabras, 
los estudios existentes dan por descontado que las instituciones 
tienen la infraestructura básica, los recursos y la capacidad téc-
nica para atender el problem

a y, por tanto, ven las intervencio-
nes judiciales com

o form
as de afinar su funcionam

iento y arti-
culación con otras instituciones que tam

bién cuentan con esa 
capacidad. Pero un denom

inador com
ún de los casos recientes 

de litigio estructural en A
m

érica Latina y otras partes del Sur 
global (y tam

bién del N
orte) es que surgen por la falta de ca-

pacidades básicas de las instituciones encargadas de la políti-
ca pública sobre el tem

a. En térm
inos de sociología del Estado 

(M
ann 1993: 60) se trata, entonces, de ausencia de “poder infra-

estructural” de las instituciones para im
plem

entar eficazm
ente 

una política pública y llegar a todo el territorio nacional. 
C

om
o lo m

uestran tanto la T-025 com
o otros fallos prom

i-
nentes de la ola reciente de litigio estructural (com

o los m
en-

cionados casos Verbitsky y Riachuelo en A
rgentina), las cortes 

han tenido que com
enzar por prom

over procesos de fortaleci-
m

iento de la capacidad o el poder infraestructural de las ins-
tituciones relevantes. C

ontra los escépticos de la capacidad de 
las cortes, hay que recordar, entonces, que en las “dem

ocracias 
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realm
ente existentes” los problem

as de capacidad institucional 
pueden ser endém

icos tam
bién en la adm

inistración pública.
D

e ahí que, com
o verem

os enseguida, parte del efecto de 
desbloqueo institucional generado por la sentencia haya con-
sistido en incentivar la construcción de capacidades institucio-
nales básicas, com

o el levantam
iento de inform

ación, la apro-
piación de recursos y la articulación entre el Estado central y los 
gobiernos provinciales y locales. Todo esto dentro del contexto 
de un Estado que se caracteriza por una com

binación singular 
de, por un lado, nichos de excelencia en algunos sectores de la 
burocracia nacional y, por otro lado, una m

arcada debilidad y 
captura institucional en otros sectores de esa burocracia y, so-
bre todo, de las adm

inistraciones provinciales y m
unicipales.

El efecto desbloqueador 
Llegam

os, entonces, al prim
er efecto de la intervención judicial 

en casos estructurales: sacudir el aparato estatal que se encuen-
tra enfrascado en alguna de las situaciones de estancam

iento 
m

encionadas. Se trata de una función desestabilizadora del de-
recho y los derechos: lo que se busca desestabilizar es precisa-
m

ente el equilibrio institucional perverso que bloquea el funcio-
nam

iento de la dem
ocracia y el cum

plim
iento de los derechos. 

Estos “derechos desestabilizadores” (U
nger 1987) justifican el 

activism
o judicial estructural en la m

edida en que pretenden 
“estrem

ecer y abrir las instituciones públicas que han tenido 
fallas crónicas en el cum

plim
iento de sus obligaciones y que se 

m
uestran im

perm
eables a los m

ecanism
os usuales de respon-

sabilidad política (accountability)” (Sabel y Sim
on 2004: 1020). 

El  efecto desbloqueador opera m
ediante varios m

ecanis-
m

os. 23 Por ejem
plo, la sola sentencia, al darle la razón a los 

dem
andantes y responsabilizar públicam

ente a las entidades 
estatales por violaciones graves de derechos, altera el balance 
de poder entre dem

andantes y dem
andados. En este nuevo 

terreno político, es probable que se abran nuevas posibilida-

23 
Para un análisis detallado de este efecto, véase Rodríguez G

ara-
vito y Rodríguez Franco (2009).

des de negociación, colaboración y discusión entre los actores 
del caso, que deriven en soluciones que habrían sido inviables 
bajo las condiciones del balance de poder previo al fallo. Por 
ejem

plo, la C
orte C

onstitucional —
al condenar al Estado co-

lom
biano con la declaración del EC

I y darle legitim
idad a las 

O
N

G
 y organizaciones de desplazados com

o parte del proce-
so de seguim

iento a la T-025—
 alteró el terreno político de la 

discusión sobre el desplazam
iento y, al hacerlo, desencadenó 

procesos im
pensables antes de la sentencia (por ejem

plo,  la 
construcción conjunta, entre el Estado y las O

N
G

, de indica-
dores de derechos de la población desplazada para evaluar la 
evolución de las políticas públicas).

Los m
ecanism

os de desbloqueo son tan variados com
o las 

fallas estructurales de las políticas públicas. En general, las 
reacciones inm

ediatas del Estado a la T-025 m
uestran que la 

sentencia rem
eció, por lo m

enos parcialm
ente, la inercia insti-

tucional en tem
as com

o el presupuesto dedicado a la atención 
a los desplazados, la reactivación del inoperante sistem

a de 
coordinación interinstitucional, y la expedición de algunos 
program

as de em
ergencia (ver capítulo 4). 

Este efecto despertador de la durm
iente burocracia estatal 

fue descrito por varios de los entrevistados. U
na de las m

agis-
tradas auxiliares del despacho de la C

orte que hizo la ponen-
cia de la T-025 com

entó, por ejem
plo, que inicialm

ente las en-
tidades estatales intentaron m

antener la inercia y prolongar el 
plazo para cum

plir órdenes elem
entales de la sentencia, com

o 
la de calcular el m

onto que sería necesario para atender ade-
cuadam

ente a la población desplazada. En un com
ienzo, en-

tonces, la respuesta del G
obierno a la C

orte fue “vam
os a hacer 

un esfuerzo presupuestal pero necesitam
os dos años para ver 

cuánto necesitam
os. Entonces [en la C

orte] dijim
os no. N

o ne-
cesitan dos años, necesitan un m

es […
] y efectivam

ente en un 
m

es salió [el cálculo de la cifra], de cinco billones [de pesos]”. 24 

24 
Para ser precisos, el presupuesto que el G

obierno calculó que 
sería necesario para cum

plir con el fallo de la C
orte y proteger los 

derechos de la población desplazada fue 4,7 billones de pesos.
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 U
n com

entario del funcionario de la D
efensoría del Pueblo 

encargado del tem
a ilustra el m

ism
o efecto sobre la burocracia 

estatal: “en reuniones preparatorias de las  sesiones de segui-
m

iento al cum
plim

iento de la sentencia, uno escucha funcio-
narios del orden nacional com

o del orden territorial que dicen 
que se tienen que apurar porque tienen sesión con la C

orte, o 
porque se les va a vencer el plazo que la C

orte expidió”. 25

En síntesis, com
o lo reconoció el editorial de un diario na-

cional en 2007, la sentencia “fue clave para dinam
izar la ac-

titud estatal. A
utos periódicos del alto tribunal, que llegó a 

pedir a un juez abrir proceso por desacato contra funciona-
rios del G

obierno —
y críticos inform

es de la Procuraduría, 
la C

ontraloría y la D
efensoría sobre las falencias en la aten-

ción–, han m
antenido la presión para que el Estado cum

pla 
sus obligaciones”. 26 

La inercia institucional y el efecto desbloqueador analiza-
dos en esta sección responden la pregunta sobre la justificación 
del activism

o judicial estructural. En otras palabras, aportan 
argum

entos para determ
inar cuándo procede este tipo de inter-

vención de los jueces. Sin em
bargo, dejan en pie un interrogan-

te igualm
ente im

portante sobre el procedim
iento m

ediante el 
cual debe ser hecha la intervención para que sea a la vez eficaz 
y legítim

a en una dem
ocracia. A

 esta cuestión sobre el cóm
o de 

los fallos estructurales está dedicada la siguiente sección.

La im
plem

entación de los fallos a través  
de la jurisprudencia dialógica: la prom

oción  
de la dem

ocracia deliberativa y experim
ental

C
apacidad, legitim

idad y deliberación

C
om

o se vio, las dos críticas clásicas contra el activism
o judicial 

cuestionan la capacidad institucional y la legitim
idad política 

25 
Entrevista con H

ernando Toro, coordinador de la O
ficina de 

A
tención al D

esplazam
iento de la D

efensoría del Pueblo, 22 de enero 
de 2009.

26 
El Tiem

po, “El año de los desplazados”, 8 de abril de 2007.

de las cortes para involucrarse en proyectos de transform
ación 

social. El estudio de la im
plem

entación de fallos estructurales 
contem

poráneos, com
o el T-025, apunta a respuestas novedo-

sas a dichas objeciones. 
En relación con la pregunta por la capacidad, nuestro es-

tudio de caso lleva a replantear sus térm
inos: ¿capacidad para 

qué? C
om

o se explica en otro lugar (Rodríguez G
aravito, en 

prensa), detrás del argum
ento de autores com

o Rosenberg so-
bre la incapacidad de las cortes, es posible advertir dos supues-
tos controvertibles. Prim

ero, Rosenberg y los críticos tienen en 
m

ente el tipo de activism
o judicial que m

arcó la jurisprudencia 
estadounidense entre los años cincuenta y ochenta, caracteri-
zado por fallos que ordenaban reform

as m
uy detalladas de las 

políticas y las instituciones públicas. En este sentido, la capaci-
dad a la que se refieren tiene que ver con la realización de este 
tipo de reform

as desde las m
ism

as cortes. En efecto, com
o lo 

m
uestran las m

uchas intervenciones judiciales que buscaron 
reform

ar el disfuncional sistem
a carcelario estadounidense, 

los jueces no sólo declararon que existía una violación estruc-
tural de los derechos de los detenidos, sino que intentaron en-
frentarla m

ediante órdenes directas y m
inuciosas sobre asun-

tos tan específicos com
o el núm

ero de guardias que debían 
ser contratados, o los detalles del diseño de las instalaciones 
carcelarias (Feeley y Rubin 1998). Se trata del m

ism
o tipo de 

activism
o judicial reflejado en algunas sentencias de la C

orte 
C

onstitucional colom
biana de la década de los noventa, com

o 
el m

encionado fallo C
-700 de 1999, que no sólo declaró incons-

titucional el sistem
a de financiación de vivienda sino que es-

tableció los parám
etros detallados de la nueva legislación que, 

de acuerdo con las órdenes de la C
orte, debía ser expedida por 

el C
ongreso para reem

plazar el sistem
a existente.

Segundo, cuando señalan la incapacidad de los jueces para 
hacer cum

plir sus decisiones, los críticos dan por descontado 
que el proceso de ejecución de los fallos es el predom

inante 
en ese tipo de activism

o judicial, en el que las cortes suelen 
enfrentarse, solitarias, a burocracias im

perm
eables y resisten-
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tes al cam
bio. Se trata de un proceso antagónico, cuyos par-

ticipantes usualm
ente son sólo las cortes y las instituciones 

estatales relevantes. En esas condiciones, no sorprende que 
la capacidad de los jueces haya sido insuficiente para, por sí 
solos, hacer cum

plir sus fallos. Sin em
bargo, es esa capacidad 

heroica la que autores com
o Rosenberg parecen echar de m

e-
nos al criticar el activism

o judicial.
Los escépticos de esta variante del activism

o judicial no 
fueron los únicos en objetarlo. A

 pesar de su contribución al 
derecho constitucional (y a la garantía de los derechos socia-
les), ese tipo de intervención se topó con problem

as de eficacia 
y legitim

idad que lo hicieron blanco de críticas provenientes 
de defensores de un rol proactivo de los jueces en las dem

o-
cracias. En la práctica, las órdenes m

inuciosas y verticales ge-
neraron transform

aciones m
ucho m

enos am
biciosas que las 

contem
pladas por las cortes, en buena m

edida por la resisten-
cia y la inercia de las burocracias disfuncionales que eran las 
destinatarias de las órdenes. 

Pero la opción de los jueces activistas por órdenes m
uy de-

talladas fue, en parte, responsable de la ineficacia de los fallos. 
A

l definir desde la sentencia m
ism

a las reform
as por im

ple-
m

entar, las cortes se expusieron a acusaciones de usurpación 
de funciones de los otros poderes públicos y cerraron el paso 
a procesos públicos de deliberación que incluyeran al Estado 
y la sociedad civil —

procesos que, adem
ás de tener un obvio 

beneficio dem
ocrático, tienen claras ventajas prácticas para la 

búsqueda de soluciones eficaces a problem
as com

plejos de po-
líticas públicas que las cortes (ni ningún otro poder público) 
tienen capacidad para encontrar por sí m

ism
as—

. 
En parte por estas razones —

y en parte por la oscilación del 
péndulo ideológico hacia el conservadurism

o jurídico y polí-
tico (en los años ochenta en Estados U

nidos y parte de A
m

é-
rica Latina, y a finales de los años noventa en C

olom
bia)—

, 
el activism

o vertical y m
inucioso de los jueces dism

inuyó en 
los países donde había tom

ado vuelo. y no despegó nunca en 
aquéllos, com

o la m
ayor parte de los latinoam

ericanos, donde 
el form

alism
o jurídico había im

pedido su avance.

Estos m
otivos han convergido para alentar un nuevo tipo 

de activism
o judicial, frente al cual las objeciones de Rosen-

berg y los críticos clásicos parecen m
ucho m

enos plausibles. 
Se trata de un “activism

o dialógico”, que intenta responder 
dichas objeciones con m

ecanism
os institucionales que se di-

ferencian de los preferidos por el activism
o que le precedió 

(A
bram

ovich 2005; Bergallo 2005; D
ixon 2007; G

auri y Brinks 
2008b; G

argarella 2007; Sabel y Sim
on 2004). 

Los fallos representativos del activism
o dialógico com

par-
ten tres rasgos. Prim

ero, las sentencias dialógicas tienden a 
dictar órdenes m

ás abiertas que las del activism
o clásico. En 

térm
inos de los criterios de Tushnet (2008) para distinguir los 

rem
edios judiciales “fuertes” de los “débiles” —

esto es, la am
-

plitud, la obligatoriedad y la perentoriedad de las órdenes del 
fallo—

, sus rem
edios tienden a ser m

ás débiles. Las sentencias 
de la jurisprudencia dialógica tienden a abrir un proceso de se-
guim

iento que alienta la discusión de alternativas de políticas 
públicas para solucionar el problem

a estructural detectado en 
el fallo. Los detalles de las políticas, por tanto, tienden a surgir 
en el transcurso del proceso de seguim

iento, no en la sentencia 
m

ism
a. C

on frecuencia, adem
ás, las órdenes de los fallos no 

im
plican obligaciones de resultado m

uy precisas, sino el deber 
de las autoridades públicas de diseñar e im

plem
entar políticas 

que avancen en la protección de los derechos vulnerados. 
Segundo, la im

plem
entación de los fallos tiene lugar m

e-
diante m

ecanism
os de seguim

iento periódicos y públicos. A
l 

m
antener su com

petencia sobre el caso después de la senten-
cia, las cortes dialógicas suelen dictar nuevas decisiones a la 
luz de los avances y retrocesos del proceso, y alentar la dis-
cusión entre los actores del caso en audiencias públicas y de-
liberativas. 

Tercero, por esa razón, los fallos dialógicos tienden a invo-
lucrar un espectro m

ás am
plio de actores sociales en ese pro-

ceso de seguim
iento. A

dem
ás de la m

ism
a corte y las entida-

des públicas destinatarias de las órdenes, la im
plem

entación 
involucra a todos aquéllos que, directa o indirectam

ente, son 
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afectados o tienen interés legítim
o en el resultado del caso es-

tructural. Esto incluye a las víctim
as cuyos derechos han sido 

violados, las organizaciones de la sociedad civil relevantes, los 
organism

os internacionales de derechos hum
anos y otros ac-

tores cuya participación resulte útil para la protección de los 
derechos objeto del caso, desde organizaciones de base hasta 
centros académ

icos.
Por supuesto, no todos los fallos del activism

o contem
porá-

neo, ni siquiera los explícitam
ente dialógicos, se ajustan a es-

tas condiciones. A
dem

ás, las decisiones de las cortes activistas 
varían m

ucho en la fortaleza o debilidad de los rem
edios que 

establecen. Por ejem
plo, la C

orte C
onstitucional de Sudáfrica 

ha rehusado fijar plazos y condiciones estrictas para el cum
-

plim
iento de sus órdenes en casos icónicos com

o G
rootboom

27 

y Treatm
ent A

ction Cam
paign. 28 Por el contrario, la C

orte co-
lom

biana de la T-025, aunque ha tendido a dejar la definición 
de los detalles de las políticas al proceso de seguim

iento, ha 
dictado decisiones y fijado plazos m

ucho m
ás estrictos. En el 

m
edio se encuentran otros tribunales, com

o la C
orte Suprem

a 
argentina en el m

encionado caso Verbistky. 
Estas variaciones prácticas no desvirtúan la utilidad del 

concepto de activism
o dialógico que postulam

os com
o tipo 

ideal w
eberiano para analizar las tendencias evidentes en fa-

llos estructurales contem
poráneos, caracterizados por los tres 

rasgos que señalam
os. A

dem
ás de su utilidad descriptiva, el 

concepto de activism
o dialógico ha ido acum

ulando defenso-
res por razones prescriptivas de teoría política y constitucio-
nal. A

 m
edio cam

ino entre el activism
o clásico y sus críticos, 

los defensores del activism
o dialógico abogan por fallos judi-

ciales que intervengan para declarar la violación de derechos, 

27 
G

overnm
ent of the Republic of South A

frica v. G
rootboom

, 2000 
(11) BC

LR 1169 (C
C

) [declara la violación del derecho a la vivienda de 
habitantes de asentam

ientos inform
ales en C

iudad del C
abo].

28 
M

inister of H
ealth and O

thers v. Treatm
ent A

ction C
am

paign 
and O

thers, 2002 (10) BC
LR 1033 (C

C
) [declara la violación del de-

recho a la salud por obstáculos para el acceso de pacientes con V
IH

/
Sida a un m

edicam
ento antirretroviral].

pero les dejen a los poderes dem
ocráticam

ente elegidos la 
responsabilidad de decidir cóm

o corregir la situación (D
ixon 

2007; G
argarella 2007). D

e esta form
a, se lograría un punto 

m
edio entre el deber de proteger los derechos, de un lado, y el 

im
perativo dem

ocrático de la separación de poderes y la de-
liberación sobre asuntos com

plejos de políticas públicas, del 
otro (N

ino 1996). 
En este sentido, el m

odelo preferido por la m
ayoría de los 

defensores del activism
o dialógico parece acercarse a la solu-

ción interm
edia de la C

orte C
onstitucional de Sudáfrica, con 

su com
binación de “derechos fuertes” reconocidos por sus 

sentencias, y “rem
edios débiles” que dejan la realización de 

esos derechos, en la práctica, al arbitrio del G
obierno y la le-

gislatura (D
ixon 2007; Tushnet 2008). En este m

odelo, el parla-
m

ento y, en m
enor m

edida, la adm
inistración pública parece-

rían ser los únicos espacios verdaderam
ente deliberativos en 

las dem
ocracias contem

poráneas. En él, el activism
o dialógico 

se lim
itaría a m

antener las reglas de deliberación dem
ocrática 

(por ejem
plo, invalidando leyes que no fueron objeto de deli-

beración juiciosa en el parlam
ento) y, en casos estructurales de 

violaciones de derechos, se lim
itaría a declarar la existencia de 

la violación y la responsabilidad estatal, y a rem
itir su solu-

ción a los poderes elegidos.
N

uestra posición es parcialm
ente distinta. El estudio de 

caso de la T-025 sugiere que esta visión se queda corta frente 
al potencial del activism

o dialógico para prom
over la dem

o-
cracia deliberativa. En efecto, m

ientras que la literatura exis-
tente tiende a defender el pasivism

o judicial en la etapa de 
im

plem
entación de los fallos, nuestro análisis sugiere que las 

cortes m
ism

as pueden propiciar escenarios de deliberación 
eficaces que com

plem
entan, en lugar de reem

plazar, los atro-
fiados espacios de los parlam

entos de las “dem
ocracias real-

m
ente existentes”. A

 una conclusión sim
ilar han llegado los 

escasos estudios em
píricos com

parados sobre el im
pacto de la 

aplicación judicial de los derechos sociales, que m
uestran que 

los tribunales han ofrecido instancias adicionales de discusión 
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sobre las políticas sociales cuestionadas en los fallos (Brinks y 
G

auri 2008: 343).

El efecto deliberativo
Estas observaciones nos llevan a postular una segunda conse-
cuencia del activism

o estructural de tipo dialógico: el efecto 
deliberativo. En el capítulo 6 presentam

os evidencia detallada 
sobre el contenido de este efecto. Para los propósitos especí-
ficos de este capítulo, nos lim

itam
os a ilustrar brevem

ente la 
presencia de los tres rasgos señalados en el proceso iniciado 
por la T-025. 

En prim
er lugar, en cuanto al grado de fortaleza de los re-

m
edios judiciales, la T-025 sigue el patrón del activism

o dialó-
gico al establecer obligaciones m

ás generales y procedim
enta-

les que las de m
uchas sentencias activistas previas de la C

orte 
C

onstitucional. Sin em
bargo, a diferencia de otros tribunales, 

el colom
biano fijó plazos perentorios e identificó con precisión 

las entidades y los funcionarios responsables del cum
plim

ien-
to de esas obligaciones. 

La C
orte dictó tres órdenes centrales: 

1. La creación de un plan de acción para superar el estado de co-
sas inconstitucional, ante la ausencia de políticas públicas 
sobre el desplazam

iento. El plan debía incluir la recolección 
y sistem

atización de inform
ación básica sobre la situación 

de la población desplazada; el cálculo del presupuesto que 
sería necesario para superar la situación crítica; la identi-
ficación de las fuentes potenciales de ese presupuesto; y 
la distribución del esfuerzo presupuestal entre el Estado 
central, los departam

entos, los m
unicipios y las entidades 

de cooperación internacional. Estas órdenes fueron dirigi-
das tanto a las entidades públicas nacionales encargadas 
de la política sobre desplazam

iento, com
o a los gobiernos 

locales. La C
orte fijó un exigente plazo de dos m

eses para 
el cum

plim
iento de esta orden.

2. La realización de todos los esfuerzos posibles para conseguir el 
presupuesto requerido a fin de atender a los desplazados, se-

gún el cálculo exigido al m
ism

o G
obierno. Para el cum

pli-
m

iento de esta orden se fijó un plazo de un año.
3. La garantía del goce efectivo del contenido esencial de los dere-

chos básicos de la población desplazada. C
on base en las obliga-

ciones constitucionales e internacionales del Estado colom
-

biano, la C
orte estableció que esas garantías básicas son el 

derecho a la vida; el derecho a la dignidad y a la integri-
dad personal; el derecho a la fam

ilia y la unidad fam
iliar; 

el derecho a la subsistencia; el derecho a la salud básica; el 
derecho a la no discrim

inación; el derecho de los niños a la 
educación básica; el derecho a la asesoría para la estabiliza-
ción económ

ica y social; y el derecho a decidir librem
ente 

sobre el retorno al lugar de origen o la perm
anencia en el 

lugar de desplazam
iento. Para el cum

plim
iento de estas 

obligaciones fijó un plazo de seis m
eses.

C
om

o se ve, la C
orte siguió un cam

ino interm
edio al definir 

la severidad de los rem
edios. Por un lado, la m

ayoría de sus ór-
denes fueron de m

edios, antes que de resultado: en lugar de fijar 
los detalles de las reform

as, exigió al G
obierno diseñar un plan 

de acción para llevarlas a cabo. Por otro lado, estableció plazos 
perentorios y dictó un rem

edio fuerte, de resultado: la garantía 
eficaz de los derechos m

ínim
os de las personas desplazadas. 

A
 lo largo del proceso de seguim

iento, el tribunal constitu-
cional ha intentado sostener este difícil balance. H

a insistido 
en m

antener el poder de decisión sobre las políticas en cabe-
za del G

obierno nacional pero, a m
edida que ha transcurrido 

el tiem
po y ha aum

entado la urgencia de la situación de los 
desplazados (especialm

ente de grupos vulnerables com
o los 

pueblos indígenas, los afrocolom
bianos, los m

enores de edad 
y las m

ujeres víctim
as de violencia sexual), ha venido dictan-

do un buen núm
ero de decisiones que fijan rem

edios fuertes, 
con obligaciones de resultado detalladas. y los indicadores 
de goce efectivo de derechos surgidos del m

ism
o proceso de 

seguim
iento han sido utilizados por la C

orte para hacer m
e-

diciones cada vez m
ás estrictas de los resultados de la gestión 

del G
obierno.
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El resultado ha sido una “hoja de ruta” fijada por la C
orte 

al G
obierno, com

o lo resum
ió A

cnur en un com
pleto infor-

m
e (A

cnur 2007: 121). Esta conclusión es com
partida por la 

subdirectora de atención a la población desplazada de A
cción 

Social, la entidad gubernam
ental encargada de coordinar la 

política sobre desplazam
iento:

Lo que ha sido el punto realm
ente de esta sentencia ha sido el segui-

m
iento porque la C

orte en ese [proceso] ha em
pezado a delinear una 

ruta y ha acom
pañado al G

obierno en la delineación de esa ruta. Ese 
ha sido el aporte. N

o ha sido sólo “cum
pla”’ y que el G

obierno verá 
qué hace, sino que tam

bién ha sido “cum
pla pero creo que usted de-

bería m
irar estos parám

etros para cum
plir”. Eso no lo tiene ninguna 

sentencia. 29

En segundo lugar, la T-025 es una clara ilustración de los 
m

ecanism
os que caracterizan el activism

o dialógico. En efecto, 
entre febrero de 2004 y enero de 2010, la C

orte dictó 84 decisio-
nes (autos) para darle continuidad a las órdenes im

partidas en 
la sentencia, solicitar inform

es y acciones concretas, hacer se-
guim

ientos puntuales y establecer indicadores de evaluación 
del grado de realización de los derechos de los desplazados. 
Los autos han sido acom

pañados de 14 audiencias abiertas en 
las que se han discutido aspectos centrales de la política sobre 
el tem

a, y se han rendido cuentas públicas del desem
peño de 

las entidades estatales destinatarias de las órdenes de la C
orte. 

A
 través de ellos, por ejem

plo, se construyeron los m
enciona-

dos indicadores de goce efectivo de derechos que resultaron 
de propuestas del G

obierno y la sociedad civil, y que se con-
virtieron en el parám

etro consensual con el que se m
iden los 

avances y retrocesos en la situación de los desplazados. 
Estas audiencias son la ilustración m

ás clara del efecto de-
liberativo del activism

o dialógico en sede judicial, que ha esca-
pado a la m

ayor parte de los defensores de este tipo de inter-
vención de las cortes que están inspirados en la dem

ocracia 

29 
Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de atención a la po-
blación desplazada de A

cción Social, 8 de enero de 2009. 

deliberativa. La declaración de la citada funcionaria de A
cción 

Social captó con claridad el funcionam
iento y la im

portancia 
de este efecto: 

Lo que ha hecho el G
obierno es que cuando no está de acuerdo con 

algo o cuando no lo entiende nos sentam
os en audiencias con la C

orte 
y discutim

os en audiencias. Eso tam
poco es norm

al y adem
ás algo 

adicional que entró a jugar fue la sociedad civil, con la entrada de la 
C

om
isión de Seguim

iento de la sociedad civil por petición de la C
orte 

C
onstitucional. 30

C
om

o lo sugiere esta cita, la T-025 am
plió el abanico de ac-

tores, públicos y privados, que participan en el proceso de dis-
cusión de políticas públicas sobre el desplazam

iento. En efecto, 
com

o explicam
os m

ás adelante, uno de los resultados indirectos 
de las audiencias y el proceso de seguim

iento ha sido la crea-
ción de un espacio social y político —

que llam
am

os el “cam
po 

del desplazam
iento”—

 en el que actores m
uy diversos (desde 

las organizaciones de desplazados y O
N

G
 hasta decenas de en-

tidades estatales y organism
os com

o A
cnur) interactúan, cola-

boran y chocan a diario para definir las norm
as, las políticas y 

los program
as sobre el desplazam

iento en C
olom

bia.
Para reforzar el efecto deliberativo, a lo largo del proceso 

de seguim
iento la C

orte ha insistido tam
bién en la participa-

ción de las organizaciones de desplazados en la im
plem

enta-
ción del fallo y en la form

ulación e im
plem

entación de políti-
cas públicas. Este esfuerzo ha arrojado resultados m

ucho m
ás 

m
odestos que el de incluir a O

N
G

 de derechos hum
anos, que 

sí se han convertido en actores centrales del cam
po del despla-

zam
iento. Los espacios de participación para los desplazados 

creados com
o resultado de la sentencia (la M

esa N
acional y 

las m
esas locales de población desplazada) son conocidos y 

utilizados por un sector m
inoritario de desplazados, y la gran 

m
ayoría de personas en esta condición no pertenece a ningún 

tipo de organización. 

30 
Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de atención a la po-
blación desplazada de A

cción Social, 8 de enero de 2009.
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C
om

o verem
os en el capítulo 6, el escaso im

pacto del fallo 
sobre la participación de las personas afectadas directam

ente 
por el desplazam

iento tiene causas m
uy diversas. En parte se 

debe a la fragm
entación que, por definición, caracteriza a la 

población desplazada; en parte obedece a la poca voluntad y 
capacidad del G

obierno nacional y los gobiernos locales para 
tom

ar en serio este com
ponente del proceso de seguim

iento 
a la sentencia. Es posible, sin em

bargo, que el procedim
iento 

de seguim
iento haya contribuido a hacer el tem

a dem
asiado 

especializado, al girar alrededor de audiencias centradas en 
Bogotá, y autos de seguim

iento crecientem
ente com

plejos. 
En este sentido, la sofisticación técnica del proceso —

que ha 
servido para darle racionalidad y sustento a las políticas pú-
blicas—

 ha tenido com
o efecto secundario haber privilegiado 

la participación de los actores que pueden intervenir en estos 
térm

inos especializados (el Estado, las O
N

G
 y los organism

os 
internacionales de derechos hum

anos, los centros de investi-
gación, etc.), y haber dificultado la participación de los despla-
zados y sus organizaciones. 

En síntesis, el efecto desbloqueador y el efecto deliberati-
vo de la sentencia responden las objeciones clásicas contra el 
activism

o judicial y ayudan a caracterizar el nuevo activis-
m

o dialógico. En conjunto, abren las puertas a un proceso 
m

ás o m
enos deliberativo de experim

entación dem
ocrática 

alentado por las cortes, en el que un espectro expandido de 
actores sociales interactúa y establece relaciones —

a veces 
colaborativas, otras veces antagónicas—

 m
ediante las cuales 

pueden surgir propuestas de solución a problem
as sociales 

com
plejos. 

Las intervenciones judiciales no garantizan rem
edios para 

los asuntos que enfrentan, com
o verem

os a lo largo del libro 
al exam

inar el lento avance de la garantía de los derechos de 
la población desplazada después del fallo. Pero, com

paradas 
con las alternativas ofrecidas por las dem

ocracias realm
ente 

existentes, ofrecen un canal propicio para prom
over la delibe-

ración sobre posibilidades de solución que m
uy probablem

en-

te no habrían surgido del bloqueo institucional que caracteriza 
los casos estructurales.

D
ados los propósitos específicos de este capítulo, nos he-

m
os concentrado en los efectos de desbloqueo y deliberativo. 

Pero éstos no son las únicas consecuencias de la T-025 y de 
este tipo de intervención judicial. C

erram
os esta introducción, 

entonces, m
encionando brevem

ente los otros efectos que do-
cum

entam
os en el libro, ubicándolos en el plan de exposición 

de los siguientes capítulos, que sigue de cerca la tipología pre-
sentada anteriorm

ente (véase cuadro 1 supra).

Los efectos de la sentencia T-025  
y la estructura del libro 

Volviendo a la tipología de efectos, el cuadro 3 localiza las 
m

últiples consecuencias de la T-025 y sirve, a la vez, de m
apa 

para la lectura de los capítulos que vienen. 
En el capítulo 2, com

enzam
os por describir el contexto so-

cial y político del desplazam
iento en el que la C

orte dictó su 
fallo de 2004. A

 renglón seguido, exponem
os con m

ayor de-
talle el proceso de im

plem
entación de la sentencia y el segui-

m
iento que la C

orte le ha dado.
En el capítulo 3, explicam

os cóm
o la C

orte “creó” el pro-
blem

a del desplazam
iento forzado com

o un asunto público 
y urgente de derechos hum

anos. M
ediante este efecto creador, 

sostenem
os, la C

orte contribuyó a enm
arcar la situación de los 

desplazados —
que antes era considerada un efecto colateral 

del conflicto arm
ado—

 com
o un problem

a de violación de 
derechos hum

anos que requería una reacción inm
ediata. Se 

trata de una consecuencia indirecta del fallo, en la m
edida en 

que afecta a un conjunto de actores m
ucho m

ás am
plio que 

los afectados por sus órdenes, desde organism
os internacio-

nales de derechos hum
anos hasta los m

edios de com
unicación 

y la opinión pública. A
l contribuir a transform

ar la percep-
ción pública del problem

a y crear el cam
po sociojurídico del 

desplazam
iento, este efecto incluye dim

ensiones sim
bólicas e 

instrum
entales por igual, com

o se m
uestra en el cuadro 3.
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En el capítulo 4 hacem
os un análisis detenido del m

encio-
nado efecto de desbloqueo. En térm

inos de la tipología que he-
m

os planteado, se trata de un im
pacto instrum

ental directo 
del fallo, en la m

edida en que afecta la estructura del aparato 
estatal que la C

orte intenta desestancar con sus órdenes.
El estudio del proceso docum

enta tam
bién el efecto coordina-

dor que ha tenido el fallo sobre la burocracia pública (capítulo 
5). C

om
o se vio, las fallas estructurales de las políticas tienen 

que ver no sólo con las deficiencias de las instituciones relevan-
tes, sino con la falta de coordinación entre ellas. M

ostram
os, 

entonces, que la C
orte ha term

inado jugando un rol racionali-
zador de la política pública al prom

over este tipo de coordina-
ción, tanto entre las entidades directam

ente involucradas por 
el fallo com

o entre las entidades indirectam
ente relacionadas 

con el caso. D
e ahí que, en el cuadro, este efecto se encuentre a 

m
edio cam

ino entre los im
pactos directos e indirectos.

Pasam
os, en el capítulo 6, a indagar el contenido del efecto 

deliberativo al que nos referim
os en la sección anterior. Soste-

nem
os que se trata de un efecto directo del fallo —

en cuanto 
surge del m

ecanism
o de seguim

iento diseñado explícitam
ente 

por la C
orte para provocar este tipo de im

pacto—
, que tiene 

dim
ensiones instrum

entales y sim
bólicas. Instrum

entales en la 
m

edida en que ha resultado en m
ecanism

os concretos de po-
líticas públicas (por ejem

plo, los indicadores de goce efectivo 
de derechos que han surgido de la deliberación alrededor de 
las audiencias y los autos). Sim

bólicos en cuanto ha alterado la 
com

prensión del problem
a y las percepciones sobre el proceso 

de políticas públicas, tanto de los actores involucrados com
o 

de terceros (véase cuadro 3).

C
erram

os el estudio de caso con la pregunta básica: en úl-
tim

as, ¿qué cam
bios ha habido en las políticas públicas y en la 

situación de los desplazados después de la sentencia? Tras ad-
vertir la dificultad de trazar nexos causales nítidos entre el fa-
llo y estos efectos directos e indirectos, intentam

os responder 
las dos partes de esta pregunta en los capítulos 7 y 8, respecti-
vam

ente. En el prim
ero vem

os el efecto de políticas públicas, esto 
es, el im

pacto de la sentencia en el diseño, la im
plem

entación 
y el seguim

iento de planes de acción sobre el desplazam
iento 

em
prendidos tanto por las entidades directam

ente involucra-
das en el caso com

o por aquéllas que han experim
entado im

-
pactos m

ediatos. En el segundo, exam
inam

os el lim
itado efecto 

social del fallo, en térm
inos de la evolución de la situación de 

los derechos de los desplazados. Este últim
o efecto, com

o lo 
señalam

os tanto en ese capítulo com
o en el 3, tiene tam

bién 
una connotación sim

bólica por cuanto afecta la percepción de 
las propias víctim

as del desplazam
iento sobre su situación.

A
ntes de pasar a m

irar en detalle cada uno de esos im
pac-

tos, es im
portante tener en cuenta una advertencia final. Si 

bien este libro busca desentrañar y sacar a la luz los m
últiples 

efectos de los fallos judiciales —
que, com

o vim
os, son desaten-

didos por la m
ayor parte de la literatura—

, en los capítulos 
venideros nos atenem

os a los resultados del trabajo em
pírico 

que m
uestran que los resultados de la T-025 han sido hetero-

géneos. M
ientras que algunos de sus efectos (com

o el creador 
y el de desbloqueo) han sido profundos, otros (com

o el social 
y el de coordinación) han sido m

odestos. En este sentido, al 
presentar la evidencia sobre los efectos que hem

os propuesto, 
exam

inam
os tanto la form

a en que cada uno de ellos se ha 
m

aterializado en la práctica —
y, en ese sentido, el grado en 

que la C
orte ha transform

ado el problem
a del desplazam

iento 
forzado—

, com
o la form

a en que se han quedado cortos —
y, 

en ese sentido, el grado en que la T-025 se ha quedado en el 
papel—

. En este espíritu, cerram
os el libro en el capítulo 9 con 

una breve conclusión que ofrece un balance de los logros y 
lim

itaciones del caso.

C
U

A
D

R
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 3. E
fectos de la sentencia T-025
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El contexto:  
el desplazam

iento forzado  
y la intervención  
de la C

orte C
onstitucional

C
apítulo  2

Por definición, el estudio del im
pacto del activism

o judi-
cial im

plica contrastar la situación antes de la intervención judi-
cial con su evolución después de ésta. Por ello, en este capítulo 
abrim

os el estudio de caso del fallo T-025 con una descripción 
panorám

ica del estado del problem
a y las políticas públicas so-

bre desplazam
iento forzado en C

olom
bia antes de la sentencia. 

C
ontra ese telón de fondo, en la segunda parte del capítulo ex-

plicam
os en qué ha consistido la intervención de la C

orte, para 
analizar en los siguientes capítulos sus m

últiples efectos.

La explosión del desplazam
iento forzado  

y el surgim
iento de la política pública

La evolución del desplazam
iento

El desplazam
iento forzado no es un fenóm

eno nuevo en el 
contexto del conflicto arm

ado colom
biano. A

sí, por ejem
plo, 

entre los años 1946 y 1966 –período en el que se enm
arca la 

época de La Violencia (1948-1953)–, cerca de dos m
illones de 

personas m
igraron forzadam

ente y nunca retornaron (Roldán 
2003). En tiem

pos m
ás recientes, entre 1984 y 1995, aproxim

a-
dam

ente 600.000 personas fueron víctim
as del desplazam

ien-
to (C

onferencia Episcopal de C
olom

bia 1995).
Sin em

bargo, en la segunda m
itad de los noventa, con la 

agudización del conflicto arm
ado, el desplazam

iento interno 
aum

entó significativam
ente (A

cnur 2007: 13). Independiente-
m

ente del m
étodo de conteo, el período com

prendido entre los 
años 2000 y 2002 ha sido el m

ás crítico para el desplazam
iento 
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en térm
inos de expulsión y recepción (véase gráfico 1). Este pe-

ríodo coincide con la fase de m
ayor expansión de los grupos 

param
ilitares y la ruptura de los diálogos de paz con las Fuer-

zas A
rm

adas Revolucionarias de C
olom

bia, FA
RC

 (C
om

isión 
de Seguim

iento 2008a; Ibáñez 2008: 10). C
om

o lo inform
ó la 

prensa de la época, “2002 fue un año nefasto para el tem
a del 

desplazam
iento forzado en C

olom
bia. En esos 12 m

eses, m
ar-

cados por el fin del proceso de paz con las FA
RC

 y la transición 
de la adm

inistración Pastrana a la de Á
lvaro U

ribe, el 85 por 
ciento de los m

unicipios del país vio huir a algún porcentaje 
de sus pobladores por m

otivos relacionados con el conflicto 
arm

ado”. 1

Son diversos los m
otivos relacionados con el conflicto que 

llevan al desplazam
iento forzado. La Segunda Encuesta N

a-
cional de Verificación sobre el cum

plim
iento de derechos de la 

población en situación de desplazam
iento, adelantada en julio 

1 
El Tiem

po, “C
olom

bia alcanzó tasa récord de desplazam
iento”, 

29 de abril de 2003.

G
R

Á
FIC

O
 1

E
volución del desplazam

iento forzoso  
en C

olom
bia: núm

ero de personas desplazadas

FU
E

N
T

E
: Ibáñez (2008), basado en cifras de A

cción Social y C
odhes.

FU
E

N
T

E
: Ibáñez (2008), basado en A

cción Social.
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D
esplazam

iento m
asivo vs. individual

de 2008 por la C
om

isión de Seguim
iento a la Política Pública 

sobre D
esplazam

iento, reveló diferencias entre las fam
ilias in-

cluidas en el Registro Ú
nico de Población D

esplazada (RU
PD

) 2 
y las que no están registradas (C

om
isión de Seguim

iento 
2008b: 24). Para las fam

ilias incluidas en el RU
PD

, las am
ena-

zas directas fueron el principal m
otivo en el 43%

 de los casos, 
seguido por las m

asacres (11,7%
), los asesinatos de fam

iliares 
(11,0%

), los com
bates (10,5%

), los asesinatos de am
igos o ve-

2 
El Registro Ú

nico de Población D
esplazada (RU

PD
) surgió con 

la Ley 387 de 1997 y fue reglam
entado por el D

ecreto 2569 de 2000. 
En este registro se efectúa la inscripción de las declaraciones presen-
tadas por los hogares y las personas que buscan que el Estado les 
reconozca la condición de desplazado. Para tal efecto, A

cción Social 
cuenta con una herram

ienta técnica denom
inada Sistem

a Ú
nico de 

Registro (SU
R), cuyo objetivo es identificar a la población y observar 

la evolución de su situación en todas las fases de atención brindada 
por el Estado. Los datos del registro se tom

an a partir de 1995, año en 
que se redacta el D

ocum
ento C

onpes 2804 por m
edio del cual el Esta-

do reconoce su responsabilidad de diseñar las políticas públicas para 
atender a la población desplazada por la violencia. En 2001 entró en 
funcionam

iento el SU
R a nivel nacional. Para m

ayores detalles sobre 
el RU

PD
, véase “C

ifras sobre desplazam
iento forzado en C

olom
bia”, 

disponible en: http://w
w

w
.accionsocial.gov.co/SU

R/Instructivo.pdf.

Individual
M

asivo
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cinos (7,4%
), las am

enazas indirectas (6,5%
) y el reclutam

ien-
to forzado (3,5%

) (C
om

isión de Seguim
iento 2008b: 23). En el 

caso de las personas desplazadas no registradas, los factores 
fueron las am

enazas directas (39,7%
), los com

bates (12,4%
), 

los asesinatos de fam
iliares (11,2%

), las m
asacres (10,6%

), los 
asesinatos a vecinos (8,9%

) y las am
enazas directas (6,1%

) (C
o-

m
isión de Seguim

iento 2008b: 24).
A

dem
ás, contrario a lo que sucede en otros países con des-

plazam
iento forzado a gran escala (p. ej., Sudán y Ruanda), 

donde las personas se desplazan de m
anera m

asiva para re-
fugiarse en cam

pam
entos especiales y con frecuencia cruzan 

las fronteras nacionales, en C
olom

bia los desplazam
ientos son 

principalm
ente individuales y dentro del territorio nacional 

(Ibáñez 2008: 13; C
om

isión de D
erechos H

um
anos 1995: nu-

m
eral 13). Sin em

bargo, con el recrudecim
iento del conflicto 

en los noventa, se intensificaron tam
bién los desplazam

ientos 
m

asivos de poblaciones (C
onpes 2924 de 1997: 6). 3

D
esde finales de 1996 com

enzaron a presentarse éxodos 
m

asivos en varias zonas del país, especialm
ente en los depar-

tam
entos de A

ntioquia, C
esar y C

hocó. A
l igual que en el caso 

de los desplazam
ientos individuales, el m

om
ento crítico de 

los desplazam
ientos m

asivos tuvo lugar entre los años 2000 y 
2002 (véase gráfico 2).

La negación del problem
a  

y la ausencia de una política estatal
H

asta m
ediados de los noventa, la gravedad y m

agnitud del 
desplazam

iento forzado contrastaban con la posición política 
de los gobiernos –que atribuían el problem

a a razones exclusi-
vam

ente económ
icas o a desastres naturales–, sin reconocer la 

contribución del conflicto en este fenóm
eno. La negación del 

3 
Según el D

ecreto 2569 de 2000 (art. 12), que reglam
enta la Ley 387 

de 1997, “Se entiende por desplazam
iento m

asivo, el desplazam
iento 

conjunto de diez o m
ás hogares, o de cincuenta o m

ás personas.
 

Se entiende por hogar, el grupo de personas, parientes, o no, 
que viven bajo un m

ism
o techo, com

parten los alim
entos y han sido 

afectadas por el desplazam
iento forzado por la violencia”.

problem
a iba de la m

ano con la inexistencia de políticas públi-
cas. C

om
o lo reconocería el propio G

obierno en 1995, “frente al 
anterior panoram

a, el Estado ha venido actuando de m
anera 

coyuntural, deficiente y dispersa” (C
onpes 2804 de 1995: 4).

D
e hecho, tras su visita a C

olom
bia en 1994, el representan-

te del Secretario G
eneral de la O

N
U

 para el desplazam
iento in-

terno, Francis M
. D

eng, afirm
ó que “el G

obierno de C
olom

bia 
no posee estadística alguna sobre el núm

ero de desplazados 
internos, aunque algunos funcionarios públicos, en sus con-
versaciones con el Representante, hicieron hincapié en que el 
problem

a era m
uy grave” (C

om
isión de D

erechos H
um

anos 
1995: num

eral 10). Tam
bién resaltó que hasta ese m

om
ento no 

parecía haber ningún intento m
etodológicam

ente aceptable 
para calcular el núm

ero de los desplazados internos (C
om

isión 
de D

erechos H
um

anos 1995: num
eral 15).

A
nte este vacío estatal, la ayuda hum

anitaria y el acom
pa-

ñam
iento a la población desplazada eran prestados, esencial-

m
ente, por la Iglesia, el C

om
ité de la C

ruz Roja Internacional y 
la C

onsultoría para los D
erechos H

um
anos y el D

esplazam
ien-

to (C
odhes). Existían tam

bién algunos proyectos gubernam
en-

tales aislados, im
plem

entados por la C
onsejería Presidencial 

para los D
erechos H

um
anos, la O

ficina de O
rden Público y 

C
onvivencia C

iudadana del entonces M
inisterio de G

obierno 
(hoy en día M

inisterio del Interior y Justicia) y el Fondo de So-
lidaridad y Em

ergencia Social (Foses) (C
om

isión de D
erechos 

H
um

anos 1995: num
eral 86). Sin em

bargo, en varias zonas del 
país no había ninguna organización para los desplazados o pro-
gram

a destinado a ellos (C
om

isión de D
erechos H

um
anos 1995: 

num
eral 59). En sum

a, no existía una política pública articula-
da ni un conjunto de instituciones coordinadas para atender 
la crisis hum

anitaria originada por el desplazam
iento forzado.

A
penas en septiem

bre de 1995, el G
obierno nacional reco-

noció que el desplazam
iento estaba estrecham

ente ligado a 
la violencia y que, adem

ás, era un tem
a hum

anitario urgente 
que debía ser incorporado en la agenda pública y requería la 
elaboración de una propuesta de política. Lo hizo a través del 
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D
ocum

ento C
onpes 2804 de 1995, 4 por m

edio del cual aprobó 
el Program

a N
acional de A

tención Integral a la Población D
es-

plazada por la V
iolencia (en adelante Program

a).
El Program

a, adscrito a la U
nidad A

dm
inistrativa Especial 

para la Protección de los D
erechos H

um
anos del M

inisterio 
del Interior, definió una gam

a de estrategias para afrontar la 
problem

ática, que incluía program
as de prevención del des-

plazam
iento, de atención inm

ediata a la em
ergencia, de con-

solidación y estabilización socioeconóm
ica, de divulgación e 

investigación y, por últim
o, de atención social en las áreas de 

educación, salud, vivienda y em
pleo. La U

nidad A
dm

inistra-
tiva quedó encargada del diseño de las políticas y la coordi-
nación de la ejecución de las acciones de atención, asesoría y 
asistencia técnica a las entidades nacionales y territoriales en-
cargadas de la atención a la población desplazada.

El D
ocum

ento C
onpes tam

bién ordenó la creación de un 
conjunto de instituciones para poner en m

archa la ejecución 
del Program

a, entre ellas, el C
onsejo N

acional para la A
ten-

ción a la Población D
esplazada (C

N
A

IPD
), encargado de fijar 

la política nacional, y la U
nidad de G

estión Interinstitucional 
para hacer una evaluación perm

anente de resultados. A
unque 

se fijó un plazo de cinco m
eses, la entrada en funcionam

iento 
del Program

a, com
o verem

os, tom
ó varios años.

La situación hum
anitaria de los desplazados tam

bién llam
ó 

la atención de la com
unidad internacional, que hasta el m

o-
m

ento sólo se encontraba representada por el C
om

ité Interna-
cional de la C

ruz Roja (C
om

isión de D
erechos H

um
anos 1995: 

num
eral 101). En m

ayo de 1997, el Instituto Interam
ericano de 

D
erechos H

um
anos, con el apoyo del G

obierno sueco, organizó 
una m

isión interinstitucional a la zona de Pavarandó. En pala-
bras de quien luego sería el representante de la A

gencia de las 
N

aciones U
nidas para los Refugiados (A

cnur) en C
olom

bia, la 

4 
El C

onsejo N
acional de Política Económ

ica y Social (C
onpes) 

fue creado por la Ley N
acional 19 de 1958, com

o la m
áxim

a autori-
dad nacional de planeación y organism

o asesor del G
obierno en los 

aspectos relacionados con el desarrollo económ
ico y social del país. 

m
isión interinstitucional “m

arcó la decisión internacional de 
intervenir, de apoyar, y de participar” (A

cnur 1997: 14).
D

os años después de diseñado el Program
a N

acional de 
A

tención a la Población D
esplazada, por m

edio del C
onpes 

2804, y a pesar de “la m
agnitud del problem

a planteado por 
el agravam

iento del fenóm
eno del desplazam

iento interno por 
violencia” (C

onpes 2924 de 1997), no existía una verdadera po-
lítica pública integral de atención a la población desplazada. 
En palabras del G

obierno, el Program
a presentó “dificultades 

de gestión y coordinación interinstitucional, de inform
ación 

y de carácter financiero” (C
onpes 2924 de 1997). Las razones 

iban desde “el poco com
prom

iso de las entidades con la po-
lítica”, hasta el hecho de que las acciones de las entidades no 
estaban “articuladas a un plan integral” y que éstas habían 
“sido pocas y m

uy puntuales” (C
onpes 2924 de 1997). C

on-
tra este trasfondo, y “con el fin de subsanar las deficiencias 
institucionales existentes que han lim

itado la capacidad del 
Estado para responder al reto que significa la atención integral 
a la población desplazada por la violencia”, en m

ayo de 1997, 
el G

obierno expidió el C
onpes 2924 de 1997, titulado Sistem

a 
N

acional de A
tención Integral a la Población D

esplazada por 
la V

iolencia.
Para lograr su objetivo, este docum

ento m
odificó la estruc-

tura institucional que planteaba el anterior docum
ento C

on-
pes. El nuevo sistem

a quedó constituido por las entidades pú-
blicas y privadas del orden nacional y territorial que realizan 
acciones específicas de atención a la población desplazada. Se 
definió que su responsabilidad consistiría en ejecutar en for-
m

a coordinada y articulada el Program
a contenido en el D

o-
cum

ento C
onpes de 1995, y las acciones contenidas en el Plan 

N
acional para la A

tención Integral a la Población D
esplazada 

por la V
iolencia, cuyo objetivo debía ser atender a la población 

en su regreso o reasentam
iento y trabajar por dism

inuir las 
causas del desplazam

iento.
El C

onpes de 1997 tam
bién m

odificó la com
posición y puso 

en funcionam
iento el C

onsejo N
acional de A

tención Integral a 
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la Población D
esplazada por la V

iolencia (C
N

A
IPD

), que en 
dos años no había sido convocado, y cuyas funciones incluyen 
aprobar la política nacional y el Plan N

acional de A
tención In-

tegral a la Población D
esplazada por la V

iolencia. A
sim

ism
o, 

determ
inó que la C

onsejería Presidencial para los D
esplaza-

dos sería la entidad encargada de coordinar el Sistem
a N

acio-
nal y diseñar el Plan N

acional para la A
tención. Por últim

o, 
ordenó la creación de un Fondo N

acional para garantizar una 
adecuada y eficiente financiación de los program

as, y una Red 
N

acional sobre Inform
ación.

Estos lineam
ientos, sin em

bargo, tuvieron una vigencia 
corta porque, com

o verem
os enseguida, fueron reem

plazados 
por los establecidos en la legislación expedida por el C

ongreso 
poco tiem

po después.

El surgim
iento de la legislación  

sobre el desplazam
iento

Los docum
entos C

onpes sentaron las bases de la política pú-
blica de atención a la población en situación de desplazam

ien-
to. Pero fue en julio de 1997, con la expedición de la Ley para 
la A

tención de la Población D
esplazada (Ley 387 de 1997

5), 
cuando se construyó el m

arco jurídico para la política de aten-
ción integral a la población desplazada. Esta ley fue fruto de 
un trabajo interinstitucional entre un equipo de la C

onsejería 
Presidencial para los D

esplazados, académ
icos de las univer-

sidades N
acional y Javeriana, el M

inisterio del Interior, la D
e-

fensoría del Pueblo y la Iglesia.
La ley, aún vigente, recogió y articuló lo establecido por los 

docum
entos C

onpes de 1995 y 1997 (véase recuadro 1). En esa 
m

edida, el Ejecutivo y el Legislativo coincidieron en los ejes 
que debía tener la política pública de desplazam

iento, a saber: 
(i) la prevención del desplazam

iento, (ii) la atención hum
anita-

ria de em
ergencia, (iii) el retorno voluntario y el reasentam

ien-
to de la población, y (iv) la estabilización socioeconóm

ica.

5 
Ley 387 de 1997 (18 de julio), D

ia
r
io

 O
fi

c
ia

l N
o. 43.091, de 24 de 

julio de 1997. 

La Ley 387 de 1997 adopta m
edidas para la prevención del des-

plazam
iento forzado y la atención, protección, consolidación y 

estabilización socioeconóm
ica de los desplazados internos por la 

violencia en C
olom

bia.

En su prim
era parte, la Ley brinda una definición de desplazado (art. 

1), presenta un conjunto de derechos en cabeza de las personas 
desplazadas (art. 2) y establece la responsabilidad específica del Es-
tado de form

ular políticas y m
edidas para prevenir el desplazam

ien-
to forzado y atender, proteger y lograr la estabilización socioeconó-
m

ica de los desplazados (art. 3). 

En la segunda sección ordena la creación del Sistem
a N

acional de 
Atención Integral a la Población D

esplazada (SN
A

IPD
) y determ

ina su 
configuración. El Sistem

a, conform
ado por un conjunto de entidades 

públicas, privadas y com
unitarias, tiene la función principal de aten-

der de m
anera integral a la población desplazada por la violencia 

(art. 4). El órgano consultivo y asesor, encargado de form
ular la 

política y garantizar la asignación presupuestal, es el Consejo N
acional 

de Atención a la Población D
esplazada (art. 6). Para brindarle apoyo 

al sistem
a en las regiones de expulsión y recepción de población 

desplazada están los com
ités m

unicipales, distritales y departam
entales 

(art. 7).  A
dicionalm

ente, la Ley ordena la creación de un Sistem
a de 

inform
ación (art. 11) y de un Fondo que asegure la financiación de los 

program
as (art. 21). 

La tercera parte de la Ley (art. 9), establece la adopción de un 
Plan N

acional de Atención Integral para concretar las estrategias del 
G

obierno en m
ateria de prevención, protección, atención y estabi-

lización.

Los artículos 14 a 16 contienen una serie de acciones específicas a 
cargo del G

obierno nacional para prevenir el desplazam
iento, brin-

dar atención hum
anitaria de em

ergencia, garantizar el retorno a los 
lugares de origen y alcanzar la estabilización socioeconóm

ica. 

En una quinta sección (arts. 19 y 20) se establecen responsabilida-
des específicas a cargo de cada una de las diferentes entidades del 
SN

A
IPD

, con el fin de satisfacer los derechos económ
icos, sociales 

y culturales de la población desplazada.

La ley concluye con una serie de disposiciones que abordan diver-
sos tem

as com
o el apoyo a las organizaciones de desplazados, los 

inform
es que debe presentar anualm

ente el G
obierno al C

ongreso 
y las m

edidas especiales de protección para las personas desplaza-
das en situación particular de riesgo (arts. 29 a 33).

R
E

C
U

A
D

R
O

 1 
LA

 LE
Y

 387 D
E

 1997
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seguim
iento y de un sistem

a de indicadores de gestión que perm
itan 

definir responsabilidades institucionales y generar un m
arco para la 

rendición de cuentas. Igualm
ente, la concentración de actividades en 

las instituciones del Estado ha im
pedido articular y com

plem
entar 

sus acciones con las de organizaciones no gubernam
entales (O

N
G

) y 
agencias internacionales con am

plia experiencia. Finalm
ente, se debe 

trabajar en m
ejorar la oferta institucional que canalice los esfuerzos 

técnicos y financieros de form
a m

ás equitativa entre las regiones. 
(C

onpes 3057 de 1999)

En esta m
ism

a rendición de cuentas, el G
obierno reconoció 

que:H
ay dispersión en las fuentes que estim

an el núm
ero global de des-

plazados, y deficiencias en el registro de la población, el seguim
iento 

y los m
ecanism

os de alerta tem
prana. D

ichas deficiencias se deben a 
la ausencia de una m

etodología única, lo cual ha dado lugar a estim
a-

ciones no oficiales que generan confusión y que im
piden tener una di-

m
ensión real del problem

a. Se necesita tam
bién prom

over instancias 
técnicas responsables de analizar la inform

ación y desarrollar m
eca-

nism
os que perm

itan com
unicar de m

anera oportuna a las entidades 
responsables. (C

onpes 3057 de 1999)

C
ontra este telón de fondo, el G

obierno expidió un tercer 
D

ocum
ento C

onpes (N
o. 3057 de 1999), en el que presentó un 

plan de acción para m
ejorar los m

ecanism
os e instrum

entos 
para la prevención, la protección, la atención hum

anitaria, el 
retorno, la reubicación y la estabilización socioeconóm

ica de 
la población desplazada por la violencia. Entre las principales 
m

edidas, ordenó la creación de un Sistem
a de A

lertas Tem
pra-

nas, coordinado por la D
efensoría del Pueblo, para perm

itir 
que cualquier persona pueda dar inform

ación sobre potencia-
les hechos de desplazam

iento. El objetivo de este sistem
a era 

prevenir el desplazam
iento y preparar y m

ovilizar a la pobla-
ción en situación de riesgo.

A
 pesar del m

arco legal y la existencia de unos docum
entos 

de política pública para atender a las personas en condición de 

cial para los D
erechos H

um
anos; D

efensoría del Pueblo; D
irección 

N
acional de Prevención y A

tención de D
esastres; IC

BF; Incora; Inur-
be; M

inisterios de D
efensa N

acional, Interior, Salud, Educación, A
gri-

cultura y D
esarrollo Económ

ico; O
ficina del A

lto C
om

isionado para 
la Paz; Red de Solidaridad Social y SEN

A
.

La ley m
arcó un punto de quiebre en térm

inos legales y 
de form

ulación de políticas públicas a nivel nacional. Por un 
lado, el Legislativo, que hasta el m

om
ento había sido un ac-

tor ausente, ingresó al cam
po de form

ulación de las políticas 
sobre el desplazam

iento. Por otro, la Ley reconoció explícita-
m

ente los derechos de la población desplazada.
En el ám

bito jurídico internacional, la Ley 387 de 1997 tam
-

bién representó un punto de quiebre porque “en el m
om

ento 
de su expedición, había pocos referentes norm

ativos naciona-
les e internacionales” (A

cnur 2007: 16). D
e hecho, los célebres 

Principios Rectores de los D
esplazam

ientos Internos, elabora-
dos por Francis M

. D
eng, 6 sólo serían adoptados por la C

om
i-

sión de D
erechos H

um
anos de las N

aciones U
nidas algunos 

m
eses después, en febrero de 1998.

Para poner en m
archa la Ley 387 de 1997, en los años siguien-

tes el G
obierno expidió una serie de decretos reglam

entarios 
que im

pulsaron las políticas públicas en torno a los tres ejes: 
(i) la adopción del Plan N

acional de A
tención Integral a la Po-

blación D
esplazada por la V

iolencia (D
ecreto 173 de 1998), (ii) 

la organización y el funcionam
iento del Fondo N

acional para 
la A

tención Integral a la Población D
esplazada (D

ecreto 501 de 
1998) y (iii) asignación a la entonces llam

ada Red de Solidaridad 
Social –hoy A

cción Social– de las funciones de coordinación a 
nivel nacional que realizaba la C

onsejería Presidencial para la 
A

tención a la Población D
esplazada (D

ecreto 489 de 1999).
En la práctica, sin em

bargo, la im
plem

entación de estas 
norm

as fue lim
itada. En 1999, el D

epartam
ento N

acional de 
Planeación, el M

inisterio del Interior y la Red de Solidaridad 
Social reconocieron fallas profundas en el sistem

a de atención:

Estas políticas han enfrentado una dispersión de com
petencias (19 en-

tidades públicas involucradas
7), así com

o la ausencia de un sistem
a de 

6 
Razón por la cual tam

bién son conocidos com
o los Principios 

D
eng. 

7 
En 1999, las entidades involucradas en el Plan de A

tención a 
la población desplazada eran: C

onsejo N
acional de Estupefacientes; 

C
onsejería Presidencial para la Política Social; C

onsejería Presiden-
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desplazam
iento, durante los prim

eros años de la década del 
2000 la problem

ática em
peoró. Según C

odhes, en el año 2000 
la cifra acum

ulada de desplazados ascendió a 1,5 m
illones de 

personas y en 2002 el país alcanzó el m
ayor núm

ero de despla-
zados: 412.553 personas en un año. (Véase gráfico 1)

A
nte el em

peoram
iento de la crisis hum

anitaria, por un 
lado, y la necesidad de evitar la dispersión institucional en la 
atención de la población desplazada, por el otro, el G

obierno 
expidió el D

ecreto 2569 de 2000 m
ediante el cual reglam

entó 
parcialm

ente la Ley 387 de 1997. El decreto hizo tres contri-
buciones principales. Prim

ero, dotó de funciones a la Red de 
Solidaridad Social y reglam

entó aspectos sobre el retorno, la 
atención hum

anitaria, los program
as de estabilización so-

cioeconóm
ica y el registro. Segundo, en desarrollo de este últi-

m
o com

ponente, reglam
entó la creación del Registro Ú

nico de 
Población D

esplazada (RU
PD

), m
ediante el cual se inscribe la 

declaración presentada por el hogar o la persona desplazada. 8 
El objetivo del registro es identificar a la población desplazada 
y hacer un seguim

iento de los servicios que ofrece el Estado. 
Tercero, el D

ecreto ordenó la creación de los com
ités m

unicipa-
les, distritales y departam

entales para la atención a la población 
desplazada, según los fines previstos en la Ley 387 de 1997.

Paralelam
ente, en el año 2000, entró en vigencia la Ley 589 

de 2000, que m
odificó el C

ódigo Penal y tipificó com
o delito el 

desplazam
iento forzado (art. 284 A

), el genocidio, la desapa-
rición forzada y la tortura. A

sim
ism

o, por m
edio del D

ecreto 
2007 de 2001, el G

obierno diseñó m
ecanism

os para proteger 
las tierras de la población desplazada.

En síntesis, el balance panorám
ico hecho en esta sección so-

bre el período com
prendido entre los años 1995 y 2004 perm

ite 
concluir que esos diez años fueron una etapa em

brionaria de 
reconocim

iento de la problem
ática y form

ulación de norm
as y 

políticas para atenderla. La eficacia de estos esfuerzos inicia-

8 
U

na persona o el hogar pueden ser clasificados com
o: incluido 

o registrado, no incluido, excluido o cesado. 

les fue baja. A
dem

ás, continuó aum
entando la brecha entre la 

oferta de program
as y acciones estatales efectivas y la dem

an-
da de program

as de prevención, atención y restablecim
iento a 

la población desplazada.
Fue en ese escenario de abundancia norm

ativa e ineficacia 
práctica donde la C

orte C
onstitucional vendría a jugar el papel 

de evaluadora y coordinadora de la política pública y a desen-
cadenar, por m

edio de su Sentencia T-025 y sus autos de segui-
m

iento, un proceso que alteraría la percepción y el tratam
iento 

del desplazam
iento forzado. C

om
o lo reportó la revista Sem

ana 
por la época de la sentencia, “en C

olom
bia la m

ayoría de los 
problem

as graves se resuelven m
ágicam

ente con una ley. Q
ue 

ésta se cum
pla, ya es harina de otro costal. D

e ahí lo revolucio-
nario de la sentencia de la C

orte C
onstitucional que…

 ordenó al 
Estado tom

arse en serio el dram
a de los desplazados”. 9 A

 esta 
sentencia y al proceso de im

plem
entación que siguió y que con-

tinúa abierto, dedicam
os el resto del capítulo.

La C
orte interviene:  

la Sentencia T-025 de 2004
Los antecedentes: la figura del estado de cosas 

inconstitucional y la jurisprudencia de la C
orte  

sobre desplazam
iento

A
ntes de la Sentencia T-025 de 2004, la C

orte C
onstitucional 

había proferido 17 sentencias en m
ateria de desplazam

iento 
forzado. Si se m

iran estos fallos en retrospectiva, se observa 
que la C

orte progresivam
ente am

plió su cam
po de acción con 

respecto a este fenóm
eno. M

ientras en 1997 las órdenes estaban 
dirigidas a funcionarios y entidades específicas, y las solucio-
nes estudiaban las violaciones de derechos individuales, entre 
los años 2000 y 2003 el tribunal constitucional profirió algunas 
sentencias con conceptos que abarcaban a toda la población 
desplazada y que hacían una evaluación general de la política. 

9 
Sem

ana, “El juicio final”, 13 de junio de 2005.
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U
na m

irada rápida a algunas sentencias perm
ite ilustrar este 

giro y com
prender la novedad de la Sentencia T-025 de 2004.

En el prim
er fallo en m

ateria de desplazam
iento (T-227 de 

1997), los efectos de la decisión, tal y com
o es usual en los fallos 

de tutela, cobijaron únicam
ente a los dem

andantes. La C
orte 

tuteló los derechos de libertad, de resistencia, libre tránsito y 
dignidad hum

ana de las com
unidades cam

pesinas desplaza-
das por los grupos param

ilitares de la H
acienda Bellacruz, por 

considerar que habían sido discrim
inadas por la entonces go-

bernadora del departam
ento de C

undinam
arca y 100 alcaldes, 

quienes les negaron a los desplazados el establecim
iento tran-

sitorio y la posibilidad de com
prar tierras, bajo la acusación de 

ser guerrilleros.
En el año 2000, la C

orte, en la Sentencia SU
-1150 de 2000, 

adem
ás de tom

ar m
edidas para proteger específicam

ente a 
los dem

andantes, se pronunció sobre las políticas públicas y 
los actores encargados de las m

ism
as. Por ejem

plo, resaltó el 
papel de la D

efensoría del Pueblo frente al control sobre la 
atención a las víctim

as y a su responsabilidad de difusión de 
los sistem

as de atención. Igualm
ente, destacó la falta de co-

ordinación entre las entidades y el deficiente desarrollo de la 
política estatal para el desplazam

iento forzado según lo esta-
blecido en la Ley 387 de 1997. A

sim
ism

o, le hizo un llam
ado 

expreso al Presidente de la República para que cum
pliera con 

las obligaciones de atender a las personas en condición de des-
plazam

iento. 10 En otras palabras, con esta sentencia, la C
orte 

com
enzó a jugar el papel de evaluadora de la política pública 

que desarrollaría sistem
áticam

ente con la T-025.
En 2003, la C

orte C
onstitucional dictó un nuevo fallo (T-602 

de 2003) a propósito de una tutela interpuesta por una ciuda-
dana de la tercera edad, víctim

a del desplazam
iento, a quien 

el Estado le había negado la atención en salud, el subsidio de 

10 
El D

ocum
ento C

onpes 3115 de 2001 tuvo en cuenta la sentencia 
y resaltó las obligaciones del Presidente de la República frente a las 
personas en condición de desplazam

iento. 

vivienda y el apoyo económ
ico para em

prender un proyecto 
productivo. En el fallo, la C

orte estableció que el Estado debía 
prom

over acciones afirm
ativas y ofrecer una atención diferen-

cial a los desplazados. A
sim

ism
o definió conceptos fundam

en-
tales com

o cesación de la condición de desplazado, reparación, 
vulnerabilidad y principio de no regresividad, que cobijaban a 
toda la población desplazada.

La Sentencia T-025 de 2004
C

ontra este telón de fondo jurisprudencial, en la Sentencia 
T-025 de 2004, la C

orte revisó 108 dem
andas, interpuestas en 

22 ciudades del país por 1.150 fam
ilias con un prom

edio de 
cuatro personas por núcleo. 11 Los dem

andados fueron una de-
cena de instituciones y funcionarios públicos de los órdenes 
nacional y local. 12 La raíz de los reclam

os de los dem
andantes 

era el incum
plim

iento del Estado de su deber de protección a 
la población desplazada y respuestas efectivas a sus solicitu-
des. C

om
o quedó claro en los hechos de la sentencia, cuando 

las víctim
as del desplazam

iento solicitaban la ayuda a la que 
tenían derecho en virtud de la Ley 387 de 1997, recibían com

o 
respuesta todo tipo de excusas por parte de las autoridades. 13

Tras una evaluación profunda de la política pública y de 
los reclam

os de los desplazados, la C
orte encontró una serie 

11 
Para un análisis de los distintos aspectos de este fallo, véase Ro-

dríguez G
aravito 2009b.

12 
Entre las instituciones y los funcionarios dem

andados se en-
cuentran: la R

ed de Solidaridad, el D
epartam

ento A
dm

inistrativo de 
la Presidencia de la R

epública, el M
inisterio de H

acienda, el M
iniste-

rio de Protección Social, el M
inisterio de A

gricultura, el M
inisterio de 

Educación, el Servicio N
acional de A

prendizaje (SEN
A

), el Instituto 
C

olom
biano para la R

eform
a A

graria (Incora, hoy Instituto C
olom

-
biano de D

esarrollo R
ural, Incoder), el Instituto C

olom
biano de Bien-

estar Fam
iliar y algunos gobernadores y alcaldes de las entidades 

territoriales en donde se encontraban radicados los dem
andantes.

13 
Entre las respuestas com

unes estaban que la entidad no era 
com

petente porque ella sólo tenía funciones de coordinación, que 
no había disponibilidad presupuestal, que la ayuda hum

anitaria era 
por sólo tres m

eses y excepcionalm
ente se prorrogaba por otros tres 

m
eses, que la entidad encargada se encontraba en liquidación, que 

existía un error en la solicitud o que el program
a de auxilios para vi-

vienda estaba suspendido por falta de disponibilidad presupuestal.
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de elem
entos que hacían que la situación de los desplazados 

fuera un “estado de cosas inconstitucional”. Por un lado, esta-
bleció que los desplazados estaban en condiciones de vulnera-
bilidad extrem

a, específicam
ente por sus graves condiciones 

de salud y falta de alim
entación. Por el otro, que existía una 

reiterada om
isión de protección oportuna y efectiva por par-

te de las distintas autoridades encargadas de su atención. Por 
ejem

plo, según varios inform
es aportados al proceso, m

ás de 
la m

itad de las personas registradas com
o desplazadas (57%

) 
no estaban recibiendo la ayuda hum

anitaria de em
ergencia, y 

el 80,5%
 de ellos no accedía a program

as de generación de in-
gresos que les perm

itieran subsistir digna y autónom
am

ente.
La C

orte tam
bién com

probó resultados insuficientes en re-
lación con el acceso de los m

enores desplazados a la educación. 
A

sim
ism

o, constató que los desplazados no conocían sus de-
rechos básicos. D

estacó, adem
ás, la reducción cercana al 50%

 
en los recursos destinados a la atención de los desplazados, al 
pasar de 130.000 m

illones de pesos en 2002, a 70.000 m
illones 

en 2003. Por todo lo anterior, la C
orte estim

ó violados m
últi-

ples derechos fundam
entales tanto de los desplazados actores 

en el proceso com
o de la población desplazada en general, 14 y 

por ese m
otivo declaró un estado de cosas inconstitucional en 

m
ateria de desplazam

iento forzado.
N

o era la prim
era vez que la C

orte declaraba el estado de 
cosas inconstitucional (EC

I) (ver Rodríguez G
aravito 2009c). 

A
ntes de 2004 había recurrido a dicha figura en siete ocasiones 

para pronunciarse sobre diversos tem
as com

o la falta de afilia-
ción a fondos de pensiones de un núm

ero significativo de do-
centes (Sentencia SU

-559 de 1997), la situación de hacinam
ien-

to en los centros penitenciarios (Sentencia T-153 de 1998) y el 
incum

plim
iento en el pago de salarios a los servidores públicos 

en un m
unicipio (Sentencia T-144 de 1999), entre otros casos.

14 
La C

orte consideró violados los derechos a una vida digna, a la 
integridad personal, a la igualdad, de petición, al trabajo, a la salud, 
a la seguridad social, a la educación, al m

ínim
o vital y a la protección 

especial debida a las personas de la tercera edad, a la m
ujer cabeza de 

fam
ilia y a los niños.

Frente a los hechos del caso T-025, la C
orte tenía cuatro op-

ciones de fallo. Prim
ero, una sentencia con efectos inter partes, 

es decir, que atendiera únicam
ente las exigencias de las partes 

del proceso. Segundo, un fallo inter pares que vinculara a perso-
nas que no son partes dentro del proceso y cuya regla se aplica 
en el futuro a todos los casos sim

ilares (sentencias T-534 de 
1992, T-203 de 2002, T-493 de 2005). Tercero, una sentencia con 
efectos inter com

unis, es decir, con efectos que alcanzan a ter-
ceros que no habiendo sido parte del proceso, com

parten cir-
cunstancias com

unes con los peticionarios de la acción (véase, 
entre otras, Sentencia SU

-1023 de 2001). Finalm
ente, declarar 

un estado de cosas inconstitucional (EC
I), por el cual ordena la 

adopción de políticas o program
as que benefician a personas 

que no interpusieron la acción de tutela (Botero 2006: 161).
D

e las cuatro opciones, la C
orte escogió la últim

a. “Se adoptó 
dicha determ

inación –explicó la C
orte en la época– debido a la 

situación de desconocim
iento m

asivo, generalizado y sistem
á-

tico de los derechos constitucionales de la población desplaza-
da por la violencia, y a las falencias estructurales de la respues-
ta estatal que com

prom
eten varias entidades públicas” (C

orte 
C

onstitucional, C
om

unicado de Prensa, febrero 6 de 2004).
La declaratoria de un EC

I tenía un doble significado. 15 Por 
un lado, con ella la C

orte establecía que los desplazados se 
encontraban en una situación precaria com

o consecuencia de 
un problem

a estructural, derivado de una prolongada om
i-

sión por parte del conjunto de instituciones que integraban 
el Sistem

a N
acional de A

tención Integral. Según el diagnós-
tico incluido en la sentencia, en 2004, “el 92%

 de la población 
desplazada presenta necesidades básicas insatisfechas (N

BI), 
y el 80%

 se encuentra en situación de indigencia. Igualm
en-

te, el 63,5%
 de la población desplazada tiene una vivienda 

inadecuada, y el 49%
 no cuenta con servicios idóneos (…

)”. 
En cuanto a la situación alim

entaria, la C
orte concluyó que la 

15 
Para un análisis sistem

ático del contenido y los efectos de la fi-
gura del EC

I, véase Rodríguez G
aravito (2009c).
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“brecha en calorías de los hogares desplazados y los no des-
plazados es del 57%

 (…
)”. A

sim
ism

o, que el 23%
 de los niños 

y niñas m
enores de seis años desplazados estaban por debajo 

del estándar alim
enticio m

ínim
o (véase capítulo 8).

Por otro lado, el EC
I indicaba que en m

ateria de despla-
zam

iento forzado eran escasos los instrum
entos legislativos, 

adm
inistrativos y presupuestales para evitar la vulneración de 

los derechos. Por ello, la C
orte determ

inó que se requería una 
solución general que cubriera a todas las personas que estu-
vieran inm

ersas en la m
ism

a problem
ática, no solam

ente a los 
desplazados que instauraron la acción.

C
om

o vim
os en el capítulo anterior, la C

orte no se lim
itó 

a declarar de m
anera general la existencia de una violación 

m
asiva de derechos. C

on base en las lecciones de la ineficacia 
de anteriores fallos sobre EC

I, el tribunal conservó jurisdic-
ción sobre el tem

a y asum
ió la tarea de hacer un seguim

iento 
detallado y continuo de la actuación del Estado después de la 
T-025. Para ello, em

itió num
erosas órdenes específicas y en-

cam
inadas a que el Estado i) creara un plan de acción para 

superar el EC
I, ii) procurara asegurar el presupuesto necesa-

rio para im
plem

entarlo y iii) garantizara los derechos básicos 
de la población desplazada (véase capítulo 1). Veam

os cóm
o la 

propia C
orte le dio seguim

iento a estas órdenes.

La sentencia en m
ovim

iento: las audiencias 
públicas y los autos de seguim

iento
A

 diferencia de los fallos anteriores sobre EC
I, en el caso de la 

T-025 la C
orte C

onstitucional no concluyó su labor con la pro-
m

ulgación de la sentencia. 16 El tribunal conservó la com
peten-

cia en el caso
17 por considerar que el EC

I aún no se ha superado 

16 
En la Sentencia T-153/98, por ejem

plo, la C
orte declaró el EC

I en 
los centros penitenciarios del país. A

unque la situación actual en las 
cárceles m

uestra que las causas de las violaciones a los derechos fun-
dam

entales de los reclusos no se han superado, la C
orte no ha hecho 

un seguim
iento a su propia sentencia.

17 
D

e conform
idad con el artículo 27 del D

ecreto 2591 de 1991, la 
C

orte C
onstitucional “m

antendrá la com
petencia hasta que esté com

-

y, durante los años siguientes, el fallo ha estado acom
pañado 

por un proceso de seguim
iento periódico, público y participa-

tivo, que analizam
os en detalle en los siguientes capítulos.

U
no de los m

ecanism
os que la C

orte eligió para hacerle se-
guim

iento al fallo fue la celebración de audiencias públicas (ver 
capítulo 6). C

erca de un año después de proferido el fallo, la 
C

orte solicitó inform
es de las diversas entidades adm

inistrati-
vas, asociaciones de desplazados, organism

os internacionales 
com

o A
cnur, y dem

ás personas afectadas o interesadas por la 
sentencia. C

on base en ello, convocó a la prim
era audiencia 

pública (29 de junio de 2005) sobre el avance de este proceso, 
“con el fin de acopiar los últim

os elem
entos de juicio relevan-

tes para resolver si hubo o no cum
plim

iento de las órdenes de 
la Sentencia T-025 de 2004 relativas a la superación del estado 
de cosas inconstitucional, para luego adoptar las m

edidas a 
que hubiere lugar”. A

 la audiencia fueron citados m
inistros, 

el director del D
epartam

ento N
acional de Planeación, la Pro-

curaduría y la D
efensoría en su calidad de evaluadores del 

cum
plim

iento de la sentencia, así com
o entidades no guberna-

m
entales, A

cnur, representantes de la población desplazada y 
entidades que hubieran enviado inform

es a la C
orte. Tras esta 

prim
era experiencia, la C

orte continuó utilizando este m
eca-

nism
o, hasta tal punto que, a com

ienzos de 2010, había convo-
cado un total de 14 audiencias.

El segundo m
ecanism

o de m
onitoreo ha sido la expedición 

de autos de seguim
iento. Entre enero de 2004 y enero de 2010, 

la C
orte dictó 84 autos con el fin de darles continuidad a las 

órdenes im
partidas en la sentencia, solicitar inform

es y accio-
nes concretas, hacer seguim

ientos puntuales, e inclusive esta-
blecer indicadores de evaluación del grado de realización de 
los derechos de los desplazados. U

na síntesis de los autos m
ás 

im
portantes es presentada en el recuadro 2.

pletam
ente restablecido el derecho o elim

inadas las causas de la am
e-

naza”.
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El proceso de seguim
iento por m

edio de autos ha tenido tres 
fases. La prim

era com
prende desde finales de 2004 hasta 2006 

y se caracterizó por ser un juicio a la política pública. Por ello, 
la m

ayoría de los autos im
portantes de este período siguieron 

el m
ism

o esquem
a: evaluaron el grado de cum

plim
iento de las 

autoridades respecto a las órdenes dadas por la sentencia, pre-
cisaron la responsabilidad de cada institución frente al tem

a y 
decretaron órdenes para ayudar a m

ejorar la política.
La m

ayoría de órdenes en esta fase inicial estaba redactada 
en térm

inos generales. O
rdenaban el diseño, la im

plem
enta-

ción y la aplicación de una estrategia para superar cuellos de 
botella puntuales de la política pública, pero no entraban a 
determ

inar el contenido específico de cada política o el núm
e-

ro m
ínim

o de program
as necesarios. U

na de las órdenes del 
A

uto 178 de 2005, que evaluó el cum
plim

iento de varias de las 
órdenes de la T-025, ilustra ese lenguaje general:

Segundo.- O
RD

EN
A

R al D
irector de la Red de Solidaridad Social que 

en un plazo de tres (3) m
eses, contados a partir de la com

unicación 
del presente A

uto, diseñe, im
plem

ente y aplique prontam
ente todos 

los procedim
ientos y correctivos que sean necesarios para superar los 

problem
as señalados en el párrafo 1.4. [sobre] el ordinal segundo de la 

parte resolutiva de la Sentencia T-025 de 2004.

Los autos de esta prim
era fase se caracterizaron tam

bién 
por haber docum

entado y sistem
atizado las fallas del proceso 

de form
ulación e im

plem
entación de la política pública que 

habían contribuido al EC
I. C

om
o se explica en los siguientes 

capítulos del libro, entre las fallas recurrentes, la C
orte des-

tacó las falencias en la coordinación general del sistem
a de 

atención a la población desplazada, el inadecuado sistem
a de 

registro y caracterización de esta población, el insuficiente es-
fuerzo presupuestal de la política de atención a los desplaza-
dos y la ausencia general de indicadores basados en el criterio 
del “goce efectivo de los derechos” en todos los com

ponentes 
de dicha política.

La persistencia de estas fallas, principalm
ente la relaciona-

da con la ausencia de indicadores, dio lugar a un giro hacia la 

segunda fase del proceso de seguim
iento en 2007. Entre co-

m
ienzos de ese año y m

ediados de 2008, la C
orte se concen-

tró en desarrollar m
ecanism

os de evaluación que perm
itieran 

m
edir de m

anera perm
anente el avance, estancam

iento o re-
troceso del program

a o la atención a cargo de cada entidad 
del SN

A
IP, por un lado, y el goce efectivo de los derechos de 

la población desplazada, por el otro. La batería de indicadores 
fue diseñada y aplicada por el G

obierno nacional y com
enta-

da por la Procuraduría G
eneral, la D

efensoría del Pueblo, la 
C

om
isión de Seguim

iento y A
cnur durante este período. La 

C
orte –a través de los autos 109 y 233 de 2007 y 116 de 2008– 

determ
inaba cuáles adoptaba, rechazaba u ordenaba m

ejorar. 
El resultado de ese esfuerzo participativo y público coordina-
do por la C

orte fue una lista de 20 tem
as que pueden ser eva-

luados a partir de unos indicadores de resultado de tres tipos: 
goce efectivo de derechos, com

plem
entarios y sectoriales (véa-

se Rodríguez G
aravito 2009c).

La tercera fase del proceso, que com
enzó hacia m

ediados 
de 2008 con el A

uto 092, ha estado m
arcada por dos caracte-

rísticas que im
plican un giro hacia una vigilancia m

ás cercana 
de la actuación del G

obierno, ante la evidencia de las fallas 
persistentes de la política pública y la continuación de la em

er-
gencia hum

anitaria de la población desplazada. D
e un lado, 

los autos de este período han increm
entado la exigencia de re-

sultados concretos e insistido en la urgencia de alcanzarlos. En 
este sentido, la decisión em

blem
ática es el A

uto 008 de 2009, 
que hizo una evaluación general de los factores que dieron 
lugar a la declaratoria del EC

I, constató su persistencia (espe-
cialm

ente en tem
as com

o la política de tierras y de reparación) 
y reforzó las órdenes al G

obierno para m
itigarlo.

D
e otro lado, la C

orte hizo m
ás específicos sus diagnósticos 

y sus órdenes m
ediante una serie de autos im

portantes sobre la 
situación de los grupos desplazados m

ás vulnerables: las m
u-

jeres, los m
enores de edad, los pueblos indígenas, las com

uni-
dades negras y las personas con discapacidad. En todos estos 
autos, las órdenes de la C

orte fueron m
ucho m

ás detalladas que 



A
uto 185 de 2004: Evaluó el grado de cum

plim
iento de las autoridades que hacen 

parte del SN
A

IPD
 respecto de la orden relativa a garantizar el goce de ciertos derechos 

de la población desplazada que siem
pre deben ser satisfechos por el Estado.  A

sim
ism

o, 
estableció cuatro niveles para evaluar el grado de satisfacción de estos derechos (incum

-
plim

iento, cum
plim

iento bajo, m
edio y alto).

A
uto 176 de 2005: A

nalizó el cum
plim

iento de las órdenes relativas al esfuerzo presu-
puestal necesario para im

plem
entar las políticas de atención a la población desplazada. 

Solicitó diseñar un cronogram
a para concretar el ritm

o y los m
ecanism

os de consecu-
ción de los recursos. Tam

bién les recordó a las entidades territoriales que el esfuerzo 
presupuestal para atender a la población desplazada no es obligación exclusiva del 
G

obierno central.
A

uto 177 de 2005: H
izo seguim

iento a la orden tercera de la sentencia que exige 
al M

inisterio del Interior prom
over la coordinación entre las entidades territoriales 

respecto a la atención de la población desplazada. C
oncluyó que hay fallas en la labor del 

M
inisterio por falta de aplicación de los principios de descentralización, coordinación, 

concurrencia y subsidiariedad. A
sim

ism
o, declaró que no se había superado el EC

I. 
A

uto 178 de 2005: Por prim
era vez, la C

orte le hizo un seguim
iento integral a cada 

uno de los aspectos identificados en la T-025 com
o causales del EC

I. C
oncluyó que no 

se había superado el EC
I y, por ello, dictó órdenes dirigidas a garantizar el goce efectivo 

de derechos m
ínim

os, la superación de falencias estructurales y el establecim
iento de 

acciones puntuales en algunos aspectos fundam
entales para el tribunal.

A
uto 218 de 2006: Verificó las m

edidas adoptadas para cum
plir con las órdenes im

parti-
das en los tres autos del año 2005. D

eterm
inó que el avance en la superación del EC

I era 
nulo, enum

eró diez fallas que obstaculizan el avance de la política, estableció lineam
entos 

básicos de cum
plim

iento e im
partió órdenes a funcionarios específicos. 

A
uto 333 de 2006: Rem

itió inform
ación para considerar la apertura de incidentes de 

desacato contra funcionarios del SN
A

IPD
.

A
uto 109 de 2007: A

doptó una batería de indicadores de goce efectivo de los 
derechos a vivienda, salud, educación, alim

entación, generación de ingresos, identidad y 
estabilización socioeconóm

ica. R
echazó los indicadores para los derechos a la vida, inte-

gridad física, libertad, seguridad, reparación, participación y reunificación fam
iliar. O

rdenó 
al G

obierno presentar nuevos indicadores para estos derechos, m
ejorar el indicador 

para generación de ingresos y crear indicadores para m
edir el enfoque diferencial, la 

asistencia inm
ediata y la ayuda hum

anitaria.
A

uto 233 de 2007: Evaluó los nuevos indicadores presentados por el G
obierno.  A

dop-
tó los relacionados con los derechos a la vida, la integridad física y la libertad. R

echazó 
los propuestos para los derechos a la reunificación fam

iliar, la seguridad personal, la 
participación y la reparación.
A

uto 116 de 2008: Introdujo ajustes a la batería de indicadores adoptados en los 
autos 109 y 233 de 2007. A

dicionalm
ente, adoptó nuevos indicadores propuestos por el 

G
obierno y la C

om
isión de Seguim

iento para m
edir las etapas de prevención y retorno, 

y los derechos a la subsistencia m
ínim

a, la reunificación fam
iliar, la seguridad personal, la 

participación, la restitución, la rehabilitación y la no repetición, así com
o indicadores para  

reflejar el enfoque diferencial en relación con la niñez, la pertenencia étnica y cultural, y 
el género. Propuso indicadores propios para los derechos a la verdad y la justicia. 
A

uto 052 de 2008: Em
itió órdenes puntuales para las entidades territoriales expulso-

ras y receptoras de población en condición de desplazam
iento. 

A
uto 068 de 2008: Invitó a la academ

ia y a expertos a hacer diagnósticos y reco-
m

endaciones sobre aspectos de la T-025 de 2004 que, a criterio de la C
orte, están m

ás 
rezagados y, por ende, obstaculizan la superación del EC

I. 
A

uto 092 de 2008: En este prim
er auto con enfoque diferencial, la C

orte abordó el 
tem

a de las m
ujeres desplazadas. Identificó doce riesgos que únicam

ente afectan a estas 
m

ujeres, así com
o seis m

om
entos de la política pública que acrecientan dichos riesgos. 

O
rdenó a A

cción Social diseñar e im
plem

entar trece program
as para la protección de 

sus derechos fundam
entales y tom

ar m
edidas específicas frente a las 600 m

ujeres cuya 
situación fue acreditada ante la C

orte. Pidió a la Fiscalía G
eneral investigar los casos de 

violencia sexual docum
entados en el auto.

A
uto 251 de 2008: A

bordó el tem
a de la niñez. O

rdenó el diseño e im
plem

entación 
del “Program

a para la Protección D
iferencial de los N

iños, N
iñas y A

dolescentes frente 
al D

esplazam
iento Forzado” y de 15 proyectos piloto para atender a los niños, las niñas 

y adolescentes víctim
as del desplazam

iento forzado. Tam
bién obligó a tom

ar m
edidas 

específicas en relación con cada uno de los 18 m
il niños, niñas y adolescentes identifica-

dos en el auto. 
A

uto 004 de 2009: Se refirió al tem
a de los pueblos indígenas afectados por el despla-

zam
iento y el conflicto arm

ado. O
rdenó la adopción de un “Program

a de garantía de los 
derechos de los pueblos indígenas afectados por el desplazam

iento” y la form
ulación e 

im
plem

entación de planes de salvaguarda étnica para 34 pueblos identificados en el auto.
A

uto 005 de 2009: Se refirió al tem
a de la población afrodescendiente víctim

a del 
desplazam

iento. O
rdenó crear e im

plem
entar un plan de caracterización de los territo-

rios colectivos y ancestrales habitados m
ayoritariam

ente por dicha población y un plan 
integral de prevención, protección y atención específicam

ente enfocado a los afrocolom
-

bianos. 
A

uto 006 de 2009: A
bordó el tem

a de las personas desplazadas con discapacidad. D
e-

term
inó la adopción de los m

ecanism
os necesarios para suplir las falencias de inform

a-
ción sobre dicha población y el diseño e im

plem
entación de un program

a con enfoque 
diferencial, así com

o de cinco proyectos piloto en el ám
bito de prevención y atención. 

A
uto 007 de 2009: Se refirió al tem

a de coordinación de las entidades territoriales. 
O

rdenó al M
inistro del Interior y de Justicia ejercer directam

ente la coordinación entre 
el G

obierno nacional y las entidades territoriales.
A

uto 008 de 2009: H
izo una evaluación general de la evolución del EC

I y constató su 
continuación. D

ictó una serie de lineam
ientos y de órdenes encam

inadas a superarlo. 

A
uto 009 de 2009: A

 propósito del hom
icidio del fam

iliar de una líder desplazada, 
la C

orte abordó el tem
a de la protección especial que deben recibir estas personas y 

ordenó m
edidas específicas para proteger a los m

iem
bros de dicha organización. 

A
uto 011 de 2009: Se refirió a las falencias que aún presentan los sistem

as de registro y 
caracterización de la población desplazada y profirió órdenes para superar esas barreras. 
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las de autos de períodos anteriores. Por ejem
plo, el A

uto 092 de 
2008, que abordó el tem

a de la protección de los derechos fun-
dam

entales de las m
ujeres víctim

as del desplazam
iento forza-

do, ordenó la creación de 13 program
as específicos para suplir 

los vacíos de la política pública frente a las m
ujeres, las jóvenes 

y las niñas desplazadas. En el m
ism

o sentido, en el auto sobre 
los pueblos indígenas (el 004 de 2009), la C

orte determ
inó que 

se adoptaran 34 planes de salvaguardia étnica, uno para cada 
uno de los pueblos en riesgo de desaparición. A

sim
ism

o, el 
A

uto 006 de 2009 ordenó el diseño y la im
plem

entación de 
cinco proyectos piloto en el ám

bito de prevención y atención 
de las personas desplazadas con discapacidad.

En síntesis, entre la prim
era y la tercera fase, la C

orte pasó 
de juzgar la política pública y dar lineam

ientos para fortalecer 
la política pública existente, a construir indicadores que per-
m

itan m
edir el progreso de los esfuerzos para superar el EC

I 
y, finalm

ente, a reform
ular y contribuir al diseño de una nueva 

política, que incluye program
as para grupos específicos.

El recorrido panorám
ico de 15 años de tratam

iento esta-
tal del desplazam

iento forzado perm
ite concluir que si bien 

el tem
a había sido incorporado en la agenda pública, prim

ero 
por el Ejecutivo (C

onpes 1995) y posteriorm
ente por el C

on-
greso (Ley 387 de 1997), la intervención de la C

orte C
onstitu-

cional im
plicó un salto cualitativo en la visibilidad y la aten-

ción del problem
a. En los siguientes capítulos analizam

os a 
profundidad el conjunto de efectos que produjo esta sentencia 
y su proceso de seguim

iento. 
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C
apítulo 3

El efecto creador:  
la C

orte y la construcción  
del desplazam

iento  
com

o problem
a  

de derechos hum
anos

Los estudios sobre el activism
o judicial tienden a asu-

m
ir que los jueces intervienen para responder a problem

as so-
ciales o políticos existentes. Este presupuesto, im

plícito o ex-
plícito, se encuentra tanto en los análisis jurídicos enfocados 
en cuestiones de técnica constitucional, com

o en los estudios 
económ

icos o sociojurídicos positivistas centrados en el im
-

pacto directo de los fallos sobre dichos problem
as.

C
om

o se vio en el capítulo 1, uno de los puntos ciegos de 
estos trabajos es el papel de las cortes en la creación del proble-
m

a social en el que intervienen. Esto significa que, antes que 
intervenir en un terreno donde los actores, las instituciones y 
los discursos relevantes están fijados de antem

ano, los fallos 
judiciales contribuyen a definirlos.

En térm
inos de sociología política (M

cA
dam

, Tarrow
 y Ti-

lly 2001), uno de los efectos fundam
entales de las intervencio-

nes judiciales es fijar el m
arco (fram

e) del debate y de las políti-
cas públicas sobre el tem

a. C
om

o lo ha m
ostrado la sociología 

del derecho y de los m
ovim

ientos sociales, el encuadram
iento 

(fram
ing) es un proceso político fundam

ental, por cuanto m
ol-

dea la form
a com

o los actores sociales perciben el asunto de 
que se trate (Snow

 et ál. 1986; M
cC

ann 1994).
Específicam

ente, al enm
arcar el problem

a social en térm
inos 

jurídicos, las cortes generan un prim
er efecto central: la defini-

ción del m
ism

o com
o un asunto de derechos, y la fijación del 

procedim
iento judicial com

o un m
ecanism

o adecuado para en-
frentarlo. A

 este im
pacto nos referim

os cuando decim
os que los 

jueces “crean” el problem
a: lo crean no sólo porque le dan una 
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visibilidad y una urgencia que antes no tenía (es decir, lo crean 
com

o problem
a) sino porque lo hacen en térm

inos de derecho y 
de derechos (es decir, lo crean com

o problem
a jurídico).

Pero el efecto creador opera no sólo en el nivel sim
bólico, 

el de las percepciones sobre el problem
a. Tam

bién im
plica 

la creación de prácticas sociales, esto es, interacciones entre 
actores sociales que tienen interés en el tem

a del fallo y que 
intervienen en el proceso de seguim

iento de la decisión. C
on 

base en el concepto de cam
po social de Bourdieu (2000), soste-

nem
os que esa esfera de interacción constituye un verdadero 

cam
po sociojurídico con m

últiples actores, intereses, estrate-
gias y discursos que giran alrededor de la autoridad judicial 
que profiere la sentencia.

En este capítulo argum
entam

os que la sentencia T-025 ha 
tenido precisam

ente este tipo de efecto creador, tanto sim
bó-

lico com
o instrum

ental. D
esarrollam

os el argum
ento en tres 

partes. Prim
ero, m

ostram
os que el caso contribuyó a hacer 

visible el tem
a. Segundo, sostenem

os que, adem
ás, lo enm

ar-
có com

o un problem
a de derechos hum

anos. D
e hecho, con 

el fallo y el proceso de seguim
iento, la C

orte im
portó todo el 

aparato conceptual e institucional de los derechos hum
anos y 

“juridizó” el problem
a. Tercero, m

ostram
os que, adem

ás, el 
fallo ha tenido un efecto creador en otro sentido: ha constitui-
do un verdadero “cam

po sociojurídico del desplazam
iento”, 

cuyos diversos actores, com
pleja estructura y m

odo de funcio-
nam

iento docum
entam

os en la sección final del capítulo.

La visibilización del problem
a

C
uando en enero de 2004, la C

orte C
onstitucional profirió la 

sentencia T-025, el desplazam
iento forzado estaba relativa-

m
ente ausente de la discusión pública. A

 pesar de la gravedad 
de la situación y del andam

iaje que el G
obierno venía cons-

truyendo desde 1995 para atender a la población afectada, el 
desplazam

iento no estaba en el centro de la agenda del Estado 
ni de la sociedad civil, ni existían esfuerzos sistem

áticos de 
recolección de inform

ación básica sobre el problem
a.

Por ejem
plo, en 1999, después de su m

isión al país, el Re-
presentante de las N

aciones U
nidas Francis D

eng concluyó 
que aún “no se disponía de datos estadísticos precisos y con-
venidos sobre el núm

ero de personas internam
ente despla-

zadas en C
olom

bia” (C
om

isión de D
erechos H

um
anos 2000: 

num
. 13). En este m

ism
o sentido, la m

agistrada auxiliar que 
participó en la redacción de la T-025, dibuja en los siguientes 
térm

inos el contexto del año anterior a la expedición del fallo: 
“Le pedim

os inform
ación a todos [los actores conocedores del 

tem
a] en el 2003, y todos coincidieron en el diagnóstico: eso es 

un desastre, nadie sabe quién lo atiende [al desplazado], nadie 
le dice cuántos desplazados hay, esto no puede seguir así”. 1

En térm
inos generales, por tanto, antes del fallo existía 

una brecha entre la alusión a la problem
ática del desplaza-

m
iento en un conjunto de docum

entos oficiales, de un lado, 
y la com

prensión de los funcionarios públicos, los m
edios de 

com
unicación, las O

N
G

 y dem
ás actores sociales relevantes 

en relación con la dim
ensión, la urgencia y el tratam

iento del 
fenóm

eno, del otro.
Todos los entrevistados coincidieron en afirm

ar que el fa-
llo ha contribuido a dism

inuir esta brecha. La funcionaria del 
M

inisterio de la Protección Social a cargo del tem
a del des-

plazam
iento explicó cóm

o “la sentencia es fundam
ental por-

que […
] le m

ostró al país la situación de una población que 
en realidad está en situación de m

ás vulnerabilidad”. 2 Por 
su parte, funcionarios del M

inisterio de H
acienda afirm

aron, 
igualm

ente, que “la T-025 puso sobre la m
esa la discusión del 

tem
a”. 3 Igualm

ente, la funcionaria del M
inisterio del Interior 

y de Justicia encargada de la coordinación de políticas con los 
departam

entos y los m
unicipios, resaltó que “[después de la 

1 
Entrevista con C

lara H
elena Reales, m

agistrada auxiliar, C
orte 

C
onstitucional de C

olom
bia, 18 de diciem

bre de 2008.

2 
Entrevista con Susana H

elfer, M
inisterio de la Protección Social, 

21 de enero de 2009.

3 
Entrevista con Rutty Paola O

rtiz Jara, subdirectora de A
dm

inis-
tración G

eneral del Estado de la D
irección G

eneral de Presupuesto, 
M

inisterio de H
acienda, 23 de enero de 2009.
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T-025 de 2004 hubo] un alto posicionam
iento del tem

a en las 
agendas internas de los M

inisterios”. 4 y un alto funcionario 
de la D

efensoría del Pueblo sostuvo que “la C
orte ha logrado 

con la sentencia advertir que hay un problem
a serio que otros 

sectores pretenden invisibilizar”. 5

En el m
ism

o sentido, dos funcionarias de distintas institu-
ciones, involucradas en el tem

a del desplazam
iento desde la 

prom
ulgación de la Ley 387 de 1997, resaltaron el aporte de la 

sentencia en la creación del problem
a. D

esde el D
epartam

ento 
N

acional de Planeación una de ellas afirm
ó que “la sentencia 

T-025, los autos de seguim
iento, y en general todo este proceso 

con la C
orte C

onstitucional, ha logrado dim
ensionar la m

agni-
tud del problem

a”. 6 A
sim

ism
o, la funcionaria entrevistada del 

M
inisterio del Interior sostuvo que la T-025 “le subió el perfil 

al tem
a. El tem

a estaba olvidado, rezagado […
] lo puso com

o 
un tem

a im
portante en las agendas del G

obierno, las O
N

G
, 

la com
unidad internacional”. 7 El efecto de visibilización acu-

m
ulado es evidente en el editorial de 2009 de uno de los prin-

cipales diarios del país, según el cual “[c]um
plidos 5 años de 

la expedición de la Sentencia de la C
orte C

onstitucional T-025 
[…

] llam
a la atención […

] que la tragedia del desplazam
iento 

ha pasado ya a form
ar parte de la agenda gubernam

ental”. 8

Esta cita apunta a un indicador m
ás general de visibilidad 

del tem
a: su aparición en los m

edios de com
unicación, que 

analizam
os en la siguiente sección.

4 
Entrevista con Á

ngela N
icholls, encargada de la coordinación 

de las entidades territoriales, M
inisterio del Interior y de Justicia, 14 

de enero de 2009.

5 
Entrevista con H

ernando Toro, D
efensoría del Pueblo, coordi-

nador de la O
ficina de A

tención al D
esplazam

iento, 22 de enero de 
2009.

6 
Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.

7 
Entrevista con Liliana G

uzm
án, coordinadora del Program

a de 
Protección Especial a la Población D

esplazada, M
inisterio del Interior 

y de Justicia, 13 de enero de 2009.

8 
El Espectador, “La situación de los desplazados”, 25 de abril de 

2009.

El registro del desplazam
iento  

en los m
edios de com

unicación
C

om
o lo han m

ostrado otros estudios del efecto m
ediático de 

litigios estructurales (H
altom

 y M
cC

ann 2004), el análisis del 
cubrim

iento de los m
edios ofrece un indicador útil de la visibi-

lidad y el encuadre dom
inante de un tem

a público. Para m
edir 

estas variables en el caso de la sentencia T-025, analizam
os el 

periodo com
prendido entre los años 2000 y 2009, y m

iram
os el 

com
portam

iento de las notas de prensa. 9 D
ado que el análisis 

de im
pacto del fallo im

plica, por definición, una com
paración 

entre lo que pasaba antes y lo que sucedió después de la deci-
sión de la C

orte, el periodo de observación (1 de enero de 2004 
a 31 de diciem

bre de 2009) fue escogido de tal form
a que la 

fecha de la sentencia (21 de enero de 2004) se encuentre cerca 
de su punto m

edio.
Las fuentes utilizadas fueron los archivos virtuales de pren-

sa de El Tiem
po y Sem

ana, el periódico y la revista de m
ayor 

circulación a nivel nacional, respectivam
ente. Se escogieron 

estos dos m
edios no solo por su nivel de difusión, sino por ser 

los dos únicos m
edios im

presos que cuentan con un archivo 
virtual com

pleto, lo que garantiza un cubrim
iento sistem

ático 
del periodo bajo análisis. 10

El prim
er objetivo del análisis fue m

edir la aparición del 
tem

a en los m
edios seleccionados. Para ello, se exam

inó 1) el 
núm

ero de notas de prensa sobre desplazam
iento forzado en 

los nueve años analizados, y 2) la ubicación de dichas notas. 
En las dos fuentes consultadas se registraron 1235 notas de 
prensa entre los años 2000 y 2009, con un prom

edio anual de 
123 notas de prensa.

9 
Las notas de prensa com

prenden toda la inform
ación que apa-

rece en un m
edio de com

unicación escrito sobre un tem
a, es decir, 

incluye noticias, editoriales y colum
nas de opinión.

10 
Las categorías de búsqueda em

pleadas fueron las palabras 
“desplazados”, “desplazam

iento”, “desplazam
iento forzado”, “víc-

tim
as”, “población desplazada”, “C

orte C
onstitucional” y “sentencia 

/ fallo T-025”. 
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Para los efectos que aquí interesan, m
ás que los datos ab-

solutos, son útiles las cifras sobre la evolución de las notas por 
año, que aparecen en la gráfica 1.

A
 prim

era vista, algunos de los datos de la gráfica son pa-
radójicos. En El Tiem

po, por ejem
plo, el cubrim

iento dism
inuyó 

en la época inm
ediatam

ente posterior a la sentencia. D
e he-

cho, la caída m
ás profunda en el nivel de cubrim

iento entre 
dos años consecutivos en ese diario se produjo entre el 2003 
y el 2004: m

ientras en el año 2003 hubo 108 notas de prensa, 
en el año de la sentencia se registraron 58. La tendencia de-
creciente continuó en el año 2005 y, aunque fue revertida en 
2006, sólo a partir de 2008 tuvo un aum

ento del cubrim
iento 

en com
paración con el periodo previo al fallo. N

o hay evi-
dencia, por tanto, de que la sentencia T-025, por sí m

ism
a, haya 

llevado a un m
ayor cubrim

iento en el diario de m
ayor circu-

lación nacional.
U

n análisis form
al de correlación que controlara distintas 

variables y evaluara esta afirm
ación, escapa a los propósitos 

de esta sección. Sin em
bargo, los m

ism
os datos de la gráfica 

m
uestran que la paradoja, antes que desvirtuar la tesis del efec-

to sim
bólico del fallo, perm

ite cualificarlo. En prim
er lugar, la 

tendencia a la baja no existe en el otro m
edio analizado (Sem

a-
na), cuyo cubrim

iento aum
entó en el año 2004 y se ha m

anteni-
do relativam

ente estable desde entonces. En segundo lugar, es 
especialm

ente notorio el aum
ento del cubrim

iento en los dos 
m

edios al final del periodo analizado, cuando alcanzó niveles 
sin precedentes (180 notas en 2008 y un récord de 202 en 2009). 
Esto nos perm

ite form
ular la siguiente hipótesis: de la m

ism
a 

form
a com

o el proceso de seguim
iento (y no la sentencia por sí 

m
ism

a) ha sido esencial para incidir en las políticas públicas, 
la evidencia de la gráfica indica que, a m

edida que la C
orte 

ha insistido con autos m
ás específicos y audiencias públicas, 

el tem
a ha ganado m

ayor visibilidad en los m
edios. El efecto 

de visibilización del fallo, entonces, parece ser acum
ulativo y 

estar m
ediado por los m

ecanism
os de seguim

iento.

G
R

Á
FIC

A
 2

U
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En cuanto a la localización de las notas de prensa, la gráfica 
2 m

uestra que, tanto antes com
o después de la sentencia T-025, 

los dos m
edios ubicaron el tem

a del desplazam
iento forzado 

principalm
ente en la sección de “N

ación” y, en el caso de El 
Tiem

po, tam
bién en la de “Inform

ación general”. Sin em
bargo, 

es m
uy notorio el aum

ento del porcentaje de notas publica-
das en la sección m

ás visible del diario El Tiem
po (“N

ación”) 
después de la sentencia —

que pasó de 64%
 a 85%

—
, lo que 

m
uestra el giro gradual del tem

a de un asunto general a un 
tem

a de interés nacional.  
En síntesis, tanto el trabajo de cam

po com
o el análisis de 

prensa sugieren que el fallo —
y, sobre todo, el proceso de se-

guim
iento—

 han estado asociados a una m
ayor visibilidad 

del tem
a en la discusión pública. M

irem
os ahora el segundo 

tipo de im
pacto postulado por la idea del concepto creador: el 

cam
bio del m

arco o encuadre utilizado para hablar del tem
a.

El cam
bio de m

arco: el desplazam
iento  

com
o un tem

a de derechos hum
anos

Los desplazados: de efectos secundarios  
de la guerra a víctim

as sujetos de derechos
C

on el fallo y el proceso de seguim
iento, tanto el lenguaje de 

los derechos com
o derechos, y los procedim

ientos judiciales, 
pasaron a m

oldear el lenguaje y las form
as de discusión y tra-

tam
iento del fenóm

eno. 11 A
sí, por ejem

plo, problem
as sociales 

urgentes com
o la desnutrición, la baja escolaridad, la dificul-

tad de acceso a los servicios m
édicos y la precariedad de los 

lugares de vivienda de la población desplazada, entre otros, 
fueron redefinidos por la C

orte en térm
inos de violaciones de 

los derechos a la alim
entación, a la educación, a la salud y a la 

11 
La sentencia T-025 no fue la prim

era que intentó encuadrar la 
crisis del desplazam

iento en térm
inos jurídicos. En particular, la sen-

tencia SU
-1150 de 2000 ya había definido el desplazam

iento forzado 
com

o una violación m
asiva y continua de derechos fundam

entales. 
Sin em

bargo, sólo con la T-025 la C
orte hizo un esfuerzo sistem

ático y 
sostenido de redefinición del problem

a.

vivienda digna, respectivam
ente. A

sim
ism

o, las órdenes de la 
C

orte a las entidades gubernam
entales, tanto en el fallo com

o 
en los autos posteriores, fueron form

uladas en térm
inos jurí-

dicos y con el objetivo expreso de garantizar el goce efectivo 
de derechos. 12

Esta redefinición del m
arco del tem

a fue resaltada por va-
rios de los actores entrevistados para este estudio. Por ejem

-
plo, el director de la C

onsultoría para los D
erechos H

um
anos 

y el D
esplazam

iento (C
odhes), afirm

ó que:
la sentencia ha sido m

uy útil para afirm
ar una perspectiva de dere-

chos. yo creo que ese ha sido el punto fundam
ental, con todo lo que 

esto im
plica: derechos de justicia transicional […

], de asistencia hu-
m

anitaria, de prevención si se quiere, de acceso a derechos sociales, 
derechos que están relacionados con el desplazam

iento en tanto con-
dición de víctim

a. 13

A
sim

ism
o, el funcionario entrevistado de la D

efensoría del 
Pueblo sostuvo que “la C

orte ha logrado que el tem
a del des-

plazam
iento com

o crisis de derechos hum
anos en el país sea 

un tem
a central en la política pública”. 14

D
e la m

ism
a form

a, funcionarios del C
om

ité Internacio-
nal de la C

ruz Roja (C
IC

R) destacaron cóm
o antes de la T-025 

los m
ism

os fenóm
enos ligados al desplazam

iento que eran 
descritos en térm

inos sociales y económ
icos, ahora eran com

-
prendidos en térm

inos de derechos hum
anos. “A

ntes sólo se 
hablaba de retorno, ahora existen los térm

inos reubicación y 
restablecim

iento socioeconóm
ico”, en palabras de la funciona-

ria entrevistada. 15 Este giro fue registrado en las declaraciones 
de funcionarias públicas con larga experiencia en regiones vio-
lentas del país, para quienes la T-025 fue “un logro […

] para 

12 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 9.

13 
Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre de 2008.

14 
Entrevista con H

ernando Toro, D
efensoría del Pueblo, coordi-

nador de la O
ficina de A

tención al D
esplazam

iento, 22 de enero de 
2009.

15 
Entrevista con funcionaria del C

om
ité Internacional de la C

ruz 
Roja (C

IC
R) que prefirió no ser identificada, 18 de diciem

bre de 
2008.
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103 

el reconocim
iento de los derechos de las personas con carácter 

de desplazados”. 16

Es especialm
ente llam

ativa la im
portación del lenguaje ju-

rídico al trabajo de la tecnocracia económ
ica del Estado, repre-

sentada por el D
epartam

ento N
acional de Planeación (D

N
P). 

La entrevista con una funcionaria de esta entidad, encargada 
de la problem

ática del desplazam
iento desde la expedición de 

la Ley 387 de 1997, ilustra este cam
bio:

U
na entidad com

o Planeación N
acional está acostum

brada a diseñar 
una política pública para atención a población vulnerable de m

anera 
distinta [no en térm

inos de derechos] […
] [Sin em

bargo], en el discur-
so, por ejem

plo, la directora por lo m
enos m

enciona el tem
a del goce 

efectivo, algo que no se m
encionaba. [El director de A

cción Social] es 
una persona que tam

bién lo puede decir en su discurso; digam
os que 

es una cosa que ya no es tan ajena.

Lo otro obviam
ente era lo difícil de entender que com

o así que m
edir 

con perspectiva de goce efectivo. U
n poco lo que fuim

os entendiendo 
era que al final a la C

orte lo que le interesa saber no es el cupo [escolar 
o de vivienda asignado] sino si la persona está gozando realm

ente de 
una asistencia regular al colegio o si está gozando de una vivienda 
digna. y, […

] ya por lo m
enos hicim

os la prim
era m

edición. 17

En el m
ism

o sentido, resulta reveladora la afirm
ación de 

la funcionaria encargada de la atención a la población despla-
zada en A

cción Social, quien sintetizó con elocuencia el paso 
hacia el m

arco de los derechos hum
anos:

La población desplazada hace cuatro años eran las personas que se 
paraban en los sem

áforos. H
oy son personas que tienen derechos, 

son personas a quienes el Estado tiene que restablecerles todos sus 
derechos perdidos y esa m

entalidad sí ha cam
biado y ha cam

biado 
m

ucho. La visibilización del m
ism

o problem
a del desplazam

iento en 
C

olom
bia ha cam

biado. 18 

16 
 Entrevista con M

aida Selene, coordinadora de A
tención a la Po-

blación D
esplazada en el departam

ento de C
órdoba, 16 de enero de 

2009.

17 
 Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.

18 
 Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de A
tención a la Po-

blación D
esplazada de A

cción Social, 8 de enero de 2009.

En térm
inos m

ás precisos, el giro sim
bólico im

pulsado 
por la C

orte ha ido de la percepción del desplazam
iento y los 

desplazados com
o efecto secundario del conflicto arm

ado a 
la percepción del desplazam

iento com
o fuente de violaciones 

de derechos hum
anos, y de los desplazados com

o víctim
as de 

éstas. Ilustra este punto el testim
onio de una líder desplazada 

a quien se le preguntó si, a partir del trabajo de la C
orte, había 

cam
biado la concepción que tenían los actores sociales y esta-

tales de la persona en condición de desplazam
iento:

Sí, ha cam
biado bastante. Porque antes…

 m
e decían com

pañeras que 
iban a pedir trabajo y ahí m

ism
o les cerraban las puertas, porque eran 

desplazadas. A
horita no. A

horita sí ha cam
biado, es diferente la con-

cepción de la palabra desplazado. A
hora es víctim

a del conflicto, por-
que desplazado puede ser cualquier persona que va de un lugar a 
otro. Pero si se le da el nom

bre de víctim
as del conflicto todo cam

bia…
 

porque antes el desplazado era m
enos que un indigente. 19 

Este efecto de la sentencia se reflejó jurídicam
ente en la Ley 

975 de 2005 que, com
o vim

os en el capítulo 2, tipificó el des-
plazam

iento com
o delito. U

na funcionaria del A
cnur explicó 

cóm
o la concurrencia de la intervención de la C

orte y la expe-
dición de la m

encionada ley, contribuyeron al proceso de tras-
ladar a la población desplazada de la categoría de población 
vulnerable a la categoría de víctim

as de violaciones graves del 
ordenam

iento jurídico y los derechos hum
anos:

[La sentencia] facilitó, por ejem
plo, otros procesos. [Los desplazados] 

hasta hace m
uy poco no se reconocían com

o víctim
as. Entonces si us-

ted les preguntaba a los líderes de la M
esa N

acional unos de ellos m
uy 

curtidos en procesos de organización social su reconocim
iento com

o 
víctim

as, solam
ente lo entienden hasta hace unos dos años, después 

de la Ley 975 [de 2005] etc., pero tam
bién porque reconocen que la 

sentencia T-025 ya decía algo de eso. 20

El efecto, sin em
bargo, ha sido gradual y parcial. Por ejem

-
plo, otro de los funcionarios de A

cnur resaltó cóm
o la inter-

vención de la C
orte:

19 
 Entrevista con A

na C
ecilia Prada, líder desplazada, represen-

tante legal de Fundagro, 16 de enero de 2009. 

20 
 Entrevista con A

ndrea Buchelli, oficial de A
cnur, 17 de enero de 

2008.
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A
yudó a ver las cosas de m

anera diferente porque C
olom

bia hasta 
hace cuatro años no tenía víctim

as. A
hora tiene víctim

as. Pero los co-
lom

bianos no estam
os acostum

brados a ver a las víctim
as ni a tratar a 

las víctim
as com

o debe tratarse una víctim
a. N

i las entidades tam
po-

co. Eso es un cam
bio de cultura organizacional que se ha em

pezado a 
dar…

 pero en la gran m
ayoría de las instituciones públicas no los ven 

com
o víctim

as. 21

El im
pacto ha sido m

enor en el sector privado y la ciuda-
danía en general. “A

 la sociedad —
explicó una funcionaria 

del M
inisterio del Interior y de Justicia—

 en el tem
a de res-

ponsabilidad social uno les habla de desplazam
iento y vícti-

m
as y contestan ‘¿qué?’ La em

presa privada dice ‘eso no es 
con nosotros’”. 22 Igualm

ente, las entrevistas con líderes de la 
población desplazada m

uestran que subsisten experiencias 
diarias de discrim

inación basadas en percepciones negativas 
de las víctim

as. Por ejem
plo, una líder habitante de Q

uibdó, 
C

hocó, que fue desplazada de U
rabá (una zona del norocci-

dente colom
biano en el centro del conflicto arm

ado y la eco-
nom

ía bananera), contó que “aquí el rechazo es totalm
ente de 

la sociedad. A
l banano que viene de U

rabá lo bautizaron ‘des-
plazado’ para ofenderlo a uno. U

no ha sido violado de toda 
clase de derechos que uno tiene, por venirse salvaguardando 
su vida, porque llegam

os hasta aquí por tratar de salvaguar-
dar la vida”. 23

A
dem

ás, en el capítulo 8 —
al exam

inar el im
pacto de la 

sentencia en la población desplazada—
 verem

os que el efec-
to sim

bólico ha sido selectivo: m
ientras que los líderes de 

las organizaciones de desplazados conocen bien la sentencia 
y definen su situación y el problem

a del desplazam
iento en 

térm
inos de derechos hum

anos, la sentencia y el lenguaje de 

21 
Entrevista con A

ndres C
elis, oficial de A

cnur, 17 de enero de 
2008.

22 
Entrevista con Liliana G

uzm
án, coordinadora del Program

a de 
Protección Especial a la Población D

esplazada, M
inisterio del Interior 

y de Justicia, 13 de enero de 2009.

23 
Entrevista con A

lba, m
ujer desplazada, líder de A

dacho. Entre-
vista realizada por C

ésar Rodríguez y Tatiana A
lfonso, jueves 24 de 

julio, 2008, Q
uibdó, C

hocó.

derechos continúan siendo ajenos a la m
ayor parte de las víc-

tim
as del desplazam

iento.
A

unque parcial y lento, el efecto sim
bólico de la sentencia 

—
y del eco que ha recibido en las organizaciones nacionales e 

internacionales—
 ha sido m

uy considerable. D
e hecho, el au-

m
ento de la visibilidad del asunto se convirtió en un proble-

m
a de im

agen im
portante para el G

obierno colom
biano, hasta 

el punto que la adm
inistración de Á

lvaro U
ribe desplegó una 

estrategia nacional e internacional para contrarrestar dicha 
percepción. La m

uestra m
ás conocida es la tesis tristem

ente 
célebre que fue defendida por José O

bdulio G
aviria —

el ase-
sor ideológico m

ás influyente del G
obierno U

ribe—
, según la 

cual en C
olom

bia no hay desplazam
iento sino “m

igración”. 
A

sí lo sostuvo en una gira en W
ashington en 2008, que bus-

caba contrarrestar la creciente preocupación estadounidense 
por la situación de derechos hum

anos en C
olom

bia: “nosotros 
no tenem

os desplazados, tenem
os m

igración en buena parte 
por el param

ilitarism
o y la guerrilla […

] esa gente se fue para 
ciudades y allá están com

o m
igrantes, m

ás la gente que se fue 
del país, clase alta y m

edia”. 24

M
ás allá de la profunda im

precisión fáctica y el desatino ju-
rídico y m

oral de esta posición gubernam
ental, lo que interesa 

resaltar de ella aquí es que revela el grado de transform
ación 

de la percepción sobre el desplazam
iento, que llevó incluso 

a un esfuerzo del G
obierno por contenerla. El efecto neto de 

esta controversia fue la visibilidad aún m
ayor del problem

a y 
su aparición frecuente en los m

edios de com
unicación, com

o 
lo m

uestra una cita del editorial de El Espectador de 2009 que 
hace alusión indirecta a las declaraciones gubernam

entales:

La im
agen del “desplazado” que se ha venido cim

entando en la so-
ciedad es, quizás, la que m

erece m
ayor atención. Las fam

ilias en con-
dición de desplazam

iento son consideradas, usualm
ente, víctim

as de 
una catástrofe natural, que deben ser socorridas por el Estado con 
m

edidas asistencialistas. H
ay incluso quienes se atreven a calificarlos, 

24 
Revista Cam

bio, “El país según José O
bdulio”, 13 de agosto de 

2008.
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en inusitado ataque de cinism
o, de “m

igrantes”, “m
ercenarios de la 

tutela”, “m
iserables” o “vividores”. 25

Esta cita sugiere que la redefinición del desplazam
iento y 

de los desplazados tam
bién tuvo lugar en los m

edios. Veam
os 

la evidencia de este giro con base en los datos arrojados por el 
análisis de prensa m

encionado.

El encuadre del desplazam
iento  

en los m
edios de com

unicación
En el análisis de m

edios, el concepto de encuadre es una he-
rram

ienta cualitativa que perm
ite identificar cóm

o editores, 
colum

nistas y periodistas diseñan y categorizan la inform
a-

ción para sus receptores (H
altom

 y M
cC

ann 2004). A
 partir de 

la revisión de prensa realizada para el periodo 2000-2009, se 
identificaron las cinco categorías de encuadre m

ás recurren-
tes, esto es, el desplazam

iento forzado com
o: 1) secuela del 

conflicto arm
ado, 2) resultado de la incapacidad estatal, 3) in-

cum
plim

iento del ordenam
iento jurídico (leyes y sentencias), 

4) crisis hum
anitaria, o 5) violación de derechos hum

anos.
La gráfica 3 m

uestra una evolución interesante en la im
por-

tancia de estas form
as de encuadre. A

ntes del fallo, los m
edios 

analizados tendían a hablar del desplazam
iento fundam

ental-
m

ente com
o una secuela del conflicto arm

ado. En ese sentido, 
los desplazados tendían a ser retratados com

o una especie de 
efecto secundario de la guerra. Ese fue el encuadre dom

inante, 
de hecho, en el 19%

 de las notas de prensa de ese periodo. U
na 

m
uestra de las m

uchas noticias que se valieron de este m
arco 

en ese periodo es la siguiente cita de El Tiem
po, publicada en 

el año 2000:

C
om

bates entre el frente 22 de las FA
RC

 y param
ilitares en la región 

del Bajo M
agdalena de C

undinam
arca, produjeron el desplazam

iento 
de aproxim

adam
ente 120 personas del m

unicipio de C
aparrapí […

] 
Los enfrentam

ientos, que se habían venido presentando de m
anera 

25 
El Espectador, “La situación de los desplazados”, 25 de abril de 

2009.

esporádica desde hace un m
es, se intensificaron el jueves a las 6:00 de 

la m
añana. D

esde ese m
om

ento, las 500 personas que residían en el 
caserío escaparon en volquetas que habían sido contratadas a algunos 
pobladores del sector desde el lunes pasado, cuando com

enzaron los 
rum

ores sobre el posible recrudecim
iento de los com

bates. Ese m
ism

o 
día, m

iem
bros de la guerrilla dieron la orden para que los civiles y 

dueños de negocios com
erciales abandonaran la zona. 26

Tras el fallo, el m
arco dom

inante pasó a ser el del desplaza-
m

iento com
o violación del ordenam

iento jurídico en general, 
y de la sentencia T-025 en particular. M

ientras que en el perio-
do anterior este enfoque aparecía en el 7%

 de las notas (que 
hacían alusión al principal instrum

ento jurídico de la época, la 
Ley 387 de 1997), en el periodo posterior le dio form

a al 16%
 

del cubrim
iento de los m

edios y se convirtió en el encuadre 
m

ás frecuente. El análisis de prensa sustenta, por tanto, nues-

26 
El Tiem

po, “D
esplazados civiles de C

aparrapí”, abril 22 de 2000.

Efecto del conflicto

Incapacidad estatal

(In)cum
plim

ientodel derecho

C
risis hum

anitaria

V
iolación de derechos hum

anos

G
R

Á
FIC

A
 3

E
ncuadres del tem

a del desplazam
iento forzado. 

El T
iem

po y Sem
ana (Periodo 2000-2008)

A
ntes de la sentencia T-025

D
espués de la sentencia T-025

181614121086420

Porcentaje 
de notas de prensa
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tra hipótesis de la “juridización” del tem
a del desplazam

iento 
en virtud del fallo. A

sí lo m
uestra, por ejem

plo, la siguiente 
cita de un artículo publicado por la revista Sem

ana en 2005, 
que señalaba que:

El gobierno se acordó de los desplazados. Prom
etió 5,1 billones de 

pesos para ayudarlos. Es apenas un prim
er paso de un largo trayecto. 

[…
] U

n día antes de que venciera el plazo para responder el ultim
á-

tum
 de la C

orte C
onstitucional y evitar que varios m

inistros term
ina-

ran tras las rejas, el gobierno destinó el presupuesto m
ás grande de la 

historia para atender a la población desarraigada por la violencia. Este 
aum

ento sin precedentes de la inversión en la población desplazada 
es el resultado directo de una sentencia del 22 de enero de 2004, m

e-
diante la cual la C

orte C
onstitucional ordenó al gobierno tom

arse en 
serio el dram

a de estas víctim
as del conflicto arm

ado. 27 

D
e igual m

anera, en el año 2007, El Tiem
po afirm

ó que:

La C
orte C

onstitucional sigue “apretando” al G
obierno N

acional en el 
tem

a de los desplazados. […
] En concreto hacen referencia a la senten-

cia T-025 de enero del 2004, con la cual em
pezó a exigirle resultados 

al G
obierno en cuanto atención a los desplazados. Le recordaron que 

desde entonces se han producido varios autos de cum
plim

iento y A
c-

ción Social todavía no ha entregado los indicadores de resultados que 
requiere el alto tribunal. […

] que básicam
ente quiere verificar el goce 

efectivo de los derechos de los desplazados. 28 

C
om

o se aprecia en estas citas, el cubrim
iento de prensa 

después de 2004 ha tendido a retratar el tem
a en térm

inos de 
la rendición de cuentas del G

obierno a la C
orte C

onstitucional, 
entidad que, según verem

os m
ás adelante, ha pasado a ser el 

centro del cam
po sociojurídico del desplazam

iento. Igualm
en-

te, la alusión en la últim
a cita al “goce efectivo de los derechos 

de los desplazados” —
que es el lenguaje de la C

orte en la T-025 
y los autos posteriores—

 m
uestra la m

ayor presencia del enfo-
que de derechos hum

anos en el cubrim
iento del tem

a. D
e he-

cho, según se ve en la gráfica, aunque este enfoque sigue siendo 
secundario, dobló su presencia en la prensa después de 2004.

27 
Sem

ana, “Por fin, buenas noticias”, 12 de m
ayo de 2005.

28 
El Tiem

po, “C
orte pide datos concretos sobre desplazados”, 2 de 

febrero de 2007.

La juridización del tem
a en los m

edios fue de la m
ano de 

la dism
inución del enfoque del desplazam

iento com
o efecto 

secundario del conflicto arm
ado. La gráfica m

uestra, de he-
cho, un descenso notable de este encuadre, del 19 al 11%

 de las 
notas de prensa. La tendencia general, por tanto, consistió en 
un giro que, en una audiencia ante la C

orte, expresó Rodrigo 
U

prim
ny, director de D

ejusticia y m
iem

bro de la C
om

isión de 
Seguim

iento:

U
na de las grandes contribuciones de la sentencia T-025 y sus autos 

ulteriores, es haber m
ostrado que los desplazados no son víctim

as de 
una catástrofe natural, que no son solo personas vulnerables que m

e-
recen una especial atención del Estado por su vulnerabilidad, sino que 
son, adem

ás, víctim
as de un crim

en atroz que es el desplazam
iento y 

que, com
o tal, tienen derecho a la reparación y ese derecho es distinto 

a los derechos sociales que se satisfacen m
ediante políticas sociales 

prestacionales y de asistencia hum
anitaria. 29

Finalm
ente, vale la pena resaltar que, aunque el segundo 

encuadre m
ás frecuente —

el desplazam
iento com

o resultado 
de la incapacidad del Estado—

 m
antuvo su lugar después de 

la sentencia, los térm
inos en los que la prensa lo utilizó varia-

ron en 2004. M
ientras que antes del fallo los m

edios tendían a 
hablar del tem

a en térm
inos de fallas intrínsecas del aparato 

estatal (por ejem
plo, la burocracia o la falta de presupuesto), 

después de la decisión judicial han tendido a tratarlo en térm
i-

nos del diagnóstico que la C
orte ha hecho de dichas fallas.

U
n breve contraste ilustra el punto. En abril del año 2000, El 

Tiem
po señaló que “el problem

a de los desplazados en C
olom

-
bia es una de las crisis hum

anitarias m
ás graves del m

undo, 
según la O

N
U

. Sin em
bargo, el Estado carece de la legislación 

y de herram
ientas”, y especificó que:

Parece no haber suficiente voluntad o determ
inación por parte del 

G
obierno para poner en práctica sus leyes. […

] Estos son los princi-
pales obstáculos para hacer efectiva la política de desplazados: 1) Re-

29 
Rodrigo U

prim
ny, director de D

ejusticia y m
iem

bro de la C
om

i-
sión de Seguim

iento, intervención pública en la A
udiencia de rendi-

ción de cuentas, C
orte C

onstitucional, 10 de julio de 2009. 
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glam
entación de Ley 387. […

] 2) Falta presupuesto, el G
obierno, […

] 
no tuvo sino hasta noviem

bre del año pasado recursos para atención 
hum

anitaria y por eso instituciones no gubernam
entales com

o la C
ruz 

Roja Internacional y Pastoral Social tuvieron que asum
ir gran parte de 

la responsabilidad de darles a los desplazados la atención de em
er-

gencia. 3. Falta inform
ación […

] 4) Indiferencia política. La falta de 
sensibilización de la sociedad frente a la problem

ática del desplaza-
m

iento, se hace m
ás grave cuando la clase política se niega a asum

ir el 
reto de enfrentarla. […

] 5) Falta legislación de em
ergencia. 30 

En cam
bio, en diciem

bre de 2004, Sem
ana hablaba del tem

a 
en térm

inos del diagnóstico de la C
orte:

A
 la C

orte le preocupa que no se esté cum
pliendo con los m

ínim
os 

derechos de los desplazados, […
] el Estado no ha sido capaz de coor-

dinar a todas las entidades que tienen responsabilidad en la atención 
a desplazados, que son la m

ayoría de los m
inisterios, la D

efensoría, la 
Procuraduría, la Fiscalía, entre otros. Los funcionarios, en particular 
de los gobiernos locales, desconocen la ley e ignoran por ejem

plo que 
con la población desplazada hay una discrim

inación positiva, lo que 
obliga a que su atención sea prioritaria. 31 

En síntesis, tanto el análisis de prensa com
o las entrevistas 

realizadas m
uestran que la intervención de la C

orte C
onsti-

tucional ha estado asociada a una variación en la percepción 
pública del desplazam

iento, y de los térm
inos que se utilizan 

para hablar de él. Sum
ado a la m

ayor visibilidad del tem
a, este 

giro constituye el com
ponente sim

bólico del efecto creador.
Pero, com

o señalam
os en la introducción a este capítulo, 

los fallos judiciales en casos estructurales crean no sólo m
arcos 

de percepción, sino prácticas sociales. En la próxim
a sección 

cerram
os el capítulo docum

entando la form
a com

o, a través 
de la T-025 y los varios años del proceso de seguim

iento, se ha 
constituido un verdadero cam

po sociojurídico del desplaza-
m

iento, con actores, posiciones y procedim
ientos que han ve-

nido a decidir, en buena parte, la suerte de las políticas sobre 
el tem

a en C
olom

bia.

30 
 El Tiem

po, “Pañitos de agua tibia”, 3 de abril de 2000. 

31 
 Sem

ana, “Se agota el plazo”, 3 de diciem
bre de 2004.

La creación del cam
po del desplazam

iento 
forzado: los actores del caso  

y la estructura del cam
po

En el cam
po del desplazam

iento, com
o en todo cam

po social, 
interactúan actores m

uy diversos que defienden posiciones 
contrastantes sobre el tratam

iento del problem
a y tienen ni-

veles de poder (económ
ico, social, cultural y sim

bólico) m
uy 

diversos (Bourdieu 2000). En esta sección esbozam
os la estruc-

tura y los actores de este cam
po, que resultan esenciales para 

entender la evolución del caso. Los contornos del cam
po co-

m
enzaron a delinearse con la expedición de la sentencia T-025, 

y se fueron consolidando a m
edida que la C

orte prom
ovió 

espacios de interacción entre los actores, com
o las audiencias 

públicas y las reuniones preparatorias para la rendición de in-
form

es periódicos ante el tribunal (véase el capítulo 6).
C

om
o vim

os, a m
edida que el tem

a del desplazam
iento se 

fue juridizando y som
etiéndose a los procedim

iento y el len-
guaje constitucionales, la C

orte vino a ocupar el lugar central 
del cam

po. D
e ahí la ubicación de la C

orte en la gráfica 4, que 
m

apea los actores relevantes y las relaciones entre ellos. A
de-

m
ás de la C

orte, la gráfica m
uestra que el caso ha involucrado 

a un entram
ado com

plejo de actores, divididos en dos ejes: 1) 
actores estatales y de la sociedad civil, y 2) actores nacionales e 
internacionales. Veam

os brevem
ente quiénes son, deteniéndo-

nos en los vínculos entre ellos y en la relación que han tenido 
con la C

orte. 
La ubicación de los actores en la gráfica denota su grado 

de participación en el cam
po (esto es, su lugar central o peri-

férico en él, m
ientras que la frecuencia de la interacción entre 

ellos está representada por el grosor de las líneas que los unen. 
yendo de izquierda a derecha en la gráfica, com

enzam
os por 

describir los actores estatales (tanto nacionales com
o interna-

cionales), para luego concentrarnos en aquellos de la sociedad 
civil.
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Los actores estatales nacionales
Las funciones de atención a la población desplazada en sus 
diferentes niveles están atribuidas, por un lado, a las entida-
des del nivel nacional —

que com
ponen el Sistem

a N
acional 

de A
tención a la Población D

esplazada (SN
A

IPD
) 32—

 y, por el 
otro, a las entidades del nivel subnacional (las gobernaciones, 
los distritos y las alcaldías, a los que la C

orte y los dem
ás acto-

res del cam
po se refieren con frecuencia con el térm

ino de “en-
tidades territoriales”). En este aparte describim

os algunos de 
los principales actores que conform

an el SN
A

IPD
, y luego nos 

concentrarem
os en las entidades territoriales y otros actores 

estatales que están por fuera del sistem
a pero tienen labores 

relacionadas con el desplazam
iento forzado.

Las entidades del SN
A

IPD
 están ubicadas en el gráfico 4 

de acuerdo con su grado de participación y proactividad en 
el cum

plim
iento de las órdenes de la T-025 y los autos de se-

guim
iento, según la evaluación hecha por la m

ism
a C

orte en 
el balance que hizo a cinco años del proceso, en el A

uto 08 de 
2009. C

om
o verem

os en el C
apítulo 8, el balance m

uestra que 
las políticas que presentan m

ayor avance son las correspon-
dientes a los M

inisterios de Educación N
acional, Protección 

Social y de H
acienda, que han sido partes activas en el proceso 

de seguim
iento y han aportado regulam

ente inform
ación a la 

32 
El SN

A
IPD

 está conform
ado por 24 entidades: la Presidencia 

de la República; la A
gencia Presidencial para la A

cción Social y la 
C

ooperación Internacional (A
cción Social, que lo preside y coordina), 

el M
inisterio del Interior y de Justicia; el M

inisterio de H
acienda y 

C
rédito Público; el M

inisterio de D
efensa N

acional; el M
inisterio de 

A
gricultura y D

esarrollo Rural; el M
inisterio de la Protección Social; 

el M
inisterio de C

om
ercio, Industria y Turism

o; el M
inisterio de Edu-

cación N
acional; el M

inisterio de A
m

biente, V
ivienda y D

esarrollo 
Territorial; el D

epartam
ento N

acional de Planeación; la D
efensoría 

del Pueblo; el A
lto C

om
isionado para la Paz; la V

icepresidencia de 
la República; el M

inisterio de Relaciones Exteriores; el M
inisterio 

de C
om

unicaciones; el Instituto C
olom

biano de Bienestar Fam
iliar 

(IC
BF); el Servicio N

acional de A
prendizaje (SEN

A
); la C

om
isión N

a-
cional de Televisión; el Banco A

grario; el Instituto C
olom

biano de D
e-

sarrollo Rural (Incoder); el Banco de C
om

ercio Exterior de C
olom

bia 
S.A

. (Bancoldex); la A
lta C

onsejería para la Equidad de la M
ujer; y el 

Program
a Presidencial de Prom

oción Respeto y G
arantía de los D

ere-
chos H

um
anos y A

plicación del D
erecho Internacional H

um
anitario. 

G
R

Á
FIC

A
 4

E
l cam

po del desplazam
iento forzado
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C
orte. Las políticas que presentan m

ayor rezago son las que 
están a cargo de los m

inisterios de A
gricultura, D

efensa, In-
terior y Justicia, y V

ivienda, que han sido actores renuentes y 
se han m

antenido relativam
ente pasivos a lo largo del proceso 

de seguim
iento. D

e ahí la ubicación de uno y otro grupo en la 
gráfica, donde el prim

ero aparece en el centro y el segundo en 
la periferia del cam

po del desplazam
iento.

En cuanto a otros actores del SN
A

IPD
, desde el año 2000, la 

coordinación del sistem
a pasó a ser tarea de la A

lta C
onsejería 

para la A
cción Social y la C

ooperación Internacional (A
cción 

Social, antes llam
ada la Red de Solidaridad Social). A

cción 
Social tiene asignado un am

plio conjunto de tareas que van 
desde orientar y ejecutar, en cooperación con las entidades 
del SN

A
IPD

, planes y program
as dirigidos a la atención de 

la población desplazada y prevención de aquella en riesgo de 
desplazam

iento, hasta registrar a las víctim
as del desarraigo 

en el Registro Ú
nico de Población D

esplazada y brindar aten-
ción hum

anitaria de em
ergencia. Esto la convierte, por tanto, 

en el principal actor estatal del cam
po, y en interlocutor de la 

m
ayoría de actores públicos y privados.

Específicam
ente con la C

orte, existe una relación de rendi-
ción de cuentas cíclica: A

cción Social rinde cuentas sobre su 
actuación, la C

orte evalúa y expide nuevas órdenes, A
cción 

Social responde con nuevas acciones e inform
es, y la C

orte 
vuelve a evaluar y a expedir órdenes.

D
entro del SN

A
IPD

 hay una segunda entidad que juega 
un papel im

portante en el cam
po: el C

onsejo N
acional para 

la A
tención Integral de la Población D

esplazada (C
N

A
IPD

) 33. 
C

onform
ado por trece de las entidades del SN

A
IPD

, 34 es el 

33 
 El D

ecreto 2467 de 2005 ordenó la fusión de la A
gencia C

olom
-

biana de C
ooperación Internacional (A

C
C

I) y la Red de Solidaridad 
Social, y la denom

inó A
gencia Presidencial para la A

cción Social y la 
C

ooperación Internacional, m
ás conocida com

o A
cción Social.

34 
 El C

N
A

IPD
 está integrado por las siguientes entidades: la 

Presidencia de la República; la A
gencia Presidencial para la A

cción 
Social y la C

ooperación Internacional – A
cción Social, quien lo presi-

dirá y coordinará; el M
inisterio del Interior y de Justicia; el M

inisterio 

órgano consultivo y asesor encargado de form
ular la política y 

garantizar la asignación presupuestal para los program
as que 

las entidades del SN
A

IPD
 tienen a su cargo, así com

o de coor-
dinar con los com

ités departam
entales, m

unicipales y distrita-
les la contribución de las entidades territoriales a las políticas 
y los program

as sobre desplazam
iento.

A
 dicho C

onsejo concurren los principales m
inisterios y 

departam
entos adm

inistrativos con responsabilidades direc-
tas en la m

ateria. Por orden expresa de la C
orte en la sentencia 

T-025, al C
N

A
IPD

 asisten com
o invitadas organizaciones de 

la población desplazada, representantes de las m
esas de orga-

nizaciones de dicha población y organism
os internacionales 

com
o el A

lto C
om

isionado de las N
aciones U

nidades para los 
Refugiados (A

cnur) y la O
rganización Internacional para las 

M
igraciones (O

IM
).

O
tro actor estatal integrante del SN

A
IPD

 que ha jugado un 
papel activo en este cam

po es el D
epartam

ento N
acional de 

Planeación (D
N

P). El D
N

P ha cum
plido tres roles. Prim

ero, es 
la principal fuente de cifras y docum

entos técnicos del G
obier-

no. Segundo, junto con el M
inisterio de H

acienda y C
rédito 

Público, está encargado de calcular el presupuesto necesario 
para atender a la población desplazada en respuesta a la orden 
dada por la C

orte para este efecto. Tercero, com
o se verá en 

detalle en el capítulo 7, ha llevado la voz del G
obierno en el 

proceso de construcción de indicadores sobre desplazam
ien-

to, tarea que ha incluido la interlocución con entidades públi-
cas com

o A
cción Social, y actores de la sociedad civil com

o la 
C

om
isión de Seguim

iento.

de H
acienda y C

rédito Público; el M
inisterio de D

efensa N
acional; 

el M
inisterio de A

gricultura y D
esarrollo Rural; el M

inisterio de la 
Protección Social; el M

inisterio de C
om

ercio, Industria y Turism
o; El 

M
inisterio de A

m
biente, V

ivienda y D
esarrollo Territorial; El D

epar-
tam

ento N
acional de Planeación; la D

efensoría del Pueblo; el A
lto 

C
om

isionado para la Paz; el D
irector del Program

a Presidencial de 
Prom

oción, Respeto y G
arantía de los D

erechos H
um

anos y A
plica-

ción del D
erecho Internacional H

um
anitario. 
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El últim
o actor relevante del SN

A
IPD

 es el M
inisterio del 

Interior y de Justicia (M
IJ). H

asta 2008, el M
IJ era la entidad 

encargada de asegurar la coordinación entre el G
obierno cen-

tral y los entes territoriales. C
om

o se señala en el capítulo 5, 
el M

IJ ha estado lejos de cum
plir este rol, lo que explica su 

ubicación periférica en la gráfica. D
e hecho, en el A

uto 177 de 
2005, la C

orte concluyó que “el cum
plim

iento de este M
inis-

terio es el m
ás bajo y los resultados alcanzados son los m

ás 
insuficientes”.

D
e ahí que la Ley 1190 de 2008 le haya quitado parte de 

estas funciones al M
IJ y las haya asignado a A

cción Social y 
al D

N
P. Las tres entidades pasaron, entonces, a com

partir la 
responsabilidad de im

pulsar el principal m
ecanism

o de coor-
dinación de políticas y program

as sobre desplazam
iento: los 

Planes Integrales Ú
nicos (PIU

). Los PIU
 articulan a los diferen-

tes órganos del SN
A

IPD
, contienen los program

as y las accio-
nes que desarrollarán cada una de las entidades del SN

A
IPD

 
en el ám

bito local, y establecen los recursos disponibles para 
prevenir y atender el desplazam

iento forzado en cada entidad 
territorial. C

orresponde al M
IJ, A

cción Social y el D
N

P asegu-
rar que los com

ités departam
entales, distritales y m

unicipales 
de atención a la población desplazada form

ulen e im
plem

en-
ten un PIU

 en sus respectivas entidades territoriales.
Esta alusión al nivel subnacional lleva al otro conjunto de 

actores estatales del cam
po, que se encuentran por fuera del 

SN
A

IPD
: los m

unicipios, distritos y departam
entos (entidades 

territoriales). A
dem

ás de atender a la población desplazada 
en sus respectivos territorios, las obligaciones de estos actores 
incluyen convocar y m

antener activos los com
ités territoriales 

de atención a la población desplazada, y articular sus planes 
con el plan de desarrollo de la respectiva entidad territorial. 
A

sim
ism

o, tienen la obligación de asignar recursos financie-
ros para la atención de la población desplazada, y de ser los 
puentes entre las entidades territoriales inferiores (m

unicipios 
o departam

entos) y las entidades superiores (departam
ento o 

nación).

U
bicam

os a las entidades territoriales en la periferia del 
m

apa del cam
po por dos razones. D

e un lado, por su poca in-
teracción con la C

orte, que fue evidente, por ejem
plo, en el bajo 

núm
ero de entidades que respondieron a las preguntas sobre 

inform
ación básica que les form

uló la C
orporación a través del 

A
uto 052 de 2009. 35 D

e otro lado porque, com
o se verá en el capí-

tulo 5, la m
ayoría de las entidades territoriales le han dedicado 

m
uy pocos esfuerzos presupuestales y adm

inistrativos al tem
a 

y a la coordinación con las entidades nacionales. D
e ahí que la 

C
orte C

onstitucional hubiera tenido que exigir a gobernadores 
y alcaldes que rindieran cuentas en una serie de audiencias pú-
blicas program

adas entre finales de 2009 y com
ienzos de 2010.

Tam
bién en la periferia del cam

po se encuentra la Fiscalía 
G

eneral de la N
ación. Su labor con relación al desplazam

iento 
forzado es investigar este delito. Sin em

bargo, son m
uy escasos 

los procesos judiciales existentes al respecto (Restrepo 2009). 
Por ello, en el A

uto 008 de 2009, entre las órdenes expedidas 
para superar el estado de cosas inconstitucional que persistía, 
la C

orte exigió a la Fiscalía desplegar una estrategia integral 
para investigar y castigar el delito de desplazam

iento forzado.
U

n conjunto de actores que, a pesar de no pertenecer al 
SN

A
IPD

, están en el centro del cam
po, son los organism

os de 
control: la Procuraduría G

eneral de la N
ación, la C

ontraloría 
G

eneral de la N
ación y la D

efensoría del Pueblo. 36 Por dispo-
sición constitucional, los órganos de control venían jugando 
un papel activo en la prom

oción de los derechos de los des-

35 
Por m

edio del A
uto 052 de 2008 la C

orte solicitó a los goberna-
dores y alcaldes de todos los m

unicipios del país inform
ación sobre 

la situación de los desplazados en cada entidad territorial, las nece-
sidades de las entidades para atender a la población desplazada, y 
los resultados de las acciones em

prendidas para garantizar el goce 
efectivo de los derechos de la población desplazada. Las respuestas al 
A

uto 052 fueron sistem
atizadas por el C

entro de Investigaciones So-
ciojurídicas de la U

niversidad de los A
ndes (C

ijus). Véase C
ijus (2009), 

y C
orte C

onstitucional, A
uto 007 de 2009, que hace referencia a dicho 

inform
e. 

36 
La D

efensoría del Pueblo es un caso especial porque, a pesar de 
ser un organism

o de control, hace parte del SN
A

IPD
.
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plazados, que fue fortalecido tras la sentencia T-025. Siguien-
do las órdenes de la C

orte, establecieron m
ecanism

os técnicos 
para hacer seguim

iento al desem
peño de las autoridades en la 

atención a la población desplazada, y han entregado m
últiples 

inform
es conjuntos e individuales sobre el nivel de cum

pli-
m

iento del fallo. Igualm
ente, contribuyeron, com

o se verá en 
el capítulo 7, a la construcción de indicadores de derechos de 
esta población.

El últim
o actor estatal que ha participado en el cam

po es 
el C

ongreso de la República. El parlam
ento ha estado sum

ido 
en profundas crisis de corrupción y legitim

idad durante todo 
el periodo analizado —

que incluyen el juzgam
iento y la con-

dena de m
uchos de sus m

iem
bros por vínculos con el param

i-
litarism

o, uno de los sectores arm
ados que m

ayor núm
ero de 

desplazados ha generado—
. D

e ahí que, com
o lo sostuvim

os 
en el capítulo 1 y lo retrata el título de este libro, haya sido 
desplazado del lugar central del cam

po por la C
orte. A

 pesar 
de su ubicación periférica, el C

ongreso ha expedido dos leyes 
im

portantes sobre el tem
a. Por un lado, la Ley 387 de 1997, que 

sentó las bases jurídicas para la prevención, atención, protec-
ción, consolidación y estabilización económ

ica y social de los 
desplazados internos por la violencia. Por el otro, la Ley 1190 
de 2008, que m

odificó las funciones y los m
ecanism

os de coor-
dinación de las entidades territoriales.

A
ctores estatales internacionales

U
n efecto im

portante del caso T-025 es haber abierto un es-
pacio jurídico e institucional para la participación activa de 
entidades intergubernam

entales, especialm
ente la del princi-

pal organism
o internacional sobre desplazam

iento forzado: el 
A

lto C
om

isionado de las N
aciones U

nidades para los Refu-
giados (A

cnur). Este actor central del cam
po ha participado 

por tres vías. Prim
ero, desde su llegada a C

olom
bia en 1997, 

ha ofrecido asistencia directa a la población desplazada, así 
com

o asesoría y acom
pañam

iento en las zonas de expulsión 
y recepción.

Segundo, desde un inicio, A
cnur se vinculó al proceso de 

seguim
iento de la sentencia T-025. C

om
o parte de este proceso 

ha realizado evaluaciones periódicas a las políticas públicas, 
enviado inform

es y participado en las audiencias públicas 
ante la C

orte (A
cnur 2007). A

sim
ism

o, contribuyó al proceso 
de construcción de indicadores, lo que im

plicó discusiones 
con m

iem
bros del SN

A
IPD

, los órganos de control y la C
om

i-
sión de Seguim

iento.
Tercero, el A

cnur ha contribuido al fortalecim
iento de las ins-

tituciones del Estado encargadas de la atención a la población 
desplazada por m

edio de la conform
ación de la U

nidad Técnica 
C

onjunta (U
TeC

), un organism
o de cooperación técnica com

-
puesto por técnicos representantes de A

cción Social y el A
cnur. 

D
entro de sus tareas se encuentran asesorar a las entidades que 

im
plem

entan las políticas de atención a la población desplaza-
da, evaluar sus resultados, e identificar sus problem

as.

A
ctores nacionales de la sociedad civil

C
om

o lo explicam
os en el capítulo 1 y lo detallam

os en el capí-
tulo 6, una innovación fundam

ental del caso T-025 es haber in-
volucrado a organizaciones de la sociedad civil al proceso de 
seguim

iento. Ello explica la densidad de este flanco del cam
po 

del desplazam
iento, y la participación de dos tipos de O

N
G

. 
D

e un lado, organizaciones que ya tenían una trayectoria im
-

portante en derechos hum
anos en general (com

o la C
om

isión 
C

olom
biana de Juristas) y el tem

a del desplazam
iento en par-

ticular (com
o C

odhes), para quienes el fallo abrió un espacio 
de incidencia e interlocución con el Estado y los dem

ás actores 
del cam

po.
D

e otro lado, es especialm
ente revelador que hubieran 

surgido nuevas organizaciones de la sociedad civil para inter-
venir en el proceso de seguim

iento. El actor m
ás im

portante 
de este tipo ha sido la C

om
isión de Seguim

iento a la Política 
Pública sobre D

esplazam
iento Forzado (C

om
isión de Segui-

m
iento). Fundada en agosto de 2005 por C

odhes, la C
orpo-

ración V
iva la C

iudadanía y la D
ecanatura de la Facultad de 
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D
erecho de la U

niversidad de los A
ndes, la C

om
isión se ha 

am
pliado para incluir otras organizaciones com

o la Pastoral 
Social de la Iglesia C

atólica colom
biana, el C

entro de Estudios 
de D

erecho, Justicia y Sociedad (D
ejusticia), y organizaciones 

de base com
o la O

rganización N
acional Indígena de C

olom
bia 

(O
N

IC
), entre otras.

C
om

o su nom
bre lo indica, la C

om
isión hace un seguim

ien-
to sistem

ático y perm
anente a la evolución de las políticas 

para el desplazam
iento y la im

plem
entación de las órdenes 

de la T-025. Para ello, la C
om

isión elabora inform
es analíti-

cos sobre dichas políticas con la participación de expertos y 
con base en el diálogo con agencias de las N

aciones U
nidas, 

los organism
os de control, las organizaciones de la población 

desplazada y las organizaciones de base. A
sim

ism
o, form

ula 
propuestas alternativas de política, construye indicadores de 
resultado para m

edir el goce efectivo de los derechos de la 
población desplazada, y participa en espacios de deliberación 
com

o las audiencias públicas ante la C
orte o las sesiones del 

C
N

A
IPD

. Igualm
ente, por orden de la C

orte, la C
om

isión ha 
liderado el Proceso N

acional de Verificación de los D
erechos 

de la Población D
esplazada, dentro del cual ha realizado dos 

Encuestas N
acionales de Verificación con el objetivo de aplicar 

los indicadores adoptados por la C
orte y determ

inar el estado 
actual de esta población. C

om
o verem

os en el capítulo 8, los 
datos arrojados por estas encuentas constituyen la inform

a-
ción m

ás detallada y fidedigna que existe sobre el tem
a. Final-

m
ente, la C

om
isión realiza un proceso de divulgación pública 

y form
ación de líderes de com

unidades desarraigadas.
A

dem
ás de las O

N
G

 de derechos hum
anos, han participado 

en el proceso organizaciones de la población desplazada. En 
buena parte com

o resultado del desarraigo y la dispersión que 
define el desplazam

iento, el cam
po organizativo de la población 

desplazada es altam
ente fragm

entado e incluye una am
plia va-

riedad de asociaciones locales, departam
entales y nacionales. 37 

37 
 Entrevista con Eusebio M

osquera, m
iem

bro fundador de la 

Incluye, igualm
ente, organizaciones específicas para distintos 

tipos de población desplazada, desde afrodescendientes e in-
dígenas hasta m

ujeres y personas con discapacidad.
La A

sociación C
olom

biana de A
frocolom

bianos D
esplaza-

dos (A
frodes) ilustra estos rasgos del cam

po. A
frodes fue fun-

dada en 1999 por un grupo de afrocolom
bianos desplazados 

en Bogotá, con el objetivo de proteger y defender los derechos 
de las com

unidades negras desplazadas por la violencia. Para 
ello, ofrece apoyo, asesoría y capacitación a las víctim

as del 
desplazam

iento, y patrocina program
as y proyectos para m

e-
jorar la calidad de vida de las m

ás de 1.300 fam
ilias que hacen 

parte de la A
sociación, y participa en foros internacionales 

com
o la A

sam
blea G

eneral de la O
EA

 y la C
om

isión Interam
e-

ricana de D
erechos H

um
anos.

En el cam
po nacional del desplazam

iento forzado dibuja-
do en la gráfica 4, A

frodes ha participado activam
ente en el 

proceso de seguim
iento a la T-025. Por ejem

plo, en asociación 
con la O

N
G

 internacional G
lobal Rights y otras organizacio-

nes com
o el Proceso de C

om
unidades N

egras, aportó infor-
m

es que fueron recogidos am
pliam

ente en las decisiones de la 
C

orte sobre desplazados afrocolom
bianos, especialm

ente en 
el A

uto 05 de 2009 (A
frodes y G

lobal Rights 2007; Rodríguez 
G

aravito, A
lfonso y C

avelier 2009).
 

La fragm
entación de las organizaciones de población 

desplazada ha sido parcialm
ente m

itigada por el efecto de la 
m

ism
a sentencia T-025, que ordenó la creación de instancias 

de interlocución entre el G
obierno y dicha población. C

om
o 

resultado, el G
obierno expidió el D

ecreto 250 de 2004, en el 
que establecieron la M

esa N
acional de Fortalecim

iento a O
r-

ganizaciones de Población D
esplazada, así com

o m
esas depar-

tam
entales y m

unicipales, que buscan ofrecer espacios de dis-
cusión y articulación entre las organizaciones. En la práctica, 
sin em

bargo, la M
esa N

acional (y, con frecuencia, las depar-

A
sociación C

olom
biana de A

frocolom
bianos D

esplazados (A
frodes), 

G
inebra, agosto de 2009.
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tam
entales y m

unicipales) no han cum
plido esta función por 

falta de recursos (que los m
ism

os gobiernos deben aportar) y 
por discrepancias entre las m

ism
as organizaciones. 38

C
om

o verem
os en los capítulos 6 y 8, no todas las organiza-

ciones de la sociedad civil tienen el m
ism

o nivel de influencia 
en el cam

po. Los tecnicism
os del proceso tienden naturalm

en-
te a reforzar la voz de las organizaciones con fortalezas jurí-
dicas (por ejem

plo, organizaciones y centros de investigación 
con expertos en tem

as legales), m
ientras que dificultan la par-

ticipación de organizaciones de base. Por otro lado, com
o se 

ve en la gráfica, la m
ayoría de la población desplazada, que no 

hace parte de ninguna organización, ha perm
anecido relativa-

m
ente ajena al proceso y tiene un lugar m

arginal en el cam
po. 

Este rasgo, sin em
bargo, es com

ún a m
uchos otros cam

pos ju-
rídicos, y ha sido atenuado en alguna m

edida por la colabora-
ción entre O

N
G

 de derechos hum
anos (por ejem

plo, C
odhes) 

y organizaciones de base (com
o A

frodes).

A
ctores internacionales de la sociedad civil

Finalm
ente, en el cam

po participan dos tipos de organizacio-
nes de la sociedad civil internacional. Por un lado, algunos ac-
tores —

com
o el C

om
ité de la C

ruz Roja Internacional (C
IC

R) y 
Plan, una O

N
G

 global—
 se concentran en atender la crisis hu-

m
anitaria del desplazam

iento. Estos actores tienen una rela-
ción con sectores de la población desplazada y algunos, com

o 
Plan, participan en la C

om
isión de Seguim

iento.
Por otro lado, algunas O

N
G

 internacionales m
onitorean 

el com
portam

iento del desplazam
iento en distintos países, 

producen estadísticas y realizan investigaciones y sem
inarios 

sobre el tem
a. A

lgunas de estas son la O
ficina en W

ashington 
para A

suntos Latinoam
ericanos (W

O
LA

 por sus siglas en in-
glés) —

probablem
ente la organización m

ás activa en trabajo 
de solidaridad internacional en relación con el desplazam

iento 
forzado colom

biano—
, y el C

onsejo N
oruego para Refugia-

38 
 Ibíd.

dos, que a través de su observatorio sobre el desplazam
iento 

interno con base en G
inebra —

el C
entro de M

onitoreo sobre 
el D

esplazam
iento Interno (ID

M
C

, por sus siglas en inglés)—
 

contribuye a la producción de inform
es globales sobre el des-

plazam
iento.

La juridización del cam
po  

y el protagonism
o de sus actores 

El cam
po del desplazam

iento, com
o todos los cam

pos sociales, 
ha cam

biado a lo largo del tiem
po. En particular, com

o lo ex-
plicam

os al inicio de este capítulo, a m
edida que el tem

a pasó 
a ser definido m

ediante procedim
ientos judiciales, su lenguaje 

y la lógica de funcionam
iento fueron “juridizados”. 

¿Q
ué im

pacto tuvo este giro sobre la visibilidad y la in-
fluencia de los actores del cam

po? El análisis de prensa m
ues-

tra que la juridización del cam
po ocurrió de la m

ano con una 
transform

ación de la visibilidad de los distintos actores, que 
convirtió a la C

orte C
onstitucional en el actor central. El prota-

gonism
o creciente de la C

orte es evidente en el análisis de las 
notas de prensa publicadas en El Tiem

po y Sem
ana entre 2000 y 

2009. C
om

o lo refleja la gráfica 5, m
ientras que antes del fallo 

el actor m
ás visible era la entidad gubernam

ental encargada 
del asunto (la Red de Solidaridad Social, que luego se conver-
tiría en A

cción Social), después de la sentencia la prensa tom
ó 

com
o referente principal a la C

orte. En efecto, el porcentaje 
de notas sobre desplazam

iento en las que aparece la C
orte se 

m
ultiplicó por diez después de la sentencia (pasando de 1,6%

 
a casi 16%

), lo que ubicó al tribunal com
o el actor m

ás visible 
en los m

edios de com
unicación. 

El análisis del contenido de las notas de prensa corrobora 
la tendencia sugerida por el balance cuantitativo. En efecto, a 
m

edida que la C
orte dictaba autos de seguim

iento, pasaba a fi-
gurar com

o el nodo coordinador del cam
po. A

 finales de 2004, 
por ejem

plo, El Tiem
po hablaba del tribunal en los siguientes 

térm
inos: “la C

orte C
onstitucional conm

inó […
] al gobierno 

del presidente Á
lvaro U

ribe a que le envíe en un plazo de cin-
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R
ed 

Solidaridad/
A

cción Social

C
orte 

C
onstitucional

C
IR

C
C

odhes
Pastoral 
Social

Incoder
A

C
N

U
R

C
om

isión 
de 

Seguim
iento

D
N

P

co días hábiles, que vence el próxim
o jueves, el program

a de 
acción y el cronogram

a preciso que le ordenó elaborar desde 
enero pasado para la atención de la población desplazada”. 39 
U

n año después, inform
aba sobre los avances de la política 

pública en térm
inos de las órdenes de la C

orte, así:

la sentencia de la C
orte, de enero del 2004, fija órdenes precisas al 

G
obierno para atender a cerca de tres m

illones de desplazados: al 31 
de m

arzo de 2004, el C
onsejo para la A

tención Integral a la Población 
D

esplazada debía precisar la situación de los desplazados inscritos 
en el Sistem

a Ú
nico de Registro, fijar la necesidad presupuestal y la 

m
anera de conseguir tales recursos. El prim

ero de diciem
bre del 2005, 

el G
obierno debe presentar un cronogram

a en el que se señale a qué 
ritm

o y cóm
o se destinarán los recursos estim

ados por Planeación N
a-

cional. A
dem

ás, el M
inisterio del Interior debe trabajar en un plan de 

coordinación de esfuerzos nacionales y territoriales dirigidos a m
ayo-

res com
prom

isos, presupuestales y adm
inistrativos. El G

obierno N
a-

cional definió los parám
etros para cum

plir las exigencias de la C
orte 

C
onstitucional sobre el tem

a de los desplazados. 40

Por otro lado, aunque el poder ejecutivo (a través de la Red 
de Solidaridad y, luego, de A

cción Social) perdió el lugar cen-
tral del judicializado cam

po, su presencia en los m
edios tam

-
bién aum

entó después del fallo (pasando del 7 al 11%
 de las 

notas). El análisis de contenidos de las notas de prensa sugiere 
que este increm

ento resultó, por lo m
enos parcialm

ente, de la 
m

ism
a sentencia y de los autos posteriores, en la m

edida en 
que estos ordenaron una serie de acciones gubernam

entales 
que fueron reportadas por los m

edios. En este sentido, la in-
form

ación contenida en una nota de 2008 de la revista Sem
ana 

es representativa del cubrim
iento sobre A

cción Social después 
del fallo. La noticia señalaba que: 

no ha sido fácil para el Estado, a través de A
cción Social, atender a la 

enorm
e cantidad población desplazada. Sin em

bargo, desde un fallo 
histórico de la C

orte C
onstitucional, la sentencia T-025 de 2004, que 

39 
El Tiem

po, “C
orte da ultim

átum
 al gobierno U

ribe”, 10 de sep-
tiem

bre de 2004.

40 
El Tiem

po, “5 billones para desplazados”, 29 de noviem
bre de 

2005.

exigió una efectiva atención de esta población afectada por el conflicto 
arm

ado, el gobierno ha venido respondiendo. C
on lim

itaciones, aten-
dió a 96.535 hogares en 2007 y en lo que va de 2008, a casi 120 m

il. 41

Finalm
ente, en relación con los dem

ás actores del cam
po, 

es im
portante resaltar dos cam

bios inducidos por la sentencia. 
D

e un lado, los actores encargados de prestar asistencia hu-
m

anitaria (el C
IC

R y Pastoral Social) perdieron protagonism
o. 

Este giro está acorde con el cam
bio del enfoque dom

inante 
sobre el desplazam

iento que, com
o vim

os, pasó de ser el de 
em

ergencia hum
anitaria por efecto del conflicto arm

ado, al de 
violación m

asiva del derecho y los derechos. D
e otro lado, au-

m
entó de m

anera notable la visibilidad de los actores clave del 
proceso de seguim

iento de la sentencia y los autos: C
odhes, en 

el ám
bito de la sociedad civil nacional, y A

cnur, en el de las 

41 
Sem

ana, “‘A
viones’ ofrecen ayudar a desplazados”, 9 de noviem

-
bre de 2008.

181614121086420

G
R

Á
FIC

A
 5

V
isibilidad de los actores del cam

po del desplazam
iento  

en la prensa, antes y después de la sentencia.  
El T

iem
po y Sem

ana (Periodo 2000-2009)
Porcentaje de  
notas de prensa

A
ntes de la sentencia T-025

D
espués de la sentencia T-025
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organizaciones internacionales. La prensa com
enzó a hablar 

de C
odhes, por ejem

plo, com
o la “entidad que supervisa el 

fallo de la C
orte C

onstitucional que, en 2004, obligó al Esta-
do a reconocer esta crisis hum

anitaria y devolver los derechos 
fundam

entales a las víctim
as del conflicto”. 42 A

cnur, por su 
parte, adquirió un rol im

portante com
o fuente de cifras y reco-

m
endaciones confiables para la C

orte y los m
edios, entre otros 

tem
as, sobre el núm

ero de desplazados. 
En síntesis, el sondeo de este capítulo m

uestra que el fallo 
y el proceso de seguim

iento han creado un verdadero cam
po 

sociojurídico con actores, procedim
ientos, form

as de interven-
ción y posiciones m

últiples que han resultado decisivos para 
la suerte de las políticas públicas sobre la crisis del desplaza-
m

iento en C
olom

bia. V
im

os tam
bién que el caso ha ayudado 

a transform
ar la percepción del problem

a. y que este efecto 
creador ha tenido im

pacto no sólo en los actores directam
ente 

involucrados en el caso, sino tam
bién en la ciudadanía y la 

opinión pública en general. Se com
prueba, entonces, que la 

C
orte no sólo ha intervenido en el problem

a, sino que ha ayu-
dado a definirlo.

42 
 El Tiem

po, “En 41%
 creció cifra de desplazados en C

olom
bia, 

una cifra récord en 23 años”, 30 de septiem
bre de 2008.



129 El efecto de desbloqueo institucional

C
apítulo 4

El efecto de desbloqueo 
institucional

En enero de 2004,  cuando la C
orte profirió la sentencia 

T-025, el Estado colom
biano tenía, sobre el papel, instrum

entos 
para atender la em

ergencia hum
anitaria del desplazam

iento. 
C

om
o vim

os, la Ley 387 de 1997 introdujo m
edidas para la 

prevención, atención, protección, consolidación y estabiliza-
ción económ

ica de la población desplazada. Los Principios 
Rectores de las N

aciones U
nidas sobre los D

esplazam
ientos 

Internos, m
ás conocidos com

o los Principios D
eng, habían 

sido reconocidos por la C
orte C

onstitucional com
o parte del 

Bloque de C
onstitucionalidad del derecho colom

biano. 1 y el 
Sistem

a N
acional de A

tención Integral a la Población D
espla-

zada (SN
A

IPD
), había sido creado por la m

encionada Ley 387 
para atender a la población desplazada.

Sin em
bargo, com

o docum
entó un inform

e de organizacio-
nes de la sociedad civil de la época, “estas norm

as no habían 
alcanzado una aplicación real y efectiva” (C

om
isión C

olom
bia-

na de Juristas y Servicio Jesuita a Refugiados C
olom

bia 2005: 
10). La práctica, de hecho, m

ostraba un panoram
a de profunda 

pasividad estatal. El problem
a del desplazam

iento, entonces, 
encajaba claram

ente en el tipo de situaciones que, com
o vim

os 
en el capítulo 1, justifica las intervenciones judiciales en casos 
estructurales: situaciones en las que existe un bloqueo de las 
instituciones estatales que resulta en una violación m

asiva de 
derechos hum

anos.

1 
Véanse, entre otras, las sentencias de la C

orte C
onstitucional SU

-
1150 de 2000, M

. P. Eduardo C
ifuentes M

uñoz, y T-1635 de 2000, M
. P. 

José G
regorio H

ernández G
alindo.
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En estos contextos, un efecto básico de los fallos estructu-
rales consiste en ejercer presión para desbloquear el aparato 
estatal. En los térm

inos de la teoría de los “derechos de des-
estabilización” que utilizam

os en el capítulo 1 (U
nger 1996), 

estas sentencias se convierten en m
ecanism

os de “desestabi-
lización” de una burocracia detenida por falta de capacidad, 
voluntad o presupuesto. Se trata, entonces, de efectos directos 
e instrum

entales, en la m
edida en que consisten en reacciones 

inm
ediatas por parte de las entidades estatales a las que están 

dirigidas las órdenes judiciales.
En este capítulo ilustram

os este tipo de efecto con la eviden-
cia del estudio de caso de la T-025. Para ello, com

enzam
os por 

describir la situación de estancam
iento anterior a la sentencia 

y, contra este telón de fondo, pasam
os a docum

entar breve-
m

ente algunas acciones y program
as específicos que surgie-

ron tras el fallo, y que m
uestran la existencia de este efecto.

La situación previa al fallo  
y las órdenes de la C

orte
Las entrevistas con diferentes actores, y el diagnóstico hecho 
por la C

orte en la sentencia m
uestran que el bloqueo institu-

cional en relación con el desplazam
iento obedecía a dos fac-

tores principales: la dispersión de la responsabilidad sobre el 
tem

a y la inactividad de las entidades estatales. Los efectos 
inm

ediatos del fallo, por tanto, consistieron en contrarrestar 
estos factores.

En cuanto a lo prim
ero, la responsabilidad por el tem

a 
del desplazam

iento se diluía en el laberinto burocrático de 
la entidad que, sobre el papel, debía coordinarla (el C

N
A

I-
PD

). En lugar de facilitar la coordinación entre las entidades 
que lo integraban, el C

N
A

IPD
 generaba un círculo vicioso: 

aunque no funcionaba, servía com
o pretexto a sus m

iem
bros 

para excusar su propia responsabilidad en el tem
a y señalar 

a las dem
ás entidades (especialm

ente A
cción Social) com

o la 
responsable de los pobrísim

os resultados de la política sobre 
desplazam

iento.

En vista de estas circunstancias, buena parte de las órdenes 
del fallo consistieron en exigencias m

uy puntuales para que 
las diversas instituciones estatales asum

ieran responsabilida-
des concretas en el tem

a. En el caso del D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, por ejem
plo, la C

orte ordenó que:

[…
] D

ada la im
portancia que tiene la consecución de recursos sufi-

cientes para la atención de la política com
o instrum

ento para supe-
rar el estado de cosas inconstitucional, es fundam

ental que al logro 
de este objetivo concurran el m

inistro de H
acienda y C

rédito Público 
y el director de Planeación N

acional para que contribuyan a que las 
m

etas presupuestales que requiere la política de atención a la pobla-
ción desplazada se alcancen. Por ello, se com

unicará especialm
ente 

esta sentencia a los altos funcionarios m
encionados para que dentro 

de la órbita de sus com
petencias adopten decisiones conducentes a la 

superación del estado de cosas inconstitucional. 2

El fallo hizo referencias y dictó órdenes sim
ilares para el 

conjunto de instituciones que integran el SN
A

IPD
. En conse-

cuencia, com
o lo explicó una funcionaria del M

inisterio del 
Interior en nuestra entrevista, “la sentencia fue la prim

era vez 
que las autoridades de G

obierno reconocieron que podían te-
ner responsabilidad en el tem

a. A
ntes pensaban que el tem

a 
del desplazam

iento era sólo de A
cción Social”. 3 La m

ism
a opi-

nión fue com
partida por el funcionario de la D

efensoría del 
Pueblo entrevistado, que resaltó com

o uno de los efectos de 
la sentencia que “se dejó de pensar que el tem

a del desplaza-
m

iento era un asunto que m
aneja A

cción Social desde Bogotá, 
y perm

itió que se identificara […
] que corresponde a todas las 

entidades del Estado, y no sólo a A
cción Social; pero que ade-

m
ás tam

bién corresponde a los entes territoriales”. 4

2 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 10.1.1.

3 
Entrevista con Liliana G

uzm
án, coordinadora del Program

a de 
Protección Especial a la Población D

esplazada, M
inisterio del Interior 

y de Justicia, 13 de enero de 2009.

4 
Entrevista con H

ernando Toro, D
efensoría del Pueblo, coordi-

nador de la O
ficina de A

tención al D
esplazam

iento, 22 de enero de 
2009.
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En segundo lugar, el bloqueo institucional previo a la sen-
tencia provenía del m

uy bajo nivel de actividad de las enti-
dades que claram

ente tenían responsabilidad en el tem
a del 

desplazam
iento. En este sentido, la opinión del director de 

C
odhes es representativa de lo dicho por la m

ayoría de en-
trevistados, incluyendo los funcionarios públicos: “antes de la 
sentencia T-025 […

] el G
obierno tenía una concepción m

argi-
nal de su responsabilidad frente a los desplazados. Encontrá-
bam

os en distintas instituciones del Estado algunas respues-
tas. [Sin em

bargo], a veces procedían m
ás del voluntariado de 

funcionarios com
prom

etidos con el tem
a. 5

En este contexto, un efecto inm
ediato de la intervención 

de la C
orte consistió en “m

over” a la adm
inistración pública, 

com
o lo expresó en térm

inos dicientes el funcionario de la D
e-

fensoría del Pueblo entrevistado:

En este país de tantas leyes, ha resultado m
uy interesante esa senten-

cia para que las leyes no se queden en letra m
uerta; para que a través 

de la providencia, los jueces le den im
pulso al contenido de la ley. 

Por otro lado, ha sido un m
ecanism

o m
uy im

portante para m
over el 

aparato gubernam
ental. U

no advierte hoy que m
uchos funcionarios 

responden a la población desplazada m
ás porque tienen que cum

plir 
con la sentencia, que [porque estén] com

prom
etidos con la realiza-

ción de los derechos de los desplazados. Es lam
entable, pero desde 

ese punto de vista uno advierte una enorm
e ventaja en las sentencias: 

si los funcionarios tienen que m
overse por tem

or a la sanción judicial, 
y no convencidos por la realización de derechos, que se m

uevan por 
lo m

enos por eso. 6 

¿Q
ué significa, en concreto, que los funcionarios “se m

ue-
van” por las órdenes de la C

orte? En la siguiente sección docu-
m

entam
os sucintam

ente cuatro tipos de acciones inm
ediatas 

em
prendidas por las entidades a las que la C

orte dirigió las ór-
denes de la sentencia: el aum

ento del presupuesto dedicado a 

5 
Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre. 

6 
Entrevista con H

ernando Toro, D
efensoría del Pueblo, coordi-

nador de la O
ficina de A

tención al D
esplazam

iento, 22 de enero de 
2009.

la atención de la población desplazada, la reactivación del ór-
gano coordinador de las políticas sobre el tem

a (el C
N

A
IPD

), 
la recolección de inform

ación básica y la creación de algunos 
program

as urgentes.

El efecto de desbloqueo:  
las reacciones y los program

as iniciales

El cálculo de los recursos necesarios  
para atender a la población desplazada

La sentencia T-025 señaló com
o uno de los principales pro-

blem
as de la política de atención a la población desplazada 

la insuficiencia de recursos presupuestales para la im
plem

en-
tación de la política. 7 Por ello, dispuso que el D

epartam
ento 

N
acional de Planeación, el M

inisterio de H
acienda y A

cción 
Social, 1) calcularan el presupuesto necesario para cum

plir 
con dicha política, 2) indicaran el m

ecanism
o para conseguir 

estos recursos, y 3) definieran el porcentaje de participación en 
la apropiación de recursos que corresponde a la N

ación, a las 
entidades territoriales y a la cooperación internacional.

C
om

o se ve, a diferencia de otras intervenciones en casos 
estructurales de la m

ism
a corporación y de otros tribunales 

(véase el capítulo 1), en este fallo la intervención inicial de la 
C

orte no consistió en órdenes detalladas de resultado. En este 
sentido, la C

orte no exigió un gasto preciso por parte del G
o-

bierno, ni una apropiación presupuestal por un m
onto deter-

m
inado. Por el contrario, la orden consistió en pedir a la ad-

m
inistración pública que fuera ella la que, en el ám

bito de su 
com

petencia, hiciera el cálculo de las sum
as requeridas para 

atender la em
ergencia del desplazam

iento. Se trató, por tanto, 
de un caso clásico de reenvío del problem

a el Ejecutivo, en el 
que el poder judicial busca desbloquear el proceso de políticas 
públicas sin arrogarse el poder de definir los detalles de éstas.

7 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6.3.
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La reacción inicial de las entidades gubernam
entales frente 

a esta orden fue dilatar su cum
plim

iento. C
om

o vim
os en el 

capítulo 1, la respuesta del G
obierno fue pedir un plazo de dos 

años para hacer el cálculo presupuestal. La C
orte no accedió a 

la petición y m
antuvo un plazo estricto, que el G

obierno se vio 
conm

inado a cum
plir y dio lugar al prim

er cálculo riguroso 
del esfuerzo presupuestal necesario.

La cifra exacta fueron 4,7 billones de pesos de 2005, y fue 
estim

ada por el D
epartam

ento N
acional de Planeación (D

N
P) 

en un docum
ento de política pública de alto nivel (docum

entos 
conocidos com

o C
onpes), que tuvo en cuenta aspectos com

o 
“la norm

atividad existente en m
ateria de atención a la pobla-

ción desplazada” y “los requisitos establecidos en la sentencia 
T-025 de 2004 de la C

orte C
onstitucional”, entre otros (C

onpes 
3400 de 2005, p. 12). Esta cifra, según el G

obierno, era el m
onto 

adicional a lo ya invertido requerido para garantizar el m
ínim

o 
de protección de los derechos de la población desplazada que 
se encontraba inscrita ante A

cción Social en diciem
bre de 2004.

La reacción gubernam
ental im

plicaba la reanim
ación de uno 

de los tem
as clave que, com

o vim
os en el capítulo 2, la C

orte 
había diagnosticado com

o uno de los com
ponentes que se ha-

bían estancado en el ciclo de políticas públicas: la financiación 
de las políticas sobre desplazam

iento forzado. Prueba de ello 
es una decisión de la m

ism
a C

orte en el año 2005 (el A
uto 176), 

que analizó el cum
plim

iento de las órdenes sobre el esfuerzo 
presupuestal en los veinte m

eses siguientes a la expedición de 
la sentencia. En esa decisión, el tribunal constató que “fueron 
realizados los estim

ativos ordenados con el fin de establecer 
la m

agnitud de los recursos necesarios para im
plem

entar la 
política de atención a la población desplazada encam

inada a 
proteger sus derechos constitucionales”. En térm

inos financie-
ros, la cifra de 4,7 billones de pesos calculada por el G

obierno 
es un aum

ento considerable si se tiene en cuenta que durante 
el periodo 1995-2004, el Estado invirtió cerca de 1,3 billones de 
pesos de 2005 para el desarrollo de la política de atención inte-
gral a la población desplazada (C

onpes 3400 de 2005, p. 6).

En m
ateria presupuestal, la referencia específica a la sen-

tencia y a los autos de la C
orte en los docum

entos expedidos 
por las distintas entidades del SN

A
IPD

 reveló con claridad 
que, al m

enos en un principio, las respuestas de las autorida-
des fueron producto de la presión de la C

orte. Por ejem
plo, la 

D
irectiva Presidencial 06 del 7 de octubre de 2005 expresa:

La sentencia T-025 de 2004 y los A
utos 176, 177 y 178 de 2005, pro-

feridos por la C
orte C

onstitucional, señalan las órdenes im
partidas 

[…
] para superar el Estado de cosas inconstitucional en m

ateria de 
desplazam

iento interno forzado. La C
orte, resolvió com

unicar al Pre-
sidente de la República el contenido de los m

encionados autos para 
inform

ación, con el fin de que se adoptaran las decisiones que estim
a-

ra pertinente.
En consecuencia, se les ordena a las entidades que conform

an el C
on-

sejo N
acional y el Sistem

a N
acional de A

tención Integral a la Pobla-
ción D

esplazada en el nivel nacional y los servidores públicos en el 
m

ism
o orden que laboran en dichas entidades y están encargados de 

atender a los desplazados, que:
(C

) “Focalicen los recursos para la atención a la población desplazada 
en sus respectivas com

petencias e inform
ar de ello al ente C

oordina-
dor del Sistem

a N
acional de A

tención Integral a la Población D
espla-

zada, de m
anera que se concreten m

edidas efectivas de protección de 
los derechos de los desplazados”. 

En el m
ism

o sentido, en la Ley de Presupuesto G
eneral de 

la N
ación para la vigencia fiscal 2006, se incorporó un artículo 

que disponía:
Los recursos presupuestados al proyecto C

apacitación Jóvenes en A
c-

ción del Servicio N
acional de A

prendizaje (SEN
A

) se destinarán inicial-
m

ente para la atención de la población desplazada por la violencia, en 
cum

plim
iento de la sentencia T-025 de 2004 proferida por la H

onorable 
C

orte C
onstitucional. U

na vez se cubra la dem
anda de la población des-

plazada, los recursos se podrán destinar a población no desplazada.

Igualm
ente, el docum

ento de política pública C
onpes 3400 

de 2005, titulado “M
etas y priorización de recursos presu-

puestales para atender a la población desplazada por la vio-
lencia en C

olom
bia”, som

etió a consideración del C
N

A
IPD

 el 
esfuerzo financiero y las m

etas de las entidades del SN
A

IPD
 

para atender las necesidades de la población desplazada entre 
los años 1995 y 2005. El docum

ento fue expedido explícita-
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m
ente para cum

plir con los autos de seguim
iento, y reconoció 

que para los años 2005 y 2006, las entidades del SN
A

IPD
 des-

tinaron recursos de inversión por un total de 1,3 billones de 
pesos m

onto que, com
o se vio, equivale al total de los recur-

sos invertidos por el Estado en el período 1995-2004. A
dem

ás, 
presentó el presupuesto necesario para atender a la población 
desplazada durante el periodo 2007-2010 y lo calculó en 3970 
m

illones de pesos. 8

Por últim
o, en relación con el presupuesto, la sentencia 

T-025 y sus autos de seguim
iento ordenaron al M

inisterio del 
Interior y de Justicia prom

over el involucram
iento presupues-

tal y adm
inistrativo de las entidades territoriales (departam

en-
tos y m

unicipios). C
om

o reacción a dicha orden, el M
inisterio 

em
itió las circulares 003 y 004 de febrero y septiem

bre de 2004, 
respectivam

ente, dirigidas a los entes territoriales. A
 pesar de 

que el im
pacto de estas circulares fue lim

itado, 9 estas respues-
tas indican que la intervención de la C

orte im
pulsó a algunas 

entidades nacionales y locales a reaccionar. U
na m

uestra clara 
de esto son las acciones tom

adas en Bogotá, com
o lo com

pro-
baron los m

edios de com
unicación:

Bogotá se convirtió […
] en la prim

era ciudad del país en adoptar el 
plan, que busca garantizar por lo m

enos 9 derechos fundam
entales a 

los 100 m
il desplazados que están registrados oficialm

ente en la capi-
tal. El Plan, en el cual se invertirán el año entrante 32 m

il m
illones de 

pesos, responde a la sentencia T-025 de la C
orte C

onstitucional del 22 
de enero pasado, que ordena a la N

ación y al D
istrito la ejecución de 

acciones para restituir los derechos vulnerados a las fam
ilias despla-

zadas en el país. Los recursos, que saldrán del presupuesto distrital 
del 2005, se destinarán a tres áreas específicas: prevención y protec-
ción, atención hum

anitaria y estabilidad socioeconóm
ica. 10

8 
Véase docum

ento C
onpes 3400 de 2005, A

nexo 1. Esta sum
a in-

cluía tanto el presupuesto de la N
ación com

o el de las entidades terri-
toriales.

9 
En su inform

e a la C
orte para la audiencia de seguim

iento ce-
lebrada el 29 de junio de 2005, la Procuraduría G

eneral de la N
ación 

consideró que sólo cerca de una tercera parte de los departam
entos 

(12 de 32) habían enviado inform
ación clara y com

pleta sobre sus 
program

as de atención a la población desplazada. 

10 
El Tiem

po, “32 m
il m

illones para atender a la población despla-

 
La reactivación del C

N
A

IPD
U

n segundo indicador de la reacción del aparato estatal com
o 

consecuencia de la presión jurídica de la C
orte son las actua-

ciones del C
onsejo N

acional de A
tención Integral a la Pobla-

ción D
esplazada (C

N
A

IPD
) al poco tiem

po de em
itido el fallo. 

La T-025 expidió m
últiples órdenes dirigidas al C

N
A

IPD
 por 

ser el órgano a la cabeza del SN
A

IPD
 encargado de form

ular 
la política pública de atención a la población desplazada y ga-
rantizar la asignación presupuestal.

D
espués de perm

anecer dos años inactivo, en 2004 el 
C

N
A

IPD
 volvió a sesionar expresam

ente con el propósito de 
atender las órdenes de la sentencia T-025. La influencia de la 
sentencia y los autos en las actuaciones del C

N
A

IPD
 es evi-

dente. Las referencias a una y otros fueron frecuentes en sie-
te acuerdos celebrados por el C

N
A

IPD
 entre los años 2005 y 

2007. Por ejem
plo, el A

cuerdo 001 de 2005, por el cual se defi-
nen los criterios de respuesta a las peticiones presentadas por 
la población desplazada, fue redactado com

o respuesta deta-
llada a la sentencia y a uno de los autos de la C

orte, com
o lo 

m
uestra su sección de considerandos:

C
onsiderando:

[…
]

Q
ue en el apartado 10.2 de la sentencia T-025, la honorable C

orte m
a-

nifestó: “Tal com
o se recogió en los antecedentes de esta sentencia, 

las acciones de tutela se interpusieron ante la falta de respuesta de las 
instituciones a las solicitudes para el otorgam

iento de las ayudas pre-
vistas en los program

as de vivienda y de restablecim
iento socioeco-

nóm
ico, así com

o para el acceso a los servicios de salud, educación, o 
para la prestación de ayuda hum

anitaria de em
ergencia, o para que 

se les inscribiera com
o desplazado en el Sistem

a Ú
nico de Registro. A

 
través de la acción de tutela los actores esperan una respuesta de fon-
do y oportuna a sus solicitudes que se traduzcan en la m

aterialización 
de dichas ayudas”;
Q

ue en el ordinal 10 de la parte resolutiva de la sentencia en m
ención, 

este alto tribunal ordenó que las peticiones que form
ule la población 

desplazada deberán contestarse de fondo, de m
anera clara y precisa, 

señalando los criterios de respuesta para las m
ism

as;

zada”, 21 de noviem
bre de 2004.
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Q
ue en el considerando 9 del A

uto 178 del 29 de agosto de 2005, em
i-

tido dentro de la m
ism

a sentencia, se consignó: “[…
] aun cuando cada 

entidad responsable de alguno de los com
ponentes de atención a la 

población desplazada enfrenta problem
as específicos, las distintas en-

tidades y organizaciones evaluadoras identificaron varios problem
as 

com
unes, que han retrasado la superación del estado de cosas incons-

titucional, a saber: […
] viii) las fallas en las respuestas oportunas a las 

peticiones y propuestas presentadas por la población desplazada”. 

 
La producción de inform

ación básica  
sobre el desplazam

iento
O

tro efecto inm
ediato de la intervención de la C

orte fue la 
puesta en m

ovim
iento de la adm

inistración pública en rela-
ción con la producción de inform

ación básica sobre el despla-
zam

iento. En el proceso de m
onitoreo al cum

plim
iento de la 

sentencia, la C
orte exigió a las entidades estatales la elabora-

ción de inform
es periódicos. La m

ayoría de éstas no contaba 
con sistem

as de inform
ación o estadísticas confiables y siste-

m
atizadas que les perm

itieran responder. C
om

o lo reconoció 
la funcionaria del M

inisterio del Interior y de Justicia entre-
vistada para este libro, “por la necesidad de hacer inform

es a 
la C

orte, las entidades establecieron sistem
as de inform

ación. 
N

os vim
os en la necesidad de crear estadísticas”. 11 En el m

is-
m

o sentido, funcionarios del C
om

ité Internacional de la C
ruz 

Roja reconocieron que “durante el tiem
po en que ha operado 

la T-025 se ha ido construyendo inform
ación sobre cóm

o se 
debe dar respuesta a las dificultades y tropiezos. Es im

por-
tante ahora ver cóm

o se va m
ejorando esta situación, cóm

o se 
aplica y se concreta esa inform

ación”
12.

Los organism
os de control tam

bién se vieron en la obliga-
ción de producir inform

es. C
oncretam

ente, la senetencia T-025 
asignó al defensor del pueblo y al procurador general de la 

11 
 Entrevista con Liliana G

uzm
án, coordinadora del Program

a de 
Protección Especial a la Población D

esplazada, M
inisterio del Interior 

y de Justicia, 13 de enero de 2009.

12 
 Entrevista con funcionaria del C

IC
R que prefirió que su nom

bre 
no fuera revelado, 18 de diciem

bre de 2008.

N
ación la responsabilidad de vigilar el cum

plim
iento del fa-

llo. C
om

o resultado, en los prim
eros dos años de seguim

ien-
to, estas entidades produjeron cuatro inform

es conjuntos de 
seguim

iento y algunos inform
es independientes. En palabras 

del entonces representante del A
lto C

om
isionado de las N

a-
ciones U

nidas para los Refugiados (A
cnur) para C

olom
bia, 

“C
on la T-025 se em

pezó a escribir una historia distinta. Los 
órganos de control que siem

pre habían estado presentes en la 
protección de los derechos de los desplazados […

] em
pezaron 

a establecer m
ecanism

os com
plem

entarios y técnicos para ha-
cer seguim

iento al desem
peño de las autoridades en la aten-

ción a la población desplazada” (A
cnur 2007: 18).

C
om

o verem
os m

ás adelante (capítulo 6), esta reacción in-
m

ediata se traduciría en la producción de inform
ación m

ás de-
tallada y periódica sobre la evolución de la protección de los 
derechos de la población desplazada. Para los efectos de este ca-
pítulo, sin em

bargo, basta recalcar que el fallo ayudó a reanim
ar 

un aparato estatal durm
iente, que no contaba en ese m

om
ento 

con datos esenciales para diseñar e im
plem

entar políticas infor-
m

adas sobre la em
ergencia hum

anitaria del desplazam
iento.

 
La creación de los prim

eros program
as

U
n últim

o indicador que ilustra cóm
o los autos de la C

orte sir-
vieron para poner en m

ovim
iento el aparato estatal, es la crea-

ción de algunos program
as o grupos de trabajo para respon-

der a la sentencia, específicam
ente dentro del M

inisterio del 
Interior y de Justicia. Tanto el fallo com

o el auto 177 de 2005 
ordenaron a dicho M

inisterio tom
ar las acciones necesarias 

para que los gobernadores y alcaldes adoptaran las decisiones 
requeridas y el presupuesto para asegurar la debida atención 
a la población desplazada. C

om
o respuesta a esa orden, en 

septiem
bre de 2006 el M

inisterio creó el G
rupo de C

oordina-
ción y Seguim

iento a D
epartam

entos y M
unicipios en m

ateria 
de A

tención a la Población D
esplazada. En palabras de una de 

las funcionarias del grupo, “com
o ya hay una orden en el A

uto 
177 [de 2005], el M

inisterio creó este grupo. Entonces nosotros 
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vam
os a los territorios y les hacem

os el apoyo técnico en lo 
adm

inistrativo y en lo presupuestal”. 13

Lo m
ism

o sucedió con el A
uto 200 de 2007, que abordó el 

tem
a de la protección del derecho a la vida y a la seguridad 

personal de líderes de la población desplazada y de personas 
desplazadas que se encontraban en situación de riesgo. La 
C

orte concluyó que el program
a de protección existente para 

atender únicam
ente a los líderes de las poblaciones vulnera-

bles (entre ellos los de la población desplazada), presentaba 
una serie de falencias. En especial, no otorgaba a los casos de 
población desplazada la prioridad que constitucionalm

ente 
am

eritaban, y no preveía la extensión de las m
edidas de pro-

tección a los m
iem

bros del grupo fam
iliar de los afectados. 14 

Para subsanar dicha situación, la C
orte ordenó al director del 

Program
a de Protección del M

inisterio del Interior y de Justi-
cia diseñar un program

a específico para superar las fallas del 
existente. A

 fin de responder a la C
orte, el M

inisterio creó en 
2008 el Program

a de Protección Especial a la Población D
es-

plazada, con el objetivo de dar protección no sólo a los líderes, 
sino a cualquier persona desplazada registrada en el RU

PD
 

que se encuentre en situación de riesgo.

C
onclusiones

En este capítulo hem
os m

ostrado la form
a com

o la interven-
ción de la C

orte C
onstitucional sirvió com

o un punto de pre-
sión para desestancar la atención a la población desplazada. 
En particular, hem

os esbozado la reacción presupuestal y de 
im

pulso a políticas públicas prelim
inares sobre el tem

a.
Bajo la presión de la C

orte, las instituciones relevantes hi-
cieron un prim

er esfuerzo para cum
plir sus funciones o inten-

sificaron las que venían desarrollando. En línea con el análisis 
del capítulo 1, la C

orte C
onstitucional, antes que arrogarse el 

13 
Entrevista con C

lara yvet Rodríguez, Program
a de C

oordina-
ción con las Entidades Territoriales, noviem

bre de 2008.

14 
C

orte C
onstitucional, A

uto 200 de 2007, num
erales 1 y 2. 

poder de determ
inar el presupuesto y las políticas sobre el 

desplazam
iento, construyó una palanca para im

pulsar la ac-
tuación del G

obierno nacional. En palabras de la citada fun-
cionaria del D

epartam
ento N

acional de Planeación:

El hecho de presionarnos tam
bién nos obligó a trabajar en esta línea, 

a trabajar de una m
anera rápida. D

e no haber sido por la sentencia, 
yo creo que no tendríam

os para nada los avances que tenem
os ahora. 

N
o quiero decir que no se estuviera atendiendo la población pero creo 

que no tendríam
os para nada lo que tenem

os ahora. 15

El tipo de efecto de desbloqueo docum
entado en este ca-

pítulo, por supuesto, genera sólo una reacción prelim
inar del 

aparato estatal. C
om

o en otras sentencias estructurales, el efec-
to es duradero sólo en la m

edida en que prom
ueva procesos 

de políticas públicas de largo plazo a través de decisiones de 
seguim

iento que involucren actores estatales y no estatales. En 
los siguientes capítulos evaluam

os, con base en la evidencia 
del trabajo de cam

po, si la sentencia T-025 provocó este tipo de 
proceso, com

enzando por el im
pacto del fallo y los autos pos-

teriores sobre un aspecto fundam
ental del proceso de políticas 

públicas: la coordinación entre entidades estatales.

15 
Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.
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C
apítulo 5

El efecto coordinador:  
el intento de la C

orte  
por racionalizar  
la adm

inistración pública

C
om

o hem
os visto,  las fallas estructurales en la aten-

ción a la población desplazada diagnosticadas por la C
orte 

provenían no sólo de la inactividad de las entidades estatales. 
Incluso cuando, com

o lo m
ostram

os en el capítulo anterior, 
esas entidades fueron gradualm

ente reactivadas, persistía un 
problem

a central: cóm
o coordinar sus acciones en relación con 

el tem
a del desplazam

iento.
En efecto, según vim

os en el capítulo 1, el sistem
a de atención 

a la población desplazada carecía de m
ecanism

os de coordina-
ción adecuados en tres niveles: 1) entre las entidades nacionales 
encargadas del asunto; 2) entre éstas y las autoridades subna-
cionales (gobernaciones y alcaldías), y 3) entre las autoridades 
subnacionales. En cuanto a lo prim

ero, la descoordinación en 
el nivel nacional consistía en la proliferación de entidades que 
han tenido funciones superpuestas y responsabilidades difusas 
en relación con los resultados concretos de las políticas. C

om
o 

se aprecia en el m
apa de actores dibujado en el capítulo 3, se 

trata de una verdadera sopa de letras, con m
últiples agencias 

estatales (D
N

P, A
cción Social, IC

BF, m
inisterios, IC

FES, etc.), y 
nodos de articulación (C

N
A

IPD
, SN

A
IPD

, etc.) que han teni-
do problem

as persistentes para actuar conjuntam
ente.

La falta de coordinación ha sido evidente tam
bién en las 

relaciones entre estas entidades del gobierno nacional y las de 
los gobiernos departam

entales y locales. D
ado que la atención 

a la población desplazada depende en buena m
edida de los 

servicios prestados por m
unicipios y departam

entos recepto-
res, y que la prevención del desplazam

iento está sujeta en par-
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te a las actuaciones de las autoridades de las zonas expulsoras, 
esta descoordinación ha sido responsable de la persistencia de 
las fallas estructurales de políticas en el tem

a, antes y después 
del fallo T-025 (Riveros 2009).

Finalm
ente, la desarticulación tam

bién ha caracterizado las 
acciones y los program

as dentro de las entidades territoriales. 
Por ejem

plo, com
o verem

os, sólo después del fallo T-025 se 
conform

aron los com
ités de coordinación sobre el tem

a en las 
entidades territoriales, a pesar de que su creación había sido 
prevista desde 1997, con la Ley 387 de ese año.

En este capítulo nos ocupam
os de los alcances y las lim

ita-
ciones del intento de la C

orte por resolver las fallas de coor-
dinación en estos tres niveles. Para evaluar el efecto coordina-
dor, exam

inam
os el esfuerzo del tribunal por prom

over una 
organización racional del sistem

a de políticas y atención sobre 
el desplazam

iento, que evitara la duplicación y desarticula-
ción de labores que lo ha caracterizado.

Para ello, dividim
os el capítulo en cuatro secciones. A

 fin 
de hacer inteligible el análisis, com

enzam
os por explicar bre-

vem
ente en qué consiste el sistem

a de coordinación que ha re-
sultado del proceso de seguim

iento del fallo. Esta aclaración 
prelim

inar perm
ite entender, en la segunda sección, cuál era 

exactam
ente la situación previa a la sentencia. C

ontra este te-
lón de fondo, en la tercera sección nos detenem

os en el im
pacto 

que ha tenido la C
orte en la racionalización de la adm

inistra-
ción pública, específicam

ente en la creación de m
ecanism

os de 
coordinación interinstitucional. El im

pacto, sin em
bargo, ha 

sido gradual y lim
itado. Por ello, en la últim

a sección estudia-
m

os las fallas de coordinación que persisten a pesar del fallo.

El esquem
a de coordinación

Según se aprecia en la gráfica 1, la labor de coordinación del 
sistem

a de atención a la población desplazada les corresponde 
a dos entidades del G

obierno nacional (A
cción Social y M

inis-
terio del Interior y de Justicia) que, a su vez, se articulan con 
los m

unicipios, distritos y departam
entos.

G
R

Á
FIC

A
 1.

E
squem

a de entidades, órganos e instrum
entos  

de coordinaciónC
om

ités territoriales

PIU

C
N

A
IPD

Plan N
acional de A

tención 
Integral a la Población D

esplazada 
(D

ecreto 250 de 2005)

SN
A

IP
D

Presidencia de la R
epública
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cción Social

 ▪M
in. Interior y de Justicia
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acienda
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 ▪y D

esarrollo R
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M
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om
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 ▪y Turism
o

M
in. Educación

 ▪M
in.  A

m
biente, V
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 ▪y D
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D

N
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 ▪D
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 ▪A
lto C
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N

T
V

 ▪Banco A
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a Presidencial  
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D
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N
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C
om

o se vio en el capítulo 3, A
cción Social tiene el papel 

de coordinador general del SN
A

IPD
. 1 Para ello cuenta con 

una oficina principal en Bogotá y con unidades territoriales 
en los departam

entos. Si bien A
cción Social presta labores di-

rectas de atención a la población desplazada, bajo su rol de 
coordinador del SN

A
IPD

 sus funciones incluyen, en prim
er 

lugar, concertar m
edidas entre los diferentes niveles de ges-

tión e instancias involucradas. Segundo, asegurar el desa-
rrollo y la ejecución articulada de la política de atención a la 
población desplazada, que com

prende gestionar ante todas 
las instituciones del SN

A
IPD

 el diseño y la ejecución de di-
chas políticas, y prom

over la creación de com
ités territoriales. 2 

 A
sim

ism
o, tiene la responsabilidad de producir y gestionar 

la inform
ación

3 y de brindar acom
pañam

iento técnico para 
que el ente territorial pueda desarrollar sus funciones, 4 entre 
otras. 5

El M
inisterio del Interior y de Justicia (M

IJ) juega el papel 
de articulador entre el G

obierno central y las entidades terri-
toriales. C

om
o se explicó en el C

apítulo 3, ante la continua-
ción del estado de cosas inconstitucional, por m

edio de la Ley 
1190 de 2008 el C

ongreso de la República introdujo cam
bios 

significativos en la coordinación de las entidades territoriales. 
En consecuencia, dicha coordinación ya no se encuentra ex-
clusivam

ente en cabeza del M
IJ, sino que es com

partida con el 
D

epartam
ento N

acional de Planeación (D
N

P) y A
cción Social. 

Sin em
bargo, por m

edio del A
uto 007 de 2009 la C

orte m
antu-

vo en cabeza del M
inistro del Interior y de Justicia el papel de 

1 
C

on la expedición del D
ecreto 2569 de 2000, la coordinación del 

SN
A

IPD
, anteriorm

ente en m
anos del M

inisterio del Interior, pasó 
a ser responsabilidad de la Red de Solidaridad Social, hoy A

cción 
Social.

2 
D

ecreto 2569 de 2000.

3 
Ley 387 de 1997, artículo 12, y D

ecreto 2569 de 2000, artículo 1d.

4 
Ley 387 de 1997, artículo 7, y D

ecreto 2569 de 2000, artículo 2.

5 
Véase, entre otros, D

ecreto 2569 de 2000, artículos 1j, 26 y 30. 
Tam

bién hay funciones establecidas en el D
ecreto 250 de 2005 (art. 2).

coordinador territorial. Por esa razón, a lo largo de este capítu-
lo harem

os referencia al M
IJ com

o principal ente encargado de 
la coordinación entre el SN

A
IPD

 y las entidades territoriales. 
U

na de las principales labores de coordinación es establecer 
los m

ecanism
os para que los com

ités departam
entales, distri-

tales y m
unicipales form

ulen e im
plem

enten los Planes Inte-
grales Ú

nicos (PIU
) en las respectivas entidades locales.

El tercer tipo de entidad que hace parte del esquem
a de 

coordinación son los entes territoriales, es decir, los m
unici-

pios, distritos y departam
entos. En este sentido, las funciones 

de tales entidades incluyen convocar y m
antener activos los 

com
ités territoriales

6 y articular sus planes de atención al des-
plazam

iento con el plan de desarrollo de cada entidad. A
si-

m
ism

o, son responsables de asignar recursos financieros para 
la atención de la población desplazada, y de ser los puentes 
entre las entidades territoriales inferiores (m

unicipio o depar-
tam

ento) y las entidades territoriales superiores (departam
en-

to o nivel nacional).
Existen, adem

ás, órganos específicos de coordinación in-
terinstitucional: el C

onsejo N
acional de A

tención Integral a la 
Población D

esplazada (C
N

A
IPD

) y los com
ités territoriales de 

atención integral a la población desplazada.
El C

N
A

IPD
, com

o explicam
os, es el escenario de tom

a de 
decisiones y coordinación del SN

A
IPD

. Está conform
ado por 

representantes de trece de las entidades que hacen parte de este 
últim

o. 7 Las funciones de coordinación del C
N

A
IPD

 se pueden 
sintetizar en los siguientes cinco puntos contenidos en la Ley 
387 de 1997, la sentencia T-025 y el D

ecreto 250 de 2005: 1) la 
definición de una política pública de atención a la población 
desplazada que garantice el goce efectivo de derechos; 2) la ob-
tención de recursos para la im

plem
entación de dicha política; 

3) la superación de las fallas estructurales del SN
A

IPD
 detecta-

das en la sentencia T-025; 4) la capacitación de los funcionarios 

6 
Ley 387 de 1997, artículo 7, parágrafo 3.

7 
Sobre la integración del C

N
A

IPD
 y el SN

A
IPD

, véase el capítulo 3.
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del SN
A

IPD
 para atender el problem

a del desplazam
iento, y 

5) la com
unicación y articulación con los com

ités territoriales 
en relación con la atención a la población desplazada (A

cnur 
2007: 369).

Para facilitar y agilizar el trabajo del C
N

A
IPD

 fueron con-
form

adas tres M
esas N

acionales, una por cada fase de inter-
vención (Protección y prevención, A

tención hum
anitaria de 

em
ergencia y Estabilización socioeconóm

ica), y se estableció 
una M

esa de Fortalecim
iento del proceso organizativo de la 

población desplazada. 8 D
esde sus respectivas líneas de inter-

vención, las m
esas hacen análisis y elaboran propuestas de 

ajuste a la política pública ante el C
onsejo N

acional, quien es 
el encargado de adoptar los correctivos finales.

Los com
ités m

unicipales, distritales y departam
entales de 

atención integral a la población desplazada —
denom

inados 
en conjunto com

ités territoriales—
 fueron creados para brin-

dar apoyo al SN
A

IPD
 en el ám

bito local, y tienen la función de 
planificar, diseñar, gestionar y ejecutar program

as y proyectos 
de atención a la población desplazada (Ley 387 de 1997, art. 6, 
y D

ecreto 250 de 2005). Estos son las instancias articuladoras 
de coordinación y gestión interinstitucional del SN

A
IPD

 para 
im

plem
entar las políticas públicas y la asignación de recur-

sos en el territorio de su com
petencia. Bajo este entendido, a 

los com
ités territoriales les corresponde establecer m

ecanis-
m

os de alerta, form
ular y actualizar los planes de prevención, 

identificar zonas de riesgo, elaborar y hacerle seguim
iento al 

Plan Integral Ú
nico y, cuando ocurre el desplazam

iento, de-
ben brindar la prim

era respuesta de em
ergencia. Los C

om
ités 

se organizan y operan a través de m
esas de trabajo regionales 

o com
isiones tem

áticas, com
puestas por representantes ins-

titucionales y com
unitarios, que tienen com

o objetivo traba-
jar alrededor de los tem

as que responden a las estrategias de 
atención del SN

A
IPD

. 9

8 
D

ecreto 250 de 2005, num
eral 6.

9 
Véase, en el m

ism
o sentido, D

ecreto 250 de 2005 (art. 2.6.3.).

Para com
pletar el panoram

a del esquem
a de coordinación, 

resta m
encionar los dos instrum

entos específicos que han sido 
diseñados com

o “cartas de navegación” para las anteriores 
agencias y órganos: el Plan N

acional de A
tención Integral a 

la Población D
esplazada (en adelante Plan N

acional de A
ten-

ción), adoptado m
ediante el D

ecreto 250 de 2005, y el Plan In-
tegral Ú

nico (PIU
), que el m

ism
o decreto creó para que sirvie-

ra de instrum
ento de coordinación de los com

ités territoriales 
y sus m

esas. C
om

o verem
os, estos dos instrum

entos fueron 
resultado de órdenes de la C

orte y constituyen hoy, según el 
análisis del A

cnur (2007: 367), “las herram
ientas básicas de co-

ordinación, en la m
edida en que fijan las acciones que, tanto 

en el nivel nacional com
o en el departam

ental y m
unicipal, 

deben desarrollarse para alcanzar los objetivos del Sistem
a”. 10

¿C
óm

o surgió este sistem
a de coordinación? Veam

os cuál 
era el panoram

a antes de la sentencia T-025, y cóm
o ésta y los 

autos posteriores incidieron en la conform
ación del sistem

a.

El diagnóstico  
y la intervención de la C

orte
Las fallas de coordinación fueron constatadas en la m

ism
a 

sentencia T-025. Los m
últiples vacíos encontrados por la C

orte 
pueden ser clasificados en cuatro categorías. Prim

ero, el tribu-
nal halló deficiencias en la asignación de funciones y respon-
sabilidades de las distintas instituciones que hacen parte del 
SN

A
IPD

. Segundo, constató la duplicación de funciones entre 
la N

ación y los entes territoriales. La sentencia presentó estas 
dos falencias en los siguientes térm

inos:
La asignación de funciones y responsabilidades a las distintas enti-
dades es difusa. Esto se evidencia en que aunque a las entidades que 
com

ponen el SN
A

IPD
 y las entidades territoriales se les designan fun-

ciones de acuerdo a sus com
petencias, la norm

atividad no es precisa 
acerca de qué debe cum

plir cada una de ellas y en m
uchas ocasiones, 

las responsabilidades se encuentran duplicadas. 11

10 
Véase, en el m

ism
o sentido, D

ecreto 250 de 2005 (art. 2.6.3.).

11 
El auto 178 de 2005 (num

eral 3.6. vi.) reitera que “la falta de 
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La tercera causa de descoordinación detectada por la C
orte 

fue la falta de herram
ientas de coordinación. Según la senten-

cia, “la Red de Solidaridad [hoy A
cción Social], que se supone 

tiene funciones de coordinación, no tiene instrum
entos ade-

cuados para ejercer una coordinación de m
anera efectiva res-

pecto de las dem
ás entidades integrantes del SN

A
IPD

”. 12

Finalm
ente, el fallo destacó la falta de conform

ación de los co-
m

ités m
unicipales, a pesar de lo ordenado por la Ley 387 de 1997. 13 

La m
ism

a falencia había sido detectada en sentencias anterio-
res, com

o la T-1346 de 2001, en la que el tribunal constitucional 
ordenó la constitución del com

ité m
unicipal en un plazo de 

diez días. 14

N
uestras entrevistas ofrecieron abundante evidencia sobre 

las fallas diagnosticadas por la C
orte. Por ejem

plo, la falta de 
articulación entre las distintas entidades fue señalada por el 
funcionario del M

inisterio de A
m

biente, V
ivienda y D

esarro-
llo Territorial en los siguientes térm

inos:

A
ntes [de los autos de seguim

iento], por la tradición adm
inistrativa 

que se tenía en el Estado, por la independencia de cada una de las 
carteras […

], se m
anejaba el tem

a del desplazam
iento m

uy desarticu-
ladam

ente. Entonces difícilm
ente se encontraba que para responder a 

una población objetivo con una dificultad se m
etieran todos los pro-

ductos de la oferta institucional en una bolsa. C
ada uno lo ofertaba 

por su lado, se atendía separadam
ente. 15

Igualm
ente, la funcionaria de A

cción Social encargada del 
tem

a se refirió a la falta de precisión en las funciones de las en-
tidades y la sobreposición de responsabilidades. Para ella, “la 
Red de Solidaridad había asum

ido roles que no le correspon-

claridad en la definición de las com
petencias institucionales” es una 

de las fallas institucionales que persisten año y m
edio después de 

proferida la sentencia.

12 
C

orte 
C

onstitucional, 
sentencia 

T-025 
de 

2004, 
A

partado 
6.3.1.1.iii.

13 
Ibíd., A

partado 6.3.1.2.i.

14 
Véase tam

bién, C
orte C

onstitucional, sentencia T-098 de 2002, en 
la que analizó la falta de coordinación de las entidades del SN

A
IPD

.

15 
Entrevista con Luis D

om
ingo G

óm
ez, M

inisterio de A
m

biente, 
V

ivienda y D
esarrollo, enero de 2009.

dían. ¿Para qué? Para dar una respuesta integral a la población. 
Entonces se em

pezó a atender al interior de la Red de Solidari-
dad a la población desplazada con diferentes program

as, pro-
gram

as que otras entidades tenían la com
petencia de hacer”. 16

El m
ism

o G
obierno nacional, dos años después del fallo, 

confirm
ó el diagnóstico en una respuesta a la C

orte, al sostener 
que “aunque la Ley 387 de 1997 y su D

ecreto reglam
entario 2569 

de 2000, daban líneas claras para la com
posición y el funcio-

nam
iento del SN

A
IPD

, hay que aceptar que en la práctica éste 
no estaba actuando de acuerdo con la dim

ensión del desplaza-
m

iento forzado en C
olom

bia” (C
N

A
IPD

 2006: A
parte IV.a). 

C
on base en este diagnóstico, la C

orte expidió una serie de 
órdenes específicas, prim

ero en la sentencia y luego en los au-
tos de seguim

iento. A
sí, por ejem

plo, ordenó al C
N

A
IPD

 adop-
tar un program

a de acción, con un cronogram
a preciso, enca-

m
inado a corregir las falencias en la capacidad institucional. 17 

Igualm
ente, ante la ausencia de los com

ités m
unicipales, el fa-

llo indicó que:

es preciso que tales entidades [territoriales] adopten decisiones que 
garanticen un m

ayor com
prom

iso, com
o lo ordena […

] la Ley 387 de 
1997 al señalar que las autoridades territoriales convocarán los C

o-
m

ités de A
tención a la Población D

esplazada. D
icha convocatoria es 

obligatoria en los m
unicipios en donde se presenten situaciones de 

desplazam
iento forzado. 18

A
sim

ism
o, la C

orte reiteró las responsabilidades jurídicas 
de las distintas entidades. Por ejem

plo, en relación con la au-
sencia de los com

ités territoriales, enfatizó que “el M
inisterio 

del Interior tenía la obligación de prom
over que los goberna-

dores y alcaldes crearan los com
ités m

unicipales, distritales y 
departam

entales, en virtud de la Ley 387 de 1997 (art. 7). 19

16 
Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de A
tención a la po-

blación desplazada de A
cción Social, 8 de enero de 2009.

17 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, Parte resolutiva, 

O
rden cuarta.

18 
Ibíd., O

rden tercera.

19 
Idem

.
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U
no de los prim

eros autos de seguim
iento que ahondó en 

el tem
a fue el 177 de 2005, en el que la C

orte afirm
ó que el 

M
inisterio le venía dando una lectura exegética a la palabra 

“prom
over”, dejando de lado sus obligaciones de coordinar y 

evaluar las políticas y los program
as adelantados por los en-

tes territoriales. Por ello, le ordenó “diseñar, im
plem

entar y 
aplicar prontam

ente una estrategia de prom
oción y de coor-

dinación de esfuerzos nacionales y territoriales que conduzca 
efectivam

ente a que las entidades territoriales asum
an un m

a-
yor com

prom
iso tanto presupuestal com

o adm
inistrativo para 

la atención de la población desplazada”.
A

sim
ism

o, el A
uto 178 de 2005, que hizo un seguim

iento 
integral a cada uno de los aspectos identificados en la T-025 
com

o causales del estado de cosas inconstitucional (EC
I), eva-

luó el nivel de cum
plim

iento de la m
encionada orden dirigida 

al C
N

A
IPD

, en el sentido de establecer un program
a de acción 

encam
inado a corregir las falencias en la capacidad institucio-

nal. El análisis llevó a la C
orte a señalar “la falta de instrum

en-
tos de coordinación adecuados para la Red de Solidaridad” 
com

o una de las falencias que no habían sido superadas y, 
nuevam

ente, a ordenar al C
N

A
IPD

, en un plazo de tres m
e-

ses, poner en m
archa un program

a de acción coordinado para 
superar dichas fallas.

¿H
an sido eficaces estas órdenes? En otras palabras, ¿cuáles 

han sido el alcance y las lim
itaciones del efecto coordinador 

buscado por la C
orte? En las siguientes dos secciones exam

i-
nam

os la evidencia sobre este efecto. C
om

enzam
os por m

os-
trar que la C

orte ha tenido un im
pacto racionalizador sobre la 

adm
inistración pública, y pasam

os luego a analizar las form
as 

persistentes de desarticulación institucional que ilustran los 
lím

ites de ese im
pacto.

El alcance del efecto coordinador
A

nte la pregunta sobre el principal im
pacto de la sentencia 

T-025, varios de los entrevistados señalaron el efecto coordi-
nador. En este sentido, es representativa la respuesta de una 

de las funcionarias del D
epartam

ento N
acional de Planea-

ción: “la sentencia lo que dijo fue: vam
os a ordenar la casa”. 20 

D
e form

a sim
ilar, una funcionaria del M

inisterio de Educa-
ción, que tam

bién ha estado vinculada a las políticas sobre 
desplazam

iento desde la expedición de la Ley 387 de 1997, 
explicó las palabras de la C

orte de la siguiente m
anera: 

“aquí hay que hacer una parada. Vam
os a organizar la casa. 

[…
] y la sentencia le perm

itió al G
obierno em

pezar a decir, 
qué le toca a todos, qué le toca a unos y qué es lo que va-
m

os a em
pezar a responder de m

aneras m
ás puntuales”. 21 

A
sim

ism
o, la funcionaria del M

inisterio de la Protección Social 
encargada del tem

a del desplazam
iento señaló que la C

orte 
“ha obligado a que todas las entidades com

iencen a coordinar 
su trabajo en el tem

a”. 22

Por tanto, las opiniones de los funcionarios entrevistados 
sugieren la existencia de un efecto coordinador general, m

e-
diante el cual la T-025 facilitó la articulación entre las distintas 
entidades. Pero específicam

ente, ¿en qué consistió ese efecto? 
Para responder esta pregunta analizam

os la evidencia sobre el 
efecto en los tres niveles de coordinación resaltados al com

ien-
zo de este capítulo, es decir, en el nivel nacional (entre las enti-
dades que conform

an el SN
A

IPD
), en el de las entidades terri-

toriales, y entre el nivel central y las autoridades territoriales.

La coordinación en el nivel nacional: el SN
A

IPD
La sentencia y los autos posteriores

23 sirvieron para fijar las 
responsabilidades del SN

A
IPD

 y, de esta form
a, im

pulsaron 
la racionalización del Sistem

a. En este sentido, el funcionario 

20 
Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.

21 
Entrevista con yaneth G

uevara, M
inisterio de Educación, febre-

ro de 2009.

22 
Entrevista con Susana H

elfer, M
inisterio de la Protección Social, 

21 de enero de 2009.

23 
A

dem
ás de los dos autos ya m

encionados —
177 y 178 de 2005—

, 
los otros autos que abordaron el tem

a de la descoordinación institu-
cional fueron los autos 218 y 266 de 2006 y 052 de 2008.
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del M
inisterio de A

m
biente, V

ivienda y D
esarrollo Territorial 

a cargo del grupo de desplazam
iento señaló cóm

o la T-025:

H
a servido para aprovechar de m

ejor m
anera el Sistem

a N
acional de 

A
tención Integral a la Población D

esplazada. […
] Se ha logrado con el 

tiem
po un poco de m

ayor coordinación a un nivel m
ucho m

ás cercano 
para articular todo el tem

a de la oferta institucional. Se ha superado 
poco a poco el tem

a del recelo institucional, por la existencia de la 
necesidad de dar soluciones integrales y coordinadas. 24

Los principales indicadores de los avances en m
ateria de 

coordinación en el SN
A

IPD
 son: 1) los cam

bios en el C
N

A
IPD

, 
el órgano creado para discutir y diseñar respuestas com

unes 
a los problem

as relacionados con el desplazam
iento, y 2) la 

form
ulación del Plan N

acional para la A
tención Integral a la 

Población D
esplazada.

A
 partir de m

arzo de 2004, pocos m
eses después de expe-

dida la sentencia, el C
N

A
IPD

 retom
ó su dinám

ica regular des-
pués de dos años de inactividad. D

esde ese m
om

ento, asum
ió 

el liderazgo en el diseño de las políticas públicas, y se convir-
tió en la instancia de seguim

iento del avance y los obstáculos 
en el cum

plim
iento de lo ordenado por la C

orte (A
cnur 2007: 

349). Bajo ese m
arco, a partir de diciem

bre de 2005, estableció 
la expedición de acuerdos com

o m
ecanism

o de com
unicación 

y adopción de sus decisiones.
C

om
o se vio en el capítulo anterior, las referencias expresas 

a la sentencia y a los autos de cum
plim

iento en los acuerdos 
del C

N
A

IPD
 revelan la influencia directa de la C

orte. En m
a-

teria de coordinación sucedió lo m
ism

o. El acuerdo 7 de 2006 
tom

ó en consideración lo dicho por la C
orte en la T-025 y el 

A
uto 218 de 2006, y creó el grupo interinstitucional de segui-

m
iento perm

anente del Sistem
a. El objetivo de este grupo era 

facilitar la com
unicación entre las instituciones del SN

A
IPD

, 
evaluar la política pública en m

ateria de atención al desplaza-
m

iento, realizar seguim
iento a los program

as adelantados por 

24 
Entrevista con Luis D

om
ingo G

óm
ez, M

inisterio de A
m

biente, 
V

ivienda y D
esarrollo Territorial, enero de 2009.

cada una de las entidades, y revisar la oferta institucional y 
proponer m

odificaciones.
O

tra de las acciones adoptadas por el C
N

A
IPD

 con el obje-
tivo de lograr una m

ayor com
unicación entre las instituciones 

del SN
A

IPD
 fue la conform

ación de m
esas tem

áticas y de co-
m

ités técnicos. El A
cnur señaló la utilidad de algunas de es-

tas m
esas y com

ités para la discusión com
ún de problem

as, la 
adopción de políticas, el intercam

bio de inform
ación entre las 

diferentes entidades y la coordinación del Sistem
a. Según el 

inform
e sistem

ático del A
cnur, “los resultados, en particular 

en la m
esa de estabilización socioeconóm

ica y del com
ité de 

vivienda, son apreciables en térm
inos de la adopción de m

edi-
das en la flexibilización de la oferta institucional” (2007: 368).

La segunda m
uestra del im

pacto de la C
orte sobre la co-

ordinación del SN
A

IPD
 fue la adopción del Plan N

acional 
de A

tención Integral a la Población D
esplazada, a través del 

D
ecreto 250 de 2005, que actualizó el plan anterior (D

ecreto 
173 de 1998). La T-025 identificó com

o una de las falencias 
del sistem

a la ausencia de instrum
entos adecuados en m

anos 
de A

cción Social para ejercer una coordinación efectiva res-
pecto de las dem

ás instituciones integrantes del SN
A

IPD
. 25 

C
on la expedición de dicho Plan un año después del fallo, 

se superó form
alm

ente esta falencia institucional. El D
ecreto 

250 estableció desde principios rectores y objetivos generales, 
hasta líneas estratégicas de atención y fases de intervención, 
pasando por un recuento de las instancias de coordinación del 
sistem

a. El Plan es, en síntesis, “la herram
ienta básica de co-

ordinación” (A
cnur 2007: 350) y, por ende, es “una de las m

ás 
im

portantes m
edidas de política adoptadas por las autorida-

des en la vía de la superación del EC
I” (A

cnur 2007: 369).

La coordinación en las entidades territoriales
En el ám

bito local, el indicador m
ás claro de avance en la co-

ordinación com
o resultado de la intervención de la C

orte fue 

25 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6.3.1.1.
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la puesta en m
archa de los com

ités m
unicipales, distritales y 

departam
entales ordenados por la C

orporación. C
om

o lo se-
ñaló una funcionaria del D

epartam
ento N

acional de Planea-
ción, “en m

ateria de desplazam
iento, se debe reconocer que 

una de las bondades de las sentencias es que al pedir inform
es 

y al pedir que se pongan en m
archa los C

om
ités que crea la 

Ley, pide y obliga que las acciones sean coordinadas. A
dem

ás, 
estandariza las acciones, lo cual es positivo”. 26

El D
ecreto 250 de 2005 no avanzó en la definición de 

los roles que deberían cum
plir las entidades de los dis-

tintos niveles, tal y com
o exigía la T-025. Sin em

bargo, re-
saltó la im

portancia de tener en cuenta las particularida-
des regionales y locales en el desarrollo de las políticas, 27 

y reglam
entó el funcionam

iento de los com
ités territoriales. 

Por un lado, estableció que los com
ités se debían organizar y 

operar a través de las m
esas de trabajo regionales o las com

i-
siones tem

áticas, com
puestas por representantes instituciona-

les y com
unitarios, con el objetivo de trabajar en torno a los 

tem
as relevantes para el sistem

a de atención del SN
A

IPD
. 28 

Por el otro, determ
inó que los C

om
ités serían los responsables 

de form
ular los Planes Integrales Ú

nicos (PIU
). Por ello, el nú-

m
ero de m

esas de trabajo o com
isiones técnicas reunidas en 

un año, así com
o el núm

ero de PIU
 aprobados o en proceso de 

form
ulación son indicadores del grado de funcionam

iento de 
los com

ités territoriales.
El PIU

 es una herram
ienta de planeación estratégica que 

debe construirse de m
anera colectiva y participativa en el m

ar-
co de los com

ités territoriales. En este sentido, es un instru-
m

ento de coordinación de las acciones de prevención y aten-
ción al desplazam

iento de las diferentes instituciones de los 
niveles nacional, departam

ental y m
unicipal que hacen parte 

26 
Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.

27 
D

ecreto 250 de 2005, artículo 1.1.

28 
D

ecreto 250 de 2005, artículo 6.

del SN
A

IPD
. El PIU

 está constituido por tres com
ponentes: la 

caracterización territorial y poblacional; la planeación estraté-
gica; y el seguim

iento, el m
onitoreo y la evaluación.

El núm
ero de com

ités y de PIU
 ha venido en aum

ento, aun-
que lentam

ente. Según los registros de la U
nidad Técnica C

on-
junta (U

TeC
) a septiem

bre de 2006, de los 32 departam
entos, la 

gran m
ayoría (29) tenían com

ités territoriales activos y habían 
diseñado un PIU

, aunque sólo cinco PIU
 habían sido aproba-

dos. A
sim

ism
o, el núm

ero de m
esas tem

áticas constituidas 
pasó de ninguna en 2004 a 108 en 2006 (U

TeC
 2006, citado en 

A
cnur 2007: 372).

A
 nivel distrital y m

unicipal, a septiem
bre de 2006, 253 m

u-
nicipios y distritos (es decir, cerca de la quinta parte de las 
localidades del país) habían trabajado en la form

ulación del 
PIU

, y 39 de ellos ya lo tenían aprobado. D
e igual m

anera, en 
el núm

ero de m
esas tem

áticas constituidas a nivel m
unicipal 

y distrital se pasó de cero en 2004 a 404 en septiem
bre de 2006 

(U
TeC

 2006, citado en A
cnur 2007: 372).

A
lgunos gobiernos territoriales hicieron avances im

portan-
tes. El M

inisterio del Interior explicó que 29 de los 32 depar-
tam

entos habían incluido el tem
a de atención a la población 

desplazada en sus Planes de D
esarrollo D

epartam
ental. A

si-
m

ism
o, señaló que siete departam

entos habían adoptado un 
presupuesto especial para el tem

a, habían creado y puesto en 
funcionam

iento los com
ités, y form

ulado y articulado los PIU
 

a los Planes de D
esarrollo D

epartam
ental. En la m

ism
a línea, 

los gobiernos de las ciudades de Bogotá, C
artagena y M

edellín 
incorporaron en sus planes de desarrollo la atención a la po-
blación desplazada. El caso de esta últim

a ciudad fue resaltado 
por los m

edios, que señalaron com
o “hecho cierto y m

eritorio 
[…

] que por prim
era vez el fenóm

eno del desplazam
iento fue 

incluido en un plan de desarrollo de M
edellín”. 29

29 
El Tiem

po, “Por fin incluyen a desplazados”, 29 de m
ayo de 

2004.
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La evidencia directa y m
ás com

pleta que existe sobre la ac-
tuación de las entidades territoriales son las respuestas que las 
gobernaciones y alcaldías dieron al cuestionario que la C

orte 
les envió a finales de 2008 (m

ediante el A
uto 052 de ese año). 30 

C
om

o verem
os, las respuestas a las doce preguntas de la C

orte 
m

uestran que los avances de la m
ayor parte de las entidades 

territoriales han sido bastante lim
itados. Sin em

bargo, en las 
respuestas de algunas autoridades locales se evidencia el im

-
pacto positivo de los PIU

 y los com
ités sobre desplazam

iento. 
La G

obernación del departam
ento de Putum

ayo, por ejem
plo, 

afirm
ó haber adoptado el PIU

 y reconoció su im
portancia com

o 
m

ecanism
o de coordinación y organización adm

inistrativa:

Sí [tenem
os PIU

]. Para la im
plem

entación del PIU
 desde el 2005 en 

adelante se dispone de un equipo de profesionales cuya m
isión es co-

ordinar y articular acciones orientadas a la atención integral de la po-
blación desplazada. El PIU

 se ha convertido en la carta de navegación 
para atender la problem

ática del desplazam
iento en la región. […

] Sin 
duda alguna el im

pacto en la com
unidad en situación de desplaza-

m
iento es positivo, ya que ha perm

itido coordinar y articular accio-
nes del orden local, regional, nacional y de organism

os cooperantes 
orientadas a atender a la población en situación de desplazam

iento 
(C

ijus 2009). 

Los avances en m
ateria de coordinación tam

bién han sido 
resaltados por algunos actores de la sociedad civil. Por ejem

-
plo, en la audiencia de rendición de cuentas ante la C

orte el 
10 de julio de 2009, un representante de la C

om
isión de Segui-

m
iento com

paró la situación en ese entonces con la descoordi-
nación evidenciada en balances anteriores, y concluyó:

En la audiencia del 1 de m
arzo de 2007, el M

inisterio del Interior había 
planteado que la descentralización era un obstáculo. En cam

bio, hoy 
vem

os que existe m
ayor disponibilidad de coordinación, por lo que 

consideram
os que el D

ecreto 1997 de 2009 es un prim
er paso im

por-
tante. El decreto prevé que el D

epartam
ento N

acional del Planeación 

30 
Las respuestas de las entidades territoriales al A

uto 052 de 2008 
fueron sistem

atizadas en un inform
e del C

entro de Investigaciones 
Sociojurídicas (C

ijus) de la U
niversidad de los A

ndes (C
ijus 2009), que 

tom
am

os com
o fuente de las citas y el análisis de dichas respuestas.

proponga una territorialización de la inversión nacional en el proyecto 
de presupuesto, pide a los entes territoriales que establezcan recursos 
y que en los planes de desarrollo se tenga en cuenta los PIU

, así com
o 

posibilidades de atención a la población desplazada.

La coordinación entre el G
obierno nacional  

y los entes territoriales
C

om
o se explicó, el M

inisterio del Interior y de Justicia es la 
entidad del SN

A
IPD

 encargada de la coordinación entre las 
entidades territoriales y el nivel central. En cum

plim
iento de 

esa función, hizo algunos esfuerzos prelim
inares tras la expe-

dición de la sentencia, especialm
ente m

ediante la convocatoria 
a sesiones de discusión. En m

ayo de 2006, por ejem
plo, El Tiem

-
po resaltaba que: “el M

inisterio del Interior y Justicia realizará 
a partir de este m

es y hasta agosto ocho encuentros regionales 
en los que estarán, adem

ás de A
cción Social, el M

inisterio de 
H

acienda, el A
cnur, los secretarios departam

entales de gobier-
no y ciudades capitales”. En la m

ism
a nota, el diario aclaraba 

que se trataba de una reacción del G
obierno ante las órdenes 

de la C
orte: “la idea del M

inisterio del Interior y de Justicia, 
según dice el docum

ento enviado a la C
orte, es m

irar cuáles 
son las acciones específicas para dar respuesta adecuada a los 
problem

as que tienen los desplazados en cada región”. 31

La respuesta inicial del M
inisterio, sin em

bargo, no fue 
m

ucho m
ás allá de la realización de reuniones sin efectos con-

cretos. D
e ahí que, dos años después de la T-025, el M

inisterio 
seguía sin cum

plir su papel articulador. A
sí lo m

uestra el A
uto 

218 de 2006 expedido por la C
orte, que resaltó esta falla com

o 
una de las diez m

ás graves del sistem
a de políticas sobre des-

plazam
iento.

En respuesta a la insistencia de la C
orte, el M

inisterio creó, 
en septiem

bre de 2006, el G
rupo de C

oordinación y Segui-
m

iento a D
epartam

entos y M
unicipios en m

ateria de A
tención 

31 
El Tiem

po, “C
orte, a calificar tarea final sobre desplazados”, 13 

de m
ayo de 2006.
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a la Población D
esplazada. Este grupo interno tiene dos fun-

ciones principales. Prim
ero, prom

over el cum
plim

iento de las 
obligaciones de los alcaldes y gobernadores frente al tem

a del 
desplazam

iento, y asesorarlos en esa tarea. Segundo, coordi-
nar acciones con las autoridades territoriales a fin de fortalecer 
los esfuerzos adm

inistrativos y presupuestales para la aten-
ción integral de la población desplazada por la violencia.

La acción del M
inisterio ha tenido efectos que, aunque in-

suficientes, m
arcan avances im

portantes en la solución de al-
gunas de las fallas de coordinación detectadas por la C

orte, 
com

o lo ha reportado el m
ism

o M
inisterio y lo han reconocido 

otros actores del cam
po. En el inform

e de seguim
iento envia-

do a la C
orte a finales del año 2008, el M

inisterio presentó lo 
que calificó com

o avances en m
ateria de coordinación y com

-
prom

iso de las entidades territoriales. Según dicho inform
e, el 

trabajo del M
inisterio con las entidades territoriales ha llevado 

al aum
ento del presupuesto que éstas dedican a la atención 

de la población desplazada. Según las cifras de la entidad, el 
97%

 de departam
entos y de las ciudades capitales y el 64%

 de 
los m

unicipios con m
ayor desplazam

iento aum
entaron dicho 

presupuesto. Igualm
ente, el M

inisterio sostuvo que ha brin-
dado asesoría técnica para el fortalecim

iento institucional a 
m

unicipios y departam
entos, y ha acom

pañado con recursos 
técnicos la form

ulación de los PIU
.

El avance fue resaltado por el A
cnur, que señaló que:

el M
inisterio [del Interior y de Justicia] ha venido ejecutando acciones 

con el objetivo de dar respuesta a las órdenes establecidas por la C
orte 

C
onstitucional. Este ejercicio ha perm

itido establecer un contacto con 
las entidades territoriales, en función de la atención al desplazam

ien-
to, con el que no se contaba en el pasado (A

cnur 2007: 383).

D
icho avance tam

bién es m
encionado en algunas de las 

respuestas de las autoridades territoriales al cuestionario de 
la C

orte (A
uto 052 de 2008). A

 m
anera de ejem

plo, el m
unici-

pio de Filandia en el departam
ento de Q

uindío indicó que las 
principales acciones realizadas por el M

inisterio del Interior 
com

o agente coordinador habían sido:

[…
] capacitaciones y orientaciones técnicas para la ejecución del program

a, 
m

onitoreo a las actividades ejecutadas de acuerdo con las exigencias legales, 
divulgación de inform

ación legal y procedim
ental a través de publicaciones 

docum
entales e Internet y asistencia técnica a través de solución de inquie-

tudes, consultas y orientaciones para el m
ejor cum

plim
iento de la función 

(C
ijus 2009). 

En tiem
pos m

ás recientes, el avance fue resaltado tanto por 
el G

obierno com
o por la sociedad civil durante la audiencia de 

rendición de cuentas del 10 de julio de 2009. A
nte la pregunta 

form
ulada en la audiencia por el m

agistrado Luis Ernesto Var-
gas sobre qué había hecho A

cción Social para m
ejorar la coordi-

nación con las autoridades territoriales y para fortalecer el tra-
bajo interinstitucional, el director de esta entidad respondió:

A
ntes todo era de A

cción Social. La C
orte y los organism

os de control 
han ayudado a exigir que todas las entidades actúen. ya no es solo 
A

cción Social. Por ejem
plo, el M

inisterio del Interior es quien ahora 
coordina a departam

entos y m
unicipios. N

o podem
os volver a la si-

tuación de “eso le corresponde a A
cción Social”. 32

Por parte de la sociedad civil, el director de C
odhes, en 

nom
bre de la C

om
isión de Seguim

iento, afirm
ó tam

bién que 
“se han dado avances que la C

om
isión de Seguim

iento es la 
prim

era en reconocer. Se han increm
entado los recursos pre-

supuestales para atender el desplazam
iento, existen avances 

institucionales de coordinación y adopción de un enfoque de 
derechos”. 33

En síntesis, con base en la evidencia expuesta en esta sec-
ción, ¿qué im

pacto ha tenido el proceso de seguim
iento sobre 

las cuatro fallas de coordinación detectadas por la C
orte en la 

sentencia T-025? N
uestro análisis m

uestra que el efecto coordi-
nador ha tenido incidencia sobre dos de las cuatro fallas resal-
tadas por la C

orte y expuestas anteriorm
ente. D

e un lado, ha 

32 
Luis A

lfonso H
oyos, director de A

cción Social, A
udiencia de 

rendición de cuentas, C
orte C

onstitucional, Bogotá, 10 de julio de 
2009.

33 
M

arco Rom
ero, director de C

odhes, A
udiencia de rendición de 

cuentas, C
orte C

onstitucional, Bogotá, 10 de julio de 2009.
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contribuido a llenar el vacío de m
ecanism

os de coordinación, 
específicam

ente a través de la creación del Plan N
acional de 

A
tención Integral a la Población D

esplazada y la form
ulación 

de los PIU
. D

e otro lado, ha logrado un aum
ento considerable 

en el núm
ero de com

ités territoriales, los organism
os especia-

lizados que, a pesar de haber sido ordenados por la Ley 387 de 
1997, seguían sin ser conform

ados en 2004, cuando fue expedi-
da la sentencia T-025.

La descoordinación de la adm
inistración pública, sin em

-
bargo, ha sido uno de los vacíos m

ás duraderos y resistentes 
de la atención a la población desplazada. En la siguiente sec-
ción m

ostram
os cóm

o, de hecho, el efecto coordinador ha he-
cho escasa m

ella en las otras dos fallas detectadas por la C
orte: 

la indefinición de las funciones y las responsabilidades de las 
entidades, y la duplicación de tareas.

Las lim
itaciones del efecto coordinador

Las fallas persistentes de coordinación pueden ser vistas con 
m

ayor claridad —
y contrastadas con los avances reseñados—

 
si se analizan en los m

ism
os tres niveles que hem

os resaltado a 
lo largo del capítulo, esto es: 1) los problem

as de coordinación 
del nivel nacional, específicam

ente el SN
A

IPD
; 2) los vacíos en 

las entidades territoriales, y 3) las dificultades de coordinación 
entre el nivel central y las entidades territoriales. Veam

os cada 
uno de ellos.

La descoordinación en el nivel nacional:  
el SN

A
IPD

A
 pesar de los avances m

encionados, la falta de coordinación 
entre las instituciones del G

obierno nacional continuaba sien-
do un obstáculo para la atención a la población desplazada. 
En 2008, por ejem

plo, la C
ontraloría G

eneral de la N
ación 

inform
aba a la C

orte que la m
ayor articulación form

al no se 
traducía, en la práctica, en una m

ayor coordinación entre las 
entidades ni en m

ejoras para la población desplazada. Según 
la C

ontraloría:

no se observa el efecto real de la coordinación institucional frente a las 
necesidades de la población objetivo en cada uno de los com

ponentes 
de la política. […

] D
e igual m

anera, los inform
es de auditoría de las 

vigencias 2006 y 2007, evidenciaron desarticulación y falta de coor-
dinación entre los diferentes program

as de A
cción Social, lo que no 

perm
ite sum

ar esfuerzos para brindar una m
ejor atención y adecuada 

cobertura de la población beneficiaria. 34

En 2009, la C
orte constataba la descoordinación en distin-

tos program
as, com

o los que buscan estabilizar social y econó-
m

icam
ente a las víctim

as del desplazam
iento. Según la C

orte, 
los program

as de vivienda, generación de ingresos y de ca-
pacitación laboral “funcionan sin articulación entre ellos y no 
hacen parte de una política integral y com

plem
entaria bajo el 

propósito com
ún de que los desplazados superen su situación 

de pobreza”. 35

La continua desarticulación proviene de dos fallas centrales: 
la falta de com

unicación entre entidades y el desbordam
iento 

de A
cción Social com

o organism
o coordinador. En cuanto a 

lo prim
ero, A

cnur ha resaltado que las decisiones adoptadas 
por el C

N
A

IPD
 no son conocidas por los funcionarios de las 

unidades territoriales de A
cción Social, pese a que am

bos son 
los coordinadores del SN

A
IPD

 (A
cnur 2007: 370). La falta de 

com
unicación interinstitucional efectiva fue resaltada de nue-

vo por la C
orte en 2009, cuando señaló que A

cción Social con-
tinuaba teniendo problem

as para verificar, com
partir y hacer 

pública la inform
ación de los servicios que se prestan en cada 

uno de los com
ponentes de la política. 36

En cuanto a lo segundo, A
cción Social sigue siendo un 

nodo coordinador claram
ente deficiente. D

e hecho, por una 
com

binación de falta de capacidad y eficiencia institucional, 
y falta de voluntad política de algunos de sus funcionarios, 
A

cción Social se ha m
ostrado desbordada por el fenóm

eno del 

34 
C

orte C
onstitucional, A

uto 008 de 2009, num
eral 50.

35 
Ibíd., num

eral 51.

36 
Idem

.
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desplazam
iento. A

dem
ás de la coordinación del SN

A
IPD

, esta 
entidad es responsable de la ejecución de labores operativas 
de atención a la población desplazada que ocupan entre el 44 
y el 58%

 de los recursos destinado a la atención del desplaza-
m

iento forzado en el nivel nacional (A
cnur 2007: 375). A

l m
is-

m
o tiem

po, A
cción Social está encargada de la adm

inistración 
de otras instituciones y program

as, com
o el Fondo de Repara-

ción y Reconciliación y la Red de Lucha para la Superación de 
la Pobreza Extrem

a (Juntos).
C

om
o fue evidente en la rendición de cuentas del direc-

tor de A
cción Social ante la C

orte en 2009, la entidad se ha 
m

ostrado incapaz de cum
plir este conjunto de funciones, y ha 

quedado envuelta en su propias lim
itaciones institucionales y 

las lim
itaciones de la voluntad política del G

obierno nacional 
(Rodríguez G

aravito y Rodríguez Franco 2009). El resultado es 
que, por lo m

enos hasta 2010 y a pesar de las m
últiples órde-

nes de la C
orte en este sentido, la entidad seguía sin funcionar 

com
o el nodo coordinador requerido por una política pública 

com
pleja com

o la relativa al desplazam
iento forzado.

La descoordinación en las entidades territoriales
Las evaluaciones hechas por distintos actores revelan tres fa-
llas persistentes en este nivel. Prim

ero, la acción de los com
ités 

m
unicipales se ha centrado en la atención de em

ergencias y 
no en la planeación, prevención y coordinación de la política 
(A

cnur 2007: 371). Segundo, al igual que en el nivel central, las 
entidades territoriales presentan problem

as profundos de co-
m

unicación interinstitucional, especialm
ente entre los com

ités 
departam

entales y los m
unicipales (A

cnur 2007: 367). 37

U
na tercera falla de coordinación proviene de la escasa im

-
plem

entación de los PIU
 que han sido form

ulados En el caso 
de los departam

entos de N
ariño y Putum

ayo, por ejem
plo, el 

M
inisterio del Interior inform

ó en 2008 que “a pesar de tener 

37 
La excepción m

ás notable es el departam
ento de A

ntioquia.

un PIU
 construido y com

ités creados y en funcionam
iento, te-

nían m
uy baja capacidad presupuestal e institucional, un bajo 

nivel de participación de autoridades territoriales y baja ar-
ticulación m

unicipal”. 38 Igualm
ente, el M

inisterio destacó el 
caso de C

hocó y Boyacá, “donde contaban con PIU
 pero no ha-

bían hecho los ajustes presupuestales y persistía una baja arti-
culación m

unicipal”
 (M

inisterio del Interior y de Justicia 2008).
C

asos sim
ilares se hicieron evidentes en las respuestas de 

las entidades territoriales al cuestionario que les envió la C
orte 

(A
uto 052 de 2009). Por ejem

plo, la G
obernación del departa-

m
ento de C

asanare sostuvo que:

En el año 2006 se realizó un ejercicio de planificación y se form
uló 

el PIU
. N

o obstante, por falta de coordinación interinstitucional este 
plan no fue im

plem
entado por el C

om
ité D

epartam
ental vigente en la 

época. Lo anterior no im
plica que las instituciones no hayan realizado 

acciones a favor de la población desplazada, de hecho cada una de 
estas instituciones tienen resultados reflejados individualm

ente (M
i-

nisterio del Interior y de Justicia 2008).

Estas y otras dificultades persistentes llevaron a la C
or-

te a exigir a las entidades territoriales que rindieran cuentas 
públicas y explicaciones por su pobre desem

peño y su falta 
de avance en la coordinación de sus instituciones. Para ello, 
convocó una serie de audiencias públicas sobre este tem

a, que 
fueron celebradas entre finales de 2009 y com

ienzos de 2010. 
En ellas rindieron cuentas las autoridades de departam

entos 
y m

unicipios que son especialm
ente afectados por el despla-

zam
iento, ya sea com

o receptores o expulsores de población 
desplazada. Las respuestas fragm

entarias y dispares de las 
autoridades territoriales en las audiencias confirm

aron la im
-

presión de precariedad y descoordinación institucionales que 
surgió del análisis de la inform

ación enviada a la C
orte en res-

puesta al cuestionario de 2008.
Las audiencias revelaron un panoram

a sim
ilar en relación 

con el tercer nivel de desarticulación —
entre el gobierno na-

38 
Véase M

inisterio del Interior y de Justicia (2008).
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cional y los gobiernos territoriales—
, que analizam

os a conti-
nuación.

La descoordinación entre el nivel central  
y las entidades territoriales

Las fallas en este nivel han sido tan resistentes y graves que 
han llevado no sólo a la convocatoria de las m

encionadas au-
diencias, sino a la expedición de varias decisiones de segui-
m

iento con órdenes cada vez m
ás perentorias y detalladas. En 

2007, por ejem
plo, la C

orte dedicó un auto (el 007 de 2009) 
específicam

ente al tem
a de la coordinación de la política pú-

blica, con fundam
entos que revelan claram

ente la persistencia 
del problem

a; la C
orte señala:

Q
ue a pesar del tiem

po transcurrido desde la expedición de la sen-
tencia T-025 de 2004 y de los m

últiples requerim
ientos y órdenes al 

M
inisterio del Interior y de Justicia para que cum

pla sus funciones de 
coordinador de la política pública de atención a la población desplaza-
da, no se ha logrado garantizar el goce efectivo de los derechos de esta 
población y aún subsisten deficiencias en m

ateria de coordinación con 
las entidades territoriales. 39

En igual sentido, la siguiente decisión de la C
orte en el 

proceso (A
uto 008 de 2009), declaró que el estado de cosas 

inconstitucional no había sido superado, entre otras razones, 
porque se seguían “presentando problem

as en m
ateria de co-

ordinación entre las diferentes entidades públicas (nacionales 
y territoriales) y la definición de responsabilidades claras y es-
pecíficas acerca de la atención a la población desplazada”. 40

El lim
itado rol coordinador del M

inisterio fue reportado 
tam

bién por varias entidades territoriales en sus respuestas a 
la C

orte en 2008. Por ejem
plo, la A

lcaldía del m
unicipio de 

Briceño en el departam
ento de A

ntioquia afirm
ó que:

Es m
uy precaria por no decir que ninguna, la ayuda que se ha otor-

gado al ente territorial en este sentido [en la prevención del despla-

39 
C

orte C
onstitucional, A

uto 007 de 2009, num
eral 12.

40 
C

orte C
onstitucional, A

uto 008 de 2009, num
eral 50.

zam
iento], m

áxim
e cuando nuestra población ha sido víctim

a de 
desplazam

ientos forzados, ha tenido presencia de grupos arm
ados al 

m
argen de la ley de m

anera constante y últim
am

ente sufre el despla-
zam

iento forzado im
puesto por grupos ilegales com

o represión a la 
erradicación m

anual de cultivos ilícitos. Por parte del M
inisterio del 

Interior y Justicia, no se ha prestado ningún tipo de ayuda o apoyo en 
este sentido (C

ijus 2009).

En general, en las relaciones entre el gobierno central y los 
gobiernos territoriales, es evidente la continuación de una de 
las fallas estructurales de coordinación: la falta de claridad so-
bre las responsabilidades de la N

ación, los departam
entos y los 

m
unicipios en relación con la atención a la población despla-

zada. En el A
uto 008 de 2009, la C

orte constató de nuevo “que 
la ejecución de la m

ayoría de los com
ponentes de la atención 

a la población desplazada carece de responsables claros”. 41 

Por ejem
plo, com

o lo constató un estudio económ
ico sobre 

las políticas sobre desplazam
iento, la incertidum

bre sobre 
responsabilidades y funciones ha llevado a la superposición 
de program

as nacionales, departam
entales y m

unicipales en 
relación con la atención hum

anitaria de em
ergencia a los des-

plazados (Ibáñez 2008: 5).
El resultado de estas fallas es un escenario de políticas pú-

blicas en el que, com
o lo m

ostraron las entrevistas y la obser-
vación de las audiencias públicas ante la C

orte, el gobierno 
nacional y las autoridades territoriales tienden a justificar su 
pobre desem

peño con el argum
ento de que la otra parte no 

cum
ple sus obligaciones. Este círculo vicioso de acusaciones 

sin asunción de responsabilidad ha sido un poderoso obstá-
culo para la atención de la población desplazada y el cum

pli-
m

iento de las órdenes de la C
orte.

M
uestra de ello es el rol cada vez m

ás activo que ha asum
i-

do la C
orte en relación con este tem

a. Siguiendo la línea de las 
intervenciones m

ás detalladas que, com
o vim

os en el capítulo 
2, han caracterizado la actuación del tribunal desde 2009, en el 

41 
Ibíd., num

eral 52.
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A
uto 007 de ese año la C

orte creó un sistem
a de certificación 

m
ediante el cual el C

N
A

IPD
 evaluaría el desem

peño de las 
entidades territoriales a partir de 2010. El propósito del certi-
ficado es

hacer visibles los niveles de cum
plim

iento y cooperación de las dis-
tintas entidades territoriales que se consideran prioritarias […

] y cer-
tificar a aquellas entidades territoriales cuyas acciones contribuyan al 
avance en el goce efectivo de los derechos de la población desplazada 
y a la superación de las falencias en la capacidad institucional y el 
esfuerzo presupuestal. 42

C
om

o corolario de este sistem
a, el C

N
A

IPD
 puede “des-

certificar” a aquellas gobernaciones y alcaldías que se retrasan 
injustificadam

ente en el cum
plim

iento de sus responsabilida-
des. 43

En conclusión, el análisis del efecto coordinador presen-
tado en este capítulo arroja un balance dispar, que m

uestra 
tanto el potencial com

o las lim
itaciones de los intentos de las 

cortes de ejercer presión para racionalizar aparatos guberna-
m

entales que presentan claras fallas de articulación. D
e un 

lado, las agencias gubernam
entales y los actores de la socie-

dad civil reconocen avances notorios en la form
ulación de 

planes integrados y conform
ación de entidades y m

ecanis-
m

os de coordinación, tanto en el nivel nacional com
o en los 

niveles territoriales. D
e otro lado, sin em

bargo, la actuación 
del Estado colom

biano frente a la em
ergencia hum

anitaria 
del desplazam

iento sigue presentando fallas elem
entales de 

com
unicación, articulación y coordinación de tareas y com

pe-
tencias. D

e ahí la transform
ación gradual de la intervención 

de la C
orte C

onstitucional, que ha pasado de form
ular direc-

trices generales a pedir cuentas públicas a las autoridades y 
especificar m

ecanism
os de coordinación interinstitucional. 

 
 42 

C
orte C

onstitucional, A
uto 007 de 2009, num

eral 26.

43 
Idem

.
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C
apítulo 6

El efecto deliberativo:
la C

orte y el diálogo público 
sobre el desplazam

iento

C
om

o vim
os en el capítulo 1,  una de las objeciones 

clásicas a la intervención de las cortes en asuntos de políticas 
públicas señala que los jueces, que no son elegidos m

edian-
te el voto ciudadano, tienden a reem

plazar las instituciones 
dem

ocráticas de tom
a de decisiones, com

o el C
ongreso y los 

gobiernos elegidos popularm
ente. En respuesta a esa crítica, 

en el m
ism

o capítulo vim
os que varias cortes contem

porá-
neas han prom

ovido espacios participativos de seguim
iento 

a sus decisiones. A
lgunos ejem

plos de esta tendencia son los 
com

ités sociojurídicos de im
plem

entación de las órdenes de la 
C

orte Suprem
a de India, y las audiencias públicas de segui-

m
iento celebradas por algunas cortes argentinas en casos es-

tructurales. C
on base en un trabajo m

ás am
plio sobre el tem

a 
(Rodríguez G

aravito, en prensa), tam
bién señalam

os que los 
fallos estructurales pueden ser prom

otores —
antes que inhi-

bidores—
 del debate dem

ocrático y la rendición de cuentas 
públicas por parte de las autoridades. A

 este potencial im
pac-

to del activism
o judicial nos referim

os cuando hablam
os del 

“efecto deliberativo” de los fallos estructurales.
¿Q

ué alcances y lim
itaciones ha tenido el efecto delibera-

tivo en el caso específico del desplazam
iento forzado en C

o-
lom

bia? En este capítulo abordam
os esta pregunta, con base 

en la evidencia sobre el grado de participación de los distintos 
actores estatales y no estatales que, com

o vim
os en el capítulo 

3, com
ponen el cam

po sociojurídico del desplazam
iento.

D
ividim

os el capítulo en dos secciones. En la prim
era, es-

tudiam
os el alcance del efecto deliberativo. C

on base en la ti-
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pología presentada en el capítulo 1, distinguim
os su im

pacto 
directo y su im

pacto indirecto. El prim
ero ha tenido lugar di-

rectam
ente ante la C

orte a través de las audiencias públicas y 
los autos, y el segundo de form

a m
ediata ante otras instancias 

estatales y no estatales. A
l exam

inar estos efectos, resaltam
os 

las oportunidades de participación que el caso de la sentencia 
T-025 ha abierto a diversos actores de la sociedad civil que han 
pasado a ser centrales en la discusión sobre las políticas acerca 
del desplazam

iento. En la segunda sección nos ocupam
os de 

las lim
itaciones del efecto deliberativo, relacionadas principal-

m
ente con los obstáculos para la participación de la población 

desplazada dentro de un proceso guiado por una lógica y un 
lenguaje jurídicos especializados.

El efecto deliberativo:  
los im

pactos directos e indirectos

El efecto deliberativo directo:  
la interlocución con la C

orte
Los autos y las audiencias de seguim

iento han abierto espa-
cios directos de diálogo con la C

orte. En cuanto a los autos, 
com

o vim
os, durante los seis años posteriores a la sentencia 

(enero de 2004 a enero de 2010), la C
orte C

onstitucional pro-
firió 84 decisiones de este tipo. Los autos tienen objetivos di-
versos. A

lgunos son de trám
ite y solicitan datos de algunos ac-

tores específicos
1 o com

unican inform
ación relevante. 2 O

tros 
sim

plem
ente fijan la program

ación de una audiencia pública. 3 

1 
Véase, entre otros, el A

uto 068 de 2008, m
ediante el cual la C

orte 
invitaba a las entidades académ

icas y organizaciones especializadas 
a realizar propuestas sobre las áreas m

ás críticas y com
plejas de la 

atención a la población desplazada. Véase Rodríguez G
aravito (2009b) 

para una m
uestra de los estudios producidos com

o respuesta a este 
auto. 

2 
Véase, por ejem

plo, el A
uto 036 de 2009, m

ediante el cual la C
or-

te difunde el Inform
e del Fiscal G

eneral de la N
ación sobre los casos 

de violencia sexual denunciados en el A
uto 092 de 2008.

3 
Véanse, entre otros, los autos 027 y 101 de 2007, 002, 011 y 053 de 

2008.

U
n tercer tipo de auto considera incidentes de desacato contra 

funcionarios y contratistas de las entidades del Estado. 4

Sin em
bargo, un buen núm

ero de autos ha estado dedicado 
a la labor sustantiva de evaluar el cum

plim
iento de las órde-

nes de la C
orte. 5 A

l hacer esta evaluación, la C
orte ha prom

o-
vido la participación de distintos actores de dos form

as. D
e un 

lado, ha solicitado inform
ación y conceptos técnicos de enti-

dades estatales, O
N

G
 y centros de investigación que han ser-

vido com
o insum

o básico para el balance de la C
orte. D

e otro 
lado, con base en este balance, el tribunal ha expedido nuevas 
órdenes a dichos actores que, com

o verem
os, han im

pulsado 
su participación continua en el proceso de seguim

iento.
El principal m

ecanism
o de participación y deliberación 

puesto en m
archa por la C

orte son las audiencias públicas. 6 
En ellas intervienen, adem

ás de los m
agistrados de la C

orte, 
delegados del G

obierno, representantes de O
N

G
 y de organis-

m
os internacionales, y líderes de organizaciones de población 

desplazada. Funcionan com
o un m

ecanism
o de rendición de 

cuentas por parte del G
obierno, y de discusión de los resul-

tados y los obstáculos de las políticas sobre desplazam
iento, 

a la luz de lo ordenado por la C
orte en la T-025 y los autos de 

seguim
iento.

4 
Véanse, entre otros, los autos 333, 334 y 335 de 2006 y 058 de 

2007.

5 
Véanse, entre otros, los cinco autos con enfoque diferencial en 

los que la C
orte analizó los riesgos particulares y desproporcionados 

que experim
entan algunos grupos vulnerables dentro de la población 

desplazada com
o son las m

ujeres (A
uto 092 de 2008), los niños y las 

niñas (A
uto 251 de 2008), los pueblos indígenas (A

uto 004 de 2009), 
la población afrodescendiente (A

uto 005 de 2009), y las personas des-
plazadas con discapacidad (A

uto 008 de 2009). 

6 
El nom

bre de las sesiones públicas de seguim
iento ha variado. 

En algunos casos, la C
orte se refería a ellas con el térm

ino de “audien-
cias públicas”, m

ientras que en otros hablaba de “audiencias públicas 
de inform

ación”, “audiencias de rendición de cuentas” y “sesiones 
de inform

ación técnica”. La principal diferencia entre las audiencias 
y las sesiones de inform

ación técnica es que a estas últim
as general-

m
ente no asistían representantes de la población desplazada. A

sí su-
cedió, por ejem

plo, con las sesiones celebradas en 2008 para discutir 
el tem

a de los indicadores de goce efectivo de derechos con los que se 
debía m

edir el avance de las políticas sobre desplazam
iento.
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La prim
era audiencia pública tuvo lugar en junio de 2005. 

A
l cierre del periodo de observación de nuestro estudio (enero 

de 2010), se habían celebrado catorce audiencias públicas en la 
sede de la C

orte en el Palacio de Justicia en Bogotá. A
dicional-

m
ente, en junio de 2008 se llevó a cabo una audiencia privada 

en la C
orte, que fue solicitada por el C

om
ité Internacional de 

la C
ruz Roja (C

IC
R), a la que asistieron, adem

ás del C
IC

R y 
algunos m

agistrados de la C
orte, la C

om
isión de Seguim

iento 
y A

cción Social.
Ese m

ism
o año, las organizaciones de la sociedad civil con-

vocaron a una audiencia en la ciudad de Santa M
arta, a la que 

fueron invitados algunos m
agistrados de la C

orte. C
om

o lo 
expresó un auxiliar de la C

orte en nuestra entrevista, se trató 
de “la prim

era vez que la C
orte salió de Bogotá para escuchar 

a la población desplazada, debido a que los desplazados de 
otras zonas del país les es m

uy difícil venir a Bogotá a partici-
par en una audiencia”. 7

Las audiencias m
oldearon el proceso de diseño y evalua-

ción de las políticas públicas en m
ateria de desplazam

iento 
forzado. Por un lado, com

o lo sugiere la cita precedente, abrie-
ron el proceso de seguim

iento a un conjunto m
ás am

plio de 
actores nacionales e internacionales. Por otro lado, aum

enta-
ron la publicidad y la transparencia del proceso. U

no y otro 
rasgo fueron resaltados por varios de nuestros entrevistados. 
C

om
o lo apuntó la subdirectora de A

tención a la Población 
D

esplazada de A
cción Social:

C
on las audiencias, cam

bió el escenario de discusión porque antes no 
existía. ¿A

ntes cuál era la relación? La típica relación que se m
antiene 

con una corte. Las cortes [se pronuncian] a través de fallos y de autos 
y se les contesta por escrito sin que exista lo que los abogados llam

a-
m

os la inm
ediación de la prueba. Sino que sim

plem
ente yo le contesto 

por escrito lo que usted m
e está preguntando. D

espués, por la m
ism

a 
dinám

ica que generó la C
orte C

onstitucional a través de audiencias, el 

7 
 Entrevista con Juan Felipe A

guilar, auxiliar C
orte C

onstitucio-
nal, D

espacho del m
agistrado M

anuel José C
epeda. C

om
unicación 

por escrito, 24 de abril de 2009.

escenario cam
bió. ya son escenarios m

ás abiertos de discusión, donde 
la C

orte se aparta un poco de su rol de juez para entrar a un rol de ga-
rante de derechos y a opinar dentro de unos escenarios de discusión. 8 

C
om

o lo m
ostram

os en el capítulo 1, m
ediante esta delibe-

ración pública, la C
orte colom

biana, com
o otras cortes consti-

tucionales activistas, ha buscado enfrentar la objeción sobre la 
legitim

idad de su intervención en asuntos de políticas públi-
cas. Según lo expresó el director de C

odhes, “la T-025 es una 
sentencia que ha ganado una legitim

idad grande a nivel nacio-
nal e internacional, […

] por sus resultados y por todo lo que 
se ha avanzado en procesos de participación y de debate”. 9 La 
percepción ha sido sim

ilar en las entidades públicas relevan-
tes, com

o lo m
uestra la opinión de la subdirectora de A

tención 
a la Población D

esplazada de A
cción Social:

Lo que se ha generado es un escenario de diálogo, de construcción 
dem

ocrática de una política para unas víctim
as. N

inguna otra política 
pública ha tenido un escenario donde en una m

esa se puede sentar 
una persona desplazada, una persona de la sociedad civil, una per-
sona del G

obierno y un representante de la ram
a judicial a discutir si 

efectivam
ente los ingresos presupuestales que se están dando para la 

población son suficientes. 10

C
om

o verem
os en el siguiente capítulo, uno de los tem

as 
de deliberación m

ás productivos y prolongados ha sido el 
de los indicadores de evaluación de la política pública sobre 
desplazam

iento (Rodríguez G
aravito 2009c). M

ás allá de los 
detalles del contenido de estos indicadores, para los efectos de 
este capítulo interesa resaltar que fueron producto del diálogo 
entre propuestas del G

obierno y la C
om

isión de Seguim
iento, 

con la activa interm
ediación de la C

orte. Se trató de un pro-
ceso iterativo y gradual, en el que la C

orte prom
ovía nuevas 

propuestas, acogía algunas y volvía a solicitar alternativas de 

8 
 Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de atención a la po-
blación desplazada de A

cción Social, 8 de enero de 2009.

9 
 Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre de 2008.

10 
 Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de atención a la po-
blación desplazada de A

cción Social, 8 de enero de 2009.



César Rodríguez Garavito, Diana Rodríguez Franco

176 
177 El efecto deliberativo: la Corte y el diálogo público sobre el desplazamiento

indicadores. C
om

o lo explicó la m
agistrada auxiliar encarga-

da del proceso de seguim
iento en la C

orte:
Los indicadores fueron un proceso de tres años, porque lo dijim

os 
desde la sentencia T-025. [Las entidades del Estado] nos m

andaban 
que sí tenían [indicadores], que no tenían. N

os m
andaban indicado-

res de cuántas flautas habían entregado [al program
a de educación 

m
usical del M

inisterio de C
ultura], cuántos chalecos antibalas para 

proteger la vida, pero nadie sabía en concreto si estaban avanzando o 
no, si estaban haciendo el esfuerzo donde tocaba hacerlo, ni tam

poco 
si faltaba m

ucho. Entonces el tem
a de indicadores hizo que de alguna 

form
a se m

odificara la relación con la C
orte. 11 

Según verem
os en el capítulo 7, a través de este m

ecanism
o 

dialógico, que incluyó m
últiples autos y audiencias, los acto-

res centrales del cam
po del desplazam

iento fueron constru-
yendo, de form

a acum
ulativa, m

ecanism
os de m

edición del 
cum

plim
iento de la sentencia T-025.

El efecto deliberativo indirecto
A

dem
ás de la interlocución directa con la C

orte, el proceso de 
seguim

iento ha estim
ulado m

ecanism
os deliberativos en otros 

espacios estatales y no estatales. En relación con los prim
eros, 

retom
am

os aquí brevem
ente dos que fueron analizados con 

detalle en el capítulo anterior: el C
onsejo N

acional de A
ten-

ción Integral a la Población D
esplazada (C

N
A

IPD
) y los con-

sejos territoriales.
C

om
o vim

os, en respuesta a lo ordenado por el fallo T-025, 
el C

N
A

IPD
 volvió a reunirse después de dos años de inactivi-

dad. D
esde la época del fallo hasta m

ediados de 2009, se lle-
varon a cabo 21 reuniones del C

N
A

IPD
. En ellas participaron 

48 personas, entre las cuales estaban los representantes de la 
m

ayoría de las instituciones integrantes del C
N

A
IPD

, así com
o 

distintos invitados que incluyen actores estatales —
com

o el 
Instituto C

olom
biano de Bienestar Fam

iliar (IC
BF) y la C

onse-
jería Presidencial para la Equidad de G

énero—
, actores socia-

les —
com

o la M
esa N

acional de Fortalecim
iento a la Población 

11 
 Entrevista con C

lara H
elena Reales, m

agistrada auxiliar, C
orte 

C
onstitucional de C

olom
bia, 18 de diciem

bre de 2008.

D
esplazada, el M

ovim
iento N

acional V
íctim

as y C
odhes—

, y 
organism

os internacionales —
com

o el A
lto C

om
isionado de las 

N
aciones U

nidas para los Refugiados (A
cnur) y la O

rganización 
Internacional para las M

igraciones (O
IM

)—
. C

om
o se explicó, 

fueron creadas cuatro m
esas de discusión en el C

N
A

IPD
, sobre 

1) protección y prevención, 2) atención hum
anitaria de em

er-
gencia, 3) estabilización socioeconóm

ica, y 4) fortalecim
iento 

del proceso organizativo de la población desplazada. En todas 
se previó la participación de representantes de esta población.

El otro espacio de discusión que exam
inam

os con deteni-
m

iento en el capítulo precedente son los com
ités territoriales 

de atención integral a la población desplazada, que buscan 
llevar la interlocución al nivel local. D

e ahí que, según vim
os, 

existen com
ités en los departam

entos, los m
unicipios y los dis-

tritos, que pretenden facilitar la gestión del SN
A

IPD
 en esos 

niveles territoriales. Los com
ités operan a través de m

esas o 
com

isiones tem
áticas, a las que la ley les encarga la tarea de 

prom
over la participación ciudadana y la coordinación inte-

rinstitucional a través de m
ecanism

os com
o la form

ulación del 
Plan Integral Ú

nico.
La sentencia y el proceso de seguim

iento tam
bién han te-

nido un efecto deliberativo indirecto sobre la sociedad civil. 
A

l crear oportunidades de participación, la C
orte estim

uló la 
form

ación o el fortalecim
iento de organizaciones sociales in-

teresadas en el problem
a del desplazam

iento que, a su vez, 
conform

aron espacios de deliberación sobre el tem
a. C

om
o lo 

sostuvo en nuestra entrevista A
ndrés C

elis, oficial del A
cnur:

H
abía una serie de organizaciones en el país trabajando sobre el tem

a, 
lo que hace que las invitaciones de la C

orte hayan teniendo una fuerza 
m

uy grande y se hayan ido uniendo a esos diferentes tipos de preocu-
paciones y de reflexiones que perm

itieron aglutinar visiones de fren-
te a la invitación de la C

orte. D
esde diferentes cam

pos em
pezaron a 

decirse “yo tam
bién quiero participar” y se organizan para participar 

desde diferentes sectores. 12

12 
 Entrevista con A

ndrés C
elis, oficial de A

cnur, 17 de enero de 
2008.
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El ejem
plo m

ás claro de este tipo de im
pacto es la C

om
isión 

de Seguim
iento a la Política Pública sobre D

esplazam
iento For-

zado (C
om

isión de Seguim
iento), conform

ada en noviem
bre 

de 2005. En el capítulo 3 explicam
os con detalle el origen y la 

m
em

brecía de esta coalición de organizaciones de la sociedad 
civil. Para los propósitos de este capítulo, resaltam

os dos ras-
gos centrales de la C

om
isión. D

e un lado, su existencia se debe 
al proceso de seguim

iento im
pulsado por la C

orte, por cuanto 
fue constituida justam

ente para im
pulsar el cum

plim
iento de 

las órdenes proferidas por ésta, y contribuir con propuestas 
para superar el estado de cosas inconstitucional. C

om
o lo ex-

plicó m
onseñor H

éctor H
enao, director de la Pastoral Social y 

m
iem

bro fundador:

[La C
om

isión] nace de una articulación de personas que ya veníam
os 

trabajando en torno al tem
a del desplazam

iento y lo que hace el grupo 
es que en determ

inado m
om

ento se encuentra y confluye ante la ne-
cesidad de crear unas herram

ientas y unos m
ecanism

os que apoyaran 
en todo lo que la C

orte requería, com
o encuestas sobre el desplaza-

m
iento con datos m

uy concretos de cóm
o estaba la problem

ática en 
ciudades interm

edias, en el cam
po, en las ciudades grandes, en los 

cam
pos m

ás afectados. 13

D
e otro lado, la C

om
isión de Seguim

iento es un espacio de 
deliberación sobre el tem

a. En efecto, en ella convergen O
N

G
 

(por ejem
plo, V

iva la C
iudadanía y C

odhes), sectores de la 
Iglesia católica (por ejem

plo, Pastoral Social), centros de inves-
tigación (por ejem

plo, D
ejusticia), organizaciones académ

icas 
(por ejem

plo, la Facultad de D
erecho de la U

niversidad de los 
A

ndes), así com
o expertos y activistas que se reúnen perió-

dicam
ente en un proceso continuo de discusión del que han 

resultado aportes centrales no sólo para el proceso de segui-
m

iento ante la C
orte, sino para el debate público en general.

En efecto, la C
om

isión ha producido m
ás de una docena de 

inform
es y un conjunto de docum

entos entregados a la C
orte 

C
onstitucional que discuten aquellos presentados por el G

o-

13 
 Entrevista con m

onseñor H
éctor Fabio H

enao, director de la 
Pastoral Social, 18 de diciem

bre de 2008.

bierno y producen inform
ación propia sobre tem

as diversos, 
desde el problem

a de las tierras arrebatadas a los desplazados 
hasta la situación de sectores de la población desplazada en 
condición de particular vulnerabilidad, com

o las m
ujeres víc-

tim
as de violencia sexual. A

dem
ás, a solicitud de la C

orte, la 
C

om
isión ha llevado a cabo, en colaboración con la U

niversi-
dad N

acional, dos Encuestas N
acionales de Verificación para 

m
edir el grado de realización de los derechos de la población 

en situación de desplazam
iento (véase el capítulo 8). C

on base 
en estos estudios, la C

om
isión se convirtió en uno de los acto-

res m
ás dinám

icos en los espacios de deliberación que hem
os 

señalado, desde las audiencias frente a la C
orte hasta las sesio-

nes del C
N

A
IPD

, pasando por discusiones ante los m
edios de 

com
unicación.

En sum
a, en esta sección hem

os visto cóm
o la C

orte des-
encadenó un proceso de seguim

iento novedoso que gradual-
m

ente fue abriendo espacios directos de interlocución con ella 
y provocando discusiones sobre el desplazam

iento en diver-
sas esferas públicas, desde el C

N
A

IPD
 y los com

ités territoria-
les hasta las organizaciones de la sociedad civil y la academ

ia. 
M

ediante estos m
ecanism

os adoptó el tipo de activism
o judi-

cial experim
ental que resaltam

os en el capítulo 1, en el que las 
cortes, antes que determ

inar los detalles de las políticas públi-
cas, involucran m

últiples voces en la exploración colectiva de 
soluciones a problem

as com
plejos com

o el desplazam
iento.

Sin em
bargo, com

o habrán notado los lectores y las lectoras 
atentos, entre los actores m

encionados en esta sección no se 
encuentran los directam

ente afectados por el caso T-025: las 
personas desplazadas y sus organizaciones sociales. Ello se 
debe a que nuestro trabajo de cam

po m
uestra que la principal 

lim
itación que ha tenido el efecto deliberativo ha sido precisa-

m
ente la inclusión de esta población en la discusión y la de-

cisión de las políticas que la atañen. En el siguiente apartado 
nos ocupam

os de este tem
a.
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Las lim
itaciones del efecto deliberativo:  

la participación de la población desplazada
Los diagnósticos sobre la falta de participación efectiva de las 
víctim

as y los llam
ados a garantizarla han sido una constante 

desde la expedición de las prim
eras políticas y norm

as sobre 
el desplazam

iento, a m
ediados de los años noventa. Por ejem

-
plo, la Ley 387 de 1997 creó m

ecanism
os de participación para 

esta población en el C
N

A
IPD

 y los com
ités territoriales. En 

la práctica, sin em
bargo, estas norm

as tuvieron escasa aplica-
ción. Esto sucedió a pesar de que, por la m

ism
a época, la obli-

gación de involucrar a la población desplazada fue reforzada 
por los Principios Rectores de los D

esplazam
ientos Internos 

de la O
N

U
 que, com

o vim
os, fueron incorporados rápidam

en-
te por la C

orte C
onstitucional en su jurisprudencia.

A
nte este vacío, varias de las órdenes de la C

orte, tanto en 
la decisión T-025 com

o en autos de seguim
iento, versaron so-

bre este tem
a. En la sentencia, por ejem

plo, exigió que “en la 
adopción de las decisiones relativas a la superación del estado 
de cosas inconstitucional, deberá ofrecerse a las organizacio-
nes que representan a la población desplazada la oportunidad 
de participar de m

anera efectiva”, y aclaró que “ello im
plica, 

com
o m

ínim
o, conocer con anticipación la decisión proyecta-

da, recibir la oportunidad para hacerle observaciones y que 
las observaciones que presenten a los proyectos de decisiones 
sean debidam

ente valoradas, de tal form
a que haya una res-

puesta respecto de cada observación”. 14

El efecto de estas órdenes fue visible en los dos tipos de 
espacios analizados en la sección anterior, es decir, tanto en la 
interlocución directa con la C

orte com
o en otras instancias de 

discusión de políticas sobre el desplazam
iento, com

o el C
N

A
I-

PD
 y los com

ités territoriales. En relación con los prim
eros, la 

C
orte ha convocado a organizaciones de la población despla-

14 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004. En el m

ism
o sen-

tido, véase el A
uto 177 de 2005 (num

eral 18.8 y ordinal 2.8) y el A
uto 

178 de 2005 (num
erales 4.12.11., 4.13.14, 4.15.14 y 6.4). 

zada a la gran m
ayoría de audiencias, y ha solicitado activa-

m
ente inform

ación de parte de ellas, que luego ha recogido en 
varios autos fundam

entales.
Por ejem

plo, en la prim
era audiencia de seguim

iento parti-
ciparon tres organizaciones de población desplazada: la M

esa 
N

acional de Población D
esplazada, la M

esa D
epartam

ental de 
N

ariño y la M
esa de Trabajo de Bogotá sobre D

esplazam
iento 

Interno. En un docum
ento enviado a la C

orte antes de dicha 
audiencia, la M

esa de Trabajo de Bogotá resaltó la im
portancia 

de este espacio en los siguientes térm
inos:

A
gradecem

os de antem
ano a la honorable C

orte hacernos extensiva la 
invitación para participar en esta tan im

portante audiencia. Entende-
m

os esto com
o un verdadero acto dem

ocrático. Reconocem
os igual-

m
ente, la im

portancia de esta audiencia y la participación de varios 
actores de la sociedad civil entre los que nos encontram

os nosotros 
com

o víctim
as directas del conflicto sociopolítico que padece nuestro 

país, y que para el caso concreto, sufrim
os en carne propia los rigores 

del desplazam
iento forzado (M

esa de Trabajo de Bogotá 2005: 7). 

La participación de las organizaciones de desplazados tam
-

bién fue visible en las audiencias de 2008 en las que se discutió 
la form

a com
o el desplazam

iento afecta de m
anera particular 

a los grupos m
ás vulnerables de esa población, com

o son las 
m

ujeres, los niños y las niñas, las personas con discapacidad, 
la población afrocolom

biana y los pueblos indígenas. C
om

o lo 
m

uestra una lectura de los autos resultantes de esas audien-
cias, las opiniones expresadas por los representantes de orga-
nizaciones de víctim

as y los datos que las organizaciones pre-
sentaron a la C

orte fueron fuentes centrales de la inform
ación 

y de las propuestas que el tribunal tuvo en cuenta para expedir 
nuevas órdenes en relación con esos grupos poblacionales.

La eficacia de este m
ecanism

o de participación fue reco-
nocida por líderes de la población desplazada. A

dem
ás del 

efecto sim
bólico del involucram

iento de las víctim
as en las de-

liberaciones ante la C
orte, y del efecto práctico de la incorpo-

ración de sus aportes en los autos, este rasgo del seguim
iento 

del caso ha estim
ulado la form

ación o consolidación de or-
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ganizaciones de desplazados. En este sentido, la opinión de 
Eusebio M

osquera, cofundador de A
frodes, es representativa 

de lo expresado en las entrevistas por representantes de otros 
sectores de población desplazada:

Para A
frodes, [el caso] ha sido im

portante e interesante en el sentido 
de que a partir de la sentencia han surgido los autos de seguim

ientos, 
y en esos autos de seguim

iento la C
orte le ha exigido al gobierno que 

se cree una política de atención diferencial para los grupos étnicos, es-
pecíficam

ente para los negros e indígenas; para nosotros eso es im
por-

tantísim
o. N

osotros hem
os venido hablando de la atención diferencial 

pero el gobierno ha hecho caso om
iso a eso, ahora que la C

orte ya lo 
plantea en su auto entonces ya el gobierno le ha prestado com

o m
ás 

atención al tem
a de atención diferencial. 15

En térm
inos m

ás generales, el im
pacto participativo de 

estos espacios fue sintetizado por el A
cnur en su evaluación 

sistem
ática de la política pública sobre el desplazam

iento. D
e 

acuerdo con esta entidad de las N
aciones U

nidas:

La intervención de la C
orte ha generado respuestas positivas en rela-

ción con este propósito [la participación de la población desplazada]. 
Las organizaciones de población desplazada han alcanzado espacios 
de interlocución con las autoridades que no se vislum

braban en 2003. 
A

ltos funcionarios del Estado han com
partido con la población des-

plazada discusiones sobre política pública y sobre el alcance de las 
ejecutorias del Estado (A

cnur 2007: 28).

Por otro lado, en relación con los espacios de participación 
y deliberación indirectam

ente prom
ovidos por las decisiones 

de la C
orte (ante el C

N
A

IPD
 y los com

ités territoriales), el im
-

pacto ha existido pero ha tenido una m
agnitud m

enor. D
esde 

m
ayo de 2004, el C

N
A

IPD
 abrió sus sesiones a la población 

desplazada y adoptó m
edidas (com

o el acuerdo 02 de 2005) 
para prom

over la participación de la población desplazada. 
Igualm

ente, en junio de 2005, conform
ó la M

esa de Fortaleci-
m

iento del Proceso O
rganizativo de la Población D

esplazada. 

15 
Entrevista con Eusebio M

osquera, confundador de la A
socia-

ción de A
frocolom

bianos D
esplazados (A

frodes), G
inebra, agosto de 

2009.

Los representantes de organizaciones de la población despla-
zada asistieron de m

anera regular a las sesiones. 16

En cuanto a los com
ités territoriales, para m

ediados de 
2006, la población desplazada estaba participando en 21 de 
los 26 com

ités departam
entales activos, y en 106 de los 357 

ubicados en los m
unicipios con m

ayor expulsión y recepción 
de desplazados. 17 A

sim
ism

o, se habían conform
ado —

por ini-
ciativa de la población y con el apoyo de la M

esa N
acional y 

de la U
nidad Técnica C

onjunta—
 ocho m

esas territoriales de 
fortalecim

iento a organizaciones de Población D
esplazada en 

Bogotá D
.C

., y en los departam
entos de Sucre, Risaralda, San-

tander, A
ntioquia, Valledupar, Bolívar y C

auca. 18

N
o obstante estos avances, nuestro estudio docum

ental y de 
cam

po m
uestra profundas lim

itaciones en el involucram
iento 

de la población desplazada en el proceso de seguim
iento. D

e 
hecho, el efecto deliberativo ha tenido un im

pacto m
ayor en 

otros sectores de la sociedad civil (com
o las organizaciones de 

derechos hum
anos y de investigación sobre el tem

a) que entre 
las víctim

as del desplazam
iento. En ese sentido, un inform

e de 
2008 de la C

om
isión de Seguim

iento refleja el panoram
a critica-

do por los representantes de organizaciones de desplazados en 
nuestras entrevistas. D

e acuerdo con la C
om

isión:

Sólo un tercio de las organizaciones de población desplazada (O
PD

) 
tienen algún canal de com

unicación con la M
esa N

acional y m
enos de 

la m
itad tienen representación con form

as organizativas departam
en-

tales. Se calcula que sólo un 32%
 de las personas desplazadas pertene-

ce a alguna O
PD

. Las organizaciones sociales indígenas (O
N

IC
, etc.) 

y de afrodescendientes (Proceso de C
om

unidades N
egras) no tienen 

16 
La población desplazada estuvo representada por integrantes 

de la M
esa N

acional de Fortalecim
iento a O

rganizaciones de Pobla-
ción D

esplazada, que a su vez eran m
iem

bros de asociaciones de des-
plazados tales com

o Fundación M
ujer y Trabajo, A

sdecol o A
dvicora. 

A
dicionalm

ente, a algunas sesiones asistieron representantes de la 
M

esa Indígena en D
esplazam

iento, la Red N
acional de M

ujeres D
es-

plazadas de C
olom

bia y la A
sociación de D

esplazados U
nidos (Véase 

C
N

A
IPD

, A
ctas 1-21).

17 
C

N
A

IPD
, A

cta 10, 18 de julio de 2006.

18 
Idem

. 
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un escenario en el cual puedan ejercer, de m
anera directa, su derecho 

a la participación en las decisiones de políticas públicas sobre despla-
zam

iento (C
om

isión de Seguim
iento 2008b: 49).

El problem
a de la inclusión de la población desplazada en el 

proceso de seguim
iento tiene causas diversas y com

plejas, al-
gunas de las cuales superan el cam

po de influencia de la C
orte 

y el proceso m
ism

o. Existen por lo m
enos cuatro factores. En 

prim
er lugar, com

o vim
os en el capítulo 3, la juridización del 

tem
a del desplazam

iento ha im
plicado la utilización de len-

guajes y m
ecanism

os especializados que resultan accesibles a 
la burocracia estatal y a las organizaciones de la sociedad civil 
con experiencia jurídica, pero son de difícil acceso para orga-
nizaciones de base. A

dem
ás de la barrera del conocim

iento 
especializado, las organizaciones de desplazados tienen lim

i-
taciones logísticas profundas para seguir el rastro de la gran 
cantidad de inform

ación generada por la C
orte, el G

obierno y 
las organizaciones académ

icas y de derechos hum
anos. Se tra-

ta en parte, entonces, de un efecto secundario, no intencional, 
de la juridización y el dinam

ism
o del proceso de seguim

iento. 
A

unque la construcción de un lenguaje com
ún de derechos 

hum
anos e indicadores cuantitativos ha facilitado la interlocu-

ción entre los actores gubernam
entales y no gubernam

entales 
especializados (véase el capítulo 7), ha tenido com

o costo la 
construcción de una barrera de acceso a las organizaciones de 
víctim

as.
En segundo lugar, la utilidad y el em

poderam
iento de los 

espacios de participación creados por el proceso han sido li-
m

itadas. En este sentido, varios entrevistados pertenecientes 
a organizaciones de la sociedad civil apuntaron a una conclu-
sión sim

ilar a la presentada por la C
om

isión C
olom

biana de 
Juristas y el Servicio Jesuita a Refugiados en un inform

e del 
2005 al Representante del Secretario G

eneral de las N
aciones 

U
nidas:

Para algunas organizaciones de población desplazada, estos espacios 
no propician un verdadero diálogo con el G

obierno y una participa-
ción efectiva de la población desplazada, en cuanto no se les avisa 

con suficiente antelación de los tem
as a tratar, no se entregan los do-

cum
entos a discutir, y no hay posibilidades de incidir sobre las deci-

siones ya tom
adas. Por el contrario, estos espacios han servido para 

legitim
ar la política gubernam

ental, utilizando el argum
ento de que 

la población desplazada fue consultada. En m
uchas ocasiones, las or-

ganizaciones de población desplazada fueron invitadas para recibir 
inform

ación sobre decisiones ya tom
adas (C

om
isión C

olom
biana de 

Juristas y Servicio Jesuita a Refugiados C
olom

bia 2005: 12). 19

La situación no había cam
biado en 2008, cuando la C

om
i-

sión de Seguim
iento concluyó que esos espacios tendían a in-

cluir a las organizaciones de población desplazada sólo com
o 

“fuente pasiva de inform
ación, a través de caracterizaciones, 

eventos m
asivos y otras form

as pasivas de evidenciar necesi-
dades y opiniones” (C

om
isión de Seguim

iento 2008b: 52). 20

Estas fallas no obedecen a particularidades del caso T-025. 
C

om
o lo han m

ostrado estudios sobre dem
ocracia delibera-

tiva (Fung y W
right 2003), son endém

icas en instituciones y 
procesos de políticas que buscan abrir espacios participativos. 
Sin em

bargo, dada la im
portancia del tem

a en la sentencia y 
los autos, constituye una lim

itación im
portante del proceso de 

seguim
iento.

En tercer lugar, un rasgo especial del caso es su población 
objetivo, cuya situación y características suscitan dificultades 
particulares para la participación. Por definición, se trata de 
una de las poblaciones m

ás fragm
entadas y golpeadas por los 

efectos de violaciones m
asivas y graves de los derechos hu-

m
anos m

ás elem
entales, que im

plican la ruptura violenta y 
abrupta de las form

as de organización y los lazos de cohesión 
(Ibáñez 2009, Restrepo 2009). C

on el desarraigo físico, resultan 
erosionadas tam

bién las organizaciones sociales que con m
u-

cha dificultad pueden ser reem
plazadas o recom

puestas por 
las com

unidades en los sitios de recepción. En estos, adem
ás, 

19 
Esta afirm

ación fue ratificada por Juan M
anuel Bustillo, investi-

gador de la C
om

isión C
olom

biana de Juristas en entrevista realizada 
para esta investigación el 22 de diciem

bre de 2008. 

20 
En el m

ism
o sentido, véase el balance de la política pública he-

cho por A
cnur (2007: 369). 
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la extrem
a precariedad de los desplazados, incluyendo los lí-

deres de organizaciones de base, crea una poderosa barrera 
para el funcionam

iento básico de los espacios de diálogo que 
hem

os estudiado en este capítulo.
Por ejem

plo, estas dificultades prácticas —
sum

adas a la 
falta de asignación de fondos suficientes por parte del G

obier-
no—

 han im
pedido el funcionam

iento adecuado de la M
esa 

N
acional de Fortalecim

iento a la Población D
esplazada que, 

com
o vim

os, es el principal espacio de participación de dicha 
población en las deliberaciones del C

N
A

IPD
. C

om
o lo dijo 

uno de los m
iem

bros de la Secretaría Técnica de esta m
esa que 

participa en ella com
o representante de A

frodes,

som
os seis secretarios técnicos…

 pero es com
plejo porque en todo este 

proceso adem
ás de los espacios de m

esa uno tiene otras responsabili-
dades, entonces nos citam

os y cuando llegan dos no llegan los dem
ás 

y entonces el día que no llegan, llegan otros dos, entonces es im
posible 

que sesione en pleno la secretaría técnica para poder debatir y hacerle 
seguim

iento com
o debe ser a la política pública.

Finalm
ente, el diseño institucional de participación, cen-

trado en esta M
esa, ha sido criticado tanto por líderes de la 

población desplazada com
o por organizaciones de la sociedad 

civil. Por ello la C
orte, al revisar los efectos de los cinco prim

e-
ros años del proceso de seguim

iento (A
uto 008 de 2009), “ha 

favorecido la centralización de la participación en una organi-
zación de población desplazada y debilitado la participación 
de estas organizaciones en el ám

bito territorial”. 21 Por tal ra-
zón, en esa decisión ordenó al director de A

cción Social, con 
la participación de la M

esa N
acional de D

esplazam
iento, de 

la C
om

isión de Seguim
iento y de las organizaciones de pobla-

ción desplazada del ám
bito regional, diseñar un m

ecanism
o 

de participación m
ás am

plio.
En conclusión, la sentencia T-025 y el proceso de segui-

m
iento han creado espacios directos e indirectos de participa-

ción que —
contra las predicciones de los críticos del activism

o 

21 
C

orte C
onstitucional, A

uto 008 de 2009, num
eral 162.

judicial—
 han estim

ulado y extendido la deliberación dem
o-

crática a m
últiples esferas públicas. A

 través de m
ecanism

os 
novedosos com

o las audiencias y los autos de cum
plim

iento, 
la C

orte ha abierto el proceso de políticas públicas a actores 
del Estado y la sociedad civil que han im

pulsado la discusión 
pública sobre alternativas de solución al com

plejo problem
a 

del desplazam
iento.

En este sentido, nuestro estudio ofrece evidencia a favor 
de intervenciones judiciales en casos estructurales de viola-
ción de derechos hum

anos que tienen origen, por lo m
enos en 

parte, en fallas sistem
áticas del proceso de políticas públicas. 

Sin em
bargo, com

o lo argum
entam

os en el capítulo 1, el caso 
T-025 sugiere que estas intervenciones tienen m

ayor legitim
i-

dad y eficacia cuando facilitan —
en lugar de reem

plazar—
 la 

deliberación dem
ocrática.

Esta m
odalidad de intervención im

plica un proceso de se-
guim

iento gradual y relativam
ente prolongado, en el que el 

órgano judicial asum
e un rol de prom

otor de la deliberación 
y de la rendición de cuentas públicas. Ello requiere decisiones 
judiciales que, en lugar de dictar los detalles de las políticas 
públicas, establezcan el m

arco constitucional de dichas políti-
cas y exijan a las autoridades com

petentes construirlas y ren-
dir cuentas sobre ellas. Este ha sido el proceso im

pulsado por 
la C

orte, a través de un experim
ento novedoso de seguim

iento 
judicial de varios años que ha pasado a ser el eje de la discu-
sión y las políticas sobre el desplazam

iento en C
olom

bia.
Este capítulo tam

bién reveló, sin em
bargo, los costos y los 

lím
ites del efecto deliberativo del activism

o judicial. En cuanto 
a los costos, vim

os que el sostenim
iento de procesos de segui-

m
iento participativos requiere intervenciones periódicas, pre-

paración de audiencias públicas, com
paración de inform

ación 
proveniente de diversos actores y, en general, una labor de 
interlocución que dem

anda tiem
po y esfuerzo considerables 

de órganos judiciales que, com
o la C

orte colom
biana, tienen 

altas cargas de trabajo y m
últiples responsabilidades institu-

cionales.



César Rodríguez Garavito, Diana Rodríguez Franco

188 

En cuanto a los lím
ites, nuestro análisis m

uestra que el efec-
to secundario de la juridización del desplazam

iento ha sido 
que la deliberación pública y el proceso de seguim

iento sean 
m

ás accesibles a los actores expertos en el lenguaje del derecho 
y los derechos que a quienes resultan directam

ente afectados 
por los resultados del proceso, es decir, la población desplaza-
da. A

unque se trata de un efecto com
ún de la juridización de 

los conflictos sociales (M
cC

ann 1994), especialm
ente cuando 

involucran sectores altam
ente vulnerables com

o los desplaza-
dos, este hallazgo resulta llam

ativo si se tiene en cuenta que 
la sentencia T-025 y los autos de seguim

iento han insistido 
frecuentem

ente en la necesidad de incluir en el debate de po-
líticas públicas a la población desplazada. A

 pesar de que, en 
efecto, el caso ha am

pliado los espacios de participación para 
esta población, el trabajo de cam

po m
uestra que ellos han ten-

dido a ser subutilizados. A
nte esta situación, la voz de la socie-

dad civil que m
ás influencia ha tenido en el proceso ha sido la 

de las organizaciones académ
icas y de derechos hum

anos que 
tienen conocim

iento especializado del lenguaje técnico, jurídi-
co y económ

ico que ha pasado a dom
inar el caso.
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El híbrido jurídico-económ
ico del caso  

y el efecto de políticas públicas
C

om
o lo explicam

os en el capítulo 1, la m
ayor parte de los 

estudios sobre las cortes y el cam
bio social se han centrado 

en los efectos instrum
entales y directos de los fallos, es de-

cir, aquéllos que im
plican un cam

bio tangible en las políticas 
públicas y en la conducta de las autoridades públicas a las 
que las cortes dirigen sus órdenes (Rosenberg 1991). A

unque, 
com

o allí lo señalam
os, este énfasis pierde de vista otros efec-

tos centrales del activism
o judicial —

que hem
os buscado do-

cum
entar en los capítulos anteriores—

, acierta en insistir en la 
evaluación del im

pacto concreto que las cortes tienen sobre la 
solución de los problem

as en los que intervienen. En últim
as, 

en térm
inos de la tipología esbozada en el capítulo 1, un fallo 

que tenga efectos sim
bólicos e indirectos, pero no tenga inci-

dencia directa en las políticas públicas y en la situación de la 
población afectada, difícilm

ente podría ser catalogado com
o 

una intervención judicial exitosa en la prom
oción de los dere-

chos constitucionales.
Los dos últim

os capítulos em
píricos del libro están dedi-

cados a analizar estos efectos directos. M
ientras que en el pre-

sente indagam
os el im

pacto del caso T-025 sobre las políticas 
públicas sobre el desplazam

iento, en el capítulo 8 estudiam
os 

su incidencia en la situación de la población desplazada.
En cuanto al prim

ero de estos im
pactos, que llam

am
os el 

“efecto de políticas públicas”, uno de los aspectos m
ás signifi-

cativos del fallo y los autos es que su aparato conceptual y su 

C
apítulo 7

El efecto de política pública: 
la C

orte y el diseño, la 
im

plem
entación y la evaluación 

de los program
as sobre 

desplazam
iento forzado
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lenguaje son un híbrido entre: 1) las herram
ientas jurídicas del 

derecho constitucional y el derecho de los derechos hum
anos, 

y 2) las herram
ientas de la econom

ía y las políticas públicas. 
D

e las prim
eras proviene la lógica legal y prescriptiva que lle-

va a la C
orte a concluir la existencia de una violación m

asiva 
de derechos y declarar el estado de cosas inconstitucional. D

e 
las segundas vienen la lógica organizacional y los instrum

en-
tos de análisis y m

edición de políticas con los que la C
orte 

diagnostica las fallas estructurales de la adm
inistración públi-

ca e im
pulsa el diseño, la ejecución y la evaluación de nuevas 

políticas, que incluye un largo y sofisticado proceso de cons-
trucción de indicadores de avance o retroceso en la garantía de 
los derechos de los desplazados.

El caso no ha consistido, entonces, en la im
posición de la 

lógica jurídica sobre la económ
ico-adm

inistrativa, sino en una 
com

binación de am
bas. En ese sentido, revela el surgim

iento 
de un híbrido entre dos proyectos profesionales e ideológicos 
—

uno encabezado por econom
istas y el otro por constitucio-

nalistas—
 que se habían enfrentado en otros tem

as a lo largo 
de la década de los noventa (Rodríguez G

aravito 2009). En 
tanto que los prim

eros defendían un rol pasivo de la C
orte y 

supeditaban la realización de los derechos constitucionales a 
im

perativos económ
icos, los segundos defendían el activism

o 
judicial y subordinaban las consideraciones presupuestales al 
cum

plim
iento de los derechos constitucionales. A

l tom
ar ele-

m
entos de uno y otro, la sentencia T-025 y otros fallos de la 

m
ism

a época plasm
aron una síntesis que m

arcó un giro en 
este debate y en la jurisprudencia de la C

orte (Rodríguez G
a-

ravito, en prensa).
Este híbrido estuvo presente desde la sentencia T-025. U

no 
de los principales objetivos de la C

orte consistió expresam
ente 

en

analizar las políticas públicas de atención a la población desplazada 
[para determ

inar] si el Estado, a través de acciones u om
isiones en el 

diseño, la im
plem

entación, el seguim
iento o la evaluación de éstas, 

ha contribuido de una m
anera constitucionalm

ente significativa al 

desconocim
iento de los derechos fundam

entales de las personas en 
condición de desplazam

iento. 1

Por ello, el fallo dedicó una sección a exam
inar la respuesta 

estatal al fenóm
eno del desplazam

iento, 2 otra a analizar los 
resultados de la im

plem
entación de esa política, 3 una tercera 

al seguim
iento y la evaluación de la gestión realizada en la 

ejecución de la política, 4 y otra a estudiar la insuficiencia de 
recursos y sus im

plicaciones sobre los resultados. 5

C
om

o se explicó en el capítulo 1, la C
orte encontró num

ero-
sas fallas en todo el ciclo de las políticas públicas (véase capítulo 
1, cuadro 2).  C

on respecto a la fase del diseño destacó la ausen-
cia de un plan de acción actualizado sobre el funcionam

iento 
del SN

A
IPD

 que perm
itiera tener una m

irada integral de la po-
lítica, y anheló la falta de m

etas específicas o indicadores que 
perm

itieran detectar si los fines de las políticas se habían cum
-

plido. A
sim

ism
o, resaltó la inexistencia de algunos elem

entos 
centrales de toda política pública com

o los plazos para el cum
-

plim
iento de los objetivos y la asignación de recursos necesa-

rios. En la fase de im
plem

entación tam
bién detectó falencias 

im
portantes. Por ejem

plo, observó que varias de las entidades 
que com

ponen el SN
A

IPD
 no habían creado program

as espe-
ciales para la población desplazada, a pesar de que éstos fue-
ron definidos com

o necesarios en la Ley y los docum
entos de 

política. En la últim
a fase, la de seguim

iento y evaluación de 
la política, los principales problem

as giraron en torno a la falta 
de un sistem

a de inform
ación que perm

itiera tener un registro 
actualizado del núm

ero total de personas desplazadas, por un 
lado, y por el otro, a la ausencia de sistem

as de evaluación de 
la política que perm

itieran detectar los errores y obstáculos de 

1 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6

2 
Ibíd., A

partado 6.1.

3 
Ibíd., A

partado 6.2.

4 
Ibíd., A

partado 6.3.

5 
Ibíd., A

partado 6.3.2.
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diseño e im
plem

entación, y así realizar una corrección opor-
tuna de la política.

A
l declarar que estas fallas constituían un estado de cosas 

inconstitucional, el fallo de la C
orte dictó un conjunto de prin-

cipios y directrices que deberían seguir las nuevas políticas 
que fueran dictadas para enfrentar la situación. Por ejem

plo, 
la C

orte estableció el principio de coherencia en la política, 
que según el fallo, “apunta a que exista concordancia entre, 
de un lado, lo que ‘prom

ete’ el Estado y, de otro lado, los re-
cursos económ

icos y la capacidad institucional para cum
plir 

lo prom
etido, m

áxim
e si las prom

esas se han transform
ado en 

norm
as jurídicas”. 6 A

sim
ism

o, en línea con la doctrina sobre 
derechos económ

icos, sociales y culturales, el tribunal aplicó 
el criterio de progresividad en la realización de los derechos, 7 
por un lado, y el de especificidad en las políticas, 8 que se de-
riva del m

andato constitucional de garantizar los derechos de 
los sujetos especialm

ente vulnerables, por el otro. 9

D
urante el proceso de seguim

iento a las órdenes de la sen-
tencia, el hilo conductor continuó siendo la lógica com

binada 
de los derechos hum

anos y las políticas públicas. En los au-
tos posteriores la C

orte dictó lineam
ientos adicionales para la 

construcción de las políticas, y habló de aspectos centrales de 
la m

ism
a com

o el presupuesto y la im
portancia de la espe-

cificidad en el m
ism

o
10 (A

uto 176 de 2005); la prioridad que 

6 
Ibíd., A

partado 8.3.1.

7 
Ibíd., A

partado 8.1.

8 
 Para la C

orte, el criterio de especificidad debe estar presente en 
tres niveles distintos de igual im

portancia constitucional: i) en rela-
ción con los sujetos de especial protección constitucional que form

an 
parte de la población desplazada —

ancianos, niños, m
ujeres cabeza 

de fam
ilia, m

inorías étnicas y raciales—
; ii) en relación con las dife-

rencias regionales que presenta el fenóm
eno del desplazam

iento, y 
iii) en relación con la condición de víctim

as del conflicto arm
ado que 

tienen las personas desplazadas (A
uto 218 de 2006, num

eral 5.2.).

9 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6.3.1.1.

10 
 Por especificidad en el presupuesto la C

orte se refiere a que los 
hacedores de política deben identificar de m

anera precisa los recur-
sos que serán destinados a la atención específica de la población des-
plazada, para evitar que se diluyan en program

as generales para toda 

dentro del gasto público debería tener la población desplaza-
da (A

uto 176 de 2005); la im
portancia de conocer las caracte-

rísticas regionales y locales antes de form
ular políticas (A

uto 
177 de 2005 y A

uto 218 de 2006); la necesidad de una coordi-
nación general entre las distintas entidades (A

uto 177 de 2005 
y A

uto 218 de 2006), y la utilidad de establecer m
ecanism

os 
de evaluación y seguim

iento, incluyendo indicadores de goce 
efectivo de derechos (A

utos 109 y 233 de 2007 y A
uto 116 de 

2008), entre otros.
Esta com

binación tuvo un efecto de políticas públicas di-
recto y tangible. En efecto, según el balance sistem

ático de 
A

cnur (2007: 117), el período de 2004 a 2007 fue el de m
ayor 

desarrollo de la política pública de atención a la población des-
plazada. Esta evaluación coincide con la percepción de varios 
actores del cam

po del desplazam
iento entrevistados para este 

estudio. Ilustrativo en ese sentido fue lo dicho por el director 
de C

odhes:

Buena parte de las políticas que hoy existen es gracias a esa sentencia 
[T-025]. La Ley 387 fue la base […

] para reconocer el desplazam
ien-

to por parte de Estado, pero evidentem
ente el salto cualitativo m

ás 
im

portante que se ha dado en la política pública es la sentencia […
] 

C
asi no hay un program

a im
portante hoy que no sea producto de la 

sentencia T-025, por el hecho [de] que antes de la sentencia T-025 solo 
había una atención parcial de ayuda hum

anitaria. 11

O
tros actores se refirieron a form

as específicas a través de las 
cuales la C

orte m
odificó la m

anera com
o se diseñaban políticas 

públicas. Por un lado, el citado oficial de A
cnur, explicó que:

C
uando se m

ete la C
orte, dice “no señor, acá tenem

os que tener unas 
m

etas de corto, m
ediano y largo plazo usted tiene que definirlas, tiene 

que definir sus políticas, tiene que saber para dónde va”. Entonces eso 
cam

bia necesariam
ente la visión que pueda tener un diseñador y un 

im
plem

entador de política y el G
obierno com

o no estaba preparado 
para eso. 12

la población vulnerable del país (A
uto 176 de 2005, num

eral 8.2.).

11 
Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre de 2008.

12 
Entrevista con A

ndrés C
elis, oficial de A

cnur, 17 de enero de 2008.
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Por otro lado, com
o vim

os en el C
apítulo 3, la C

orte rede-
finió la form

a com
o se enm

arcaba el problem
a del desplaza-

m
iento y esto, a su vez, m

odificó la m
anera com

o se form
ula-

ban las políticas en la m
edida en que introdujo un m

arco de 
derechos com

o referente para la elaboración de las m
ism

as. 
Sobre este aspecto, resultan reveladoras las declaraciones de la 
m

agistrada auxiliar a cargo del caso, según la cual éste “sirvió 
para cam

biar la form
a com

o se piensa la política pública […
] 

cóm
o una política pública tiene que estar som

etida al derecho 
constitucional […

] y tiene com
o función principal garantizar 

el goce efectivo de los derechos de las personas”. 13

En la m
ism

a línea, durante la audiencia pública de julio de 
2009, el director de C

odhes reconoció que “en las discusiones 
que se sostuvieron con los expertos del gobierno sobre el tem

a 
de prevención y protección se reconoció que el referente de 
derechos hum

anos y D
IH

 es fundam
ental para definir la polí-

tica, lo que consideram
os un avance por parte del gobierno”. 14 

La m
ism

a percepción ha sido visible en la prensa, com
o lo 

m
uestra una nota publicada en El Tiem

po en 2008, según la 
cual “es notorio el avance que se ha visto en los últim

os años 
en la respuesta del Estado frente al desplazam

iento, coordi-
nada por la A

gencia Presidencial para la A
cción Social. El rol 

de la C
orte C

onstitucional ha sido fundam
ental para que esa 

respuesta tenga un enfoque de derechos”. 15

En sum
a, el estudio de caso m

uestra con claridad la exis-
tencia de un efecto de políticas públicas. ¿C

óm
o se dio este 

efecto? ¿C
uál fue el proceso m

ediante el cual tuvo lugar? En 
el resto de este capítulo respondem

os esta pregunta de form
a 

detallada. Para esto, organizam
os la exposición en tres partes, 

13 
Entrevista con C

lara H
elena Reales, m

agistrada auxiliar de la 
C

orte C
onstitucional de C

olom
bia, 18 de diciem

bre de 2008.

14 
M

arco Rom
ero, director de C

odhes y m
iem

bro de la C
om

isión 
de Seguim

iento, intervención pública en la A
udiencia de rendición de 

cuentas, C
orte C

onstitucional, 10 de julio de 2009. 

15 
El Tiem

po, “M
ás allá de las cifras, personas”, 2 de octubre de 

2008.

de acuerdo con la división clásica de las fases de las políticas 
públicas —

el diseño, la im
plem

entación y la evaluación—
 para 

exam
inar el im

pacto de la sentencia y los autos de seguim
ien-

to en cada una de ellas.

La C
orte y el diseño de la política pública

Según la teoría de las políticas públicas (K
raft y Furlong 

2007) 16, la prim
era fase del ciclo es la identificación del pro-

blem
a y la fijación del m

ism
o en la agenda pública. C

om
o se 

analizó en el C
apítulo 3, si bien en m

ateria de desplazam
iento 

forzado había varios docum
entos que identificaban el proble-

m
a y reconocían la m

agnitud del m
ism

o, la C
orte contribuyó a 

fijarlo en la agenda pública y a redefinirlo com
o un problem

a 
jurídico. La segunda fase del ciclo de políticas públicas es la 
del diseño o form

ulación de una política pública para hacerle 
frente al problem

a. Esta es la fase que nos ocupa en la presente 
sección.

Frente al diseño de la política pública, y com
o se vio en el 

capítulo 2 cuando se analizaron las tres fases que ha tenido 
el proceso de seguim

iento a la T-025 por m
edio de autos, 17 el 

16 
Según el m

odelo clásico de políticas públicas propuesto por Jo-
nes (1970) y utilizado todavía por gran parte de la literatura (K

raft y 
Furlong 2007), el ciclo de las políticas tiene cinco fases: la identifica-
ción de un problem

a y la fijación en la agenda; la form
ulación de la 

política; la legitim
ación de la m

ism
a; la im

plem
entación y, por últim

o, 
la evaluación y el cam

bio de la política. Sin em
bargo, es com

ún agru-
par algunas fases y referirse, com

o lo hace la C
orte en la sentencia 

T-025, a las tres principales que son la de diseño o form
ulación, la de 

im
plem

entación y la de evaluación (véase C
orte C

onstitucional, T-025 
de 2004, A

partado 6.3.1.). 

17 
Según se vio en ese capítulo, el proceso de seguim

iento por m
e-

dio de autos ha tenido tres fases. En la prim
era (2004-2006), la C

orte 
se concentró en hacer un juicio de la política pública y form

uló linea-
m

ientos generables para fortalecerla. En la segunda fase (entre 2007 
y m

ediados de 2008), la C
orte se centró en im

pulsar la creación de 
indicadores de resultado que perm

itieran m
edir de m

anera perm
a-

nente el avance, estancam
iento o retroceso de las políticas. La tercera 

etapa fue inaugurada por el A
uto 092 a m

ediados de 2008 y consoli-
dada con los autos de com

ienzos de 2009. En esa fase, en vista de la 
lenta respuesta del G

obierno a los autos anteriores, la C
orte pasó a 

establecer lineam
ientos y program

as m
ás detallados, especialm

ente 
en relación con los grupos de desplazados m

ás vulnerables. 
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tribunal constitucional ha jugado dos papeles principales. En 
las dos prim

eras etapas (2004-2006 y 2007-2008), la C
orte jugó 

un papel m
ás de orientadora de la política pública. Para ello, 

expidió órdenes am
plias y dictó lineam

ientos para fortalecer o 
reform

ular la política pública existente.
Tanto en el fallo com

o en el conjunto de autos de ese pe-
ríodo, la m

ayoría de órdenes estaba redactada en térm
inos 

generales. O
rdenaban al G

obierno tom
ar acción, pero no en-

traban a determ
inar el contenido específico de cada política o 

el núm
ero m

ínim
o de program

as necesarios, com
o sí vendría 

a ocurrir en la tercera fase del proceso de seguim
iento.

Por otro lado, com
o vim

os, la C
orte planteó principios y 

lineam
ientos generales para guiar a los hacedores de política. 

Éstos estaban relacionados con aspectos tales com
o el presu-

puesto, la participación de la población desplazada, la cohe-
rencia entre las norm

as y la política, la especificidad de las 
m

ism
as, y la progresividad de las actuaciones del Estado para 

garantizar el goce de los derechos. U
no de los resultados m

ás 
claros de rol de la C

orte com
o orientadora de la política fue 

la adopción del Plan N
acional de A

tención Integral a la Po-
blación D

esplazada por la V
iolencia (D

ecreto 250 de 2005) y 
del Plan N

acional de D
esarrollo 2006-2010, los cuales serán 

analizados en el siguiente aparte.
A

 m
edida que avanzaba el proceso de seguim

iento sin que 
el G

obierno diera respuesta satisfactoria a algunos de los asun-
tos de política m

ás urgentes (com
o la atención a los sectores de 

la población m
ás golpeados por el desplazam

iento), la C
orte 

pasó a asum
ir un rol m

ás activo y se convirtió en form
uladora 

de algunas políticas. Los autos de esa tercera fase estaban en-
focados a grupos específicos de la población desplazada com

o 
las m

ujeres, los niños, las personas con discapacidad, los afro-
colom

bianos y los indígenas; contenían órdenes m
ás concre-

tas, y especificaban el núm
ero y el contenido de los program

as 
que debía adoptar el G

obierno.
Veam

os, entonces, los ejem
plos paradigm

áticos de estos 
dos roles: la form

ulación del Plan N
acional de A

tención Inte-

gral a la Población D
esplazada, en el que la C

orte jugó un rol 
orientador, y los autos de enfoque diferencial de 2008 y 2009, 
en los que el tribunal asum

ió un rol de diseñador de políticas 
públicas.

El P
lan N

acional de A
tención Integral  

a la Población D
esplazada por la V

iolencia  
y el P

lan N
acional de D

esarrollo 2006-2010
En febrero de 2005, el G

obierno adoptó el D
ecreto 250 por 

el cual expidió el Plan N
acional de A

tención a la Población 
D

esplazada por la V
iolencia (en adelante Plan N

acional de 
A

tención). El objetivo principal de este Plan era “establecer 
la política general del G

obierno y las líneas de acción para la 
prevención y la atención al desplazam

iento forzado interno 
en C

olom
bia, que perm

ita la restitución de los derechos y las 
obligaciones de las colom

bianas y los colom
bianos afectados 

por el m
ism

o”. 18 En este sentido, el Plan N
acional de A

tención 
es el principal docum

ento de política pública en m
ateria de 

desplazam
iento, después de la Ley 387 de 1997.

El nuevo plan reem
plazó a otro que había sido creado en 

1998 (D
ecreto 173 de 1998). La esencia del nuevo Plan era re-

cordar las obligaciones legales de las entidades del SN
A

IPD
 

ya previstas en dicha ley, y enm
arcar la respuesta del Estado 

dentro del nuevo m
arco de derechos planteado por la sentencia 

T-025. A
l com

parar am
bos planes se encuentra que si bien los 

objetivos y tem
as generales son los m

ism
os, hay dos diferencias 

fundam
entales. Por un lado, en el D

ecreto 250 tanto los tem
as 

com
o las responsabilidades de las distintas entidades están m

ás 
detallados y, por el otro, al D

ecreto 250 contiene una perspectiva 
y un enfoque de derechos.

El nuevo Plan N
acional de A

tención fue una consecuen-
cia del papel orientador que jugó la C

orte en el cam
po de las 

políticas públicas. C
om

o lo anotó el abogado de la C
om

isión 
N

acional de Juristas encargado del seguim
iento al tem

a del 

18 
D

ecreto 250 de 2005, num
eral 2.1.
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desplazam
iento, “con [la sentencia T-025] la C

orte, logró algu-
nas cosas […

] por ejem
plo que […

] se form
ulara el Plan N

a-
cional de A

tención a la Población D
esplazada en el 2005, que 

tiene problem
as, pero por lo m

enos ya hay un plan, que estaba 
en necesidad de renovación”. 19

H
ay al m

enos tres señales que revelan que el nuevo plan 
fue una consecuencia de la intervención de la C

orte en la fase 
del diseño de las políticas. En prim

er lugar, en los inform
es de 

seguim
iento a la C

orte el Ejecutivo presentó el Plan N
acional 

de A
tención com

o un cum
plim

iento expreso a las órdenes de 
la T-025. En segundo lugar, la m

anera com
o fue adoptado y 

discutido siguió los lineam
ientos de participación contenidos 

en la sentencia. Finalm
ente, los principios orientadores del 

D
ecreto recogen lo ordenado por la C

orte en el fallo. Veam
os 

cada una de estas señales.
A

nte las fallas detectadas en la fase de diseño de la política, 
la T-025 ordenó al C

onsejo N
acional para la A

tención Integral 
a la Población D

esplazada por la V
iolencia (C

N
A

IPD
),

que dentro de los tres m
eses siguientes a la com

unicación de la pre-
sente sentencia, adopte un program

a de acción, con un cronogram
a 

preciso, encam
inado a corregir las falencias en la capacidad institucio-

nal, por lo m
enos, en lo que respecta a las que fueron expuestas en los 

inform
es aportados al presente proceso. 20

C
om

o se puede ver, la orden fue redactada de m
anera ge-

neral, sin detallar un contenido específico.
El D

ecreto 250 de 2005 es la respuesta a dicha orden. D
e 

hecho, el A
uto 178 de 2005, que hizo una evaluación del cum

-
plim

iento de esa y otras órdenes, anotó: “en la audiencia de 
inform

ación, la Red de Solidaridad Social [hoy A
cción Social] 

resaltó com
o principales avances en esta m

ateria, la expedi-
ción del D

ecreto 250 de 2005 - Plan N
acional de A

tención Inte-

19 
Entrevista con Juan M

anuel Bustillo, C
om

isión C
olom

biana de 
Juristas, 22 de diciem

bre de 2008.

20 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, Parte resolutiva, 

ordinal cuarto.

gral que clarificó com
petencias, responsabilidades, estrategias 

y líneas de acción”. 21

La segunda señal de la influencia de la C
orte en la adop-

ción del nuevo plan es el procedim
iento que dio lugar a dicho 

docum
ento. El proceso deliberativo y consultivo que precedió 

la adopción del Plan N
acional fue propiciado por algunas de 

las órdenes y directrices que sum
inistró la C

orte.
En la T-025, la C

orte le ordenó expresam
ente al C

N
A

IPD
 

“ofrecer a las organizaciones que representan a la población 
desplazada oportunidades para participar de m

anera efecti-
va en la adopción de las decisiones que se tom

en con el fin 
de superar el estado de cosas inconstitucional e inform

arles 
m

ensualm
ente de los avances alcanzados”. 22 A

sim
ism

o, el fa-
llo definió las condiciones que deberían ser cum

plidas para 
que la participación fuera efectiva. C

om
o vim

os  en el capítulo 
anterior, entre ellas estaban la necesidad de inform

ar previa-
m

ente a la población desplazada e incluir las observaciones de 
ésta entre las consideraciones para tom

ar decisiones de polí-
tica pública.

La discusión del nuevo Plan N
acional de A

tención em
pezó 

poco después de proferida la sentencia T-025. En m
arzo de 

2004, el C
N

A
IPD

 aprobó un prim
er Plan, pero acordó ajustar 

la propuesta en algunos aspectos
23. Para ello, durante aproxi-

m
adam

ente seis m
eses, se discutió el Plan en los com

ités de-
partam

entales y en reuniones con funcionarios de entidades 
públicas, O

N
G

, sociedad civil y la com
unidad internacional. 

Tam
bién se realizaron consultas con las organizaciones de la 

población desplazada y con todas las instituciones que inte-
gran el SN

A
IPD

; en las m
esas nacionales y regionales se anali-

21 
C

orte C
onstitucional, A

uto 178 de 2005, num
eral 3.4.

22 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, Parte resolutiva, 

ordinal segundo.

23 
Según el A

cta 04 del C
N

A
IPD

 (12 de enero de 2005), el Plan 
debía ajustarse en los siguientes aspectos: 1) ajuste del valor unitario 
de atención a la población desplazada; 2) establecer los indicadores 
de seguim

iento para participación y control social; 3) cum
plim

iento 
de los com

prom
isos institucionales, y 4) ajustes de tipo conceptual o 

estructural del tem
a. 
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zaron específicam
ente los tem

as de salud, educación, vivienda 
y generación de ingresos. 24

El 11 de enero de 2005, el proyecto del Plan N
acional de 

A
tención fue presentado ante el com

ité jurídico del SN
A

IPD
, 

donde fue aprobado y elevado para aprobación definitiva del 
C

N
A

IPD
 al día siguiente. El Plan fue adoptado por m

edio del 
A

cta 04 del 12 de enero de 2005. 25 D
icha acta reveló las dos 

características del proceso que venim
os analizando. Por un 

lado, que la sesión contó con la participación de varias organi-
zaciones de población desplazada y, por el otro, expresam

en-
te reconoció la influencia de la C

orte en la adopción del Plan 
N

acional en los siguientes térm
inos: “En cum

plim
iento de la 

sentencia T-025, proferida por la H
onorable C

orte C
onstitucio-

nal se reunieron en el salón de C
onferencias de la Presidencia 

de la República…
”.

En tercer lugar, el contenido del Plan tam
bién reflejó las pautas 

que dio la C
orte para el diseño de las políticas públicas. Según la 

directora técnica y política de Program
as del Á

rea de A
tención 

a la Población D
esplazada por la V

iolencia de A
cción Social:

El nuevo Plan […
] pretende recoger elem

entos fundam
entales; por un 

lado, los Principios Rectores de los D
esplazam

ientos Internos de los 
que habla tanto N

aciones U
nidas y las recom

endaciones de la C
orte 

C
onstitucional, en la sentencia T-025 en donde se señala que es nece-

sario explicitar que el enfoque de la atención de la población despla-
zada tiene una discrim

inación positiva con relación a otros grupos de 
población vulnerable en el país. 26

En consecuencia, dentro de los principios orientadores del 
Plan N

acional de A
tención se incluyó el “enfoque de dere-

chos” según el cual “el Plan se sustenta en el aseguram
iento 

del ejercicio y goce de los derechos hum
anos”. A

dem
ás, con 

24 
C

N
A

IPD
, A

cta 04 del 12 de enero de 2005, intervención de José 
U

bernel A
rboleda G

onzález, coordinador de la U
nidad Técnica C

on-
junta (U

Tec). 

25 
Idem

. 

26 
C

N
A

IPD
, A

cta 04 del 12 de enero de 2005, intervención de Patri-
cia Luna, directora técnica y política de Program

as del Á
rea de A

ten-
ción a la Población D

esplazada por la V
iolencia de la entonces Red de 

Solidaridad Social. 

base en el criterio de especificidad, se adoptó el “enfoque dife-
rencial” que exige que:

para la form
ulación y desarrollo de las actividades que operan el pre-

sente Plan, se tendrán en consideración las características de la pobla-
ción sujeto o grupos involucrados en la atención, en térm

inos de gé-
nero, edad y etnia, así com

o sus patrones socioculturales. Lo anterior 
perm

itirá reconocer y prom
over ofertas institucionales acordes a los 

intereses de desarrollo de los grupos e individuos afectados.

Las órdenes y los lineam
ientos de la C

orte, y el contenido 
del Plan N

acional de A
tención, se vieron reflejados tanto en 

la form
a de adopción com

o en el fondo de un docum
ento de 

política adicional, de alcance nacional: el Plan N
acional de D

e-
sarrollo 2006-2010. A

l igual que en el caso del Plan N
acional 

de A
tención, durante el proceso de form

ulación el G
obierno 

N
acional presentó a las organizaciones de población despla-

zada las bases del Plan N
acional de D

esarrollo. En térm
inos 

del A
cnur,

si bien se carece de inform
ación acerca de qué tanto de sus aportes fue 

considerado en la definición del Plan presentado al C
ongreso de la Re-

pública, la sola existencia de este espacio constituye un avance frente a 
la form

ulación de los dos planes anteriores en los que este sector de la 
población no fue explícitam

ente considerado (2007: 170).

El contenido del Plan N
acional de D

esarrollo tam
bién refle-

jó la penetración de las órdenes y los lineam
ientos dados por 

la T-025. Si bien el Plan anterior (2002-2006) había abordado el 
tem

a del desplazam
iento, el Plan N

acional de D
esarrollo 2006-

2006 lo hizo usando com
o m

arco el propuesto por la C
orte, al 

establecer que “el Estado garantizará la atención integral de 
esta población bajo un enfoque de goce de derechos”. 27

En sum
a, el nuevo encuadre del problem

a en térm
inos del 

goce efectivo de derechos, visible en am
bos planes, constituye 

un giro notorio en la m
anera de concebir las políticas públicas 

en m
ateria de desplazam

iento. C
om

o lo explicam
os en el ca-

pítulo 3, m
ediante este encuadre la C

orte redefinió el tem
a y, 

27 
Ley 1151 de 2007, num

eral 2.2.
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según vim
os en esta sección, orientó los principales docum

en-
tos de política pública posteriores al fallo.

N
o obstante estos im

pactos, a m
edida que transcurrían los 

años y los planes y docum
entos quedaban parcialm

ente en el 
papel, la C

orte pasó a adoptar un rol m
ás interventor en el 

proceso de políticas públicas. El giro se dio en la tercera fase 
del proceso de seguim

iento, con los autos de enfoque diferen-
cial, que estudiam

os a continuación.

Las políticas para grupos específicos
En la sentencia T-025, la C

orte detectó la ausencia de una pers-
pectiva diferencial en las políticas que tom

ara en cuenta las 
características específicas de los desplazam

ientos forzados de 
los que son víctim

as algunos grupos dentro de la población 
desplazada, com

o las m
ujeres, los niños o las com

unidades 
afrocolom

bianas, entre otros. En térm
inos del fallo,

[n]o han sido reglam
entadas las políticas que faciliten el acceso a la 

oferta institucional a los grupos desplazados en situación de m
ayor 

debilidad, tales com
o las m

ujeres cabeza de fam
ilia, los niños, o los 

grupos étnicos. N
o existen program

as especiales que respondan a las 
especificidades de los problem

as que aquejan a dichos grupos. 28

En los autos de seguim
iento de la prim

era fase, el tribunal 
insistió en la im

portancia de form
ular políticas para estos gru-

pos. A
sí, por ejem

plo, autos com
o el 218 de 2006 recalcaron 

“la necesidad de adoptar un enfoque diferencial, específico, 
que reconozca que el desplazam

iento surte efectos distintos 
dependiendo de la edad y del género”. 29 D

e hecho, esa m
ism

a 
decisión identificó las diez áreas m

ás críticas de la política de 
atención e incluyó tanto “la falta de especificidad en la política 
de atención a la población desplazada”, com

o “la desprotec-
ción de los grupos indígenas y afrocolom

bianos, especialm
en-

te afectados por el desplazam
iento interno”. En el m

ism
o sen-

tido, los autos de la segunda fase ordenaron al Ejecutivo crear 

28 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6.3.1.1.

29 
 C

orte C
onstitucional, A

uto 218 de 2006, num
eral 5.3.1.

indicadores para m
edir los resultados alcanzados con relación 

a los grupos m
ás vulnerables. 30

H
acia 2008, la inform

ación recogida por la C
orte m

ediante 
autos y audiencias m

ostró con claridad que el G
obierno no ha-

bía cum
plido estas órdenes. D

e ahí que, a partir de m
ediados 

de 2008, el tribunal decidió form
ular directam

ente lineam
ien-

tos detallados de políticas públicas, por m
edio de cinco autos 

denom
inados de enfoque diferencial, donde abordó los casos 

de las m
ujeres, los m

enores de edad, los grupos indígenas, las 
com

unidades afrocolom
bianas y las personas con discapaci-

dad víctim
as del desplazam

iento. 31 A
sim

ism
o, convocó a au-

diencias para discutir cada caso específico de form
a pública y 

con la participación de estos grupos. D
e esta m

anera, asum
ió 

un nuevo rol, que fue patente para los funcionarios guberna-
m

entales que debieron responder las nuevas órdenes: “la C
or-

te da una orden, y si el G
obierno no dice cóm

o contestar a ella, 
la C

orte dice cóm
o contestar. U

n ejem
plo de eso es el auto de 

m
ujeres [A

uto 092 de 2008]. [A
sí], la C

orte define una política, 
im

pone una política pública”
32.

En efecto, en cada uno de los cinco autos de enfoque dife-
rencial, adem

ás de dar órdenes generales o lineam
ientos para 

los hacedores de políticas públicas, la C
orte entró a diseñar 

políticas específicas. Para ello, con respecto a cada grupo vul-
nerable ordenó un núm

ero de program
as y determ

inó el con-
tenido m

ínim
o de cada uno.

En el prim
ero de estos autos, el 092 de abril de 2008, la C

or-
te abordó el tem

a de la protección de los derechos fundam
en-

tales de las m
ujeres víctim

as del desplazam
iento forzado, que 

constituyen m
ás de la m

itad de la población desplazada. 33 A
nte 

30 
 Véase, C

orte C
onstitucional, A

utos 109 de 2007 y 218 de 2006.

31 
 A

unque para ciertos grupos específicos la C
orte ha proferido 

m
ás de un auto, nos referim

os a los cinco principales. 

32 
 Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.

33 
 Según los resultados de la II Encuesta N

acional de Verificación 
adelantada por la C

om
isión de Seguim

iento, el 52,4%
 de la población 
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la ausencia de un enfoque de género en las políticas existen-
tes, el tribunal ordenó a A

cción Social la creación de trece pro-
gram

as específicos para suplir los vacíos de la política pública 
frente a las m

ujeres, las jóvenes y las niñas desplazadas. 34 A
de-

m
ás, para cada program

a determ
inó el ám

bito de cobertura, 
los derechos que se debían garantizar m

ediante el program
a, 

y lo que denom
inó los “elem

entos m
ínim

os de racionalidad 
del program

a en tanto com
ponente de una política pública”. 35 

A
sim

ism
o, estableció que la coordinación de cada uno esta-

ría centralizada en cabeza del director de A
cción Social, fijó 

un plazo de dos sem
anas para poner los trece program

as en 
m

archa, y enfatizó la im
portancia de garantizar la participa-

desplazada son m
ujeres, lo cual es superior al porcentaje nacional 

que es de 51,2%
 (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 36).

34 
Los trece program

as son: 1) el Program
a de prevención del im

-
pacto de género desproporcionado del desplazam

iento, m
ediante 

la prevención de los riesgos extraordinarios de género en el m
arco 

del conflicto arm
ado; 2) el Program

a de prevención de la violencia 
sexual contra la m

ujer desplazada y de atención integral a sus víc-
tim

as; 3) el Program
a de prevención de la violencia intrafam

iliar y 
com

unitaria contra la m
ujer desplazada y de atención integral a sus 

víctim
as; 4) el Program

a de prom
oción de la salud de las m

ujeres 
desplazadas; 5) el Program

a de apoyo a las m
ujeres desplazadas que 

son jefes de hogar, de facilitación del acceso a oportunidades labo-
rales y productivas y de prevención de la explotación dom

éstica y 
laboral de la m

ujer desplazada; 6) el Program
a de apoyo educativo 

para las m
ujeres desplazadas m

ayores de 15 años; 7) el Program
a 

de facilitación del acceso a la propiedad de la tierra por las m
uje-

res desplazadas; 8) el Program
a de protección de los derechos de las 

m
ujeres indígenas desplazadas; 9) el Program

a de protección de los 
derechos de las m

ujeres afrodescendientes desplazadas; 10) el Pro-
gram

a de prom
oción de la participación de la m

ujer desplazada y de 
prevención de la violencia contra las m

ujeres líderes o que adquieren 
visibilidad pública por sus labores de prom

oción social, cívica o de 
los derechos hum

anos; 11) el Program
a de garantía de los derechos 

de las m
ujeres desplazadas com

o víctim
as del conflicto arm

ado a la 
justicia, la verdad, la reparación y la no repetición; 12) el Program

a 
de acom

pañam
iento psicosocial para m

ujeres desplazadas; 13) el 
Program

a de elim
inación de las barreras de acceso al sistem

a de pro-
tección por las m

ujeres desplazadas.

35 
Según el A

uto 092 de 2008, estos elem
entos m

ínim
os de racio-

nalidad son en total quince, y reflejan tanto los elem
entos m

ínim
os 

de la política pública de atención al desplazam
iento forzado exigidos 

en el A
uto 178 de 2005, com

o elem
entos derivados de los m

andatos 
constitucionales e internacionales que se reseñaron en el m

ism
o auto. 

Entre los quince se encuentran la especificidad individual del Progra-
m

a, el cronogram
a acelerado de im

plem
entación, y el presupuesto 

suficiente y oportunam
ente disponible.

ción de las organizaciones que prom
ueven los derechos de las 

m
ujeres desplazadas por la violencia dentro del proceso de 

diseño, adopción e im
plem

entación de cada program
a. C

om
o 

lo reportó la prensa al registrar este giro de la C
orte:

Los m
agistrados le dieron seis m

eses a [la Fiscalía] para que rinda 
cuentas sobre los avances en la investigación de una aterradora re-
lación de crím

enes de género: […
] violaciones y abusos sexuales in-

dividuales y colectivos, torturas sexuales, m
utilaciones sexuales y 

posteriores hom
icidios de las víctim

as, así com
o actos de ferocidad 

y barbarie de contenido sexual. […
] C

asos com
o esos, que tienen en 

com
ún la violencia sexual contra m

ujeres y haber provocado despla-
zam

ientos m
asivos, aparecen reseñados en un docum

ento de 1.682 
páginas en el que la C

orte C
onstitucional pone el dedo en la llaga de 

lo que llam
a “un crim

en invisibilizado”: los abusos com
etidos por los 

actores arm
ados contra las colom

bianas. 36

Posteriorm
ente, en octubre de 2008, la C

orte profirió el 
A

uto 251 por m
edio del cual abordó el tem

a de los niños y las 
niñas en situación de desplazam

iento m
enores de 18 años, que 

son m
ás del cincuenta por ciento de dicha población. 37 A

nte la 
ausencia de un enfoque de atención diferencial para este gru-
po, la C

orte ordenó el diseño e im
plem

entación de un nuevo 
program

a en el ám
bito del SN

A
IPD

 titulado “Program
a para 

la protección diferencial de los niños, niñas y adolescentes 
frente al desplazam

iento forzado”. El program
a debería tener 

dos com
ponentes centrales: uno de prevención del im

pacto 
desproporcionado del desplazam

iento forzado sobre los m
e-

nores de edad, y otro de atención a este grupo. En segundo 
lugar, ordenó el diseño y la ejecución de quince proyectos pi-
loto en distintas ciudades del país, orientados a responder a 
los riesgos específicos y a los problem

as m
ás aprem

iantes a 
los que son expuestos los m

enores de edad en el m
arco del 

conflicto arm
ado. 38

36 
El Tiem

po, “Las 600 m
ujeres que conm

ovieron a la C
orte”, 25 de 

m
ayo de 2008.

37 
C

orte C
onstitucional, A

uto 251 de 2008, num
eral II.A

. 

38 
D

e los quince proyectos, uno es de prevención del reclutam
ien-

to forzado de jóvenes, otro es de prevención del im
pacto de m

inas 
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A
l igual que en el auto anterior, y siguiendo con su nue-

vo rol, la C
orte no se lim

itó a sugerir el tipo de program
as 

o proyectos que las entidades del SN
A

IPD
 debían diseñar, 

sino que precisó los requisitos m
ínim

os que deberían cum
plir 

tanto el Program
a

39 com
o los proyectos piloto y, adem

ás, fijó 
plazos perentorios para iniciar su ejecución (seis m

eses para el 
program

a y dos m
eses para los proyectos piloto). A

sim
ism

o, 
enfatizó en la necesidad de contar con la participación de las 
organizaciones de desplazados y expertas en tem

as de niñez.
En los siguientes tres autos la C

orte continuó la m
ism

a ló-
gica: realizó una evaluación de las obligaciones nacionales e 
internacionales frente al grupo vulnerable, evaluó la respuesta 
estatal, detectó las principales fallas y determ

inó los progra-
m

as que se debían adoptar y su contenido m
ínim

o. En el A
uto 

004 de enero de 2009 sobre los pueblos indígenas víctim
as del 

desplazam
iento, 40 la C

orte ordenó la adopción de un “Pro-
gram

a de garantía de los derechos de los pueblos indígenas 
afectados por el desplazam

iento”, y la form
ulación e im

ple-
m

entación de planes de salvaguardia étnica al m
enos para los 

34 pueblos identificados en el auto (Rodríguez G
aravito et ál. 

2010).
En el A

uto 005 de enero de 2009, el Tribunal abordó el tem
a 

de la población afrodescendientes víctim
a del desplazam

ien-

antipersonal y m
uniciones sin explotar, y el tercero es de prevención 

de la victim
ización de los m

enores por las estrategias de control so-
cial de los grupos arm

ados al m
argen de la Ley. Los otros doce son 

proyectos de atención a la niñez y la adolescencia en situación de 
desplazam

iento, los cuales deben ser im
plem

entados en doce ciuda-
des colom

bianas con m
ayor presencia de desplazam

iento: C
artagena, 

A
rauca, Sincelejo, Q

uibdó, Tum
aco, Buenaventura, Bucaram

anga, 
Bogotá, M

edellín, Policarpa, Florencia y San José del G
uaviare. 

39 
Para ver los requisitos m

ínim
os que deben cum

plir los dos com
-

ponentes centrales del Program
a, véase C

orte C
onstitucional, A

uto 
251 de 2008, num

eral 1.1. y 1.2.

40 
Según la II EN

V, el 6,5%
 de la población desplazada inscrita en 

el RU
PD

 (6,9%
 para los no inscritos) se declara perteneciente a pue-

blos indígenas (C
om

isión de Seguim
iento 2008d: 40). Según explica 

la C
orte en esa m

ism
a decisión, son al m

enos treinta las etnias que 
actualm

ente están en estado de alto riesgo de exterm
inio cultural o 

físico por causa del conflicto arm
ado y el desplazam

iento forzado.

to, que constituye cerca del 17%
 de la población desplazada

41. 
A

dem
ás de ofrecer la docum

entación estatal m
ás com

pleta 
del desproporcionado y dram

ático efecto del desplazam
iento 

sobre los afrocolom
bianos, así com

o del incum
plim

iento del 
G

obierno de sus obligaciones respecto de este sector de la po-
blación desplazada (Rodríguez G

aravito, A
lfonso y C

avelier  
2009: 12), el auto ordenó un conjunto de acciones, m

ás diverso 
que en los otros autos, para superar la falta de especificidad de 
la política frente a esta población.

En relación con A
cción Social com

o entidad coordinadora 
del SN

A
IPD

, dictó tres órdenes. Prim
ero, diseñar e im

plem
en-

tar un plan de protección y atención para las com
unidades 

m
ás afectadas por el desplazam

iento, la resistencia y el con-
finam

iento, que fueron identificadas por la C
orte en la m

ism
a 

decisión; 42 segundo, diseñar una estrategia para ofrecer opor-
tunam

ente atención hum
anitaria de em

ergencia a la población 
afrocolom

biana desplazada, y tercero, form
ular un plan inte-

gral de prevención, protección y atención a población afroco-
lom

biana, con la participación de dichas com
unidades. D

e la 
m

ism
a m

anera, ordenó al M
inisterio del Interior y de Justicia 

diseñar un plan de caracterización de los territorios colectivos 
y ancestrales habitados principalm

ente por población afroco-
lom

biana e im
plem

entarlo antes de julio de 2010, por un lado, 
y al m

ism
o M

inisterio, en conjunto con otras entidades, poner 
en m

archa la ruta étnica propuesta por A
cción Social dentro 

del proyecto de protección de tierras y patrim
onio (Rodríguez 

G
aravito, Berrío y O

rduz 2010).
El últim

o de la serie de autos específicos, el 006 de enero de 
2009, abordó el tem

a de las personas desplazadas con disca-
pacidad. C

on el ánim
o de desarrollar una política pública de 

atención con un enfoque diferencial respecto de ese grupo es-

41 
Según la II Encuesta N

acional de Verificación, el 16,6%
 de la po-

blación inscrita en el RU
PD

 y el 17,8%
 de los no inscritos se reconoce 

com
o afrocolom

bianos (C
om

isión de Seguim
iento 2008d: 40). 

42 
Para ver los contenidos m

ínim
os del plan integral de preven-

ción, protección y atención, véase A
uto 005 de 2009, num

eral 182.
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pecífico, la C
orte profirió tres órdenes principales. Prim

ero, or-
denó a las distintas autoridades del SN

A
IPD

, bajo la coordina-
ción de A

cción Social, m
ejorar los sistem

as de inform
ación para 

suplir los vacíos de inform
ación que existen en relación con la 

población desplazada con discapacidad
43. Segundo, ordenó a 

un conjunto de entidades que, bajo la coordinación de A
cción 

Social, adoptaran un “Program
a para la protección diferencial 

de las personas con discapacidad y sus fam
ilias frente al des-

plazam
iento forzado” que, al igual que en el caso del program

a 
para la niñez, tuviera dos com

ponentes, uno de prevención y 
otro de atención integral, y com

enzara a ser im
plem

entado a 
los seis m

eses. Por últim
o, la decisión ordenó el diseño de cinco 

proyectos piloto en el ám
bito de prevención y atención de las 

personas desplazadas con discapacidad, para ser im
plem

enta-
dos en la ciudad de Bogotá y cuatro departam

entos.
En sum

a, las órdenes generales y las directrices contenidas 
en los autos de las prim

eras fases del proceso de seguim
ien-

to, aunados a los program
as específicos ordenados durante la 

fase m
ás reciente, tuvieron un im

pacto directo y tangible tanto 
en la m

anera de form
ular las políticas sobre desplazam

iento 
com

o el contenido de las políticas m
ism

as. Existe evidencia 
abundante, por tanto, del efecto de políticas públicas en rela-
ción con el prim

er m
om

ento del ciclo de dichas políticas.
Veam

os ahora el alcance del efecto en relación con la se-
gunda fase: la im

plem
entación de las políticas.

La C
orte y la im

plem
entación  

de la política pública
U

na de las fallas principales detectadas en la T-025 fue la exis-
tencia de una brecha profunda entre la creación de norm

as y 
docum

entos de política, por un lado, y la im
plem

entación de 
las m

ism
as, por el otro. A

nte este diagnóstico, durante el pro-

43 
Para ver una lista de los tem

as que com
o m

ínim
o deberán con-

tem
plar estos sistem

as de inform
ación, véase A

uto 006 de 2009, Parte 
resolutiva, ordinal tercero. 

ceso de seguim
iento la C

orte se concentró en tratar de reducir 
dicha brecha para que el conjunto de políticas públicas se tra-
dujera en beneficios para la población desplazada.

C
om

o se analizó en el C
apítulo 4, la C

orte im
pulsó la im

-
plem

entación de la política al ejercer presión sobre las entida-
des estatales para que tom

aran acciones concretas y supera-
ran, así, el estancam

iento que había caracterizado las políticas 
sobre el tem

a. Las reacciones estatales docum
entadas en dicho 

capítulo, tales com
o la fijación de los recursos necesarios para 

atender a la población desplazada, la reactivación del C
N

A
I-

PD
 y la producción de inform

ación, hacen parte de la prim
e-

ra ola de un proceso de im
plem

entación de políticas públicas 
que se intensificó a m

edida que la C
orte reforzó sus labores de 

m
onitoreo.

M
ás allá de este inicial efecto “desbloqueador” de las 

políticas, el caso T-025 ha incidido en la im
plem

entación de 
num

erosas políticas nacionales y subnacionales. U
n análisis 

detallado de todas éstas supera los objetivos de este capítulo. 
N

os lim
itam

os, entonces, a hacer un balance panorám
ico de: 

1) la evidencia del im
pacto del caso T-025 sobre el presupuesto 

público dedicado a la im
plem

entación de las políticas sobre el 
tem

a, y 2) el nivel de ejecución de estas políticas por parte del 
G

obierno nacional.

El im
pacto presupuestal:  

la evolución de los recursos para las políticas  
sobre desplazam

iento
U

no de los indicadores m
ás nítidos del im

pacto de políticas 
públicas son los cam

bios en el presupuesto estatal destinado a 
la atención de la población desplazada. El giro se puede apre-
ciar en la gráfica 1, que refleja la trayectoria de este presupues-
to entre 1995 y 2008.

C
om

o lo diagnosticó la C
orte en la sentencia T-025, la in-

suficiencia del presupuesto era una de las causas principales 
de las fallas en la im

plem
entación de las políticas. Si bien re-

conoció que el G
obierno central había aum

entado considera-
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blem
ente los recursos financieros destinados a la atención a la 

población desplazada entre los años 1999 y 2002 (véase gráfica 
1), anotó que “el nivel absoluto de los m

ontos asignados conti-
núa siendo insuficiente, y m

uy inferior a los niveles necesarios 
para a) satisfacer la dem

anda de las personas desplazadas, b) 
proteger los derechos fundam

entales de las víctim
as de este 

fenóm
eno, y c) desarrollar e im

plem
entar efectivam

ente las 
políticas previstas en la ley”. 44

A
dicionalm

ente, la C
orte constató que en 2003 el presu-

puesto incluso dism
inuyó (véase gráfica 1). Esto iba en contra-

vía tanto de la Ley 387 de 1997 com
o de la jurisprudencia de 

la C
orte, que habían establecido la prioridad del gasto para di-

cha población, incluso por encim
a del gasto público social. 45

44 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6.3.2.

45 
C

orte C
onstitucional, sentencia SU

-1150 de 2000. 

C
ontra este telón de fondo, la C

orte dio la orden al C
N

A
I-

PD
 de calcular el presupuesto que sería necesario para im

ple-
m

entar una política pública sobre el tem
a. En el C

apítulo 4 
explicam

os cóm
o, en respuesta a esta orden, el G

obierno hizo, 
por prim

era vez, un cálculo riguroso del esfuerzo presupues-
tal requerido.

¿Se tradujo este cálculo en cam
bios presupuestales tangi-

bles? La gráfica 1 m
uestra que el fallo sí tuvo este efecto di-

recto. En respuesta a la T-025, el G
obierno nacional realizó un 

esfuerzo presupuestal rápido y considerable. C
om

o lo m
ues-

tra la gráfica, durante los nueve años de program
as sobre des-

plazam
iento del período anterior a la sentencia (1995-2003), 

el presupuesto anual prom
edio que fue de 76.371 m

illones por 
año. En el período posterior al fallo (2004-2008), el prom

edio 
anual se m

ultiplicó casi diez veces, al pasar a 731.343 m
illones.

A
dem

ás del notorio aum
ento en los recursos, en la gráfica 

se observa que después del fallo, el G
obierno no realizó re-

cortes presupuestales com
o sucedió en el año 2003. Sobre este 

punto, la directora del D
epartam

ento N
acional del Planeación 

resaltó, en la audiencia pública del 11 de diciem
bre de 2008 

ante la C
orte C

onstitucional,

com
o un avance im

portante en la m
ateria la decisión del gobierno 

de m
antener el carácter prioritario del presupuesto para la población 

desplazada, lo que se traduce en que, a lo m
enos, no se harán recortes 

presupuestales a los recursos destinados a la atención a la población 
desplazada y se m

antendrá el nivel de ejecución presupuestal. 46

C
inco años después del fallo, la m

ism
a C

orte reconoció el 
cam

bio considerable en la asignación presupuestal. En el A
uto 

008 de 2009, sostuvo que “claram
ente el increm

ento presupues-
tal com

o consecuencia de la sentencia T-025 de 2004 ha sido 
elevado y acelerado, lo cual constituye un avance indispensa-
ble para la superación del estado de cosas inconstitucional”. 47 
En la audiencia de rendición de cuentas celebrada el 10 de ju-

46 
C

orte C
onstitucional, A

uto 008 de 2009, num
eral 35.

47 
Ibíd., num

eral 35.

G
R

Á
FIC

A
 1

R
ecursos destinados por el G

obierno  
para la atención a la P

D
  

Período 1995-2008

FU
E

N
T

E
: C

onpes 3400 de 2005 y A
cción Social (fecha de corte: diciem

-
bre de 2008). D

isponible en http://w
w

w
.accionsocial.gov.co/docum

entos/
Boletin_H

echos/BO
LET

IN
_D

ESPLA
Z

A
D

O
S_Enero_2009.pdf

1995
1996

1997
1998

1999
2000

2001
2002

2003
2004

2005
2006

2007
2008

1.000.000

900.000

800.000

700.000

600.000

500.000

400,000

300,000

200.000

100.000

1.000

M
illones  

de pesos

1.106
24.897

92.836

18.936
70.892

60.352

146.772
150.764

120.700

316.940

542.185

820.677

955.029 1.021.936



César Rodríguez Garavito, Diana Rodríguez Franco

214 
215 El efecto de política pública: la Corte y el diseño, la implementación y la evaluación de los programas

lio de 2009, tanto la C
orte com

o los m
iem

bros de la sociedad 
civil tam

bién reconocieron los avances en m
ateria presupues-

tal (Rodríguez G
aravito y Rodríguez Franco 2009).

En la m
ism

a decisión, sin em
bargo, la C

orte resaltó la per-
sistencia de deficiencias presupuestales que fueron diagnosti-
cadas por la C

ontraloría G
eneral de la N

ación. A
 pesar de los 

m
andatos de la C

orte (por ejem
plo, en el A

uto 176 de 2005), 
ni el G

obierno nacional ni las autoridades regionales y locales 
tenían un cálculo y un registro diferenciado del presupuesto 
para el tem

a. y continuaban fallas de ejecución que iban desde 
la subestim

ación de los costos de los program
as de atención a 

la población desplazada, hasta la deficiencia de los sistem
as de 

seguim
iento y control de los recursos ejecutados y la precaria 

capacidad institucional para m
anejar los recursos asignados. 48

La im
plem

entación de políticas  
por parte del G

obierno N
acional

En vista de la cantidad y diversidad de las políticas públicas 
surgidas del caso T-025, un análisis sistem

ático de su im
ple-

m
entación supera los objetivos de este capítulo. En el capítu-

lo 8 acom
etem

os ese exam
en detallado con base en las cifras 

sobre los resultados de las políticas públicas sobre el despla-
zam

iento. Por ahora, basta un balance panorám
ico del nivel 

de im
plem

entación de las políticas desde el m
ism

o enfoque 
de derechos que la C

orte y los dem
ás actores del cam

po han 
adoptado.

Para estos efectos, la fuente principal es la evaluación que 
la propia C

orte hizo de la ejecución de las políticas sobre des-
plazam

iento en su balance de los cinco prim
eros años del 

proceso, contenida en el A
uto 008 de 2009. Proferido pocos 

días antes del relevo de varios m
agistrados que habían sido 

protagonistas del proceso de seguim
iento (incluyendo el m

a-
gistrado ponente de la T-025, M

anuel José C
epeda), este auto 

buscaba hacer un “corte de cuentas” al térm
ino del prim

er lus-

48 
Ibíd., num

eral 36.

tro del proceso, y sentar las bases para evaluaciones futuras de 
im

plem
entación de las políticas estatales. Para ello, en el A

uto 
068 de 2009, la C

orte había convocado a centros académ
icos a 

proponer ideas y soluciones a tem
as particularm

ente com
ple-

jos del proceso de seguim
iento, incluyendo los criterios que 

debían ser tenidos en cuenta para declarar la continuidad o 
superación del estado de cosas inconstitucional (EC

I) (véase 
Rodríguez G

aravito 2009b).
La C

orte concluyó que “cinco años después de proferida la 
sentencia T-025 de 2004 […

] se han presentado avances im
por-

tantes hacia la superación del estado de cosas inconstitucional, 
pero […

] este aún no ha sido superado”. 49 A
 esta conclusión ha-

bían llegado tam
bién los funcionarios y m

iem
bros de la socie-

dad civil que habían participado en la audiencia pública que la 
C

orte había citado en diciem
bre de 2008 para discutir el punto.

En este sentido, a diferencia del im
pacto en el diseño de 

program
as para la población desplazada y el aum

ento del pre-
supuesto para financiarlos, el efecto de políticas públicas que 
ha tenido el caso en el ám

bito de la im
plem

entación ha sido 
lim

itado y dispar. D
e hecho, el balance de la C

orte m
uestra 

que m
ientras que el caso ha tenido un im

pacto visible en la eje-
cución de algunas políticas (com

o las de salud y educación), 
en otros frentes de la política pública (com

o los de tierras y 
vivienda), el G

obierno ha perm
anecido relativam

ente im
per-

m
eable a la presión de la jurisprudencia y al proceso de segui-

m
iento de la C

orte.
En térm

inos m
ás precisos, en el A

uto 008 de 2009 la C
orte 

clasificó la situación de las políticas públicas en tres catego-
rías. En prim

er lugar, aquellas que presentaban un balance tan 
pobre que debían ser enteram

ente replanteadas. En esta cate-
goría se encontraban las políticas para capacitar a la población 
desplazada a fin de generar ingresos propios, las encam

inadas 
a asegurar la recuperación de las tierras usurpadas o el otor-

49 
Ibíd., Sección II, num

eral 14.
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gam
iento de nuevas tierras, y las destinadas a garantizar una 

vivienda digna a esta población.
En segundo lugar, el balance de la C

orte m
ostró fallas pro-

fundas y persistentes en otros com
ponentes de las políticas 

que, aunque no am
eritaban su replanteam

iento total, reque-
rían ajustes considerables. En esta categoría se encontraban las 
políticas que buscan prevenir nuevos episodios de desplaza-
m

iento forzado, y aquéllas destinadas a garantizar los dere-
chos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctim

as del 
desplazam

iento.
Finalm

ente, las políticas sobre los dem
ás derechos de la po-

blación desplazada m
ostraban un m

ayor avance, aunque m
e-

nor del esperado por la C
orte y del requerido por la urgencia 

y gravedad de dicha población. Entre estas políticas la C
orte 

resaltó las relacionadas con la ayuda hum
anitaria de em

ergen-
cia a las personas recién desplazadas, y las relativas al retorno 
de los desplazados a su lugar de origen o su reubicación defi-
nitiva en el lugar de recepción.

La C
orte y la evaluación de la política pública:  

los indicadores de goce efectivo de derechos
En la T-025, la C

orte señaló que uno de los obstáculos que im
-

pedían una im
plem

entación de la política era que “no existían 
m

ecanism
os de seguim

iento de la gestión de las distintas en-
tidades que hacen parte del SN

A
IPD

”, y que “no era posible 
evaluar la puntualidad de las entidades responsables en la 
ejecución de los program

as”. 50 En particular, no existían m
e-

canism
os de m

edición de la gestión pública que perm
itieran 

hacer un seguim
iento periódico y riguroso de los resultados 

de las políticas.
Para llenar este vacío, la C

orte im
pulsó, entre el 2007 y m

e-
diados de 2008, un proceso de construcción de indicadores que 
involucró actores del G

obierno y la sociedad civil. D
urante ese 

50 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, A

partado 6.3.1.1.

período, la C
orte se concentró en desarrollar m

ecanism
os de 

evaluación que perm
itieran m

edir de m
anera perm

anente el 
avance, estancam

iento o retroceso del program
a o la atención a 

cargo de cada entidad del SN
A

IPD
, por un lado, y el goce efec-

tivo de los derechos de la población desplazada, por el otro.
Los indicadores son la m

uestra m
ás clara del efecto de po-

líticas públicas, por cuatro razones. En prim
er lugar, m

arcaron 
un giro en la lógica de m

edición de las políticas, que pasaron 
a ser evaluadas en térm

inos de la satisfacción de derechos hu-
m

anos. C
om

o lo sostuvo el director de C
odhes:

el Estado colom
biano es un Estado de derecho pero nunca evaluaba 

las políticas desde el punto de vista de los derechos. Entonces es la 
prim

era vez que hay una evaluación de una política pública desde 
un referente de derechos, con un instrum

ental de verificación, con un 
instrum

ental de indicadores, con todo un proceso de seguim
iento par-

ticipativo
51.

En segundo lugar, la m
edición privilegió la evaluación de 

resultados concretos, antes que de m
edios o procesos. A

sí lo 
resaltó el m

agistrado ponente del fallo T-025:

M
e atrevo a decir que la C

orte presionó fuertem
ente. Exigió que tales 

indicadores m
idieran el goce efectivo de los derechos de la población 

desplazada. El gobierno debía m
ostrar cuántas personas desplazadas 

estaban siendo protegidas en la práctica en el m
om

ento cero, y cóm
o 

dicha protección de los derechos m
ejoró y se aum

entó durante el tiem
-

po debido al cum
plim

iento de las órdenes dictadas por la C
orte en la 

T-025 (C
epeda 2008: 5).

En tercer térm
ino, según verem

os, el proceso que llevó a 
este resultado fue público, deliberativo y experim

ental. La 
descripción del proceso que hizo un funcionaria de A

cción So-
cial lo ilustra nítidam

ente:

¿C
on indicadores qué pasó? N

osotros presentam
os una propuesta, los 

dem
ás refutaron la propuesta; los dem

ás eran A
cnur, la C

om
isión de 

Seguim
iento y los entes de control. Entonces lo que ellos refutaban la 

C
orte nos lo m

andaba, entonces nosotros les contestábam
os. y así du-

ram
os todo el año carteándonos a través de la C

orte C
onstitucional. A

l 

51 
Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre de 2008.
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año siguiente la C
orte volvió y citó a otra audiencia. y lo que la C

orte 
en esa audiencia sí ya dijo fue, discutam

os. y generó un escenario de 
discusión […

] D
espués de ese escenario de discusión la C

orte solicitó 
que se colocara a consideración que si el G

obierno y la sociedad civil 
y los órganos de control consideraban que debían reunirse a construir 
unos indicadores que lo hicieran y que les entregaran ese producto de 
trabajo a ellos. y eso fue lo que hicim

os. D
espués de eso duram

os m
ás 

o m
enos un m

es. A
rm

am
os equipos de trabajo y grupos de revisión y 

com
enzam

os a discutir los diferentes indicadores […
] Era un proceso 

de consensos y disensos. C
on base en lo que tuvim

os consenso, pre-
sentam

os el docum
ento conjunto. 52

Finalm
ente, los indicadores son la m

uestra paradigm
ática 

del híbrido jurídico-económ
ico del efecto de políticas públicas, 

pues constituyen el punto interm
edio entre la lógica económ

i-
ca y la jurídica, entre econom

istas y abogados. En tanto que 
indicadores, caben con naturalidad en la caja de herram

ientas 
cuantitativas de los econom

istas. En tanto que indicadores de 
derechos, constituyen un híbrido que sintetiza y acercaba estas 
dos aproxim

aciones.
Los indicadores diseñados en este proceso son de resultado 

porque, com
o su nom

bre lo indica, buscan evaluar el logro 
final de la política, no el proceso. C

ada uno de los indicadores 
de resultado fue construido com

o un instrum
ento de m

edición 
que perm

ite señalar el grado de cum
plim

iento de los distintos 
derechos y del im

pacto de la política pública de atención com
o 

m
edio para lograr tal fin (Rodríguez G

aravito 2009c).
En sus inform

es, el G
obierno propuso una división de estos 

indicadores en tres categorías: de goce efectivo de derechos, 
com

plem
entarios y asociados. Los indicadores de goce efectivo 

de derechos son:
instrum

entos de m
edición diseñados con el propósito de valorar, en el 

hogar, el im
pacto de la política pública de atención a la PD

 en cuanto 
a la generación de condiciones para superar esta condición. Su uni-
dad de m

edida es binaria cuyos valores posibles serán “Sí” cuando 
la persona o fam

ilia reporta el cum
plim

iento del criterio fijado para 
cada derecho y “N

o” cuando reporte cosa diferente (Presidencia de la 
República et ál. 2007: 15).

52 
Entrevista con V

iviana Ferro, subdirectora de atención a la po-
blación desplazada de A

cción Social, 8 de enero de 2009.

Los indicadores com
plem

entarios son “instrum
entos de m

edi-
ción que perm

iten valorar el estado de avance general, retroce-
so o estancam

iento del proceso de estabilización con respecto 
al universo de atención correspondiente a cada indicador de 
G

oce Efectivo de D
erechos” (Presidencia de la República et 

ál. 2007: 16). Finalm
ente, los indicadores sectoriales son “instru-

m
entos de m

edición que revelan inform
ación sobre los resul-

tados obtenidos por cada entidad en referencia a las acciones 
contem

pladas com
o parte de su oferta sectorial” (p. 16).

Para m
ostrar el papel central de los indicadores en el caso, 

en el resto de esta sección nos detenem
os en las tres decisiones 

m
ás relevantes para este tem

a: los autos 109 de 2007, 233 de 
2007 y 116 de 2008. En ellos, la C

orte adoptó los m
ás de cien 

indicadores de resultado que existen actualm
ente para m

edir 
los avances en políticas públicas con respecto a un grupo de 
veinte derechos. A

l analizar la expedición y el seguim
iento de 

estas decisiones, nos interesa destacar el proceso participati-
vo y deliberativo m

ediante el cual fueron construidos los in-
dicadores, y la form

a com
o estos term

inaron sirviendo com
o 

puente conceptual y term
inológico entre los m

uy diversos ac-
tores estatales y sociales involucrados en el caso.

El proceso de adopción  
de los prim

eros indicadores

El diálogo entre la C
orte y el G

obierno

D
esde los prim

eros autos de seguim
iento, la C

orte ordenó al 
G

obierno adoptar indicadores de resultado “que tengan en 
cuenta el goce efectivo de los derechos de la población despla-
zada y que perm

itan determ
inar la dim

ensión de la dem
anda 

específica atendida, así com
o el avance, retroceso o estanca-

m
iento de cada program

a y com
ponente de atención”. 53

La C
orte insistió en esta exigencia en los autos posteriores. 

En el A
uto 218 de 2006, por ejem

plo, incluyó dentro de las diez 

53 
C

orte C
onstitucional, A

uto 177 de 2005.
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fallas estructurales que obstaculizaban el desarrollo de las po-
líticas nacionales para la población desplazada, “la ausencia 
general de indicadores de resultado significativos basados en 
el criterio del goce efectivo de los derechos de la población des-
plazada en todos los com

ponentes de la política, a pesar del 
avance de algunas entidades al respecto”.

Por efecto de esta presión, en septiem
bre de 2006 el direc-

tor de A
cción Social presentó ante la C

orte C
onstitucional un 

inform
e com

ún del G
obierno N

acional, con una prim
era “ba-

tería de indicadores sectoriales de cada una de las entidades 
del SN

A
IPD

”.
C

om
o reacción a esa propuesta, en el A

uto 266 de 2006 la 
C

orte solicitó al gobierno aclarar algunos aspectos relaciona-
dos con los indicadores de resultado, tales com

o, la fijación 
“de plazos claros para el cum

plim
iento de las actuaciones 

anunciadas por las entidades del SN
A

IPD
 en el inform

e co-
m

ún de cum
plim

iento”. En respuesta, el G
obierno envió un 

inform
e com

plem
entario que detallaba el cronogram

a bajo el 
cual cum

pliría con las acciones prom
etidas y anunciaba que 

los indicadores de resultado solicitados estarían diseñados a 
finales de m

arzo de 2007. 54

Este inform
e suscitó respuestas de entidades públicas y ciu-

dadanas, que pasaron a ser parte del proceso de construcción 
de indicadores. Específicam

ente, el procurador general de la 
N

ación, el contralor general de la N
ación y la C

om
isión de Se-

guim
iento a la Política Pública sobre D

esplazam
iento, se unie-

ron al debate. En efecto, estas instituciones resaltaron que los 
indicadores presentados por el G

obierno “aún eran insuficien-
tes para m

edir el progreso, el retroceso o el estancam
iento del 

goce efectivo de los derechos de la población desplazada”. 55 
D

e ahí en adelante, pasarían a ser partes im
portantes del cam

-
po del desplazam

iento forzado.

54 
C

orte C
onstitucional, A

uto 109 de 2007, num
eral 8.

55 
Ibíd., num

eral 9.

La entrada de nuevos actores:  
los indicadores com

o híbrido jurídico-económ
ico

Para prom
over la participación de este grupo m

ás am
plio de ac-

tores, en 2006 la C
orte profirió el A

uto 337. Por m
edio de esa de-

cisión, adoptó una m
etodología de trabajo y de intercam

bio de 
docum

entos técnicos sobre el diseño y el uso de indicadores.
El resultado de este intercam

bio fueron m
ás de 500 indica-

dores propuestos a la C
orte en diciem

bre de 2006 por el defen-
sor del pueblo, el procurador general, A

cnur, la C
om

isión de 
Seguim

iento y el G
obierno N

acional representado por A
cción 

Social. Esta últim
a, por ejem

plo, presentó una lista de 107 in-
dicadores.

En vista de que varios de los docum
entos presentados por 

A
cción Social a la C

orte hacían referencia al trabajo de diseño 
de indicadores de resultado adelantado por el D

epartam
ento 

N
acional de Planeación (D

N
P), en enero de 2007 la C

orte le so-
licitó a la directora de esta institución sum

inistrar la batería de 
indicadores diseñados hasta el m

om
ento por dicha institución. 

A
l poco tiem

po, el D
N

P presentó nueve indicadores adiciona-
les de goce efectivo de derechos. H

asta ese m
om

ento, enton-
ces, el G

obierno había presentado un total de 116 indicadores.
C

on la entrada del D
N

P, la entidad pública que ha sido el 
ícono de la tecnocracia económ

ica se integró a un proceso re-
gido por el lenguaje y la lógica jurídicos, es decir, por el “en-
foque de derechos” de la C

orte. Según vim
os, los indicadores 

ofrecían el punto de contacto entre la lógica económ
ica y la 

jurídica, com
o lo dijo una funcionaria del D

N
P:

U
na entidad com

o Planeación N
acional está acostum

brada a diseñar 
una política pública para atención a población vulnerable de m

anera 
distinta […

] Lo difícil de entender era qué es “m
edir con perspectiva 

de goce efectivo”. […
] Lo que fuim

os entendiendo era que al final a la 
C

orte lo que le interesa saber no es el cupo [escolar] sino si la persona 
está gozando realm

ente de una asistencia regular al colegio o si está 
gozando de una vivienda digna. 56

56 
Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.
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A
nte el dinam

ism
o del proceso y la abundancia de indi-

cadores, otros actores se unieron a la discusión. En enero de 
2007, por ejem

plo, el G
obierno hizo algunas observaciones 

sobre la pertinencia, utilidad y claridad, y de los indicadores 
propuestos por los órganos de control, la C

om
isión de Segui-

m
iento y el A

cnur. A
sim

ism
o, otros com

entarios fueron he-
chos por la C

om
isión C

olom
biana de Juristas y la C

om
isión de 

Seguim
iento a los indicadores presentados por el G

obierno.
La proliferación de indicadores llevó a la C

orte a citar una 
audiencia pública para aclarar las divergencias conceptuales 
y técnicas entre los distintos indicadores presentados y consi-
derar la adopción de un conjunto definitivo de indicadores de 
resultado. En la audiencia, celebrada el 1 de m

arzo de 2007, el 
director de A

cción Social, el m
inistro del Interior y de Justicia y 

la directora del D
epartam

ento N
acional de Planeación, presen-

taron una batería com
ún, com

puesta por 12 indicadores de goce 
efectivo de derechos, 11 com

plem
entarios y 23 indicadores aso-

ciados, diseñados por el G
obierno para m

edir el goce efectivos 
de los derechos a la vivienda, educación, alim

entación, genera-
ción de ingresos, identidad, vida, integridad personal, libertad 
personal y seguridad, participación e integración local.

D
urante la audiencia, los m

agistrados y otros participantes 
cuestionaron num

erosos aspectos de los indicadores. Igualm
en-

te, después del evento, los representantes de la Procuraduría, 
la D

efensoría del Pueblo, la C
ontraloría, la C

om
isión de Segui-

m
iento y el A

cnur, así com
o los representantes de la población 

desplazada, reaccionaron por escrito al conjunto de indicadores 
y sugirieron aquellos que debían ser adoptados o m

odificados.
C

om
o parte de este proceso iterativo, el 15 de m

arzo el 
G

obierno respondió a las preguntas realizadas durante la au-
diencia y entregó una batería m

odificada con 19 indicadores 
de resultado. La aparición de nuevos indicadores provocó otra 
ola de reacciones de diversos actores. Sin em

bargo, a com
ien-

zos de abril, el G
obierno envió a la C

orte un nuevo inform
e 

donde reiteraba el conjunto de indicadores sum
inistrado an-

teriorm
ente.

D
urante el m

es de abril, diversos actores com
o la D

efen-
soría del Pueblo y la C

om
isión de Seguim

iento enviaron sus 
observaciones a los indicadores del G

obierno y presentaron 
nuevos docum

entos. Por ejem
plo, la O

N
G

 Plan Internacional, 
presentó a la C

orte un conjunto de indicadores para m
edir el 

goce efectivo de los derechos de los niños y las niñas afectadas 
por el desplazam

iento forzado.
C

inco m
eses de perm

anentes intercam
bios y discusiones 

entre los distintos actores dieron com
o resultado el A

uto 109 
de m

ayo de 2007, por m
edio del cual la C

orte adoptó el pri-
m

er conjunto de indicadores de goce efectivo de derechos de 
la población desplazada. En él, la C

orte adoptó indicadores de 
goce efectivo para los derechos a la vivienda, la salud, la edu-
cación, la alim

entación, la generación de ingresos, la identidad 
y la estabilización socioeconóm

ica. Rechazó los indicadores 
propuestos para los derechos a la vida, la integridad perso-
nal, la libertad, la seguridad, la reparación, la participación y 
la reunificación fam

iliar y, en consecuencia, pidió al gobierno 
presentar nuevos indicadores para estos derechos. A

sim
ism

o, 
ordenó al gobierno m

ejorar aquellos para el derecho a la gene-
ración de ingresos y diseñar nuevos indicadores para m

edir la 
asistencia inm

ediata, la ayuda hum
anitaria y el enfoque dife-

rencial, que tom
en en cuenta las condiciones especiales de los 

grupos m
ás vulnerables dentro de la población desplazada.

La corrección de los prim
eros indicadores  

y la construcción de unos nuevos
El A

uto 109 de 2007 ordenó expresam
ente a A

cción Social y 
al D

epartam
ento N

acional de Planeación presentar un infor-
m

e conjunto en junio de 2007. En consecuencia, el proceso que 
resultó de dicho auto fue com

parativam
ente m

ás corto que el 
que dio lugar al m

ism
o. Siguiendo lo ordenado por la C

orte, el 
22 de junio, las dos entidades entregaron una batería ajustada 
de indicadores para llenar los vacíos detectados por la C

orte. 
Para evaluarlos, la C

orte acudió a los tres criterios m
enciona-

dos previam
ente, así com

o a las observaciones y a las conclu-
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siones presentadas por los órganos de control y la C
om

isión 
de Seguim

iento.
Entidades del G

obierno y los otros actores reaccionaron a 
cada indicador. N

o cabe aquí hacer un análisis detallado de 
las discusiones y los com

entarios técnicos que surgieron en 
torno a cada uno. N

os lim
itam

os, entonces, a ilustrar el pro-
ceso con la docum

entación de la construcción de indicadores 
en relación con un tem

a específico: el derecho de las víctim
as 

a la reparación. 57

Para m
edir el goce efectivo de este derecho por parte de 

la población desplazada, el G
obierno propuso nueve indica-

dores. Por un lado, dos indicadores de resultado form
ulados 

en los siguientes térm
inos: “Las personas del hogar acceden 

a m
ecanism

os de justicia por el delito de desplazam
iento”, y 

“La fam
ilia cum

ple gradualm
ente con los 9 criterios de esta-

bilización”. Por el otro, dos indicadores com
plem

entarios y 
cinco indicadores asociados.

C
om

o respuesta al G
obierno, la Procuraduría G

eneral, en 
su Inform

e núm
ero XI señaló que:

los indicadores diseñados por el G
obierno para m

edir el goce efectivo 
del derecho a la reparación, si bien sufrieron algunas m

odificaciones 
positivas, no en todos los casos son pertinentes, suficientes ni adecua-
dos, porque no contem

plan todos los elem
entos del proceso de repa-

ración y porque, en m
uchos casos, los indicadores propuestos no son 

claros ni aplicables.

La C
ontraloría, por su lado, anotó en su respuesta a la C

or-
te que sería fundam

ental que “adem
ás de m

edir el acceso de 
las víctim

as de desplazam
iento forzado a los m

ecanism
os ju-

diciales de protección, se establezca un indicador que perm
ita 

evaluar la efectividad del sistem
a judicial para resolver estos 

procesos y, de m
anera com

plem
entaria, se logre determ

inar el 
nivel de im

punidad asociado a este delito”.
A

sim
ism

o, la C
om

isión de Seguim
iento, en su inform

e del 
19 de julio de 2008, expresó que: 

57 
Esta sección se basa en el auto 233 de 2007, num

eral 32.2.5.

los indicadores propuestos por el G
obierno en m

ateria de reparación 
se refieren casi de m

odo exclusivo al tem
a de acceso a la justicia. Por 

tal m
otivo son insuficientes para m

edir el avance en el cum
plim

iento 
del G

obierno en relación con el tem
a de verdad y reparación integral. 

N
i siquiera dan cuenta los indicadores propuestos, de una visión inte-

gral del derecho a la justicia.

C
onsciente de los vacíos detectados en el A

uto 109 de 
2007, y con base en los últim

os indicadores propuestos por el 
G

obierno y las observaciones hechas por los otros actores, la 
C

orte profirió una segunda decisión, que evaluó el nuevo con-
junto de indicadores. En ella rechazó los propuestos para los 
derechos a la reunificación fam

iliar, a la seguridad personal, 
a la participación y a la reparación porque no satisfacían los 
criterios de suficiencia, relevancia y adecuación. Sin em

bargo, 
adoptó los indicadores sobre los derechos a la vida, la integri-
dad y la libertad.

La adopción del conjunto definitivo de indicadores

La im
plem

entación y evaluación  
de los prim

eros indicadores
El período posterior al A

uto 233 de 2007 se caracterizó por los 
prim

eros intentos del G
obierno y la C

om
isión de Seguim

iento 
de poner a prueba el conjunto de indicadores y por una se-
cuencia de audiencias públicas. C

on el objetivo de discutir los 
inform

es presentados por el G
obierno y por la C

om
isión de 

Seguim
iento sobre la prim

era im
plem

entación de los indica-
dores de resultado, la C

orte convocó a una audiencia pública 
el 5 de febrero de 2008. La audiencia tuvo tres objetivo: prim

e-
ro, contrastar los resultados obtenidos durante la prim

era fase 
de im

plem
entación de los indicadores; segundo, analizar los 

ajustes hechos a los indicadores durante la im
plem

entación 
de los m

ism
os, y tercero, evaluar la form

a com
o se superaron 

los vacíos detectados en el A
uto 233 con respecto a un grupo 

de indicadores.
D

urante la audiencia, el G
obierno presentó los resultados 

de su prim
era evaluación del estado de los derechos de la po-
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blación desplazada, la cual dio lugar a una prim
era línea de 

base. A
sim

ism
o, siguiendo las órdenes contenidas en el A

uto 
233, el G

obierno presentó ante la C
orte un nuevo conjunto de 

indicadores. A
l igual que en la audiencia anterior, a finales de 

febrero, los actores que asistieron enviaron sus reportes técni-
cos com

entando la línea de base y los indicadores.
La C

orte convocó a una segunda audiencia el 28 de febrero 
de 2008, con el objetivo de decidir qué indicadores adoptar. 
N

uevam
ente, los distintos actores presentaron inform

es téc-
nicos. Por ejem

plo, el procurador general entregó un docu-
m

ento titulado “El derecho de la población desplazada a la 
reparación”, que sintetizaba las opiniones del órgano de con-
trol frente al tem

a. En el m
ism

o sentido, A
cnur presentó un 

docum
ento con recom

endaciones sobre los indicadores para 
m

edir el grado de coordinación entre las entidades nacionales 
y locales. Igualm

ente, la C
om

isión de Seguim
iento presentó 

una batería de 372 nuevos indicadores para superar las debili-
dades detectadas por la C

orte en el A
uto 233.

D
urante la últim

a audiencia, el G
obierno y la C

om
isión de 

Seguim
iento acordaron la necesidad de llevar a cabo sesiones 

técnicas conjuntas para exam
inar los nuevos indicadores y para 

evaluar conjuntam
ente los existentes con base en la reciente 

experiencia de am
bos actores en la aplicación de los m

ism
os.

El trabajo conjunto del G
obierno  

y la C
om

isión de Seguim
iento

Las sesiones técnicas tuvieron lugar en el D
epartam

ento N
a-

cional de Planeación el 29 de febrero y el 7 de m
arzo de 2008. 

C
om

o resultado de esas sesiones, el 12 de m
arzo el G

obierno 
presentó un docum

ento que contenía las conclusiones a las 
que habían llegado y los distintos com

entarios sobre los tres 
indicadores que suscitaron m

ayor debate: los indicadores de 
resultado para el derecho a la generación de ingresos, a la ali-
m

entación y a la reparación. A
sim

ism
o, presentó nuevos indi-

cadores y unos m
odificados para cum

plir con lo ordenado en 
los autos 109 y 233 de 2007.

La C
om

isión de Seguim
iento tam

bién organizó dos sesio-
nes técnicas con el G

obierno. C
om

o resultado, redujo a 35 el 
núm

ero de indicadores sobre el derecho a la reparación. D
u-

rante este período, y com
o resultado del énfasis hecho por la 

C
orte a la necesidad de adoptar indicadores específicos para 

m
edir el grado de goce efectivo de los derechos de las m

ujeres 
y los niños, dos O

N
G

 —
Plan Internacional y Sism

a—
 presen-

taron indicadores de resultado para los derechos de los niños 
y las m

ujeres desplazadas, respectivam
ente.

La batería final de indicadores  
y sus consecuencias

Esta serie de sesiones técnicas dio com
o resultado el A

uto 116 
de 2008, que introdujo ajustes im

portantes y com
plem

entos a 
los indicadores adoptados en el A

uto 109 de 2007. A
l hacerlo, 

la C
orte adoptó la batería final de indicadores de resultado 

y los criterios para evaluar la superación del estado de cosas 
inconstitucional. En el A

uto 116, resaltó dos vacíos en el con-
junto de indicadores presentados por el G

obierno. Prim
ero, 

frente a los derechos relacionados con la justicia transicional, 
a saber: la verdad, la justicia, la reparación y la garantía de 
no repetición, y segundo, la incapacidad de incorporar un en-
foque diferencial en las políticas de atención a la población 
desplazada. Tam

bién corroboró que a pesar de las sesiones 
técnicas, los desacuerdos perduraban frente a: i) los indicado-
res de goce efectivo del derecho a la generación de ingresos; 
ii) los indicadores asociados a la vida, la integridad, la libertad 
y la seguridad, y iii) los indicadores com

plem
entarios para el 

derecho a una subsistencia m
ínim

a, que incluye los derechos 
a una ayuda inm

ediata y a una atención hum
anitaria de em

er-
gencia.

Frente al indicador de generación de ingresos, el desacuer-
do consistía en que el G

obierno nacional había sostenido, des-
de el A

uto 233 de 2007, que la línea de indigencia debía ser 
tom

ada com
o el parám

etro para evaluarlo. La C
om

isión de 
Seguim

iento, por su parte, había señalado que el parám
etro 
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debía ser la línea de pobreza. La C
orte consideraba que enten-

der com
o m

eta un nivel de ingresos por debajo de la línea de 
pobreza no garantizaba el goce efectivo de los derechos ni la 
subsistencia digna y autónom

a. Por tanto, decidió solucionar 
esta diferencia estableciendo que el indicador propuesto por 
el G

obierno era adoptado bajo el supuesto de que sólo m
edía 

una etapa en el avance hacia la m
eta de lograr que los despla-

zados estén por encim
a de la línea de pobreza, com

o lo había 
sugerido la C

om
isión de Seguim

iento.
La divergencia respecto de la ayuda hum

anitaria giraba 
en torno al condicionam

iento de asistencia a un plazo rígido. 
D

esde la sentencia T-025, la C
orte había reconocido la nece-

sidad de seguir sum
inistrando ayuda hum

anitaria hasta el 
m

om
ento en el cual se resolviera la situación de em

ergencia, 
independientem

ente de que ésta superara el plazo de tres m
e-

ses fijado por la legislación vigente. Por tanto, reiteró que la 
tem

poralidad de la asistencia debe ser flexible, som
etida a que 

la reparación sea real y que los m
edios utilizados sean efica-

ces y continuos, de acuerdo con las particularidades de cada 
caso.Para superar los vacíos m

encionados, la C
orte decidió 

adoptar los indicadores presentados por el G
obierno para las 

etapas de prevención y de retorno que se refieren a algunos 
aspectos del derecho a la justicia y de no repetición; adoptar 
la propuesta de indicadores realizada por la C

om
isión de Se-

guim
iento respecto de los derechos a la restitución, rehabilita-

ción, y a la no repetición, y suplir con indicadores propios el 
vacío respecto de los derechos a la verdad y a la justicia. 

El recorrido de la construcción de indicadores revela un 
aprendizaje por parte de la C

orte. C
uando com

enzó el proce-
so. C

uando com
enzó el proceso de su construcción, la C

orte 
les asignó esa tarea enteram

ente a los actores técnicos del go-
bierno y la sociedad civil. Sin em

bargo, unos años m
ás tarde, 

estaba discutiendo en igualdad de condiciones con estos acto-
res y produciendo sus propias propuestas para m

edir el goce 
efectivo de derechos.

Igualm
ente, en lo referente a la ausencia de enfoque dife-

rencial la C
orte reiteró la orden de excluir cualquier discrim

i-
nación presente en los program

as de atención a la población 
desplazada. A

dem
ás, sostuvo que la cláusula de no discrim

i-
nación está im

plícita en cada uno de los indicadores, expre-
sada com

o la obligación de respetar el principio de igualdad 
y la prohibición de tratos discrim

inatorios, sin perjuicio de la 
im

plem
entación de acciones afirm

ativas.
El producto de este esfuerzo sistem

ático de construcción 
de los indicadores es sintetizado en cuadro 1. C

om
o allí se 

aprecia, el proceso de seguim
iento participativo y público co-

ordinado por la C
orte dio lugar a una lista de 20 puntos (17 de-

rechos y tres criterios de enfoque diferencial por género, edad 
e identidad étnica) que, com

o vim
os, pueden ser evaluados a 

partir de indicadores de resultado de tres tipos: goce efectivo 
de derechos, com

plem
entarios y sectoriales.

Esta tabla, entonces, constituye el punto de llegada de un 
proceso de año y m

edio que hem
os reconstruido en detalle 

en esta sección, no sólo por ser novedoso en el contexto co-
lom

biano y m
undial, sino tam

bién por encarnar los rasgos del 
activism

o judicial experim
ental que resaltam

os en el capítulo 
1. En efecto, en lugar de definir desde un com

ienzo los detalles 
de las políticas y los indicadores que se debían im

plem
entar, 

la C
orte abrió un proceso a través del cual, de form

a experi-
m

ental y gradual, fueron presentados, evaluados y revisados 
los instrum

entos de m
edición del avance en la garantía de los 

derechos de la población afectada por el caso. Estos instru-
m

entos, adem
ás, surgieron de un intercam

bio reiterado entre 
actores estatales y de la sociedad civil, que presentaron pro-
puestas y contrapropuestas que la C

orte iba arbitrando a m
e-

dida que avanzaba el proceso.
El resultado ha sido un m

ecanism
o sofisticado de segui-

m
iento a las políticas públicas que ha servido com

o un refe-
rente com

ún a todos los actores del caso. D
el lado de la so-

ciedad civil, por ejem
plo, el director de C

odhes sostuvo que 
“los indicadores le han dado una herram

ienta de m
edición a 



Derecho Indicador de goce 
efectivo Indicadores complementarios Indicadores sectoriales

1. Vida

Los miembros del 
hogar en situación 
de desplazamiento 
preservan la vida.

Personas desplazadas víctimas de homicidio por 
causas directamente relacionadas con su situación de 
desplazamiento/Personas incluidas en el Registro Único de 
Población Desplazada (RUPD).

Personas inscritas en el RUPD que presentan riesgo 
extraordinario o extremo, beneficiadas con medidas 
de protección/personas inscritas en el RUPD que 
presentan riesgo extraordinario o extremo.

Dirigentes de población desplazada – PD 
beneficiada con medidas de protección/Dirigentes 
de PD.

Personas desplazadas asesinadas debido a su 
participación en procesos judiciales por delitos que 
dieron origen al desplazamiento.

2. Integridad 
personal

Los miembros del 
hogar no han sido 
víctimas de acciones 
contra su integridad 
personal después del 
desplazamiento (no 
incluye muerte).

Número de personas desplazadas víctimas de desaparición 
forzada que han puesto su caso en conocimiento de las 
autoridades/Número total de personas registradas en el 
RUPD.

Número de personas desplazadas afectadas por minas 
antipersonal cuyo caso se ha puesto en conocimiento de 
las autoridades/Número total de personas registradas en el 
RUPD.

Número de personas desplazadas víctimas de tortura cuyo 
caso se ha puesto en conocimiento de las autoridades/
Número total de personas registradas en el RUPD.

Personas desplazadas que han sido víctimas de 
acciones contra su integridad (casos denunciados)/
Personas incluidas en el RUPD.

3. Libertad

Ningún miembro del 
hogar ha sido privado 
de la libertad de forma 
arbitraria.

Personas desplazadas víctimas de acciones que atentan contra 
su libertad personal/Personas en el RUPD.

Secuestros extorsivos denunciados por personas 
en situación de desplazamiento.

4. Vivienda

Hogar habita legalmente 
el predio en condiciones 
dignas (incluye espacio 
suficiente, servicios 
domiciliarios completos, 
materiales apropiados, 
ubicación, seguridad 
jurídica de la tenencia).

Seguridad jurídica de la tenencia: hogares desplazados que 
habitan viviendas propias y cuentan con escritura registrada o 
viviendas en arriendo y cuentan con contrato escrito/Total de 
hogares desplazados (HD).

Espacio suficiente: HD que habitan viviendas sin hacinamiento/
Total de HD.

Materiales apropiados: HD que cuentan con materiales 
apropiados en su vivienda (techos, pisos y/o paredes 
exteriores)/Total de HD.

Ubicación: HD que habitan viviendas ubicadas en zonas que 
no son de alto riesgo/Total de HD.

Acceso a servicios: HD que cuentan con acceso a todos 
los servicios domiciliarios básicos (energía, acueducto, 
alcantarillado y recolección de basuras)/Total de HD.

Hogares con subsidios de vivienda otorgados/
Hogares postulantes.

Hogares con subsidios desembolsados/Hogares a 
los que fueron otorgados subsidios.

Hogares con mejoramiento de condiciones de 
habitabilidad/Hogares con deficiencias o carencias 
habitacionales identificadas.

Mujeres cabeza de familia beneficiarias de subsidio 
de vivienda urbana o rural.

5. Salud

Acceso al SGSSS - Todas 
las personas cuentan 
con afiliación al SGSSS.

Acceso a asistencia 
Psicosocial - Todas las 
personas que solicitaron 
apoyo psicosocial lo 
recibieron.

Acceso al esquema de 
vacunación – Todos 
los niños del hogar 
cuentan con esquema de 
vacunación completo.

Personas afiliadas al SGSSS/Personas incluidas en el RUPD

[Personas que reciben apoyo psicosocial (Gobierno) + Otros 
operadores de servicios]/Personas incluidas en el RUPD que 
solicitan apoyo psicosocial.

[Niños con esquema de vacunación completo (0-7 años) – 
Gobierno + Otros operadores de servicios]/Niños incluidos 
en el RUPD (0-7 años).

Mujeres en situación de desplazamiento en período 
de gestación que asisten a control prenatal.

Personas de PD que acceden a programas de salud 
sexual y reproductiva (12 años o más).

Personas que reciben atención en salud mental 
según diagnóstico y tipo de afiliación al SGSSS/
Personas incluidas en el RUPD que solicitan apoyo 
psicosocial (ND).

Niños entre 12 y 23 meses de edad tienen tres 
dosis de vacuna pentavalente (DPT, HB y Hib)/
Niños incluidos en el RUPD.

Los niños entre 1 y 2 años tienen una dosis de 
vacuna SRP (sarampión, rubéola y paperas)/Niños 
incluidos en el RUPD.

Los niños entre 5 y 6 años tienen dos refuerzos de 
polio y DPT y uno de SRP (sarampión, rubéola y 
paperas)/Niños incluidos en el RUPD.

CUADRO 1.  
Indicadores de resultado adoptados por la Corte Constitucional
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Derecho Indicador de goce 
efectivo Indicadores complementarios Indicadores sectoriales

6. Educación
Asistencia regular a 
niveles de educación 
formal – Todos los niños 
y jóvenes del hogar 
asisten regularmente a 
un nivel de educación 
formal (5-17 años).

Niños desplazados atendidos en el sector educativo (5-17 
años) – Gobierno + Otros (privados)/Niños incluidos en el 
RUPD.

Niños beneficiados con acompañamiento de 
permanencia en el sector educativo/Niños incluidos 
en el RUPD (5-17 años).

7. Alimentación

Disponibilidad de 
alimentos en forma 
suficiente –Hogar 
dispone de alimentos 
aptos para el consumo 
y accede a una cantidad 
suficiente de los mismos.

Cuidado infantil – Todos 
los niños del hogar que 
no están al cuidado 
de un adulto asisten a 
programas de atención 
al menor.

[Niños y jóvenes en programas de alimentación o cuidado 
infantil (Gobierno) + Otras fuentes de asistencia + 
Autogestión del hogar]/Niños y jóvenes incluidos en el RUPD 
(0-17 años).

Total de hogares que disponen de alimentos aptos para el 
consumo y acceden a una cantidad suficiente de los mismos/
Hogares incluidos en el RUPD.

Número de hogares en los que ninguna persona deja de 
consumir alguna comida por falta de alimentos o de dinero/
Total de HD.

Número de hogares en los que ninguna persona se queja de 
hambre por falta de alimentos/Total de HD.

Número de hogares en los que ninguna persona come menos 
de lo que desea por falta de alimentos o de dinero/Total de 
HD.

Hogares atendidos con ayuda humanitaria/Total de 
hogares incluidos en el RUPD.

Hogares reubicados o acompañados en retorno 
con proyectos de seguridad alimentaria/Hogares 
acompañados en retorno incluidos en el RUDP.

Adultos mayores con complemento alimentario/
Personas incluidas en el RUPD (60 o más años).

Madres gestantes o lactantes beneficiarias de 
raciones alimentarias.

Hogares beneficiados con atención inmediata/
Hogares con manifestación de urgencia extrema 
remitidos por el Ministerio Público.

Niños entre 6 meses y 5 años beneficiarios de 
raciones alimentarias.

Niños menores de 6 años beneficiarios desayunos 
infantiles.

Niños beneficiarios de restaurantes escolares.

Niños beneficiarios de programas de atención al 
menor.

8. Generación 
de ingresos

El hogar posee al menos 
una fuente de ingresos 
autónoma y su ingreso

 (el ingreso considera los 
subsidios que recibe por 
parte del Estado y todas 
las fuentes de ingreso 
de la familia) supera 
como mínimo la línea de 
indigencia (etapa).

El hogar posee al menos 
una fuente de ingresos 
autónoma y su ingreso 
se ubica por encima 
de la línea de pobreza 
(resultado).

Hogares en los que al menos uno de sus miembros se 
beneficia de programas de generación de ingresos o 
proyectos productivos (Gobierno) + proyectos de otras

fuentes + Autogestión del hogar (empleo remunerado u 
otros)/Hogares incluidos en el RUPD.

Hogares que poseen al menos una fuente de ingresos 
autónoma y que su ingreso supera como mínimo la línea de 
indigencia/Hogares incluidos en el RUPD (etapa).

Hogares que poseen al menos una fuente de ingresos 
autónoma y que su ingreso supera como mínimo la línea de 
pobreza/Hogares incluidos en el RUPD (resultado).

Indicadores complementarios adicionales:

Jornada laboral: PD ocupada que está laborando dentro de las 
jornadas legales/Total de PD ocupada.

Relación laboral: PD ocupada como empleada que cuenta 
con contrato escrito de trabajo/Total de PD ocupada como 
empleada.

Afiliación a seguridad social y riesgos profesionales: PD 
ocupada que cuenta con afiliación a salud, pensiones y ARP 
(para empleados)/Total de PD ocupada.

Remuneración mínima: PD ocupada que percibe ingresos 
laborales iguales o superiores al salario mínimo/Total de PD 
ocupada.

Formalidad: PD ocupada de manera formal (afiliación a 
seguridad social e ingresos iguales o superiores al mínimo)/
Total de PD ocupada.

Hogares con proyectos de generación de ingresos 
o vinculación laboral.

Personas beneficiadas con procesos de formación 
(urbana y rural).

Hogares acompañados en procesos de retorno 
vinculados a proyectos de generación de ingresos/
Hogares acompañados en procesos de retorno.

Adultos mayores beneficiarios del programa de 
protección social (PPSAM)/Personas incluidas en el 
RUPD (60 o más años). 

u

u



Derecho Indicador de goce 
efectivo Indicadores complementarios Indicadores sectoriales

9. Identidad

Posesión de documentos 
de identidad – Todos 
los miembros del 
hogar cuentan con 
sus documentos de 
identificación completos.

Personas identificadas/Personas incluidas en el RUPD. Personas identificadas con cédula de ciudadanía/
Personas mayores de 18 años incluidas en el RUPD.

Niños con tarjeta de identidad (8-17 años)/
Personas mayores de 8 y menores de 17 años en 
RUPD.

Personas con registro civil.

Libretas militares entregadas a población 
desplazada.

10. Estabilización 
social y 
económica

Inserción de los hogares 
desplazados al Sistema 
de Protección Social – 
Porcentaje de familias 
que gradualmente 
cumplen con los 
nueve criterios de 
estabilización.

11. Prevención 
del desplaza-
miento

Personas registradas como desplazadas anualmente.

Homicidios anuales en zonas con recomendaciones 
emitidas por el CIAT.

Eventos de desplazamiento mensuales en zonas con 
recomendaciones emitidas por el CIAT.

Víctimas mensuales de MAP en zonas con 
recomendaciones emitidas por el CIAT.

Acciones de grupos armados ilegales en zonas 
(emboscadas, toma de poblaciones, ataques a 
bienes civiles, ataques a infraestructura energética, 
ataques contra edificaciones gubernamentales) con 
recomendaciones emitidas por el CIAT.

Contactos armados de la Fuerza Pública 

(entendidos como aquellos en los que la iniciativa 
es de la Fuerza Pública, acciones ofensivas) contra 
grupos armados al margen de la ley en zonas con 
recomendaciones emitidas por el CIAT.

Municipios con planes de contingencia/Municipios 
identificados en riesgo.

Solicitudes de protección de derechos sobre 
predios y territorios abandonados a causa del 
desplazamiento, aprobadas en el sistema RUP/
Solicitudes de protección recibidas.

Declaratorias con informes de predios expedidos 
por los CTAIPD/Declaratorias de desplazamiento o 
de inminencia expedidas por los CTAIPD.

Anotaciones en los folios de matrícula inmobiliaria/
Derechos protegidos por los CTAIPD, oficinas de 
registro de instrumentos públicos y el Ministerio 
del Interior y de Justicia (Dirección de Etnias).

Investigaciones iniciadas por el delito de 
desplazamiento/Denuncias por el delito de 
desplazamiento.

Fallos emitidos por el juez por el delito de 
desplazamiento/Investigaciones iniciadas por el 
delito de desplazamiento.

uu

u



Derecho Indicador de goce 
efectivo Indicadores complementarios Indicadores sectoriales

12. Retorno

Hogares acompañados en retorno que no registran 
nuevos eventos de desplazamiento/Hogares 
acompañados en retorno.

Hogares que retornaron, previa evaluación de las 
condiciones de seguridad por parte de la Fuerza 
Pública/Hogares acompañados en retorno.

Hogares acompañados en retorno que no registran 
nuevos eventos de desplazamiento/Hogares 
acompañados en retorno.

13. Subsistencia

El hogar en situación 
de emergencia o 
vulnerabilidad extrema 
tiene cubiertas sus 
necesidades relacionadas 
con la subsistencia 
mínima.

Los hogares que han 
declarado su situación 
de desplazamiento ante 
las instancias respectivas 
reciben ayuda inmediata.

Los hogares incluidos 
en el RUPD reciben 
ayuda humanitaria de 
emergencia.

Hogares en situación de emergencia o vulnerabilidad extrema 
atendidos en sus necesidades relacionadas con la subsistencia 
mínima/Hogares a los que se les haya identificado necesidades 
de subsistencia mínima.

Número de hogares que han declarado su situación de 
desplazamiento ante las instancias respectivas y han recibido 
ayuda inmediata/Número de hogares que han declarado su 
situación de desplazamiento ante las instancias previstas.

Número de hogares desplazados que han sido incluidos en 
el RUPD y han recibido ayuda humanitaria de emergencia/
Número de hogares que han sido incluidos en el RUPD.

Hogares desplazados en eventos masivos que han 
recibido atención humanitaria/Hogares desplazados 
masivamente.

Hogares que han recibido atención humanitaria 
en la urgencia/Hogares que de acuerdo con su 
situación requieren atención humanitaria en la 
urgencia.

Hogares vinculados a un esquema de seguridad 
social en salud en el marco de la AHE/Hogares en 
situación de emergencia.

Hogares que han recibido raciones alimentarias 
en el marco de la AHE/Hogares en situación de 
emergencia.

Hogares que han recibido alojamiento en el marco 
de la AHE/Hogares en situación de emergencia.

Hogares que han recibido apoyo en kit no 
alimentario en el marco de la AHE/Hogares en 
situación de emergencia.

Hogares atendidos con apoyo de vestuario en 
el marco de la AHE/Hogares identificados con 
necesidad en términos de este componente.

Hogares que continúan en condición de 
vulnerabilidad y requieren alguno de los 
componentes de atención humanitaria/Hogares 
visitados con identificación de necesidad en 
términos de este componente.

Número de hogares que ha recibido alojamiento en 
el marco de la atención inmediata o de urgencia/
Número de hogares que han declarado su situación 
de desplazamiento ante las instancias respectivas.

Número de hogares que han recibido raciones 
alimentarias en el marco de la atención humanitaria 
inmediata/Número de hogares que han declarado 
su situación de desplazamiento ante las instancias 
respectivas.

Número de hogares desplazados en eventos 
masivos que requirieron atención en salud de 
urgencia en el marco de la atención humanitaria 
inmediata/Número de hogares que requirieron 
atención en salud de urgencia en el marco de la 
atención humanitaria inmediata.

Número de hogares desplazados en eventos 
masivos que han accedido a agua potable en el 
marco de la atención inmediata/Número hogares 
desplazados en eventos masivos.

Número de hogares que ha recibido alojamiento en 
el marco de la AHE/Número de hogares que han 
sido incluidos en el RUPD.

Número de hogares que han recibido raciones 
alimentarias en el marco de la AHE/Número de 
hogares que han sido incluidos en el RUPD.

u

u



Derecho Indicador de goce 
efectivo Indicadores complementarios Indicadores sectoriales

13. Subsistencia

Número de hogares que han recibido kit no 
alimentario en el marco de la AHE/Número de 
hogares que han sido incluidos en el RUPD.

Hogares que cuentan con afiliación a un esquema 
de seguridad social en salud en el marco de la AHE/
Número de hogares que han sido incluidos en el 
RUPD.

Hogares que recibieron apoyo económico para 
vestuario en el marco de la AHE/Número de 
hogares que han sido incluidos en el RUPD a 
los que se les han identificado necesidades de 
subsistencia mínima en vestuario.

14. 
Reunificación 
familiar

El hogar en situación de 
desplazamiento que ha 
sufrido fragmentación a 
causa del desplazamiento 
ha logrado la 
reunificación familiar 
cuando la solicita.

Núcleos familiares desintegrados que han logrado la 
reunificación familiar (incluye atención del Gobierno + otras 
fuentes de asistencia)/Núcleos familiares desintegrados que 
solicitan asistencia.

Número de hogares desplazados que han solicitado apoyo 
estatal para la reunificación y la han recibido/Número 
de hogares desplazados que han solicitado apoyo para la 
reunificación familiar.

Niños y adolescentes que han sido reintegrados 
al seno de sus familias/Total de niños y 
adolescentes incluidos en el RUPD que por causa 
del desplazamiento no se encuentran con algún 
miembro de su familia y fueron identificados o 
remitidos al ICBF (suma de los restituidos, los no 
acompañados, huérfanos o alejados de sus familias).

Número de funcionarios públicos capacitados sobre 
el contenido del derecho a la reunificación familiar/
Total de funcionarios públicos que atienden a 
población desplazada.

Número de campañas de difusión implementadas 
para el conocimiento de las ayudas disponibles para 
la reunificación familiar de la población desplazada 
discriminado por entidad territorial y niveles de 
impacto proyectados en términos de número de 
personas beneficiadas.

15. Seguridad 
personal

Ningún miembro del 
hogar es víctima de 
acciones que atentan 
contra su seguridad 
personal.

Personas desplazadas víctimas de acciones que atentan 
contra su seguridad personal (las acciones contemplan 
asaltos a poblaciones, combates, minas antipersonal, atentados 
terroristas)/Personas incluidas en el RUPD.

Nº de personas desplazadas víctimas de desaparición forzada 
que han puesto su caso en conocimiento de las autoridades/
Número total de personas registradas en el RUPD.

Número de personas desplazadas víctimas de desaparición 
forzada cuyo caso ha sido registrado por las autoridades.

Número de personas desplazadas afectadas por minas 
antipersonal cuyo caso se ha puesto en conocimiento de 
las autoridades/Número total de personas registradas en el 
RUPD.

Número de personas desplazadas víctimas de tortura cuyo 
caso se ha puesto en conocimiento de las autoridades/
Número total de personas registradas en el RUPD.

Personas desplazadas beneficiarias del programa 
de protección que han sufrido atentados contra 
su vida/Personas desplazadas beneficiarias del 
programa de protección.

16. 
Participación

Las OPD participan 
efectivamente en 
las decisiones de 
política pública sobre 
desplazamiento forzado.

Las OPD cuentan con escenarios adecuados para participar 
de manera efectiva en las decisiones de política pública sobre 
desplazamiento forzado.

Las OPD cuentan con condiciones adecuadas para participar 
de manera efectiva en las decisiones de política pública sobre 
desplazamiento forzado.

Las OPD cuentan con garantías para participar de manera 
efectiva en las decisiones de política pública sobre 
desplazamiento forzado.

Las sugerencias y observaciones de las OPD frente a la 
política pública sobre desplazamiento forzado cuentan con 
una respuesta adecuada.

Escenarios de política pública para atención 
al desplazamiento forzado que funcionan 
adecuadamente/Escenarios de política pública para 
atención al desplazamiento forzado que deben 
funcionar.

OPD que han recibido capacitación apoyada por el 
Gobierno/OPD que han solicitado capacitación al 
Gobierno.

OPD que cuentan con apoyo material básico por 
parte del Gobierno/OPD que han solicitado apoyo 
material básico al Gobierno.

Proyectos de decisión de políticas públicas de 
desplazamiento forzado que han tenido un trámite 
adecuado/Proyectos de decisión de políticas 
públicas sobre desplazamiento forzado.

u

u
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16. 
Participación

Proyectos de decisión de políticas públicas sobre 
desplazamiento forzado que han sido dados a 
conocer a las OPD/Proyectos de decisión de 
políticas públicas sobre desplazamiento forzado.

Observaciones y sugerencias de las OPD sobre 
la política pública de desplazamiento forzado 
que se responden formalmente/Observaciones y 
sugerencias hechas por las OPD sobre la política 
pública de desplazamiento forzado.

17. Verdad, 
justicia, 
reparación y 
no repetición

Todas las víctimas 
individuales del delito 
de desplazamiento 
forzado interno han sido 
reparadas integralmente 
por vía administrativa.

Todas las víctimas 
individuales del delito 
de desplazamiento 
forzado interno han sido 
reparadas integralmente.

Todas las víctimas 
colectivas del delito 
de desplazamiento 
forzado interno han sido 
reparadas integralmente.

Todos los desplazados 
que hayan sido víctimas 
de otros delitos han sido 
reparados integralmente 
por tales delitos.

Todos los 
desplazamientos masivos 
registrados han sido 
objeto de denuncia 
penal.

Los autores materiales 
e intelectuales de 
desplazamientos 
forzados masivos 
registrados han sido 
condenados penalmente.

Todas las víctimas de 
desplazamiento forzado 
interno conocen la 
verdad completa de lo 
ocurrido a través de un 
programa gubernamental 
de difusión de la verdad.

Todas las víctimas de 
desplazamiento forzado 
interno conocen la 
verdad completa de lo 
ocurrido a través del 
proceso judicial.

Ninguna víctima de 
desplazamiento forzado 
interno es objeto de un 
nuevo desplazamiento 
forzado.

u

u
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18. Enfoque 
diferencial: 
niños, niñas y 
adolescentes 
desplazados

Todos los niños y niñas 
que nacieron después 
del desplazamiento están 
incluidos en el RUPD.

Todos los niños y 
niñas menores de 12 
disponen de alimentos 
aptos para el consumo y 
acceden a una cantidad 
suficiente de los mismos 
en condiciones de 
saneamiento adecuadas.

Todos los niños, 
niñas y adolescentes 
desplazados han recibido 
atención psicosocial 

Todos los niños, niñas 
y adolescentes que por 
causa del desplazamiento 
fueron separados de 
sus hogares han sido 
reintegrados a los 
mismos.

Número de niños y niñas nacidos después del desplazamiento 
en hogares registrados en el RUPD (que sean hijos o hijas 
de padre o madre inscritos en el RUPD), que se encuentran 
incluidos en dicho registro/Todos los niños y niñas nacidos 
después del desplazamiento en hogares registrados en el 
RUPD.

Número de niños y niñas nacidos después del desplazamiento 
en hogares registrados en el RUPD, cuyos padres han 
solicitado su inclusión en dicho registro/Todos los niños 
y niñas nacidos después del desplazamiento en hogares 
registrados en el RUPD.

Número de niños y niñas nacidos después del desplazamiento 
en hogares registrados en el RUPD, que se encuentran 
incluidos en dicho registro/Número de niños y niñas nacidos 
después del desplazamiento en hogares registrados en el 
RUPD, cuyos padres han solicitado su inclusión en dicho 
registro.

Número de niñas y niñas en desplazamiento menores de 12 
años que presentan desnutrición (por tipo de desnutrición: 
aguda, global y crónica)/Total niños y niñas menores de 12 
años en desplazamiento.

Número de niños y niñas en desplazamiento menores de 
5 años que presentan 81 Que sean hijos o hijas de padre o 
madre inscritos en el RUPD.

Infección respiratoria aguda (IRA) o infección diarreica 
aguda (EDA)/Total niños y niñas menores de 5 años en 
desplazamiento.

Número de niños y niñas en desplazamiento menores de 12 
años en hogares que habitan en condiciones de saneamiento 
adecuadas y no hacinamiento (la vivienda debe cumplir con: 1) 
acceso a todos los servicios domiciliarios básicos: 

energía, acueducto, alcantarillado y recolección de basuras; 
2) disposición adecuada de excretas y residuos sólidos; 3) 
acceso a agua potable; 4) no hacinamiento)/Total niños y niñas 
menores de 12 años en desplazamiento.

Número de NNAD que han recibido o reciben atención 
psicosocial, sicológica o de salud mental según diagnóstico 
por causas relacionadas con el desplazamiento/Total NNAD.

Número de NNAD que han sido reintegrados al seno de sus 
familias/Total de NNAD que por causa del desplazamiento 
no se encuentran con algún miembro de su familia y fueron 
identificados o remitidos al ICFB (suma de los restituidos, los 
no acompañados, huérfanos o alejados de sus familias).

Número de niños y niñas menores de 5 años 
desplazados beneficiarios de programas de atención 
al menor/No. total de niños y niñas menores de 5 
años desplazados.

Personas que reciben atención en salud mental 
según diagnóstico y tipo de afiliación al SGSSS/
Personas incluidas en el RUPD que solicitan apoyo 
psicosocial (ND).

Niños entre 12 y 23 meses de edad tienen tres 
dosis de vacuna pentavalente (DPT, HB y Hib)/
Niños incluidos en el RUPD.

Los niños entre 1 y 2 años tienen una dosis de 
vacuna SRP (sarampión, rubéola y paperas)/Niños 
incluidos en el RUPD.

Los niños entre 5 y 6 años tienen dos refuerzos de 
polio y DPT y uno de SRP (sarampión, rubéola y 
paperas)/Niños incluidos en el RUPD.

19. Enfoque 
diferencial: 
pertenencia 
étnica y 
cultural

Las comunidades 
indígenas o afrocolom-
bianas participan en los 
escenarios de toma de 
decisiones de las políti-
cas públicas de atención 
a la población desplazada 
en las distintas instancias 
territoriales, a través 
de delegados escogidos 
por sus autoridades 
tradicionales o por orga-
nizaciones de población 
desplazada indígena o 
afrocolombianas.

Los retornos de la 
población indígena o 
afrocolombiana se han 
llevado a cabo atendien-
do a los principios de 
voluntariedad, seguridad 
y dignidad.

. de representantes de comunidades indígenas o 
afrocolombianas escogidos por sus autoridades tradicionales 
o por organizaciones de población desplazada indígena 
o afrocolombiana que participan en los CAPD (nacional, 
departamental, municipal o distrital).

Número de personas indígenas o afrocolombianas que han 
retornado a sus territorios con observancia de los principios 
de voluntariedad, seguridad y dignidad/Número de personas 
indígenas o afrocolombianas que han solicitado apoyo estatal 
para su retorno.

Número de comunidades indígenas o afrocolombianas que 
han retornado a sus territorios con observancia de los 
principios de voluntariedad, seguridad y dignidad/Número de 
comunidades indígenas o afrocolombianas que han solicitado 
apoyo estatal para su retorno.

u

u
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Derecho Indicador de goce 
efectivo Indicadores complementarios Indicadores sectoriales

20. Enfoque 
diferencial: 
género

El nivel de ingreso de 
los hogares desplazados 
con jefatura femenina 
es adecuado (viene de 
generación de ingresos y 
vivienda).

Todas las mujeres 
desplazadas se 
encuentran protegidas 
frente a vulneraciones 
de su libertad, integridad 
y seguridad personal.

Todas las mujeres 
desplazadas que han 
solicitado asignación de 
bienes a cualquier título 
(entiéndase para el caso 
adjudicación, restitución 
o indemnización) han 
adquirido la titularidad 
plena o compartida de 
dichos bienes.

Número de mujeres ocupadas en hogares desplazados cuyos 
ingresos se ubiquen por encima del salario mínimo legal/Total 
de mujeres desplazadas ocupadas.

Número de hogares desplazados con jefatura femenina cuyos 
ingresos se ubiquen por encima de la línea de pobreza/Total 
de hogares desplazados con jefatura femenina.

Mujeres desplazadas en hogares que habitan legalmente la 
vivienda en condiciones dignas/mujeres desplazadas.

Número de mujeres desplazadas víctimas de violencia sexual 
cuyo caso se ha registrado por las autoridades competentes/
total de mujeres inscritas en el RUPD.

Número de mujeres desplazadas víctimas de violencia sexual/
total nacional de mujeres víctimas de violencia sexual cuyo 
caso se ha registrado por las entidades competentes.

Número Mujeres víctimas de violencia sexual que inician 
procesos judiciales/ Número total de mujeres en situación 
de desplazamiento víctimas de violencia sexual que han sido 
valoradas por el Instituto Nacional de Medicina Legal.

Número Mujeres desplazadas víctimas de violencia sexual que 
han recibido atención médica y psicosocial por las distintas 
entidades oficiales/Número total de mujeres en situación 
de desplazamiento víctimas de violencia sexual que han sido 
valoradas por el Instituto Nacional de Medicina Legal.

Número de mujeres desplazadas que han adquirido la 
titularidad plena o compartida de los bienes cuya asignación 
han solicitado a cualquier título (entiéndase para el caso 
adjudicación, restitución o indemnización)/ Número total de 
mujeres desplazadas que han solicitado asignación de bienes a 
cualquier título.

u

la C
orte; herram

ienta que perm
ite determ

inar de m
anera m

ás 
clara y objetiva […

] los niveles de cum
plim

iento”. 58 D
el lado 

del G
obierno, entre tanto, la citada funcionaria del D

N
P con-

cluyó que:

Pasam
os de 117 indicadores locos, que no coordinaba ninguno con el 

otro, sobre núm
ero de circulares, llam

adas telefónicas y dem
ás, a una 

batería concreta de goce efectivo que si bien puede recibir m
iles de crí-

ticas ha sido un paso im
portante. y ese sí es en gran parte el producto 

de toda la dinám
ica que se ha generado alrededor de ésta sentencia. 59 

Los indicadores, adem
ás, han servido de base para la reco-

lección de inform
ación sistem

ática sobre la población despla-
zada. Por solicitud de la C

orte, la C
om

isión de Seguim
iento 

ha realizado dos encuestas de verificación de la situación de 
la población desplazada, la prim

era en 2007 y la segunda en 
2008. En am

bas, los indicadores de goce efectivo de derechos 
son las categorías centrales para la recolección y organización 
de datos. Los resultados de estas encuestas ofrecen el panoram

a 
m

ás com
pleto de la situación de la población desplazada, que 

constituye el tem
a que abordam

os en el siguiente capítulo.

58 
 Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre de 2008.

59 
 Entrevista con M

aría A
ngélica A

lvarado, D
epartam

ento N
acio-

nal de Planeación, 9 de enero de 2009.



247 El efecto social: el impacto del caso sobre la población desplazada

Los datos sobre la situación de la población 
desplazada y la m

edición del efecto social
En abril de 2009, el editorial de uno de los principales periódi-
cos colom

bianos leía:

C
um

plidos cinco años de la expedición de la sentencia de la C
orte 

C
onstitucional T-025 que declaró el “estado de cosas inconstitucional” 

en respuesta a la paupérrim
a atención recibida por los desplazados de 

parte del Estado colom
biano, el balance de la recuperación y el goce 

efectivo de los derechos fundam
entales, aunque m

enos m
alo, sigue 

siendo preocupante. 1 

El balance de una funcionaria del M
inisterio del Interior y 

de Justicia, a cargo del program
a de protección especial a la 

población desplazada, es igualm
ente pesim

ista:

A
l grueso de la población no le ha servido [la sentencia]. Eso es lo m

ás 
triste […

]  Q
ue yo diga que después de la sentencia personas hayan 

logrado superar su condición, son m
uy pocas. Ellos la repiten com

o 
loros o tienen form

atos ya hechos. A
 veces es para esgrim

irla, para 
atacar al funcionario. La leen parcialm

ente. 2

U
na queja sim

ilar surgió en una entrevista en un rincón 
m

uy distinto del país —
el barrio V

illa España de la ciudad de 
Q

uibdó, habitado por desplazados del C
hocó, el departam

en-
to m

ás pobre de C
olom

bia—
, en la que un líder desplazado 

concluyó:

1 
El Espectador, “La situación de los desplazados”, 25 de abril de 

2009.

2 
Entrevista con Liliana G

uzm
án, coordinadora del Program

a de 
Protección Especial a la Población D

esplazada, M
inisterio del Interior 

y de Justicia, 13 de enero de 2009.

C
apítulo 8

El efecto social:  
el im

pacto del caso  
sobre la población desplazada
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yo creo que esa sentencia T-025 a favor de la población desplazada acá 
en nuestro departam

ento no se está cum
pliendo. N

o se está cum
plien-

do. N
o se está dando el verdadero goce efectivo del derecho com

o 
desplazados. A

cá no está funcionando. U
sted lo ve. M

ire cóm
o está la 

escuela. Todo lo que le m
ostram

os. Eso es señal de que no se está cum
-

pliendo esa sentencia a favor de la población desplazada. Esa Ley 387 
es com

o si fuera apenas en el papel. Parece que fuera para enm
arcar. 

Para que uno com
o desplazado supiera que tiene esos derechos pero 

no está gozando de ese goce efectivo. 3

Estas citas revelan la am
bigüedad de lo que llam

am
os el 

“efecto social”: el im
pacto que, en últim

as, ha tenido la senten-
cia sobre la población que busca beneficiar (véase el capítulo 1). 
Por un lado, com

o verem
os en las próxim

as páginas, la situa-
ción m

aterial de los desplazados continúa siendo alarm
ante 

y constituyendo una tragedia hum
anitaria de proporciones 

m
undiales. Por otro lado, el lenguaje jurídico utilizado por el 

líder desplazado del C
hocó en la últim

a cita —
con las alusio-

nes al “goce efectivo de derechos” y a la “Ley 387”—
 m

uestra 
con claridad el im

pacto que ha tenido el caso T-025 en la form
a 

com
o los desplazados —

o, por lo m
enos, sus líderes—

 se han 
apropiado de la jurisprudencia de la C

orte para reclam
ar sus 

derechos.
¿C

óm
o entender este efecto? ¿C

óm
o determ

inar si, al final, 
la sentencia ha servido a la población desplazada? A

 la luz de 
la evidencia disponible, ¿es cierto que el balance es tan nega-
tivo? En este capítulo encaram

os estas com
plejas preguntas, 

que requieren dos precisiones analíticas y m
etodológicas.

En prim
er lugar, de acuerdo con el m

arco conceptual de 
este libro, es preciso distinguir entre efectos instrum

entales 
y sim

bólicos sobre la población desplazada (véase el capítulo 
1; Rodríguez G

aravito, en prensa). M
ientras que los prim

eros 
tienen que ver con el im

pacto del caso en la realidad m
aterial 

de los desplazados, los segundos atañen a los cam
bios que 

ésta puede haber provocado en la form
a com

o los individuos 

3 
Entrevista a un grupo de personas desplazadas habitantes del 

barrio V
illa España, Q

uibdó, C
hocó. Entrevista realizada por C

ésar 
Rodríguez y Tatiana A

lfonso, 25 de julio de 2008.

y las colectividades de desplazados conciben y enfrentan la 
situación que padecen. En este sentido, la form

a idónea de 
m

edir los efectos instrum
entales es una com

paración de los 
datos cuantitativos sobre situación m

aterial de los desplaza-
dos antes y después de la sentencia, en relación con derechos 
básicos com

o la alim
entación o la educación. Los efectos sim

-
bólicos, en cam

bio, pueden ser evaluados principalm
ente a 

través de m
étodos cualitativos que indaguen las percepciones 

de los propios desplazados sobre la sentencia, el grado de co-
nocim

iento que tienen de ella y la form
a com

o ha incidido en 
sus acciones individuales y colectivas.

En segundo lugar, desde un punto de vista m
etodológi-

co, es im
portante tener en cuenta una dificultad particular de 

la m
edición del efecto instrum

ental del fallo. D
ado que esta 

m
edición im

plica, por definición, contrastar las condiciones 
m

ateriales de la población desplazada antes y después de la 
sentencia, requiere datos sobre estos dos m

om
entos que sean 

com
parables entre sí. Sin em

bargo, las cifras sistem
áticas han 

sido recogidas sólo después del fallo —
de hecho, gracias al 

proceso desencadenado por éste—
. En efecto, los datos m

ás 
com

pletos y confiables sobre el tem
a provienen de la Segun-

da Encuesta N
acional de Verificación (II EN

V
), conducida por 

la C
om

isión de Seguim
iento a m

ediados de 2008. 4 La II EN
V

 
surgió de un proceso iniciado por los autos 109 y 233 de 2007, 
y 116 de 2008, por m

edio de los cuales, com
o vim

os en el capí-
tulo anterior, la C

orte adoptó una batería de 174 indicadores 
para m

edir 20 puntos neurálgicos de la política pública. Para 
evaluar estos puntos, la C

om
isión de Seguim

iento, en asocio 
con el C

entro de Investigaciones sobre D
esarrollo (C

ID
) de la 

U
niversidad N

acional de C
olom

bia, adelantaron la II EN
V

 en-
tre julio y agosto de 2008. La encuesta cubrió tanto la población 
desplazada oficialm

ente reconocida por el Estado —
esto es, la 

que se ha m
atriculado en el Registro Ú

nico de la Población 

4 
La prim

era encuesta había sido realizada entre noviem
bre y di-

ciem
bre de 2007.
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D
esplazada (RU

PD
) 5 a partir de 1999—

, com
o aquella que no 

se encuentra registrada. 6 En la II EN
V, fueron entrevistados 

8.442 hogares ubicados en la zona urbana de 61 m
unicipios 

del país. D
e estas entrevistas, la m

ayoría (6.311) fueron res-
pondidas por personas que habían sido desplazadas a partir 
del año 1998 y que estaban registradas en el RU

PD
 desde 1999. 

Las restantes fueron realizadas a hogares de la población des-
plazada no incluidos en el RU

PD
, pero en los que al m

enos un 
m

iem
bro hubiera sido desplazado a partir del año de 1998.

N
o existen, sin em

bargo, datos com
parables antes del fallo 

T-025, dado que, com
o vim

os, la falta de inform
ación sistem

á-
tica sobre el tem

a era precisam
ente una de las fallas graves de-

tectadas en el diagnóstico hecho por la C
orte en esa decisión. 

Esta asim
etría en los datos im

pide extraer conclusiones con-
tundentes del efecto instrum

ental directo del caso T-025 sobre 
la población desplazada.

Esto no significa, sin em
bargo, que no exista ninguna in-

form
ación sobre el estado de esta población antes de 2004. D

e 
hecho, los datos disponibles en ese entonces fueron los que 
la C

orte utilizó para hacer su diagnóstico sobre el tem
a y de-

clarar el estado de cosas inconstitucional. 7 Por ello, si bien no 
fueron calculadas con la m

ism
a m

etodología que la utilizada 
en la II EN

V, sirven para dar una idea sobre la situación al 
m

om
ento del fallo.

5 
El RU

PD
 es una herram

ienta técnica creada m
ediante el D

ecreto 
2569 de 2000. Por m

edio del RU
PD

 se hace la inscripción de la decla-
ración de desplazam

iento efectuada por el hogar o la persona despla-
zada. La persona o el hogar puede ser clasificado com

o: Incluido o 
Registrado, N

o incluido, Excluido o C
esado. 

6 
La inclusión de esta últim

a población se debe a que el diagnós-
tico de la C

om
isión m

ostró que el RU
PD

 tiene un subregistro de una 
“m

agnitud apreciable” (C
om

isión Seguim
iento 2008d: 17). Por ello, 

instituciones com
o la Procuraduría G

eneral de la N
ación, la D

efenso-
ría del Pueblo, el A

cnur y la propia C
om

isión de Seguim
iento, insis-

tieron en la necesidad de incluir en la II EN
V

 a la población que no 
se encontraba en el RU

PD
. La encuesta excluyó, sin em

bargo, a aque-
llas personas y grupos fam

iliares que habiendo sido registrados en el 
RU

PD
, hubieran sido posteriorm

ente excluidas o cesadas del registro 
por parte de las autoridades (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 11).

7 
Veáse C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, apartado 6.

C
on estas advertencias en m

ente, en lo que sigue anali-
zam

os el efecto social, con énfasis en su com
ponente instru-

m
ental. D

ividim
os el capítulo en tres secciones. En la prim

era 
sección nos ocupam

os de este com
ponente, com

enzando por 
un balance de la situación de la población desplazada antes 
de 2004 y el diagnóstico que de ella hizo la C

orte C
onstitucio-

nal en la sentencia T-025, que form
uló una lista de derechos 

prioritarios que el Estado debía garantizar. C
ontra este telón 

de fondo, en la segunda parte analizam
os los datos de la II 

EN
V

 sobre el grado de goce efectivo de estos derechos por 
parte de la población desplazada. C

erram
os el capítulo con un 

exam
en de la evidencia del trabajo de cam

po sobre el im
pacto 

sim
bólico de la sentencia sobre las personas desplazadas y sus 

organizaciones.

La situación antes del fallo  
y el diagnóstico de derechos  

de la C
orte

C
uando la C

orte profirió la sentencia T-025, la situación de 
la población desplazada era dram

ática. Según un estudio 
del Program

a M
undial de A

lim
entos de las N

aciones U
nidas 

realizado en 2003 (PM
A

 2003), 8 que evaluó a 1.503 hogares 
desplazados en 41 m

unicipios del país, el 92%
 de la pobla-

ción desplazada presentaba necesidades básicas insatisfechas 
(N

BI) y el 80%
 se encontraba en situación de indigencia. Esto 

significaba que la población desplazada se encontraba en una 
situación claram

ente inferior a la del quintil urbano m
ás po-

bre, en el que el 30%
 de la población tenía N

BI y el 39%
 estaba 

en situación de indigencia.
El estudio del PM

A
 encontró, adem

ás, que el 63,5%
 de la 

población desplazada vivía en una vivienda no digna, y el 
49%

 no tenía acceso a servicios básicos. Estas cifras eran m
uy 

superiores a las del quintil m
ás pobre de la población urbana 

8 
 Este inform

e fue la fuente central del diagnóstico de la C
orte y 

de él provienen los datos que presentam
os en esta sección. 
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en el que el 7,1%
 vivía en una vivienda inadecuada y el 6%

 
estaba privado de servicios básicos.

Las condiciones de salud de la población desplazada eran 
tam

bién alarm
antes. En 2003, la tasa de m

ortalidad para la 
población desplazada era seis veces superior al prom

edio na-
cional. Específicam

ente, el PM
A

 encontró que para los m
eno-

res de 12 años la tasa de m
ortalidad era de 3,32 por cada m

il, 
m

ientras que en el prom
edio nacional esa tasa era de 2,0. Igual-

m
ente, para las personas en situación de desplazam

iento entre 
12 y 25 años, la tasa de m

ortalidad era de 24,28 por cada m
il 

habitantes, en tanto el prom
edio nacional era de 2,0. Por últi-

m
o, la población desplazada m

ayor de 25 años enfrentaba una 
tasa de 53,42 por cada m

il, es decir, m
ás de cuarenta puntos por 

encim
a del prom

edio nacional (6,8 por cada 1.000 habitantes).
La situación de los m

enores en situación de desplazam
iento 

tam
bién era especialm

ente crítica. El PM
A

 encontró que el 23%
 

de los m
enores de seis años víctim

as del desplazam
iento esta-

ba por debajo del estándar m
ínim

o de alim
entación. y por esta 

razón presentaban retrasos en el peso para la edad, déficit en 
la atención escolar, problem

as en la visión, m
ayor probabilidad 

de m
orbilidad infantil y de tener enferm

edades respiratorias y 
digestivas. A

dem
ás, constató que el 25%

 de los m
enores entre 

6 y 9 años de edad, y el 54%
 de los niños y las niñas entre 10 y 

15,  no asistían a un establecim
iento educativo.

C
om

o vim
os en el capítulo 2, fue este panoram

a el que lle-
vó a la C

orte a declarar el estado de cosas inconstitucional en 
la sentencia T-025. A

l hacerlo, la C
orte intervino en la situación 

de dos form
as. D

e un lado, la enm
arcó en térm

inos de viola-
ciones de derechos hum

anos (véase el capítulo 3). En adelante, 
por ejem

plo, la extrem
a precariedad sanitaria o educativa de 

la población desplazada fue tratada com
o violaciones graves 

del derecho a la salud y del derecho a la educación, respecti-
vam

ente. D
e otro lado, consciente de que el problem

a era tan 
com

plejo que era im
posible enfrentarlo en tu totalidad desde 

un inicio, la C
orte estableció prioridades entre los derechos 

que debían ser garantizados a los desplazados.

Para esta tarea de priorización, la C
orte se basó en lo esta-

blecido por los Principios Rectores del D
esplazam

iento Forza-
do Interno de la O

N
U

 de 1998, según los cuales, “existen cier-
tos derechos m

ínim
os de la población desplazada que deben ser 

satisfechos en cualquier circunstancia por las autoridades a los 
desplazados, puesto que en ello se juega la subsistencia digna 
de las personas en esta situación”. 9 En consecuencia, el tribu-
nal conform

ó una lista de nueve derechos que integran el m
íni-

m
o prestacional que siem

pre debe ser satisfecho por el Estado. 
Los derechos, junto con su fuente jurídica en la C

onstitución 
Política (C

P) y los Principios de la O
N

U
, son los siguientes

10:
1. El derecho a la vida (art. 11 C

P y el Principio 10).
2. Los derechos a la dignidad y a la integridad física, psicoló-

gica y m
oral (arts. 1 y 12 C

P y el Principio 11).
3. El derecho a la fam

ilia y a la unidad fam
iliar (arts. 42 y 44 C

P 
y el Principio 17), especialm

ente en los casos de fam
ilias con-

form
adas por sujetos de especial protección constitucional.

4. El derecho a una subsistencia m
ínim

a com
o expresión del 

derecho fundam
ental al m

ínim
o vital (Principio 18).

5. El derecho a la salud (art. 49 C
P) cuando la prestación del 

servicio correspondiente sea urgente e indispensable para 
preservar la vida y la integridad de la persona (Principio 
19) y respecto de los niños y las niñas (arts. 44 y 50 C

P)
6.  El derecho a la protección frente a prácticas discrim

inato-
rias basadas en la condición de desplazam

iento (art. 13 C
P 

y Principio 22).
7.  El derecho a la educación básica hasta los quince años de 

edad (art. 67.3 C
P y Principio 23).

8.  En relación con la provisión de apoyo para el autososte-
nim

iento (art. 16 C
P) por vía de la estabilización socioeco-

nóm
ica de las personas en condiciones de desplazam

iento 
(Ley 387 de 1997 y Principios 1, 3, 4, 11 y 18).

9 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, apartado 9, cursi-

vas en el texto original.

10 
Idem

.
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9.  Los derechos al retorno y al restablecim
iento.

A
dem

ás de definir esta lista, en el fallo la C
orte dio órdenes 

a las distintas entidades com
petentes para garantizar al m

enos 
el m

ínim
o de protección que siem

pre debe ser satisfecho. A
sí, 

por ejem
plo, ordenó al C

onsejo N
acional de A

tención Integral 
a la Población D

esplazada, en un plazo m
áxim

o de seis m
eses, 

concluir las acciones encam
inadas a que todos los desplazados 

gozaran efectivam
ente de los derechos que integran el m

ínim
o 

prestacional que siem
pre debe ser satisfecho por el Estado.

Según se explicó en el capítulo anterior, estas listas de dere-
chos se convirtieron en el eje del seguim

iento que ha hecho la 
C

orte en los autos posteriores. Específicam
ente, pasaron a ser 

las categorías bajo las cuales se construyeron los indicadores 
de resultados de la gestión pública sobre el desplazam

iento. 
D

e ahí que la m
ism

a C
orte los haya llam

ado “indicadores de 
goce efectivo de derechos”. Tras la sentencia, estos indicado-
res sirvieron com

o categorías de recolección de datos siste-
m

áticos sobre la situación de la población desplazada —
es-

pecíficam
ente, la II EN

V
—

, que ofrecen una aproxim
ación al 

efecto social del caso. En la siguiente sección nos detenem
os a 

analizar los resultados de esta m
edición con base en la lista de 

derechos básicos construida por la C
orte.

La situación de los derechos  
de la población desplazada  

después de la sentencia

El derecho a la salud

En el proceso de seguim
iento a la T-025, la C

orte adoptó tres 
indicadores de goce efectivo de derechos que buscan dar cuen-
ta del acceso, la calidad, la aceptabilidad y la disponibilidad 
del servicio de salud. Estos tres indicadores son: 1) el acceso al 
Sistem

a G
eneral de Seguridad Social en Salud; 2) el acceso a 

asistencia psicosocial, y 3) el acceso al esquem
a de vacunación. 

A
dicionalm

ente, adoptó tres indicadores com
plem

entarios 
para m

edir el grado de avance en el cum
plim

iento del derecho 

y seis sectoriales. Veam
os por lo m

enos brevem
ente la eviden-

cia sobre los prim
eros tres indicadores, es decir, aquellos que 

m
iden el goce efectivo del derecho.

El prim
er indicador m

ide el nivel de afiliación al Sistem
a 

G
eneral de Seguridad Social en Salud (SG

SSS), tanto en el ré-
gim

en contributivo com
o en el subsidiado. U

na elevada pro-
porción de la población desplazada se encuentra afiliada al 
régim

en subsidiado (69,7%
 para la población RU

PD
 y 57,4%

 
para la que no está en el RU

PD
). Sin em

bargo, el porcentaje 
de la población desplazada que se encuentra por fuera del sis-
tem

a —
cerca del 24,7%

 de la población inscrita en el RU
PD

 y 
36%

 de la población que no lo está—
 es superior al porcentaje 

nacional que es 17%
 según el C

enso de 2005. Esto significa que 
todavía hay un porcentaje sin afiliar que solo puede acceder 
a la salud a través de los hospitales públicos que estén en ca-
pacidad de atenderlos (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 65). 
U

na de las principales barreras para el acceso a los servicios 
de salud es el hecho de que la población desplazada se vio 
obligada a abandonar su m

unicipio de residencia y, en la m
e-

dida en que pertenecían al régim
en subsidiado, perdieron el 

acceso por la falta de portabilidad de la afiliación (C
om

isión 
de Seguim

iento 2008d: 180).
En el caso de la población desplazada afiliada al régim

en 
contributivo, solo cerca del 5,8%

 de los inscritos en el RU
PD

 
y 6,7%

 de los no RU
PD

 están afiliados a dicho régim
en. U

n 
porcentaje tan bajo de afiliación a este régim

en revela, por un 
lado, que la población desplazada no cuenta con los ingresos 
necesarios y estables para perm

anecer en este régim
en y, por 

el otro, la alta inform
alidad laboral a la que está som

etida esta 
población, o su exclusión de cualquier m

ercado laboral (C
om

i-
sión de Seguim

iento 2008d: 67). En vista de que el porcentaje 
de afiliación es m

ás bajo en am
bos regím

enes, se puede con-
cluir que estar inscrito en el RU

PD
 facilita el acceso al SG

SSS.
El segundo indicador de goce efectivo de derechos es el ac-

ceso al apoyo psicológico, que refleja la necesidad de este tipo 
de atención en las circunstancias traum

áticas del desarraigo. 
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En la II EN
V

 se constató que solo cerca de un 5%
 de la población 

desplazada inscrita en el RU
PD

 y el 2,4%
 de la no RU

PD
 solicitó 

atención psicológica (C
om

isión de Seguim
iento 2008d: 75).

El tercero y últim
o de los indicadores es el acceso a los sis-

tem
as de vacunación. Este constituye un indicador sobre los 

esfuerzos estatales de prom
oción y prevención de la salud. D

e 
los niños y lasniñas desplazados m

enores de 5 años de edad 
(tanto registrados en el RU

PD
 com

o excluidos del m
ism

o), 
solo el 86%

 tiene la prim
era dosis de una vacunación triple 

viral, lo que está por debajo del um
bral útil de vacunación que 

es del 95%
 (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 76).
A

unque no hacían parte de los indicadores adoptados por 
la C

orte, la II EN
V

 m
idió el nivel de goce efectivo del derecho 

a la salud por dos vías adicionales que resultan ilustrativas del 
estado  de satisfacción del derecho a la salud. La prim

era fue 
por m

edio de la percepción personal de la población desplaza-
da sobre su salud. M

ientras en la Encuesta de C
alidad de V

ida 
2003 cerca del 72%

 de la población consideró que su estado 
de salud era bueno o m

uy bueno, esta cifra es cercana a 62%
 

para la población desplazada en am
bas categorías (RU

PD
 y 

no RU
PD

), lo que significa que alrededor de un 40%
 conside-

ra que no tiene condiciones aceptables de salud (C
om

isión de 
Seguim

iento 2008d: 68).
La segunda vía para indagar sobre el goce efectivo del dere-

cho fue el estudio de las condiciones de salud de la población. 
C

erca del 24%
 de la población inscrita en el RU

PD
 y el 27%

 de 
la no inscrita estuvo enferm

a en algún m
om

ento durante los 
30 días antes de la aplicación de la II EN

V. esto sugiere nue-
vam

ente que estar inscrito en el RU
PD

 facilita el acceso a los 
servicios de salud.

En síntesis, aunque los datos m
uestran que la población 

desplazada aún tiene índices de goce del derecho a la salud in-
feriores al prom

edio nacional, es claro que la situación ha m
e-

jorado considerablem
ente en los últim

os años. A
sí lo han reco-

nocido los inform
es de la C

om
isión de Seguim

iento (2008d) y 
las entrevistas con algunos de sus m

iem
bros, com

o m
onseñor 

H
éctor Fabio H

enao, para quien la sentencia “ha generado 
m

ás im
pacto en todo el asunto de atención en salud. H

ay el 
Sisben que acoge prácticam

ente a casi la inm
ensa m

ayoría o la 
totalidad de los desplazados”. 11 A

unque por las razones m
eto-

dológicas señaladas en la introducción de este capítulo no es 
posible extraer una conclusión contundente sobre el im

pacto 
del fallo sobre este derecho, las cifras disponibles sugerirían 
que el efecto social del caso ha sido positivo en este tem

a.

El derecho a la educación
En línea con el desarrollo del derecho a la educación en los 
instrum

entos internacionales, 12 por m
edio de los autos 109 de 

2007 y 116 de 2008, la C
orte C

onstitucional adoptó un con-
junto de indicadores para m

edir el nivel del goce efectivo del 
derecho a la educación, y el avance en el cum

plim
iento del 

m
ism

o, así com
o una serie de indicadores com

plem
entarios y 

sectoriales asociados con el goce efectivo del derecho. A
 conti-

nuación se presentan los principales resultados de los cuatro 
com

ponentes esenciales para brindar una idea del grado de 
cum

plim
iento del fallo T-025 en relación con el derecho a la 

educación de la población desplazada.
C

on respecto al acceso a la educación
13 de la población des-

plazada, se registraron adelantos. “Sin duda hay avances […
] 

en la cobertura nom
inal”, afirm

ó la C
om

isión de Seguim
ien-

to (2008d: 101). El indicador sobre el grado de realización del 
derecho a la educación reveló que el 86,2%

 de niños, niñas y 

11 
Entrevista con m

onseñor H
éctor Fabio H

enao, director de la 
Pastoral Social, 18 de diciem

bre de 2008.

12 
Según la O

bservación G
eneral N

o. 13 de 1999 del C
om

ité de D
e-

rechos Económ
icos, Sociales y C

ulturales, el derecho a la educación 
tiene cuatro com

ponentes que, al igual que en el caso del derecho a 
la salud, son atributos básicos del derecho a la educación y que son: 
i) la disponibilidad, ii) la accesibilidad, iii) la aceptabilidad, y iv) la 
adaptabilidad.

13 
La accesibilidad de la educación incluye tres com

ponentes: la no 
discrim

inación, la accesibilidad m
aterial y la accesibilidad económ

i-
ca. C

om
ité de D

erechos Económ
icos, Sociales y C

ulturales, O
bserva-

ción G
eneral N

o. 13 de 1999, párrafo 6; sentencia T-1037 de 2007.
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adolescentes desplazados entre los 5 y 17 años de edad que 
están inscritos en el RU

PD
, y el 79,4%

 de los no RU
PD

, asisten 
a un establecim

iento educativo form
al (C

om
isión de Segui-

m
iento 2008d: 101). En ese sentido, se estaría cum

pliendo con 
la obligación m

ínim
a del Estado en relación con la educación 

de los niños desplazados que, com
o definió la T-025, es la de 

garantizar su acceso a la educación a través de la provisión de 
los cupos que sean necesarios en entidades públicas o priva-
das de la zona.

O
tro de los indicadores que m

ide el acceso a la educación 
es el de gratuidad. Este indicador presenta resultados m

enos 
alentadores que los de cobertura. El 65%

 de la población des-
plazada en edad escolar inscrita en el RU

PD
 (53,7%

 en el caso 
de los no inscritos) tiene acceso a la educación en form

a gra-
tuita en tanto no tiene que pagar por concepto de m

atrículas y 
pensiones. Sin em

bargo, la m
ayoría (84%

 inscritos en el RU
PD

 
y 86%

 en el no RU
PD

) tienen que cubrir los costos de los li-
bros, útiles, uniform

es, o el transporte escolar (C
om

isión de 
Seguim

iento 2008d: 101).
El segundo com

ponente del derecho a la educación —
la 

adaptabilidad—
14 le im

pone al Estado la obligación de desarro-
llar m

ecanism
os orientados a evitar la deserción escolar. C

on 
respecto a la perm

anencia, la II EN
V

 encontró que 4,3%
 de las 

personas desplazadas entre 5 y 17 años inscritas en el RU
PD

 
se retiraron de estudiar, y que esta cifra fue superior (5,1%

) 
para los jóvenes no RU

PD
. En am

bos grupos, las m
ujeres son 

las m
ás afectadas por la deserción escolar (C

om
isión de Segui-

m
iento 2008d: 99).

14 
La obligación de adaptabilidad significa que los Estados deben 

tom
ar m

edidas para que la educación tenga la flexibilidad necesaria 
para adaptarse a los procesos de transform

ación que viven los indivi-
duos y las colectividades, y responder a las necesidades de alum

nos 
en contextos culturales y sociales variados, con el fin de garantizar la 
perm

anencia en el sistem
a educativo.

C
on respecto a los dos últim

os com
ponentes del derecho 

—
la aceptabilidad

15 y la disponibilidad
16—

 los hogares desplaza-
dos entrevistados durante la II EN

V
 resaltaron entre los pro-

blem
as recurrentes de los colegios

17 la falta de bibliotecas, la-
boratorios y com

putadores, el hacinam
iento en los salones, las 

instalaciones inadecuadas y la inseguridad dentro y alrededor 
del colegio, así com

o la falta de profesores y su inasistencia 
(C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 100).
D

e lo visto hasta ahora se concluye, por un lado, que el 
principal avance en m

ateria de educación ha sido en el nivel 
de cobertura y, por el otro, que la situación en m

ateria de edu-
cación es m

ejor para la población desplazada inscrita en el 
RU

PD
 que para la no inscrita. En general, por tanto, los datos 

apuntan a la existencia de un efecto social positivo, aunque 
m

oderado, del caso T-025 en relación con este derecho.

El derecho a la alim
entación

Siguiendo lo establecido por los estándares internacionales, 18 
la C

orte adoptó dos indicadores de goce efectivo de derechos, 
cinco indicadores com

plem
entarios para evaluar el grado de 

realización progresiva, y nueve indicadores sectoriales (véase 
el capítulo 7, tabla 2).

15 
La aceptabilidad exige que la form

a y el fondo de los progra-
m

as de estudio y de los m
étodos pedagógicos deben ser pertinentes, 

adecuados culturalm
ente y de buena calidad. C

om
ité de D

erechos 
Económ

icos, Sociales y C
ulturales, O

bservación G
eneral N

o. 13 de 
1999, párrafo 6; sentencia T-1037 de 2007. 

16 
La disponibilidad im

plica que los Estados tienen la obligación 
de m

antener una oferta de instituciones y program
as de enseñanza 

en cantidad suficiente para garantizar cobertura a todas las personas 
bajo su jurisdicción. C

om
ité de D

erechos Económ
icos, Sociales y C

ul-
turales, O

bservación G
eneral N

o. 13 de 1999.

17 
Los problem

as se presentan en el orden de prevalencia. 

18 
El C

om
ité D

ESC
, en la O

bservación G
eneral N

o. 12, afirm
ó que 

el contenido básico de este derecho com
prende, por un lado, la dis-

ponibilidad de alim
entos en cantidad y calidad suficientes para satis-

facer las necesidades alim
entarias de los individuos, sin sustancias 

nocivas, y aceptables para una cultura determ
inada; y por el otro, 

el acceso a esos alim
entos en form

as que sean sostenibles y que no 
dificulten el goce de otros derechos hum

anos.
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La aplicación de estos indicadores en la II EN
V

 reveló que 
en m

ateria alim
entaria la situación es crítica y, de hecho, m

ás 
grave que la que había sido detectada en la I EN

V
 realizada 

en el año 2007 (C
om

isión de Seguim
iento 2008d: 106-107). El 

porcentaje de personas desplazadas inscritas en el RU
PD

 que 
registró algún síntom

a de insuficiencia alim
entaria durante la 

sem
ana anterior a la realización de la encuesta fue 67,6%

, es 
decir, ocho puntos porcentuales m

ás alto que el m
ism

o por-
centaje para el año 2007 (59,1%

). Para las personas no inscri-
tas, la cifra en el 2008 fue 69,9%

. A
l interior de la población 

desplazada (tanto para la registrada en el RU
PD

 com
o la no 

registrada), los que peor están son los m
ayores de 60 años y 

las m
ujeres. El deterioro del derecho a la alim

entación puede 
explicarse, por un lado, por el aum

ento de los precios de los 
alim

entos
19 y, por el otro, por la precariedad de los ingresos de 

esta población.
A

unque no existen datos com
parables antes de 2004, la com

-
paración entre 2007 y 2008 no ofrece evidencia prelim

inar so-
bre la existencia de un im

pacto positivo del caso en este tem
a.

El derecho a la vivienda
Por definición, el derecho a la vivienda es uno de los violados 
de form

a m
ás grave por el desplazam

iento forzado, en la m
e-

dida en que las personas desarraigadas son obligadas a aban-
donar sus hogares de residencia y som

eterse a condiciones 
inadecuadas de alojam

iento en los lugares de recepción. 20 D
e 

hecho, de acuerdo con las opiniones expresadas por los des-
plazados en las encuestas, la vivienda ocupa el prim

er lugar en 
su lista de necesidades (C

om
isión de Seguim

iento, 2008d: 60).
Según la C

orte, el goce efectivo del derecho a la vivienda 
de toda persona debe garantizar com

o m
ínim

o los siguientes 

19 
El índice de precios de alim

entos al consum
idor aum

entó cer-
ca de un 54%

 entre enero y julio de 2008, en com
paración con los 

m
ism

os m
eses de 2007, al pasar de 8,51%

 en 2007 a 12,77%
 en 2008 

(C
om

isión de Seguim
iento 2008d: 107). 

20 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, apartado 5.2.

siete com
ponentes: la seguridad jurídica de la tenencia; la dis-

ponibilidad y proxim
idad de servicios m

ateriales, facilidades 
e infraestructuras; la soportabilidad y sostenibilidad de los 
gastos; la habitabilidad; la asequibilidad; la ubicación adecua-
da, y la adecuación cultural.

La II EN
V

 encontró que la población desplazada vive en 
unas condiciones habitacionales m

uy precarias. Solam
ente un 

5,5%
 de los hogares desplazados incluidos en el RU

PD
, y 6,9%

 
de los no RU

PD
, habita una vivienda que cum

ple con los crite-
rios para caracterizarla com

o digna (C
om

isión de Seguim
iento 

2008d, C
uadro 47: 128).

A
l analizar los indicadores para los com

ponentes del de-
recho a la vivienda en detalle, se encuentran algunos que re-
flejan situaciones particularm

ente críticas. Por ejem
plo, solo 

el 13%
 de los hogares desplazados (tanto los incluidos en el 

RU
PD

 com
o los no RU

PD
), tienen una tenencia segura porque 

cuentan con una escritura registrada o un contrato de arren-
dam

iento por escrito. Igualm
ente, el 43 y el 37,8%

 de la pobla-
ción inscrita en el RU

PD
 y no RU

PD
, respectivam

ente, vive 
en hacinam

iento. Por últim
o, frente al acceso a los servicios 

dom
iciliarios solo la m

itad de la población desplazada tiene 
acceso a todos los servicios (49%

 en los hogares RU
PD

 y 57%
 

en los no RU
PD

).
Sin em

bargo, hay indicadores que revelaron grados de 
goce efectivo m

enos dram
áticos para algunos com

ponentes. 
Por ejem

plo, la am
plia m

ayoría de hogares RU
PD

 (73,8%
) y no 

RU
PD

 (77,2%
) están construidos con m

ateriales apropiados y 
están ubicados en zonas seguras, que no han sido declaradas 
ni afectadas por situaciones de alto riesgo (77,5%

 para RU
PD

 
y 74%

 para los no RU
PD

) (C
om

isión de Seguim
iento 2008d, 

C
uadro 47: 128).

Pero incluso estos últim
os indicadores denotan una situa-

ción grave. En este sentido, com
o concluyó la C

om
isión de Se-

guim
iento, “esta situación es de im

pensable gravedad y deno-
ta las condiciones de extrem

a vulnerabilidad que caracterizan 
a la población desplazada en el país” (2008d: 181)
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El derecho a la subsistencia m
ínim

a  
y a la atención hum

anitaria
C

on base en el Principio 18 de la O
N

U
, en la sentencia T-025 la 

C
orte estableció que el derecho a la subsistencia m

ínim
a im

-
plica que el Estado debe proveer y asegurar el acceso a las 
personas desplazadas a alim

entos esenciales y agua potable, 
alojam

iento y vivienda básicos, vestidos apropiados y servi-
cios m

édicos y sanitarios esenciales.
A

dicionalm
ente, la C

orte enfatizó que el derecho a la sub-
sistencia m

ínim
a estaba relacionado con el derecho a la asis-

tencia hum
anitaria, 21 que tiene dos com

ponentes: la A
tención 

H
um

anitaria de Em
ergencia (A

H
E), que se presta al produ-

cirse el desplazam
iento, 22 y a la asistencia o ayuda inm

ediata, 
a la que tiene derecho toda persona desplazada con la sim

ple 
presentación de la declaración. 23 La C

orte tuvo en cuenta la re-
lación entre el derecho a la subsistencia m

ínim
a y el derecho a 

la atención hum
anitaria al elaborar los indicadores para m

edir 
el goce efectivo de este últim

o. Por esto, de los tres indicadores 
de goce efectivo que adoptó el tribunal para m

edir el derecho 
a la subsistencia, uno m

ide el grado de recepción de la ayuda 

21 
Véanse, Principios D

eng N
o. 24 a 27.

22 
Según el D

ecreto 2569 (art. 20), la A
H

E está definida com
o una 

ayuda tem
poral encam

inada a acciones de socorro, asistencia y apo-
yo a la población desplazada, con el objetivo de m

itigar las necesida-
des básica en alim

entación, salud, atención psicológica, transporte de 
em

ergencia, salubridad pública, alojam
iento y elem

entos de hábitat 
interno. Según el m

ism
o decreto (art. 17), la A

H
E se entrega una vez 

realizada la inscripción. En un principio, la Ley 387 y el decreto fija-
ron que el tiem

po para recibir ayuda era de tres m
eses prorrogables 

por otros tres. Sin em
bargo, la C

orte declaró inexequibles estas nor-
m

as en la sentencia C
-278 de 2007.

23 
Para prestar esta ayuda en los casos de desplazam

ientos indi-
viduales, A

cción Social suscribió acuerdos con las gobernaciones, 
alcaldías e iglesias. C

uando se presentan desplazam
ientos m

asivos, 
la asistencia se presta siguiendo lo establecido en los planes de con-
tingencia diseñados por los C

om
ités Territoriales, en coordinación 

con el C
om

ité Internacional de la C
ruz Roja y los entes territoriales. 

Las com
unidades desplazadas deben recibir alojam

iento, salud, edu-
cación, alim

entación y asistencia psicosocial. Los com
ponentes de la 

ayuda inm
ediata son: elem

entos de aseo, cam
as o colchonetas, ele-

m
entos de cocina, valoración m

édica, m
edicinas, atención m

édica de 
urgencia, albergue tem

poral y valoración psicosocial.

inm
ediata y el otro m

ide la recepción de ayuda hum
anitaria 

de em
ergencia. Los otros indicadores de goce efectivo, com

-
plem

entarios y sectoriales, hacen referencia a los com
ponentes 

del derecho a la subsistencia m
ínim

a directam
ente, y por ende 

buscan m
edir el apoyo brindado para vestuario, alim

entos 
esenciales, servicios m

édicos esenciales, entre otros. Sin em
-

bargo, la II EN
V

 se concentró en los indicadores que m
iden el 

derecho a la atención hum
anitaria y, por ende, a continuación 

se presentan los principales resultados con respecto a estos 
dos indicadores, em

pezando con el grado de realización de la 
asistencia o ayuda inm

ediata.
Respecto a la ayuda inm

ediata, contrario al énfasis de la 
T-025 sobre la im

portancia de la m
ism

a, se observó un bajo 
nivel de cobertura. El 69%

 de los grupos fam
iliares incluidos 

en el RU
PD

 no ha recibido ningún com
ponente de ayuda 

inm
ediata, y el 30,6%

 recibió algún com
ponente. El nivel de 

cobertura es directam
ente proporcional al tiem

po de despla-
zam

iento: m
ientras m

ás reciente el desplazam
iento, m

enor es 
el núm

ero de hogares que reciben ayuda (C
om

isión de Segui-
m

iento 2008d: C
uadro 14, 51). A

sim
ism

o, desde 2004, a pesar 
de la sentencia, los registros sobre este tipo de ayuda m

uestran 
una tendencia decreciente en los com

ponentes de alim
enta-

ción y albergue tem
poral, aunque son los elem

entos centrales 
de dicha ayuda (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 60).
En el caso de los grupos fam

iliares no incluidos en el RU
PD

, 
el nivel de solicitudes para la ayuda inm

ediata es m
enor que 

en el caso de los RU
PD

. Esto se puede deber a que una par-
te de los grupos fam

iliares no incluidos no han declarado su 
situación ante las autoridades, lo cual restringe las posibilida-
des de acceder a las ayudas.

C
on respecto a la A

tención H
um

anitaria de Em
ergencia, 

se observó que 83,2%
 de los hogares incluidos en el RU

PD
 

ha recibido algún com
ponente, m

ientras cerca del 17%
 no ha 

recibido ninguno (C
om

isión de Seguim
iento, 2008d: 55). El 

principal apoyo ha sido en form
a de m

ercados, auxilios de 
arrendam

iento y afiliación a salud. En cam
bio, el apoyo m

ás 
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deficiente ha sido en la protección, la asistencia jurídica y el 
sum

inistro de docum
entos de identidad (C

om
isión de Segui-

m
iento, 2008d: 56).

En síntesis, solo el 0,4%
 de los grupos fam

iliares desplaza-
dos inscritos en el RU

PD
 ha recibido todos los com

ponentes 
de la ayuda inm

ediata, y solo el 0,2%
 ha recibido la A

H
E, res-

pectivam
ente. Estas cifras sugieren que, a pesar de la senten-

cia y los autos de seguim
iento, subsisten fallas profundas en la 

garantía de estos derechos básicos.

El derecho a generar y percibir 
ingresos adecuados

D
e acuerdo con el diagnóstico de la C

orte en 2004, “la im
po-

sibilidad de generar ingresos im
pide que las personas despla-

zadas puedan satisfacer autónom
am

ente sus necesidades bá-
sicas de alim

entación, vivienda, salud y educación en el caso 
de los m

enores. Esto alarga y agrava la situación de vulnera-
bilidad de las personas desplazadas”. 24 C

uatro años después, 
el diagnóstico seguía siendo vigente, com

o lo concluyó la C
o-

m
isión de Seguim

iento, para quien la situación laboral y de 
generación de ingresos de la población desplazada continuaba 
siendo “preocupantem

ente crítica” (C
om

isión de Seguim
iento 

2008d: 161). Veam
os.

U
n prim

er grupo de indicadores que brinda una idea sobre 
la situación económ

ica de la población desplazada son las ta-
sas de ocupación y de inform

alidad, 25 que adem
ás exhibieron 

com
portam

ientos m
uy sim

ilares en la población inscrita en el 
RU

PD
 y en la no inscrita. La población desplazada presentó 

niveles m
uy bajos de ocupación. Tan solo el 46,4%

 de la pobla-
ción desplazada en edad de trabajar

26 inscrita en el RU
PD

 se 

24 
C

orte C
onstitucional, sentencia T-025 de 2004, apartado 6.3.2.

25 
La form

alidad definida com
o los ocupados que no están afilia-

dos a seguridad social, los asalariados que reciben ingresos laborales 
por debajo del salario m

ínim
o y los trabajadores no rem

unerados 
(C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 148). 

26 
Esto es, personas de 12 años o m

ás.

declaró ocupada, el 5%
 desocupada y el 48,7%

 inactiva (C
om

i-
sión de Seguim

iento 2008d: 136). Estas cifras son inferiores a las 
de la población de las principales cabeceras del país, que según 
la Encuesta de H

ogares del D
A

N
E de julio de 2008, el 53,5%

 se 
declaró ocupada, el 7,25%

 desocupada y el 39,2%
 inactiva.

C
on respecto a la inform

alidad en el trabajo, para los dos 
grupos de población desplazada esta tasa es cercana al 97%

. 
A

unado a esto, tan sólo un 11%
 de la población desplazada 

ocupada percibe ingresos laborales iguales o superiores al sa-
lario m

ínim
o legal (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: C
uadro 

57, 146).
Lo anterior se traduce en una m

arcada precariedad de los 
ingresos laborales. D

e hecho, al aplicar indicadores de goce 
efectivo de derechos que introducen com

o referencia las lí-
neas de pobreza e indigencia, se constató que la situación es 
preocupante. Según el indicador que m

ide únicam
ente ingre-

sos laborales m
onetarios, resultó que el 98,6%

 de los hogares 
desplazados RU

PD
 vive por debajo de la línea de pobreza, 

y el 82,6%
 por debajo de la línea de indigencia. Este últim

o 
porcentaje significa que la m

ayoría de la población desplaza-
da vive en la pobreza extrem

a y no tiene los ingresos labo-
rales necesarios para garantizar una alim

entación adecuada 
para todos los m

iem
bros del hogar (C

om
isión de Seguim

iento 
2008d: 150).

Incluso si se tienen en cuenta todos los ingresos, adem
ás 

de los laborales, la situación es grave. El porcentaje de hogares 
desplazados inscritos en el RU

PD
 cuyos ingresos totales son 

superiores a la línea de pobreza es sólo del 3,1%
 (en com

para-
ción con el 1,4%

 si se tienen en cuenta solo los ingresos labo-
rales), y el porcentaje de los superiores a la línea de indigencia 
del 22%

 (en com
paración con el 17,4%

 para ingresos laborales) 
(C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 151).
El panoram

a anterior es particularm
ente grave cuando se 

recuerda que casi la m
itad de la población desplazada, antes 

de sufrir el desplazam
iento, no era pobre. D

e hecho, antes de 
ser expulsados, el 51%

 vivía bajo la línea de pobreza, m
ientras 
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actualm
ente, com

o se acaba de ver, este porcentaje es cercano 
al 97%

.
Los relatos de los líderes desplazados dan testim

onio de 
la situación. En este sentido, es representativo lo dicho por 
V

irgelina C
hará en nuestra entrevista acerca de las oportuni-

dades laborales que existen para la población desplazada des-
pués del fallo:

La sentencia ahí no cam
bió nada, porque la em

presa privada no nos 
da em

pleo porque hay una discrim
inación laboral, porque no saben 

qué era lo que nosotros hacíam
os, porque si nos desplazaron fue por 

algo, no porque hay un conflicto en el país, y que no pueden m
eter ese 

tipo de gente a sus em
presas, y el em

pleo que le ofrecen a los despla-
zados es com

o lavacarros, o en una casa de fam
ilia. 27

En este tem
a, por tanto, tam

poco encontram
os evidencia 

que apunte a un efecto social tangible del caso en el prim
er 

lustro del proceso de seguim
iento.

El derecho a tener un docum
ento de identidad

En relación con este derecho civil fundam
ental, la C

orte adop-
tó un indicador de goce efectivo que busca m

edir si todos los 
m

iem
bros del hogar cuentan con sus docum

entos de identifi-
cación com

pletos. A
dicionalm

ente, adoptó un indicador com
-

plem
entario y cinco indicadores asociados. La evidencia dis-

ponible sobre el tem
a m

uestra un panoram
a m

ixto.
D

e un lado, la II EN
V

 encontró que casi la totalidad de la 
población entre 0 y 6 años cuenta con registro civil (96,4%

 en el 
caso de las personas desplazadas inscritas en el RU

PD
 y 93,7%

 
para las no RU

PD
). C

ifras parecidas presentaron las m
ujeres 

m
ayores de edad con cédula de identidad (96,2%

 en el caso de 
la población RU

PD
 y 95,5%

 en las no RU
PD

).
Sin em

bargo, el indicador relativo a los hom
bres m

ayores de 
edad con cédula y libreta m

ilitar seguía siendo preocupante. La 
II EN

V
 encontró que solo el 16%

 de los hom
bres desplazados 

m
ayores de edad inscritos en el RU

PD
, y el 14,1%

 de los no 

27 
Entrevista con V

irgelina C
hará, líder desplazada, directora de la 

O
rganización A

som
ujer y Trabajo, 15 de enero de 2009.

RU
PD

, cuentan con am
bos docum

entos. Esta falta de docum
en-

tos de identificación com
pleta significa que cerca de ocho de 

cada diez hom
bres desplazados no cuentan con los requisitos 

para poder acceder al m
ercado laboral form

al o para ejercer el 
derecho al voto (C

om
isión de Seguim

iento 2008d: 62).

Los derechos a la verdad, la justicia, la reparación  
y la situación de las tierras despojadas

U
n últim

o indicador del posible im
pacto social del caso es la 

situación de los desplazados en relación con la justicia y com
-

pensación por los delitos de los que han sido víctim
as. En este 

tem
a, las cifras m

ás com
pletas tienen que ver con el despo-

jo de tierras y otros bienes. Según la II EN
V, el 96,5%

 de los 
grupos fam

iliares de población desplazada tenían algún bien, 
m

ueble o inm
ueble, antes del desplazam

iento (C
om

isión de 
Seguim

iento 2008d: 161). y ante la pregunta de si abandona-
ron algún bien por causa del desplazam

iento, el 94,6%
 de los 

grupos fam
iliares entrevistados respondió afirm

ativam
ente 

(C
om

isión de Seguim
iento 2008d: 168).

En m
ateria de tierras, el total de hectáreas despojadas o 

forzadas a abandonar desde el año 1998 es del orden de 5,5 
m

illones de hectáreas, sin contabilizar los predios superiores a 
100 hectáreas ni las propiedades colectivas de las poblaciones 
afrocolom

bianas e indígenas (C
om

isión de Seguim
iento 2009: 

12). La m
ayor proporción de tierras abandonadas se encuentra 

en la región de la C
osta A

tlántica (38,2%
), seguida por la zona 

integrada por la A
m

azonia, la O
rinoquia y el C

hocó (34,5%
), y 

finalm
ente por la región A

ndina (27,3%
).

La inacción del Estado, incluso después de varios años de 
la sentencia, se aprecia cuando las cifras del despojo se con-
trastan con las escasas tierras que han sido otorgadas a los 
desplazados a m

anera de reparación: alrededor de 60.000 hec-
táreas, es decir, cerca del 0,01%

 de las extensiones usurpadas a 
esta población. 28 D

e ahí que, com
o lo reconoció el director de 

28 
Revista Sem

ana, “Los están m
atando”, 14 de m

arzo de 2009.
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A
cción Social en la audiencia pública de julio de 2009 ante la 

C
orte, el problem

a de las tierras “todavía es dram
ático”. 29 La 

situación, docum
entada por varios estudios sobre el derecho 

a la tierra (Salinas 2009), es igualm
ente precaria en relación 

con los derechos a la verdad, justicia y reparación, sobre los 
cuales la escasez de inform

ación es un indicador vívido del es-
tancam

iento profundo de las políticas de justicia transicional 
(Restrepo 2009).

La falta de avance —
e, incluso, el retroceso—

 del goce efec-
tivo de estos derechos es, de hecho, uno de los tem

as que han 
perm

anecido m
ás im

perm
eables a la influencia del fallo y el 

proceso de seguim
iento. D

e ahí que la propia C
orte, en su ba-

lance de los cinco años de la sentencia, haya concluido que:
En cuanto a los derechos a la verdad, a la justicia, a la reparación y no 
repetición, los esfuerzos […

] son hasta ahora incipientes. Persiste una 
altísim

a im
punidad frente al delito de desplazam

iento y los datos ac-
tuales solo dan cuenta de las denuncias presentadas, a pesar de que se 
trata de un delito que debía ser investigado de oficio (artículo 159 de 
la Ley 599 de 2000). Existen grandes obstáculos procesales y de capa-
cidad institucional para avanzar en la m

ateria y no se ha desarrollado 
hasta ahora ninguna estrategia para solucionarlos. 30 

En síntesis, ¿cóm
o ha evolucionado la situación de la po-

blación desplazada después de la sentencia y el proceso de 
seguim

iento? Los datos expuestos en esta sección sugieren 
que, aunque ha habido avances notorios en algunos derechos 
(com

o el acceso a la salud y la educación), la situación gene-
ralizada es de profunda precariedad y de vulneración conti-
nua de derechos elem

entales de las personas desarraigadas. 
D

e hecho, la constatación de esta situación llevó a la C
orte a 

m
antener el estado de cosas inconstitucional en el A

uto 008 de 
2009, donde concluyó:

Teniendo en cuenta que los inform
es presentados m

uestran la extre-
m

a gravedad de la situación de pobreza de la población desplazada, 
la baja cobertura de varios de los program

as de atención, la inidonei-

29 
Luis A

lfonso H
oyos, director de A

cción Social, A
udiencia Públi-

ca en la C
orte C

onstitucional, 10 de julio de 2009. 

30 
C

orte C
onstitucional, A

uto 008 de 2009, num
eral 94. 

dad de las políticas de vivienda, tierras y generación de ingresos y la 
continuidad del fenóm

eno del desplazam
iento debido al gran núm

ero 
de nuevos desplazados cada año desde 2004 (un prom

edio de 240.000 
por año), no resulta posible declarar una superación parcial del estado 
de cosas inconstitucional, a pesar de resultados positivos en relación 
con algunos derechos. 31

Si los efectos m
ateriales del caso sobre la población despla-

zada han sido lim
itados, ¿qué ha sucedido con los efectos sim

-
bólicos? En la siguiente sección nos referim

os a esta pregunta 
para cerrar el capítulo.

Los efectos sim
bólicos  

sobre la población desplazada
En capítulos anteriores hem

os analizado los principales efec-
tos sim

bólicos del caso, incluyendo aquellos que atañen a los 
líderes y a las organizaciones de la población desplazada. V

i-
m

os en el capítulo 3, por ejem
plo, la form

a com
o los líderes 

pasaron a enm
arcar sus reclam

os en térm
inos del lenguaje y 

los procedim
ientos del derecho de los derechos hum

anos. En 
el capítulo 4 exam

inam
os los espacios políticos y discursivos 

que el caso ha abierto para algunas organizaciones de esta 
población, aunque tam

bién vim
os que dichos espacios han 

sido m
ás estrechos que los existentes para las organizaciones 

sociales que cuentan con experiencia y conocim
iento jurídico 

especializado.
En esta sección, resta preguntarse por los efectos sim

bólicos 
sobre los desplazados anónim

os, aquellos que no hacen parte 
de organizaciones ni tienen roles de liderazgo. Esta pregunta es 
difícil de responder, por dos razones. D

e un lado, la población 
desplazada, por definición, es altam

ente dispersa y diversa. Por 
tanto, el tipo de trabajo de cam

po hecho para este estudio —
ba-

sado en entrevistas en agencias gubernam
entales y organiza-

ciones sociales—
 ofrece sólo evidencia indirecta sobre el tem

a. 
D

e otro lado, las bases de datos existentes (com
o la II EN

V
) se 

31 
C

orte C
onstitucional, A

uto 008 de 2009, num
eral 34.
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concentran, por razones obvias, en la situación m
aterial de los 

desplazados, y no indagan sobre asuntos tales com
o su cono-

cim
iento de la sentencia y el grado en el que se han apropiado 

de su lenguaje y sus recursos para exigir sus derechos.
El dato disponible que ofrece evidencia sobre este tem

a es 
la utilización de la acción constitucional de tutela por parte de 
los desplazados. Según cifras de A

cción Social para 2009, los 
ciudadanos desplazados interpusieron m

ensualm
ente cerca 

de 5.000 dem
andas de este tipo. 32 En este sentido, la presenta-

ción m
asiva de cerca de 60.000 acciones anuales sugeriría un 

alto grado de conocim
iento de los derechos y los m

ecanism
os 

judiciales por parte de los desplazados. Este conocim
iento, a 

la vez, podría representar un efecto sim
bólico im

portante del 
caso T-025, com

o lo sugieren entrevistas com
o la dada por un 

funcionario del M
inisterio de A

m
biente, V

ivienda y D
esarrollo 

según el cual “lo que se puede advertir es que esta sentencia 
ha servido de insum

o para instaurar m
uchas acciones de tute-

la. N
osotros, hoy por hoy, com

o Fondo N
acional de V

ivienda 
estam

os atendiendo poco m
ás de 1.000 tutelas al año”. 33

Esta conclusión, sin em
bargo, debe ser cualificada. En pri-

m
er lugar, la explosión de acciones de tutela es un indicador 

am
biguo de im

pacto. D
e un lado, puede encarnar un em

po-
deram

iento jurídico genuino de la población desplazada. D
e 

otro lado, sin em
bargo, puede ser un síntom

a de la falta de 
im

pacto de la sentencia y la continuación (o, incluso, el em
-

peoram
iento) de las fallas que dieron lugar a la declaración 

del estado de cosas inconstitucional. C
om

o lo m
encionó una 

líder entrevistada, tener que acudir a la tutela es disfuncional 
para la garantía eficaz de los derechos de los desplazados; en 
este sentido, la sentencia y los autos serían “paños de agua fría 
porque para hacer cum

plir un derecho hay que entutelar”. 34

32 
El Tiem

po, “Tres son suficientes”, 4 de octubre de 2009.

33 
Entrevista con Luis D

om
ingo G

óm
ez, M

inisterio de A
m

biente, 
V

ivienda y D
esarrollo Territorial, enero de 2009.

34 
Entrevista con A

na C
ecilia Prada, líder desplazada, represen-

tante legal de Fundagro, 16 de enero de 2009.

En segundo lugar, las entrevistas con diversos actores del 
cam

po del desplazam
iento coinciden en m

ostrar que, m
ien-

tras que los líderes de la población desplazada conocen bien 
la sentencia, la existencia de ésta es desconocida por la m

ayor 
parte de ella. La m

agistrada auxiliar encargada de la T-025 re-
saltó com

o “[la sentencia] la invocan todo el tiem
po [pero la 

invocan los] líderes que estén organizados”. 35 En ese m
ism

o 
sentido, el director de C

odhes, ante la pregunta de si la sen-
tencia era conocida por las personas en condición de despla-
zam

iento, contestó: “Sí, m
uchas  conocen la sentencia. Lo que 

pasa es que la población en situación de desplazam
iento es un 

grupo m
uy grande, com

plejo y diverso. Por ejem
plo, […

] la 
D

irección N
acional de los desplazados la conoce m

uy bien. El 
liderazgo regional, en general, tam

bién. […
] ya a nivel de las 

bases, no”. 36 En esto coincide la opinión de una líder despla-
zada que es representante legal de la O

rganización Fundagro, 
para quien “la población general no [conoce la sentencia], sólo 
los m

ás antiguos, los que hem
os estado en talleres de capaci-

tación la conocem
os, pero no la hacem

os valer porque la gente 
se desm

oraliza […
] y la gente se va, no vuelve”. 37

Finalm
ente, la m

ultiplicación de las tutelas puede deberse, 
en parte, a la utilización de los m

ecanism
os judiciales por abo-

gados e interm
ediarios que explotan la oportunidad económ

i-
ca que significan las ayudas a los desplazados. D

e hecho, la 
industria de interm

ediarios inescrupulosos que explotaban a 
los desplazados y a las entidades gubernam

entales había cre-
cido hasta tal punto que se convirtió en una fuente de cuantio-
sas pérdidas para agencias com

o A
cción Social. En 2009, por 

ejem
plo, El Tiem

po reportaba que una “m
afia” de abogados 

se dedicaba a tram
itar ayudas para personas desplazadas a 

35 
Entrevista con C

lara H
elena Reales, m

agistrada auxiliar C
orte 

C
onstitucional de C

olom
bia, 18 de diciem

bre de 2008.

36 
Entrevista con M

arco Rom
ero, director de C

odhes, 19 y 23 de 
diciem

bre de 2008.

37 
Entrevista con A

na C
ecilia Prada, líder desplazada, represen-

tante legal de Fundagro, 16 de enero de 2009. 
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cam
bio de quedarse con un alto porcentaje de ellas, o inclu-

so ofrecían “‘paquetes’ o ‘com
bos’ jurídicos cuyo valor oscila 

entre los 40.000 y los 300.000 pesos [y que] incluyen derechos 
de petición, tutelas, y desacatos”. 38 A

unque está lejos de ser 
una situación generalizada, nuestras entrevistas sugieren que 
la explotación de los m

ecanism
os de exigencia de derechos 

por parte de interm
ediarios no es infrecuente. Por ejem

plo, de 
acuerdo con una alta funcionaria del M

inisterio del Interior, 
“la sentencia y el conocim

iento de los autos se queda en algu-
nos pocos: o no llega o los desinform

an para que los sigan. Por 
ejem

plo, [quienes conocen el auto] se inventan un requisito 
y viven de eso”. 39 y la líder desplazada citada anteriorm

ente 
ofreció una im

presión que coincide con ésta: “la m
ayoría de la 

gente que llega víctim
a, es víctim

a de los vivos, hay una pa-
rranda de vivos que viven de las víctim

as recién llegadas”. 40

En sum
a, no existe evidencia contundente sobre la existen-

cia o la ausencia de efectos sim
bólicos del caso sobre la m

a-
yoría de la población desplazada, aquella que no hace parte 
de una organización o no ocupa un rol de liderazgo. A

 falta 
de datos com

parables a lo largo del tiem
po, y en vista de la 

inform
ación am

bigua sobre el significado del uso de la acción 
de tutela, no hay señales claras sobre este tipo de im

pacto.
¿Q

ué se puede concluir de la am
bigüedad del efecto social 

del fallo? En últim
as, ¿cum

plieron su objetivo la sentencia y 
el proceso de seguim

iento? ¿Q
ué nos dice el caso sobre la jus-

tificación y utilidad de las intervenciones judiciales en casos 
estructurales? En las siguientes páginas redondeam

os nuestro 
análisis volviendo brevem

ente a estas preguntas y a otras que 
fueron planteadas al inicio del libro, y sintetizando las conclu-
siones del estudio.

38 
El Tiem

po, “M
afia de abogados tram

ita ayudas para desplazados 
y luego se quedan con el 20 y hasta 100%

 de ellas”, 26 de abril de 
2009

39 
Entrevista con Liliana G

uzm
án, coordinadora del Program

a de 
Protección Especial a la Población D

esplazada, M
inisterio del Interior 

y de Justicia, 13 de enero de 2009.

40 
Entrevista con V

irgelina C
hará, líder desplazada, directora de la 

O
rganización A

som
ujer y Trabajo, 15 de enero de 2009.
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C
apítulo 9

C
onclusiones

En este libro propusim
os  un giro de los estudios so-

bre las cortes y los derechos hum
anos hacia un aspecto que 

ha recibido escasa atención: la im
plem

entación y el im
pacto 

de los fallos. Para ello nos concentram
os en sentencias que 

encaran problem
as sociales estructurales, a partir del estudio 

del caso m
ás com

plejo, prolongado y am
bicioso de la C

orte 
C

onstitucional colom
biana: la sentencia T-025 de 2004. En esta 

decisión, la C
orte declaró la existencia de una violación m

a-
siva de los derechos de la población desplazada, y abrió un 
proceso de seguim

iento y construcción de políticas públicas 
que ha durado seis años y continúa en curso.

C
on base en los hallazgos del estudio de caso, y de un m

ar-
co teórico que com

bina elem
entos de derecho constitucional 

com
parado y sociología jurídica, intentam

os sustentar tres ar-
gum

entos en torno a varios tem
as centrales de la discusión 

sobre las cortes, los derechos y el cam
bio social. Prim

ero, en 
relación con la justificación del activism

o judicial, nuestro es-
tudio parte de un análisis realista del rol de los jueces en las 
“dem

ocracias realm
ente existentes”. En ese contexto, el estu-

dio m
ostró que las cortes pueden ser una instancia adecuada 

para desbloquear los procesos de políticas públicas de los que 
depende la realización de los derechos constitucionales. Se-
gundo, en cuanto al procedim

iento de intervención judicial en 
estos casos, el análisis revela que los procesos de seguim

ien-
to e im

plem
entación de fallos que incluyen oportunidades de 

participación y de deliberación pública para los actores perti-
nentes tienen el potencial de profundizar la dem

ocracia y ge-
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nerar soluciones eficaces a problem
as estructurales de política 

pública. Finalm
ente, en relación con el im

pacto del activism
o 

judicial, nuestro estudio abre el cam
po de visión analítico para 

incluir no sólo los efectos instrum
entales y directos de los fa-

llos, sino tam
bién los efectos indirectos y los sim

bólicos.
En el ám

bito específico de la T-025, nuestro estudio conclu-
yó que, en los seis años posteriores a la sentencia (2004-2010), el 
caso había tenido un alto im

pacto en el desbloqueo del aparato 
estatal y en la ubicación del tem

a en el centro de las políticas 
públicas y el debate ciudadano. Tuvo tam

bién un efecto nota-
ble, aunque parcial, en la dem

ocratización del tem
a, en la m

edi-
da en que creó espacios de participación y control ciudadanos 
que han perm

itido la entrada de voces de organizaciones de la 
sociedad civil con fortalezas jurídicas, pero no han sido igual-
m

ente eficaces en la inclusión de las víctim
as del desarraigo.

Los dem
ás efectos han sido m

ás m
odestos. En relación con 

el im
pacto del fallo sobre la coordinación de las entidades es-

tatales encontram
os que ha incidido en la m

ejoría de la co-
hesión entre las agencias gubernam

entales del nivel nacional, 
pero ha tenido escasa eficacia en su intento de fortalecer la co-
herencia de las políticas del gobierno nacional y los gobiernos 
departam

entales y m
unicipales. Igualm

ente, subsisten fallas 
elem

entales en la definición de responsabilidades y la com
u-

nicación interinstitucional.
El balance es m

ixto tam
bién en relación con el efecto de la 

sentencia sobre las políticas públicas. D
e un lado, el caso ha 

sido fundam
ental para el diseño de políticas y el aum

ento del 
presupuesto dedicado a ellas. Por el otro, la im

plem
entación de 

estas políticas ha sido m
uy desigual y, en general, sigue siendo 

una asignatura pendiente. N
o sorprende, por tanto, que a pe-

sar de avances notorios en derechos esenciales com
o la salud y 

la educación, esté todavía por verse si el caso contribuirá a m
e-

jorar sustancialm
ente la situación dram

ática en que continúan 
viviendo m

ás de tres m
illones de desplazados en C

olom
bia.

Esta últim
a observación im

plica una advertencia contra 
conclusiones definitivas sobre el im

pacto del fallo y el proceso 

de seguim
iento. A

unque se trata de un caso m
uy prolífico y 

dinám
ico cuya duración es extraordinariam

ente larga cuando 
se com

para con la de las intervenciones judiciales convencio-
nales (incluso las de los tribunales constitucionales m

ás acti-
vistas), hay que recordar que enfrenta un problem

a sociopolí-
tico estructural y altam

ente com
plejo, cuyas raíces se hunden 

en la historia de un conflicto arm
ado de cuatro décadas. C

om
-

parada con la cronología del fenóm
eno del desplazam

iento, la 
del caso T-025 es m

uy corta. Incluso con los m
ecanism

os juris-
prudenciales m

ás sofisticados y rigurosos, seis años alcanzan 
apenas para despertar un proceso de políticas públicas que, en 
el largo plazo y acom

pañado de transform
aciones políticas y 

económ
icas m

ás profundas, puede llevar a la superación del 
desplazam

iento forzado.
El futuro del caso suscita preguntas jurídicas y políticas 

m
uy interesantes. ¿C

uánto tiem
po puede una corte activista 

com
o la colom

biana sostener un proceso de seguim
iento que 

tiene claros costos institucionales y políticos? ¿C
uándo se pue-

de considerar que el caso ha cum
plido su com

etido y se puede 
levantar el estado de cosas inconstitucional? Estas preguntas 
quedan abiertas para una agenda de investigación que otros 
estudiosos podrían retom

ar, a la luz de la evolución de éste y 
otros casos estructurales no sólo en C

olom
bia sino en m

uchos 
otros países. D

e nuestro lado, con base en otro trabajo (Rodrí-
guez G

aravito 2009c), form
ulam

os la siguiente hipótesis: las 
intervenciones judiciales en casos estructurales son exitosas en 
la m

edida en que se vuelvan innecesarias. En otras palabras, su 
suceso se debe m

edir por su capacidad de hacer que la adm
i-

nistración pública y el legislativo atiendan eficazm
ente el pro-

blem
a, sin que el poder judicial ejerza constante presión sobre 

ellos. En el caso que nos ocupa, este m
om

ento llegaría cuando 
la C

orte C
onstitucional constate tal grado de avance de las po-

líticas y la protección eficaz de los derechos de los desplazados, 
que pueda cesar su papel protagónico en el tem

a.
M

ás allá de los detalles del estudio de caso, este libro buscó 
im

pulsar una línea naciente de análisis de im
plem

entación e 
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im
pacto sobre derechos en A

m
érica Latina y otras partes del 

m
undo. U

na línea que intenta recuperar la pregunta básica 
que m

otiva a los litigantes y analistas preocupados por hacer 
realidad la prom

esa de los derechos constitucionales: en últi-
m

as, ¿para qué sirven los fallos judiciales?
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